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Introducción 

El gobierno se materializa a través de la Administración Pública, opera por 
medio de dependencias y entidades adscritas al Poder Ejecutivo. Sus prin-
cipales actividades están relacionadas con la planeación, la organización, 
la administración de recursos humanos, la dirección y el control. A partir 
de este planteamiento inicial, el libro que aquí se presenta La Administra-
ción Pública y el gobierno en México: desempeño y procesos gubernamentales 
pretende aportar al estudio de las administraciones públicas, a través del 
análisis del desempeño de los gobiernos, tanto en el ámbito federal, estatal 
y municipal. 

El texto está organizado en 10 capítulos. En el capítulo denominado 
“Participación ciudadana y gobernanza regulatoria en los servicios de agua 
potable y saneamiento: Argentina, Colombia y México”, María Soledad 
Gaytán Olmedo presenta una aproximación a las reformas institucionales 
aplicadas para mejorar la gobernanza regulatoria en los servicios de agua 
potable y saneamiento. Analiza los casos de Argentina, Colombia y México, 
hace un análisis exploratorio y examina tres variables fundamentales para 
revisar la reestructuración institucional del sector a saber: 1) reformas 
institucionales para habilitar la participación del sector privado; 2) consti-
tución de una agencia regulatoria independiente para regular los servicios, 
y 3) mecanismos institucionales habilitados para facilitar la participación 
ciudadana en los sistemas regulatorios. 

En el capítulo “Redes, poder y gobernanza. Características y desempe-
ño de las redes de política pública en el contexto local a partir de la expe-
riencia del Programa Pueblos Mágicos en Valle de Bravo”, Cristo Avimael 
Vázquez Ceballos y Gabriela Pérez Yarahuán abren el debate en torno a los 
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factores que promueven o impiden que las redes de política pública1 actúen 
como un mecanismo para promover acciones conjuntas. Este texto hace 
una revisión de la literatura en torno al tema, y a través de ella explica que 
la interacción de los actores determina su desempeño colectivo. Para  
corroborar este planteamiento desarrollan un análisis cualitativo y cuanti-
tativo de redes sociales, a partir de esa información empírica se sistematiza 
la organización operativa de una política pública federal de turismo en el 
municipio de Valle de Bravo, Estado de México, y se confirma que la estruc-
tura de la red influye en el desarrollo de bienes públicos, resultando rele-
vante la cualidad del poder estructural para explicar dicha incidencia.

En el capítulo “Administrando las finanzas mundiales”, René Arenas 
Rosales señala que las finanzas mundiales se transformaron radicalmente 
en los últimos 35 años debido a las políticas de liberalización y desregula-
ción financieras, convirtiéndose en un material altamente volátil, capaz de 
destruir y desintegrar todo lo que se atraviesa en su camino. Por ello, esta 
transformación generó una excesiva expansión crediticia que impulsó el 
crecimiento de los mercados de valores y la participación de nuevos acto-
res financieros. Lo interesante en el texto es que señala con claridad que 
el proceso de globalización financiera fue impulsado por una fuerte presen-
cia del Estado, que fue responsable del levantamiento de los controles sobre 
flujos financieros transnacionales, la privatización masiva de activos públi-
cos y la desregulación en otras esferas. Esto, dice el autor, permite explicar 
la integración, la globalización e influencia de los mercados bursátiles y 
redefine el nuevo sistema monetario internacional. El texto señala que, la 
disminución en las tasas de crecimiento se agudiza debido a que el sector 
público ha sacrificado las políticas de empleo y crecimiento en aras de 
obtener una mayor estabilidad financiera y monetaria.

En el capítulo “Mejores prácticas de gobierno electrónico en portales 
estatales”, Rodrigo Sandoval Almazán y Tania Magdalena Romero Gutiérrez 
analizan la importancia del uso de las tecnologías de información y comu-
nicación (tic) en la gestión pública de los gobiernos estatales. El texto 
parte del reconocimiento de que la gestión pública ha sufrido cambios 
importantes a lo largo de las últimas décadas, por tanto es necesario hacer 
uso de nuevas formas de administrar los recursos públicos. Sin embargo, 

1Entienden las redes de política pública como constructos de acción colectiva en proce-
sos de gobernanza.
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señalan que pocas administraciones públicas locales han adoptado las tic 
en la gestión pública. Por ello, el documento explora el uso de las tic en la 
gestión pública de las 32 entidades federativas de la República Mexicana, 
para ver los avances en materia de gobierno electrónico, tomando como 
referente el cobro de servicios en los portales de gobierno electrónico y un 
estudio comparativo. 

En el capítulo “La filosofía de John Rawls como fundamento de la jus-
ticia administrativa en México”, Romy Salvador Aquino y Guillermina Díaz 
Pérez reflexionan en torno a la justicia administrativa mexicana, tomando 
como objeto de estudio el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, a 
partir de la teoría de la justicia de Rawls. El texto parte de la idea de la jus-
ticia como fuente generadora de confianza, apego e identidad de los ciuda-
danos en la ley administrativa y la aplicación de lo justo, que conduce a la 
convicción institucional de forjar la seguridad e interés de los gobernados 
en la correcta aplicación de la ley por parte de los órganos gubernamenta-
les. El trabajo se estructura en tres apartados, el primero aborda el tema 
de la justicia, el segundo la teoría de la justicia según Rawls y el tercero la 
justicia administrativa dentro de la Administración Pública.

En el capítulo “La agenda en materia de seguridad pública en México: 
perspectivas a nivel federal, estatal y municipal”, Martha Elisa Nateras 
González y Bernardo Aguilar Rodríguez señalan que el incremento en los 
niveles de delincuencia, la percepción de inseguridad y el temor ciudadano, 
cuando se combinan con la problemática social que se presenta hoy en día 
en nuestro país, genera desconfianza en las instituciones y produce una 
sociedad cada vez más vulnerable. Por ello, el tema de la seguridad se ha 
convertido en las últimas tres décadas en una de las principales preocupa-
ciones sociales en México, porque más allá de su impacto en el desarrollo 
económico, la violencia social y la organizada afectan el tejido social. Pues, 
como bien señalan los autores, cuando se presenta un incremento de los 
delitos y se empieza a generar una sensación de inseguridad, la ciudadanía 
empieza a desconfiar de sus autoridades, generándose una actitud de apa-
tía por parte de la sociedad que no está dispuesta a cooperar en la búsque-
da de soluciones contra la violencia y la delincuencia, impactando en la 
perdida de legitimidad de las instituciones.

En el capítulo “Análisis de la política pública en materia educativa a la 
luz de la reforma educativa 2013”, Martha Esthela Gómez Collado analiza 
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la reforma constitucional en materia educativa, señalando que para lograr 
esto el gobierno federal instrumentó una serie de políticas públicas enca-
minadas a dar legitimidad a las reformas de los artículos 3º y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La reforma educa-
tiva, dice la autora,  tiene como objetivo principal incrementar la calidad en 
la educación pública obligatoria correspondiendo al nivel preescolar, pri-
mario, secundario y medio superior, por tanto, se centra en el estableci-
miento del Servicio Profesional de Carrera y en la creación del Instituto 
Nacional de Evaluación Educativa como órgano autónomo. El propósito de 
este capítulo es revisar las políticas públicas en materia educativa con la 
finalidad de analizar si estas reformas constitucionales están orientadas a 
elevar la calidad educativa en el nivel básico y medio superior. 

En el capítulo “Migración forzada: un reto para la gestión local y las 
políticas públicas”, Enrique Damián Palma Martínez y Laura Mota Díaz 
plantean que el incremento de la violencia vinculada con el crimen organi-
zado y la lucha del Estado mexicano contra el narcotráfico han generado 
las condiciones para el desplazamiento forzado de personas. Consideran 
que esto es un tipo de migración, si bien este fenómeno no se presenta en 
el Estado de México con la misma intensidad que en otras entidades, la 
región sur de nuestra entidad no es ajena a esta dinámica poblacional. El 
planteamiento central de los autores es que el desplazamiento interno 
forzado constituye un nuevo patrón de migración, lo que supone nuevos 
retos para las administraciones municipales del sur de la entidad, tanto de 
municipios expulsores como receptores, por ello es fundamental repensar 
la gestión local a partir de la necesidad y posibilidad de ampliar sus facul-
tades y capacidades para atender esta problemática.

En el capítulo “La democracia como régimen de gobierno contemporá-
neo. Reflexiones en torno a los instrumentos de la democracia directa”, 
Martha Elisa Nateras González y Oscar Andrés Campuzano Álvarez señalan 
que sin la participación de los ciudadanos en la vida política, la democracia 
carece de sentido y legitimidad. En el texto se afirma que contar con una 
ciudadanía que se interese, se informe y participe es fundamental, si se 
parte de la idea que la democracia es un sistema de gobierno basado en la 
participación de los ciudadanos en los asuntos públicos, es fundamental 
que se generen incentivos que acerquen a la ciudadanía a la participación. 
Los autores parten del supuesto de que la democracia directa podría incen-
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tivar a los ciudadanos a tomar parte de las decisiones gubernamentales, 
por ello analizan algunas figuras o instrumentos de democracia directa 
para tratar de argumentar su papel como promotores de la participación.  

Finalmente, en el capítulo “La democratización de los medios de radio-
difusión en México, una cuestión necesaria y urgente en la agenda política”, 
Luz de Azucena Rueda de León Contreras y Laura Mota Díaz abordan la 
importancia de la radiodifusión en el plano social y en el entorno de los 
nuevos espacios públicos. El texto se orienta a demostrar que el Estado 
mexicano debe proteger y vigilar esta actividad, mediante la democratiza-
ción de los medios y la instrumentación de políticas públicas idóneas para 
tales fines, debido a que la radiodifusión no lucrativa está en franca des-
ventaja frente a los medios comerciales. Aunado a lo anterior, la opinión 
pública señala que las acciones gubernamentales no han equilibrado esas 
desigualdades; lejos de eso, sólo han favorecido los intereses de las emi-
soras comerciales.

El texto que aquí se presenta, permite al lector reconocer distintas 
problemáticas de las administraciones públicas en diferentes vertientes, 
así como reconocer diagnósticos y alternativas de solución, acordes a la 
problemática planteada.

Los coordinadores
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Resumen

El texto presenta una aproximación a las reformas institucionales aplicadas 
para mejorar la gobernanza regulatoria en los servicios de agua potable y 
saneamiento. La evidencia empírica corresponde a los casos de Argentina, 
Colombia y México. La selección de estos países sin ser arbitraria, no re-
presenta en sí misma un estudio comparativo. Se busca mostrar los hallazgos 
de un estudio exploratorio dirigido a examinar tres variables sustantivas 
para caracterizar la reestructuración institucional del sector: i) reformas insti-
tucionales para habilitar la participación del sector privado; ii) constitución 
de una agencia regulatoria independiente para regular los servicios y iii) me-
canismos institucionales habilitados para facilitar la participación ciudada-
na en los sistemas regulatorios. 

Introducción

La discusión sobre los procesos de apertura a la participación del sector 
privado en el suministro de los servicios de agua y saneamiento en los que 
se embarcaron muchos países en desarrollo, se ha centrado en justificar 
su fracaso en la débil institucionalidad regulatoria que acompañó a la pri-
vatización: entes reguladores ineficientes, marcos regulatorios poco espe-
cíficos o inexistentes, incumplimiento de ciertas pautas de procedimiento 
como el saneamiento previo de las empresas, corrupción en los procesos, 
diseños que subestimaron las restricciones institucionales y diferencias en 

Participación ciudadana y gobernanza regulatoria 
en los servicios de agua potable y saneamiento: 

Argentina, Colombia y México
María Soledad Gaytán Olmedo
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capacidades de los países (Nahón y Bonofiglio, 2007; Estache y Wren-
Lewis, 2010; Corrales, 2004; Solanes y Jouravlev, 2007).

El entusiasmo por un modelo relativamente homogéneo centrado fun-
damentalmente en la creación de una agencia regulatoria copiada de las 
adoptadas en los países desarrollados no ha garantizado un proceso regu-
latorio efectivo y no ha protegido a los consumidores, contribuyentes e 
inversores de conflictos costosos.1 Además, contrario a lo que hoy se con-
sidera una “buena práctica”, varios países en desarrollo establecieron una 
agencia regulatoria después de haber abierto los servicios de agua y sanea-
miento a la participación privada. Hasta 2004 sólo dos tercios de los países 
donde había participación del sector privado habían creado una agencia 
regulatoria (Estache y Wren-Lewis, 2010).

En tal contexto, se ha puesto sobre la mesa de discusión la idea de que 
la dicotomía público vs. privado pierde el punto de discusión real, ya que en 
todo caso se tendrían que examinar las barreras que impiden el acceso de 
los pobres a los servicios o las asimetrías en la calidad de los servicios, 
vinculadas a su escaso poder para influir en la toma de decisiones de los 
prestadores de los servicios, sean estos privados o públicos y, en ese sen-
tido, a la necesidad de una mayor democratización en el proceso de toma 
de decisiones, así como mejoras en la transparencia y rendición de cuentas 
(Budds y McGranahan, 2003). 

Además, la regulación de los servicios de agua y saneamiento cobra 
renovada importancia frente a la incipiente ola de re-estatización del sumi-
nistro de los servicios de agua y saneamiento, presente aún en países de-
sarrollados que han servido como modelo para la modernización sectorial.2 
Aunada a la aparente merma en el interés de las multinacionales del agua 

1El conflicto más conocido de esta ola de privatizaciones en América Latina es la guerra 
del agua en Cochabamba, Bolivia, no sólo por el movimiento social que generó y la vasta lite-
ratura que lo documenta y examina, sino también por la notoriedad que adquirió su negocia-
ción en el tribunal de arbitraje internacional: Centro Internacional de Arreglos de Diferencias 
Relativas de Inversiones (ciadi). 

2Desde el 1 enero de 2010, 25 años después y tras estar gestionada por una compañía 
mixta y dos operadores privados, Eua du Paris ya es totalmente pública. Anne Le Strat, teniente 
de alcalde, así como presidenta de Eua du Paris y de la Red Aqua Publica Europea, ha difundido 
en diferentes foros que la decisión de remunicipalizar el servicio de producción, transporte, 
distribución y facturación del agua fue una decisión política e ideológica: una apuesta fuerte 
en contra de la tradición francesa de privatizar, ya que se llevó a cabo en la capital de la cuna 
de las multinacionales del agua, como Eolia y Suez, la cual quiere ser un ejemplo de que lo 
público no es, necesariamente, sinónimo de ineficiencia e ineficacia (Le Strat, 2011).
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para invertir (Hall y Lobina, 2002; Lobina y Hall, 2007) y, por tanto, arries-
gar capital en el sector de agua potable y saneamiento en los países en 
desarrollo. Al tiempo que se requieren grandes volúmenes de inversión,3 
para reducir la brecha entre oferta y demanda, aumentar la calidad de los 
servicios y asegurar la equidad en su acceso. 

El objetivo de este documento es presentar un primer acercamiento 
teórico y empírico respecto a las formas institucionales que adquiere la 
participación ciudadana en la regulación de los servicios públicos de agua 
potable y saneamiento (en adelante saps). El texto está organizado como 
sigue: primero, a partir del reconocimiento de que los saps mantienen su 
carácter de monopolio natural,4 se establecen las características principa-
les del nuevo modelo de regulación que se ha propuesto, cuya caracterís-
tica más denotada es la constitución de una agencia reguladora indepen-
diente (ari), asimismo se establecen los principales puntos de discusión 
vinculados con la aplicación de este modelo. Después, se trazan algunos 
principios generales para examinar la participación ciudadana en la gober-
nanza regulatoria. La evidencia empírica que se presenta en el tercer apar-
tado corresponde a los casos de Argentina, Colombia y México. La selección 
de estos países sin ser arbitraria, no representa en sí misma un estudio com-
parativo. Lo que se pretende mostrar son los hallazgos de un estudio explo-
ratorio dirigido a identificar tres variables sustantivas: i) reformas institucio-
nales para habilitar la participación del sector privado; ii) constitución de una 
agencia para regular los saps y iii) mecanismos institucionales habilitados 
para la participación ciudadana en los sistemas regulatorios. Por último, a 
manera de conclusiones se presentan algunos comentarios.

3En América Latina y el Caribe el costo total para ampliar la cobertura de agua potable y 
saneamiento, con miras a lograr los odm, a precios constantes de 2010 se calcula en 29,129 
y 39,332 millones de dólares americanos (US$), respectivamente (who, 2012: 7).

4El carácter de monopolio natural está vinculado a las siguientes características básicas 
de la industria de los servicios en red: a) la existencia de economías de escala; b) la existencia de 
economías de alcance; c) elevados costos hundidos (sunk cost) y d) una demanda relativamente 
inelástica (cepal, 1995: 4-5). Desde la perspectiva de la economía neoclásica estas caracterís-
ticas (sobre todo las dos primeras), serían suficientes para justificar la existencia de algún tipo 
de regulación, puesto que se estaría frente a la presencia de fallas del mercado, es decir, ante 
una configuración del mercado alejada de la construcción analítica de lo que constituye la 
competencia perfecta. Por tanto, el fuerte consenso en la necesidad de regular la prestación 
de servicios de red radica particularmente en sus características productivas y, en menor 
medida, en sus efectos en materia de desarrollo económico y bienestar de la población (Nahón 
y Bonofiglio, 2007). 
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Gobernanza regulatoria

Las reformas institucionales y económicas en el suministro de los servicios 
de agua potable y saneamiento son parte de la transformación profunda, 
en las modalidades de prestación de los servicios públicos por redes: tele-
comunicaciones, electricidad, gas, transporte, entre otros, iniciada en las 
naciones industrializadas desde la década de 1980 y que en el caso de 
América Latina fue impulsada o reforzada por las instituciones financieras 
internacionales. Esta ola de reformas, que se cobija bajo el amplio paraguas 
de la llamada “nueva gerencia pública”, estuvo destinada a establecer una 
lógica empresarial en el suministro de los servicios públicos, ya sea a tra-
vés de desplazar del sector público al sector privado o voluntario (median-
te contrato) la responsabilidad de proveer los servicios públicos o, por lo 
menos, lograr que la provisión de los servicios respondiera más a lo lógica 
de los mercados competitivos (Hood, 1991), lo que explica, por ejemplo, la 
insistencia en lograr que los servicios sean autofinanciables, aún en aque-
llos que no han sido privatizados.

A partir de los razgos que fueron adquiriendo las reformas se argu-
menta que en el nivel institucional el Estado se ha vaciado o es un “Estado 
hueco” (hollow state). En realidad, el término “Estado hueco” es una metá-
fora para describir la creciente dependencia del sector público en la con-
tratación de empresas y agencias sin fines de lucro para entregar bienes y 
servicios que son financiados por los contribuyentes (Milward y Provan, 
2000). Esta tendencia también ha sido designada como: Third-party govern-
ment (Salomon, 1981); government by proxy (Kettl, 1988) y the contracting 
regime (Smith y Lipsky, 1993). En tanto que Stocker (1998: 19) vincula el 
ahuecamiento del Estado con la devolución de poder, a los gobiernos re-
gionales y locales (estados y municipios), producto de los procesos de 
descentralización y democratización.

En general, se sostiene que esa fragmentación institucional, combinada 
con la transferencia de las funciones de suministro de un considerable núme-
ro de servicios hacia los sectores comercial y voluntario, ha generado un 
cambio tanto en las funciones del Estado como en los instrumentos que em-
plea, para buscar cumplir sus funciones de dirección y regulación, las cuales 
ya no se pueden derivar de la autoridad jerárquica sustentada en la propiedad 
ni en los mecanismos de comando y control asociados con la burocracia.
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A pesar de lo anterior, se arguye que aunque muchos servicios ahora 
son suministrados por una extensa red de proveedores comerciales y del 
sector voluntario, esto no implica la renuncia al por mayor del control cen-
tral por parte del Estado sobre la prestación de servicios, sino que, por el 
contrario, supone la reconfiguración de su misión como regulador, en lugar 
de proveedor directo de bienestar y otros servicios escenciales; lo que en 
términos de la metáfora de Osborne y Gaebler (1992: 25), significaría que 
las funciones del estado han mudado de remador a timonel (Yeung, 2010: 
65-68; Milward y Provan, 2000; Braithwaite, 2005). 

La reconfiguración de las funciones de dirección y regulación, en la 
literatura académica, se aglutina bajo la idea de la emergencia de un Estado 
regulador,5 cuya manifestación institucional más evidente es la creación de 
agencias reguladoras con diversos grados de independencia como una 
forma característica de la gobernanza del mercado (Levi-Faur y Jordana, 
2009; Morgan, 2014).

Este moderno6 esquema de regulación refleja el cambio de una era 
donde los proveedores de los servicios fueran estos públicos o privados 
que se auto-regulaban o eran regulados políticamente, a otra, donde son 
monitoreados y controlados por agencias que no están sujetas a la interfe-
rencia directa de los gobernantes electos o conflictos de interés que conlle-
va la auto-regulación (Estache y Wren-Lewis, 2010; Levi-Faur y Jordana, 
2009; Jordana y Levi-Faur, 2004; Yeung, 2010; Milward y Provan, 2000; 
Braithwaite, 2005).

5Varios analistas en diferentes disciplinas arguyen que el “Estado regulador” surge du-
rante las décadas finales del siglo xx. No obstante, existe un desacuerdo considerable respec-
to a su contenido y significado preciso. En opinión de Karen Yeung el “Estado regulador” es 
primordialmente un constructo analítico que busca encapsular una serie de cambios en la 
naturaleza y funciones del Estado que han sido resultado de un cambio en el estilo de gobier-
no predominante después de amplias reformas en el sector público en muchos países indus-
trializados a lo largo de las décadas de 1980 y 1990. Las características que definen al “Estado 
regulador” son típicamente descritas en oposición a, o al menos en contraste con las caracte-
rísticas centrales del Estado benefactor que prevaleció en muchos países industrializados 
desde mediados del decenio de 1940 hasta mediados de 1970 (Yeung, 2010: 65-67).

6El origen de las comisiones reguladoras independientes en los Estados Unidos se re-
monta a la presidencia Woodrow Wilson (1913-1921) y a su firme convicción de que era po-
sible separar la política de la administración, esta última considerada como una “ciencia” que 
podía ser confiada a los “expertos” y por tanto, que podía ser aislada de y trascender a la 
política electoral (Wilson, 1887). Los ejemplos más antiguos son: el Buró de la Reserva Fede-
ral (Federal Reserve Board) creado en 1913 y la Comisión Federal de Comercio (Federal Trade 
Commission) establecida en 1914.
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La proliferación de agencias reguladoras cuasi-independientes (en ade-
lante ari) en los países en desarrollo, economías emergentes o cualquier 
otra denominación que se prefiera usar para referir al llamado sur global 
(Morgan), a través de naciones, sectores y regiones, especialmente si están 
desligadas de ministros, de ministerios y de los que están siendo regulados 
desde la mirada de las agencias internacionales financieras (afi) y de coo-
peración, fundamentalmente, Banco Mundial (bm), Fondo Monetario Inter-
nacional (fmi), Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
cos (ocde), Agencia Mundial del Agua (gwp, por sus siglas en inglés), entre 
otras, se califica como mejor práctica y un avance positivo hacia estructu-
ras efectivas de gobernanza (Jordana y Levi-Faur, 2004; Morgan, 2014; 
Estache y Wren-Lewis, 2010; Solanes y Jouravlev, 2007).

La amplia difusión de las ari usualmente se explica en función de su 
capacidad para combinar profesionalismo (expertise), autonomía operativa, 
aislamiento político, flexibilidad para adaptarse a las circunstancias cam-
biantes y destreza política en esferas de actividad altamente complejas. En 
la creciente corriente de literatura sobre políticas de regulación dominan 
argumentos funcionales para explicar la amplia difusión de agencias regu-
ladoras, las cuales son percibidas, primariamente, como agentes de despo-
litización que se difunden a través de los países en un proceso de isomor-
fismo institucional (Morgan, 2014; Jordana y Levi-Faur, 2005; Jordana, 
2012; Jordana y Levi-Faur, 2006; Jordana et al., 2011), dirigido a corregir la 
débil capacidad del Estado.

Sin embargo, la nueva teoría de la regulación ha identificado muchas 
fuentes de selección adversa, y de riesgo moral derivadas de las asimetrías 
de información y otros recursos, que pueden resultar en una captura re-
gulatoria. Las asimetrías económicas, en particular, pueden tener efecto 
sobre los poderes de negociación a la hora de formalizar contratos y la 
manera en que éstos se interpretan una vez implementados. Las empresas 
multinacionales del agua, por ejemplo, con las que los gobiernos estable-
cen contratos y a las que se supone deben regular pueden tener una fac-
turación anual superior al Producto Interno Bruto (pib) del país, donde 
quieren invertir. En 2002 los ingresos relacionados con el agua de Vivendi 
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Environment (hoy Veolia Water7) superaron el pib de países como Costa de 
Marfil y Kenia (Mehta y Mirosa Canal, 2004).

Otro elemento que se ha cuestionado es la concepción despolitizada de 
las agencias reguladores. En opinión de Dubash (2013, en Moran, 2014) las 
ari entendidas como expertos organizados en un cuerpo políticamente 
aislado administrando normas tecnocráticas son en esencia un mito racio-
nalizado. Al amparo de la reducción de la confianza en los expertos emerge 
una creciente preocupación y demanda para garantizar una participación 
más inclusiva y una obligación mayor de justificar e informar sobre las 
decisiones tomadas, lo que en esencia supone el retorno de la política al 
espacio de regulación.

Participación ciudadana y gobernanza reguladora

En el discurso político y académico contemporáneo el término participa-
ción ciudadana sirve con como una sombrilla conceptual que cubre distin-
tos conceptos, tales como transparencia y rendición de cuentas (accounta-
bility), equidad, democracia, integridad, entre otros. Además, la invocación 
de la participación ciudadana en el proceso de elaboración de políticas 
tiende a presentarse como síntoma indiscutible de una buena gobernanza 
(good governance).

La reconfiguración de la misión del Estado como un regulador, susten-
tada en la creación de agencias regulatorias cuasi-independientes, supone 
depender y confiar en el buen desempeño de esas agencias para el cum-
plimiento de su misión, lo que paradójicamente da espacio a una pregunta 
sustancial: ¿Quién regula al regulador?

El cambio hacia el “Estado regulador” ha significado una creciente 
atención sobre la legitimidad democrática de muchas decisiones regulato-
rias. El principal argumento es que la mayoría de las decisiones en el es-
pacio regulatorio no pueden ser vistas como meramente tecnocráticas, ya 
que entrañan elecciones basadas en valores, que frecuentemente involu-

7Veolia Water es la división del agua de la francesa Veolia Environment y el mayor provee-
dor del mundo de servicios de agua. La historia de esta empresa se remonta a 1853 cuando 
se funda por decreto imperial de Napoleón III bajo el nombre de Compagnie Générale des Eaux 
(cge) y obtiene su primera concesión del servicio público de suministro de agua en la ciudad 
de Lyon. 
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cran intercambios (tradeoffs) que son políticamente sensibles, por ejemplo, 
entre valores de eficiencia económica vs. objetivos sociales y ambientales, 
o la seguridad del suministro de un bien o un servicio, las cuales se consi-
dera que se han trasladado desde instituciones mayoritarias hacia institucio-
nes no-mayoritarias (Majone, 2001), es decir, hacia “instituciones públicas 
que, en virtud de su propia configuración, no son directamente responsables 
ante los votantes ni ante los cargos electos” (Majone, 1998: 285).

Giandomenico Majone (1997, 2001) sostiene que la legitimidad de cuer-
pos no-mayoritarios es obtenida a través del conocimiento experto, la ex-
periencia, la consistencia y otras virtudes tecnocráticas. Sin embargo, esta 
solución descansa en la capacidad de dibujar una línea clara entre los ob-
jetivos de eficiencia, por los cuales la legitimidad puede ser obtenida a 
través del conocimiento experto y la redistribución para lo cual la respon-
sabilidad política es necesaria. En el gobierno y en la gestión de recursos 
de uso común como el agua lo anterior tiene una trascendencia particular, 
porque los problemas rara vez son puramente técnicos o puramente polí-
ticos, sino que son del tipo que A. Weinberg (en Majone, 1997: 37) ha llamado 
trans-científico, esto es: cuestiones de hecho que pueden enunciarse en el 
lenguaje de la ciencia pero que, en principio o en la práctica, es imposible 
que ésta los resuelva. Majone reconoce que a la luz de la reducción de la 
confianza en los expertos germina una creciente preocupación y demanda 
para mejorar la apertura de los regímenes de regulación sensibles (e. g. en 
la regulación del riesgo) al escrutinio público (Majone, 2001; 1998). 

Paradójicamente, el paso al Estado regulador también se ha entendido 
que entraña un cambio sustantivo en la calidad de la ciudadanía. El princi-
pal argumento es que supone mudar de una concepción política a una 
meramente económica. Así, mientras que en la era del Estado de bienestar 
la concepción de la ciudadanía incluía el derecho a determinados servicios, 
se argumenta que la era del Estado regulador ha traído consigo una con-
cepción reduccionista de la ciudadanía, limitada a ver al individuo solo 
provisto con derechos contractuales de consumidor, lo que a su vez da 
sustento a los reclamos sobre los niveles de inequidad económica y las 
dificultades que ello entraña para que los grupos de población menos fa-
vorecidos incidan en el proceso de toma de decisiones (independientemen-
te de si los proveedores de servicios son públicos o privados) y el declive 
de la responsabilidad. 
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Capacidad regulatoria en América Latina: agua y saneamiento 

Las reformas regulatorias y, en ese sentido, la emergencia de un Estado 
regulador en Latinoamérica deben ser entendidas en el contexto de cuatro 
factores relacionados: i) la crisis del viejo modelo de desarrollo sustitutivo 
de importaciones; ii) las reformas económicas para corregir el rumbo del 
crecimiento, principalmente la liberalización económica; iii) la llamada ter-
cera ola de democratización (Huntington) y iv) los problemas de la conso-
lidación del Estado (Jordana, 2012; Jordana y Levi-Faur, 2006; Jordana y 
Levi-Faur, 2005).

A partir de esos antecedentes y tomando como medida la introducción 
de agencias reguladoras independientes, la evidencia sistemática provista 
por los estudios de Jordana y Levi-Faur (2005; 2006) revela el sorprenden-
te auge del capitalismo regulador en América Latina. La base de datos del 
estudio más reciente y específico para la región registra la creación de 
agencias reguladoras y sus reformas en 19 países latinoamericanos8 y 12 
sectores, entre 1979 y 2002. Los datos revelan que a partir de la década de 
1990, la región ha sido altamente receptiva a las reformas reguladoras y, 
en particular, a la creación de agencias reguladoras. Así, de 43 agencias que 
existían en 1979, principalmente en el sector financiero, el número de 
agencias llegó a 134 a finales de 2002 (Jordana y Levi-Faur, 2006: 336). Los 
sectores líderes en la adopción de autoridades reguladoras incluyen las 
telecomunicaciones, la electricidad, la reforma de los bancos centrales, el 
mercado de valores y los servicios financieros. Los sectores rezagados 
competen a la regulación social que incluye el medio ambiente, agua, la 
seguridad alimentaria y la industria farmacéutica (Jordana et al., 2011). En 
este texto se enfatizan las reformas sectoriales orientadas a lograr un adecua-
do régimen de regulación de los servicios de agua potable y saneamiento.

Reforma sectorial: agua potable y saneamiento

Desde mediados de la década de 1980 la incorporación del sector privado 
en la administración y gestión de los servicios de agua potable y sanea-

8El análisis no incluye a Surinam, Belice, Cuba ni República Dominicana.
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miento se generalizó aunque con diversos ritmos, niveles de cobertura y 
profundidad según los países. 

El diagnóstico sectorial, que sostuvo la necesidad de reforma, es que 
los servicios de agua potable y saneamiento (en adelante saps) se encontra-
ban atrapados en un círculo vicioso de mala calidad o equilibrio de bajo 
nivel producto de un oportunismo gubernamental, caracterizado por prác-
ticas de gestión ineficientes tales como exceso de personal, baja cobertura 
y calidad de los servicios, lo cual propicia o explica los niveles de tarifas 
bajos que no garantizan la sostenibilidad de los servicios a largo plazo, lo 
que repercute negativamente sobre la calidad y cobertura de los servicios 
y a su vez refuerza una mayor intervención política o politización (Spiller y 
Savedoff, 1999; Estache y Wren-Lewis, 2010; Corrales, 2004). Este oportu-
nismo político y la búsqueda de rentas de grupos específicos se acentuaron 
con la balcanización9 de la industria (Avendaño, 2003), producto de la  
descentralización. 

Los trabajos de Pablo Spiller (Spiller y Savedoff, 1999; Spiller y Tom-
masi, 2008), proponen un marco teorético que enfatiza la necesidad de 
crear compromisos creíbles, esto es crear un marco regulatorio dirigido a 
eliminar los equilibrios de bajo nivel y con ello crear la confianza en los 
inversores y asegurar una provisión eficiente y eficaz de los servicios. 
Desde la lógica de Spiller y Savedoff (2009), la solución casi irrecusable 
para generar compromisos creíbles es la creación de una ari. 

Sin embargo, la teoría ha sido más fácil que la práctica. Contrario a lo 
que hoy se considera una buena práctica, varios países en desarrollo esta-
blecieron una ari después de haber abierto los servicios de agua y sanea-
miento a la participación privada. Hasta 2004 sólo dos tercios de los países 
donde había participación del sector privado habían creado una ari (Esta-
che y Wren-Lewis, 2010). 

9En opinión de Avendaño (2003) la insistencia en que la prestación de los servicios sea 
al nivel más bajo posible (subsidiariedad), propuesta desde la lógica de los Principios de Du-
blín, comprometió la viabilidad de la industria debido a los siguientes factores: pérdida de 
economías de escala; reducción de las posibilidades de subsidios cruzados; incongruencias 
en la estructura industrial del sector y el nivel jurisdiccional encargado de la función de regu-
lación; administración y operación de sistemas con un criterio más político que ético; confu-
sión de los roles institucionales; falta de atención a las áreas rurales; impedimentos para la 
protección de las fuentes de captación de agua y falta de incentivos para el control de  
la contaminación.
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Marco legal e institucional favorable  
para la inserción del sector privado

La mayoría de los gobiernos latinoamericanos cedieron frente a la necesi-
dad de contar rápidamente con recursos para superar la crisis de la deuda, 
sin prestar excesiva atención a la necesidad de acompañar ese nuevo mo-
delo con una regulación que genera los estímulos necesarios hacia los 
operadores privados y sus fiscalizadores, lo que conspiró en no pocas 
ocasiones contra la eficiencia que exige el buen funcionamiento de los 
servicios públicos (Solanes y Jouravlev, 2007).

En Argentina la privatización y la remunicipalización son caras de una 
misma moneda. A efecto de ganar en claridad expositiva, dicho tránsito se 
puede dividir en tres etapas: la primera, la época de oro de la privatización, 
ocurre durante el gobierno de Carlos Saúl Menem (1989-1999) al amparo 
de la Ley 23.69610 conocida como Ley de Reforma del Estado. Su auge llega 
en mayo de 1993, cuando la prestación de los servicios de agua y sanea-
miento de la ciudad de Buenos Aires y su Área Metropolitana son conce-
sionados al consorcio Aguas Argentinas, S.A., filial de Compagnie Générale 
des Eaux (hoy Veolia Water) (Felder y López, 1999; Maceira et al., 2007).  

La segunda, corresponde a la crisis de los contratos de participación 
privada que se empieza a manifestar en 1997 con la rescisión del contrato 
de concesión otorgado por la provincia de Tucumán en 1995 a la Compañía de 
Aguas del Aconquija, S.A., filial argentina de la francesa Compagnie Géné-
rale des Eaux (hoy Veolia Water) y se potencia a la luz de la peor crisis eco-
nómica y social que haya sufrido Argentina en su historia contemporánea11 
y los mecanismos de emergencia12 aplicados para evitar su implosión socioe-
conómica, tales como la devaluación de principios de 2002, la congelación 

10Esta ley fue sancionada el 17 de agosto de 1989. Autorizaba al presidente a proceder 
con la privatización de un gran número de empresas estatales, y a la fusión y disolución de 
diversos entes públicos.

11En 2001-2002 Argentina sufrió la peor crisis económico-social de los últimos 100 años 
que llevó a un default de su deuda que representó el 166 por ciento de su Producto Interno 
Bruto (pib) y un desempleo del 24 por ciento (cnn Expansion, 2014).

12El Congreso de la República Argentina sancionó la Ley 25.561 conocida como Ley de 
emergencia, que convirtió a pesos todas las obligaciones en dólares estadounidenses (pesificó) 
la economía argentina, mandó adecuar todos los contratos en dólares por medio de negociaciones 
bilaterales entre los particulares y ordenó adecuar las licencias y concesiones de servicios 
públicos al nuevo contexto.
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de tarifas de servicios públicos y la pesificación de la economía, que lleva-
ron a un proceso de renegociación generalizado de los contratos de servi-
cios de utilidad pública, entre ellos los del sector agua potable y saneamien-
to (ciadi, s.f.; Bohoslavsky, 2010). 

A finales de 2005 y durante el primer trimestre de 2006 las respectivas 
autoridades disponen la rescisión de los contratos de las concesiones en 
la provincia de Santa Fe y en el área metropolitana de Buenos Aires, que 
eran los contratos más importantes de participación privada en el sector 
de los que se hallaban en vigencia.

La fragilidad de los sistemas regulatorios fue netamente aprovechada 
por las empresas, situación que se corrobora con el alto número de rene-
gociaciones contractuales en detrimento de los intereses económicos de 
los usuarios, reflejado en los aumentos de tarifas, prórroga de concesiones 
(Azpiazu, 2010; Torregrosa et al., 2005). Por otra parte, cabe destacar los 
reclamos arbitrales radicados en el Centro Internacional de Arreglos de 
Diferencias Relativas de Inversiones13 (ciadi). 

La tercera etapa en la cronología del análisis puede definirse como de 
reestatización de la prestación de los servicios de agua potable y sanea-
miento. Responde en cierta manera a una visión política del Poder Ejecuti-
vo Nacional (pen), compartida por algunos gobiernos provinciales, que 
considera que la participación del sector privado no respondió a las expec-
tativas, y que por tanto, la operación de los servicios debe ser retomada 
por el Estado. La nueva organización incluye una empresa prestadora de 
índole comercial con participación mayoritaria estatal que en el caso del 
Área Metropolitana de Buenos Aires corresponde al gobierno nacional, 
mientras que en el resto del territorio argentino concierne a los gobiernos 
provinciales o municipales. En general, se ha reservado un 10 por ciento 
de participación a los empleados que es administrada por los respectivos 
sindicatos. El Estado también asumió un rol más protagónico en la planifi-
cación y financiación de las inversiones y se mantienen las funciones de 
control en la entidad especializada.

13El ciadi es un tribunal de arbitraje internacional, incorporado al Banco Mundial, al cual 
pueden acudir los inversionistas extranjeros en caso de considerar que sus intereses econó-
micos hayan sido afectados de forma discrimitoria.
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Tabla 1
Demandas contra la República Argentina ante el ciadi

• Compañía de Aguas del Aconquija, S.A. y Vivendi Universal vs. Argentina (ciadi, 
caso ARB/97/3). Se reclamaban 380 millones de dólares. En 2007 se condenó al 
Estado por 99 millones.

• Aguas Provinciales de Santa Fe, Suez, Sociedad General de Aguas de Barcelona e 
Interagua Servicios Integrales de Agua vs. Argentina (ciadi, caso ARB/03/17). Se 
reclaman 265 millones de dólares.

• Aguas Cordobesas, Suez y Sociedad General de Aguas de Barcelona vs. Argentina 
(ciadi, caso ARB/03/18). Se reclaman 112 millones de dólares. El caso se suspendió 
por acuerdo de partes en 2007.

• Azurix (subsidiaria de Enron) vs. Argentina (ciadi, caso ARB/01/12). Se reclamaban 
570 millones de dólares. El laudo se dictó en julio de 2006, condenando a la Repú-
blica Argentina a pagar 165.2 millones de dólares americanos (US$).

• Azurix (Azurix Mendoza) vs. Argentina (ciadi, caso ARB/03/30). Se reclaman 75 mi-
llones de dólares. En 2009 fue suspendido por acuerdo de partes.

• saur International contra Argentina (ciadi, caso ARB/04/4). Las partes se encuentran 
negociando luego que el tribunal confirmó su jurisdicción. El monto reclamado su-
pera los 72 millones de dólares.

• Impregilo vs. Argentina (ciadi, caso ARB/07/17). Se reclaman 89 millones de dólares.
• Urbaser y Consorcio de Aguas Bilbao Biskaia, Bilbao Biskaia Ur Partzuergoa vs. 

Argentina (ciadi, caso ARB/07/26). Sin datos sobre el monto reclamado.
• Aguas Argentinas, Suez, Sociedad General de Aguas de Barcelona y Vivendi Univer-

sal vs. Argentina (ciadi, caso ARB/03/19). Se reclaman 990 millones de dólares 
(contabilizando el reclamo de Anglian Water).

Fuentes: Bohoslavsky, 2010.

En Colombia el marco legal e institucional del sector agua potable y 
saneamiento fue experimentando transformaciones importantes como re-
sultado de dos procesos de reforma estructural: la descentralización admi-
nistrativa y el diseño de un marco legal e institucional favorable a la inclu-
sión del sector privado en la prestación de los servicios públicos. La 
descentralización administrativa responde a la necesidad de autonomía de 
los municipios y se expresa a través de la Ley 11 de 1986. Además, para 
que los municipios pudieran cumplir con las nuevas competencias que les 
fueron asignadas se propicia su fortalecimiento financiero con la Ley 12 de 
1986. Sectorialmente, la descentralización administrativa inicia en 1987 
con la emisión del Decreto Ley que ordenaba la liquidación de insfopal y 
del Programa de Saneamiento Básico Rural coordinado por el Instituto 
Nacional de Salud, trasladando a los municipios la responsabilidad de la 
prestación de los servicios de agua y saneamiento. El cambio a este nuevo 
marco institucional resultó largo y complicado debido a la necesidad de 
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negociar el traslado de los activos de insfopal a cada departamento y mu-
nicipio. La asignación de nuevas competencias a los gobiernos locales 
exigió igualmente la puesta en marcha de un proceso de adaptación insti-
tucional y de capacitación.14

La reforma de los saps significó un largo proceso de reformas legales 
auspiciadas fundamentalmente por la aprobación de una nueva Constitu-
ción en 1991, que tuvo un impacto interactivo en el proceso de modernización 
sectorial iniciado en 1987, al introducir una serie de principios constitucio-
nales como el de la libre competencia, el de la provisión eficiente de los 
servicios públicos o el de solidaridad, el Estado pasaría a concentrarse en 
las tareas de regulación, planeación y control (Beato y Díaz, 2003).

El marco legal del sector en un entorno descentralizado se completó 
con la aprobación de la Ley 60 de 1993 y la Ley 142 de 1994. La Ley 142 
tiene el objeto explícito de promover la inversión y la gestión privada para 
fortalecer la competencia, favorecer la inversión y mejorar la calidad de los 
servicios públicos. Plantea un menú de posibles arreglos institucionales 
entre los cuales los gobiernos municipales pueden escoger el que conside-
ren más adecuado para garantizar la eficiencia de los servicios. Se crea la 
figura de la empresa de servicios públicos domiciliarios, sujeta a la norma-
tividad de la ley y en un marco de derechos y obligaciones que pretendía 
favorecer un entorno de competitividad para promover la eficiencia. 

En México la descentralización, en el sentido de municipalización, inicia 
con la reformas de 1983 al Artículo 115 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (cpeum), a través de las cuales se establece la 
devolución de responsabilidades a los municipios en materia del suminis-
tro de los servicios de agua potable y alcantarillado. La municipalización se 
profundizó, al menos en el marco normativo, con una nueva reforma al 
Artículo 115 constitucional en 1999, que amplía la responsabilidad munici-
pal al tratamiento y saneamiento de las aguas residuales.

14Un aspecto clave de la descentralización administrativa fue la asignación de recursos 
financieros a los municipios para que pudieran desempeñar sus nuevas funciones. Así, con 
tal fin se crearon el Situado Fiscal en 1991 y la Transferencia en 1994, que cedían un determi-
nado porcentaje de los ingresos fiscales del gobierno central a los niveles inferiores de gobierno. 
Bajo ese esquema los municipios deberían gastar por lo menos un 80 por ciento de estas 
transferencias en servicios públicos básicos y un 20 por ciento específicamente en el sector 
agua y saneamiento.
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La privatización o aumento de la participación del sector privado o 
asociaciones público-privadas en el subsector de agua y saneamiento,  
como prefiere referir el gobierno mexicano (Conagua, 2010; 2012), se ha 
promovido activamente por la Comisión Nacional del Agua (Conagua), en 
el contexto del neoliberalismo económico desde el gobierno del presidente 
Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) y hasta el actual, para corregir las 
falencias observadas en la gestión y administración de los servicios tales 
como falta de capacidad técnica, administrativa y financiera (Gaytán Olmedo, 
2000; Pineda y Salazar, 2008; Conagua, 2010). 

Aunque el marco legal es propicio a la privatización, el sector privado 
procedió con cautela y lentitud, en parte por el alto nivel de oposición social. 
Hasta ahora la participación del sector privado se lleva a cabo bajo tres 
modalidades; contratos de servicios en el Distrito Federal, empresas mixtas 
en Saltillo y Ramos Arizpe, Coahuila y concesiones en Aguascalientes, 
Aguascalientes; Cancún e Isla Mujeres, Quintana Roo y Puebla, Puebla 
(Enciso, 2013). Cabe destacar la remunicipalización de los saps en Navojoa, 
Sonora, que aunque en su momento los movimientos sociales en defensa 
del agua no pudieron evitar la concesión del servicio (1996), nueve años 
después de operación propiciaron las condiciones para la cancelación de 
la misma.

El marco jurídico15 que regula la psp en el subsector de agua y saneamien-
to es dilatado, pero no existe un modelo de regulación que paute una adecua-
da separación institucional entre las funciones de formulación de políticas 
sectoriales, de regulación económica y de operación de los sistemas.

Agencias regulatorias 

La regulación de los saps en Argentina, dado el sistema federal de gobierno 
y la política de descentralización iniciada en la década de 1980, se localiza 
tanto en las provincias como en los gobiernos locales. Es de subrayar que 
los procesos de concesión quedaron bajo control accionario de importan-

15Sus principales componentes son: la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (cpeum), la Ley de Aguas Nacionales (lan) y su reglamento y las leyes estatales de agua. 
Otras leyes que contienen previsiones son: la Ley de Obra Pública y Servicios, Ley de Adqui-
siciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público; Ley General de Bienes Nacionales, 
Ley Federal de Derechos, Ley de Asociaciones Públicas-Privadas (app).
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tes empresas transnacionales del agua (Suez, Vivendi, Azurix, Saur, Draga-
dos, Thames Water, Anglian Water, entre otras), que no aportaron su expe-
riencia en materia regulatoria. 

En el contrato de concesión (30 años) de la ciudad de Buenos Aires y 
su Área Metropolita, por ejemplo, la regulación quedó bajo la responsabi-
lidad del Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios (etoss), conformado 
por el Estado Nacional, la provincia de Buenos Aires y la ciudad de Buenos 
Aires. Se constituye en abril de 1993 un poco después de haber sido asig-
nada la concesión. La débil capacidad regulatoria del etoss se manifestó 
antes de concluir el primer año de gestión, cuando la empresa concesiona-
ria aduciendo pérdidas operativas no previstas solicitó una revisión ex-
traordinaria de las tarifas. La respuesta oficial fue más que condescendien-
te y por resolución el etoss No. 81/94 se estableció un incremento del 13.5 
por ciento (Azpiazu, 2010).

El etoss sigue siendo responsable de la regulación de los saps después 
de la restatización y, a partir de las lecciones aprendidas, su capacidad 
regulatoria ha sido fortalecida como se verá más adelante. 

En Colombia durante 1992 se decreta la liquidación de la Junta Nacio-
nal de Tarifas (Decreto 2167) y en su reemplazo se establece la Comisión 
de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (conocida como cra), 
adscrita al Ministerio de Desarrollo Económico que tiene como misión 
fundamental regular monopolios, promover la competencia, impulsar la 
sostenibilidad del sector, evitar abusos derivados de la posición dominante 
de las empresas y garantizar el suministro de servicios de calidad con ta-
rifas razonables y amplia cobertura. La cra realiza una revisión quinquenal 
de la metodología tarifaria del servicio público. La constante tensión entre 
el precio razonable y la cobertura del servicio prestado con calidad. Inten-
sión regulatoria de los cra y de la discusión con los agentes del sector 
promovida por la entidad en diversos escenarios.

La función de supervisión compete a la Superintendencia de Servicios 
Públicos, que ejerce las actividades de vigilancia y control de todas las em-
presas que prestan servicios de agua y saneamiento. Ese organismo tiene 
potestad para imponer multas y sanciones, e incluso para tomar posesión 
de las empresas que sistemáticamente violen las normas a las que están 
sujetas, no presten los servicios públicos con la calidad y continuidad exi-
gida o rehúsen dar información veraz a los agentes de control. Además, 
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comprueba que los subsidios otorgados por el gobierno nacional sean 
destinados a los sectores sociales más desprotegidos. Cabe indicar que los 
gobiernos municipales tienen la competencia para determinar a quién se 
asignan los subsidios (Beato y Díaz, 2003).

La Ley 142 de 1994 introdujo un marco regulador centralizado para 
establecer un sistema coherente de reglas e incentivos, favoreciendo así la 
participación de los operadores privados. Además, junto con la Ley 60 de 
1993 delimita la distribución de competencias y responsabilidades entre 
los distintos entes que operan el sector del agua y el saneamiento, regulan 
el uso de los recursos naturales y establecen el marco de intervención del 
gobierno separando las funciones de formulación de políticas, de regula-
ción, de supervisión y de operación del sistema. La función de formulación 
de políticas corresponde al Ministerio de Desarrollo Económico, dentro del 
cual se encuentra el Viceministerio de Vivienda, Desarrollo Urbano y Agua 
Potable, que es la entidad responsable del sector y dentro del cual se crea-
ron varias instancias para el diseño y aplicación de políticas.

En México la Comisión Nacional del Agua (Conagua), creada en 1989, 
es la única agencia del gobierno federal con competencia directa para or-
ganizar, establecer criterios y administrar las diversas funciones relativas 
a la producción, distribución y consumo del agua en todo el territorio na-
cional. Aunque la Ley de Aguas Nacionales16 y su reglamento refuerza el 
carácter central de la Conagua en la política del agua, su carácter regulador 
no ha sido claramente detallado (Levi-Faur y Jordana, 2009).

Se debe resaltar que el marco legal vigente que regula el uso, acceso y 
control del agua está siendo objeto de una amplia revisión, análisis y dis-
cusión, como resultado del reconocimiento del derecho humano al agua 
potable y el saneamiento en el Artículo 4o de la cpeum, adicionado al marco 
constitucional mexicano mediante decreto publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 8 de febrero de 2012. Es hasta septiembre de 2014 cuando la 
Comisión de Recursos Hidráulicos17 de la Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión informó que avanzaba en el análisis y dictamen de 

16Promulgada en 1992 y reformada en 2004.
17La Comisión de Agua Potable y Saneamiento de la Cámara de Diputados de la LXII 

Legislatura, se integra por 27 diputados: 12 del pri (44.1 por ciento); 6 del pan (22.2 por ciento); 
4 del prd (14.8 por ciento); 2 de pvem y Morena (7.4 por ciento), respectivamente y uno de 
Movimiento Ciudadano (3.7 por ciento).
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diversas iniciativas, encaminadas a conformar la nueva Ley General de 
Aguas (Enciso, 2014). 

El 26 de febrero de 2015 fue presentada la iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se expide la Ley General de Aguas. Esta iniciativa, tam-
bién conocida como Ley Korenfeld en alusión directa al extitular18 de la 
Conagua, desde el inicio generó grandes polémicas. El 4 de marzo de 2015 
las Comisiones Unidas de Agua Potable y Saneamiento y de Recursos Hi-
dráulicos de la Cámara de Diputados se declararon en sesión permanente 
para dictaminar la Ley General de Aguas. Durante esa sesión, con 31 vo-
tos19 se aprobó en general el dictamen que expide la Ley General de Aguas, 
reglamentaria de los artículos 4o y 27 de la cpeum (Pacheco, 2015). 

La respuesta social ante lo que parecía la inminente aprobación de la 
Ley General de Aguas por el pleno de la Cámara de Diputados revela que 
el uso, acceso y control de los recursos hídricos es uno de los temas más 
sensibles y que preocupan a la sociedad mexicana. Destacan los señala-
mientos realizados individual y colectivamente por diversos científicos, 
organizaciones de la sociedad civil, así como el comunicado conjunto de 
los rectores de las universidades Autónoma Metropolitana (uam), de Gua-
dalajara (udeg) y Nacional Autónoma de México (unam), pronunciándose 
a favor de que el Congreso de la Unión abriera “un debate amplio, plural e 
incluyente en el que puedan intervenir todos los sectores del país, a fin de 
que las resoluciones a las que se llegue garanticen el cabal cumplimiento 
del derecho humano al agua...” (Bravo Padilla et al., 2015; Olivares Alonso, 
2015; uccs, 2015).

Los grupos parlamentarios de la Cámara de Diputados decidieron dife-
rir el debate y la discusión del dictamen de la Ley General de Aguas, un día 
antes de su discusión en el pleno, prevista en principio para el martes 10 
de marzo de 2015 (Pacheco, 2015). Finalmente, el 17 de junio de 2015, de-
bido al nulo trabajo en comisiones que no habían sesionado desde abril, la 
mesa directiva de la Cámara de Diputados, declaró precluidas 207 iniciati-

18David Korenfeld renunció el jueves 9 de abril de 2015 a su cargo como director de la 
Conagua tras la polémica que se desató en redes sociales la circulación de varias fotografías 
que lo exhibían utilizando un helicóptero de la dependencia, como transporte familiar.

19De los cuales 15 votos de la Comisión de Recursos Hidráulicos y 16 de la Comisión de 
Agua Potable y Saneamiento, correspondientes a integrantes de las fracciones de los partidos 
políticos Revolucionario Institucional (pri); Acción Nacional (pan), Verde Ecologista de México 
(pvem) y Movimiento Ciudadano (mc). Estuvieron ausentes integrantes de los partidos políti-
cos de la Revolución Democrática (prd), del Trabajo (pt) y Morena (m).
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vas de diputados de todos los partidos, entre ellas la iniciativa de la Ley 
General de Aguas (Méndez y Garduño, 2015; Aristegui Noticias, 2015). 

La iniciativa de la Ley General de Aguas expone claramente que se 
pretendía reglamentar los artículos 4o y 27 de la cpeum, sin embargo, su 
análisis deja claro que también se intentaba incidir en las competencias 
municipales en materia de la prestación de los servicios de agua potable, 
drenaje, alcantarillado, saneamiento y tratamiento de aguas residuales, 
establecidas en la fracción iii inciso a) del Artículo 115 de la cpeum en al 
menos dos elementos sustantivos: 

1)	Tarifas y autosuficiencia financiera: el Artículo 25 de la Ley General de 
Aguas proponía que los estados tuvieran atribuciones para fijar las ta-
rifas por los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, 
tratamiento y disposición de aguas residuales, de acuerdo con las bases 
contenidas en la propia Ley, pudiendo incluso considerar la propuesta 
que en su caso formulara la Conagua.

2)	Establecer un marco federal para regular los servicios públicos: el “Tí-
tulo cuarto. Servicios Públicos” establecía los tramos competenciales 
que corresponderían a los estados, el Distrito Federal y los municipios 
en materia de regulación y prestación de los servicios públicos de agua 
potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas re-
siduales. Es de resaltar que preveía las modalidades que podrían adoptar 
los municipios para desempeñar sus atribuciones como prestador de 
servicios, las formas de participación social y privada, así como la crea-
ción o perfeccionamiento de un órgano regulador a nivel estatal, cuyo 
objetivo sustantivo sería contribuir a la autosuficiencia y sostenibilidad 
financiera de los prestadores de los servicios.

Pese a lo anterior, en materia de regulación de los servicios de agua y 
saneamiento, la iniciativa de Ley General de Aguas sepultada en junio de 
2015 resulta conservadora comparada con la iniciativa de Ley de Agua 
Potable y Saneamiento presentada en 2009 por el entonces senador Silvano 
Aureoles Conejo del grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática (prd), en su calidad de presidente de la Comisión de Recursos 
Hidráulicos de la LXI Legislatura (2009-2012) de la Cámara de Senadores 
del H. Congreso de la Unión. Aunque la iniciativa de Ley de Agua Potable 
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y Saneamiento tampoco llegó a buen puerto y fue retirada en febrero de 
2011, sin haber recibido dictamen por parte de las comisiones unidas de Re-
cursos Hidráulicos, Estudios Legislativos, y Desarrollo Municipal del Senado 
de la República. A continuación se detallan los puntos clave que proponía 
para modernizar y alinear el modelo regulatorio de los saps al modelo de 
agencias reguladoras:

•	 A nivel federal se crearía el Instituto Nacional de Agua Potable y Sanea-
miento (inapys) con responsabilidades tales como emitir lineamientos 
y criterios de carácter técnico-normativo para los organismos operado-
res, proponer los lineamientos y apoyar los procesos bajo los cuales se 
establezcan los órganos reguladores estatales, emitir las políticas y 
planes nacionales en materia de los servicios, cumplir y hacer cumplir 
las disposiciones de la ley, y fungir como autoridad conciliadora de 
conflictos entre los organismos operadores (sección segunda, artículos 
20 al 25).

•	 Bajo la coordinación del inapys, se instauraría un Sistema Nacional de 
Información de los Servicios de Agua Potable y Saneamiento (Artículo 14), 
parecido al Sistema Nacional de Informações sobre Saneamento (snis) 
de Brasil. 

•	 Instauración de un Sistema Nacional Financiero de Agua Potable y 
Saneamiento (Artículo 13) para la planificación y financiamiento de las 
inversiones. 

•	 Separación institucional entre las autoridades públicas responsables y 
los prestadores de servicio. 

•	 Promulgación de nuevas leyes estatales en la materia dirigida a establecer 
en cada estado un nuevo organismo de regulación con poderes signifi-
cativos y competencias claramente establecidas (artículos 26 al 34). 

Otro intento por reglamentar la fracción III inciso a) del Artículo 115 de 
la cpeum ocurre en septiembre de 2012, cuando el senador Fidel Demédicis 
Hidalgo también del grupo parlamentario del prd, pero ahora en la LXII 
Legislatura de la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión (2012-
2015), presentó la iniciativa de Ley General de Agua Potable y Saneamiento. 
La iniciativa fue turnada a las comisiones unidas de Recursos Hidráulicos 
y Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores, las cuales hasta abril 
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de 2014, es decir 19 meses después de haber sido presentada la iniciativa, 
emitieron un dictamen negativo. Es de subrayar que esta iniciativa de Ley, 
aunque resulta descafeinada comparada con la presentada en 2009, mantiene 
la creación de dos agencias sustantivas: el Instituto Nacional de Agua y 
Saneamiento (inays) y el Sistema Nacional de Información de los Servicios 
de Agua y Saneamiento, que operaría bajo la coordinación del inays.

Finalmente, es necesario mencionar que dentro del llamado Pacto por 
México20 se establece la necesidad de replantear el manejo hídrico del país, 
para lo cual el Compromiso 52 establece impulsar la aprobación de la nueva 
Ley de Agua Potable y Saneamiento y reformar la Ley de Aguas Nacionales.

En suma, el nudo gordiano para modernizar la gestión de los servicios 
de agua potable, alcantarillado, saneamiento, tratamiento y disposición de 
aguas residuales se encuentra en las competencias conferidas a los muni-
cipios por el Artículo 115 de la cpeum. 

Mecanismos de participación ciudadana  
en los regímenes regulatorios 

Argentina presenta el marco legal y normativo quizá más avanzado para 
garantizar una activa participación de los usuarios y consumidores. La 
Constitución de la República Argentina reformada en el año 1994, incorpora 
dentro de los llamados derechos de tercera generación, vinculados con los 
intereses colectivos o difusos, el derechos de los consumidores y usuarios 
a la calidad y eficiencia de los servicios públicos, así como a la necesaria 
participación de las asociaciones de consumidores y usuarios en los órga-
nos de control de los servicios públicos (Artículo 42).  

Además, la reglamentación de los distintos servicios contiene criterios 
dispares respecto de las situaciones que justifican u obligan a convocar 
audiencias públicas. Los estudios empíricos usualmente enfatizan la im-

20Es un acuerdo político cuyo contenido a un acuerdo definitivo en la tercera semana de 
noviembre de 2012 y se hizo público el 2 de diciembre del mismo año. Fue suscrito por el 
actual presidente de México, licenciado Enrique Peña Nieto, y los presidentes nacionales de 
los principales partidos políticos: Gustavo Madero Muñoz, presidente nacional del Partido 
Acción Nacional (pan); María Cristina Díaz Salazar, presidenta del Comité Ejecutivo del Parti-
do Revolucionario Institucional (pri) y Jesús Zambrano Grijalva, presidente nacional del Par-
tido de la Revolución Democrática (prd). Mayor información en <http://pactopormexico.org>
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portancia de las audiencias públicas como espacio sustantivo para garan-
tizar una participación más activa de los usuarios y/o de sus asociaciones 
en el control de los servicios públicos de gestión privada. Sin embargo, el 
carácter no vinculante de las opiniones allí vertidas, la decisión de convo-
catoria unilateral a cargo de los entes reguladores y la falta de uniformidad 
respecto de aquellas cuestiones que ameritan un tratamiento en este ám-
bito, han convertido a las audiencias en un instrumento puramente formal 
sin capacidad para influir el proceso de toma de decisiones, por lo que son 
un mero canal de legitimación, dependiendo del ente regulador y de la 
discrecionalidad de sus miembros (Felder y López, 1999). 

Es de subrayar que la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, san-
cionada en 1996, incluye como uno de los miembros del directorio del 
Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios (etoss) de la ciudad a un re-
presentante de organizaciones de usuarios y consumidores (Artículo 139). 

En Colombia al interior de la cra participan expertos comisionados y 
la voz de los usuarios/consumidores se canaliza a través de las diversas 
organizaciones y mecanismos formales establecidos en la Ley de Participa-
ción, además dentro de sus funciones la cra mantiene un programa cons-
tante de divulgación de información.

En México la participación de los usuarios/consumidores en general se 
materializa en los consejos de administración que se formalizan cuando se crea 
un organismo operador, no obstante sólo tienen voz los integrantes exper-
tos de los consejos, que usualmente son funcionarios de los ayuntamientos. 
Otro elemento a tener en cuenta son los mecanismos empleados para la 
selección de los representantes de los usuarios, los cuales adolecen de 
transparencia.

Comentario final

La evidencia empírica muestra que la participación del sector privado (na-
cional e internacional) presenta rendimientos diferenciados y en muchos 
casos contradictorios a la lógica que los impulsó. En Argentina y México, 
por ejemplo, los servicios privatizados, que no contaron con entes regula-
dores independientes y con rango legal, renegociaron los contratos en 
detrimento de los intereses económicos de los usuarios, reflejando en los 
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aumentos de tarifas prórroga de concesiones, y condonación de multas 
devengadas a favor de los usuarios, entre otros.

El principio tan difundido de lograr un costo de recuperación, por ejem-
plo, conlleva grandes implicaciones políticas y de bienestar en un país de 
ingresos bajos donde el incremento en costo puede, en la práctica, signifi-
car exclusión de los servicios básicos. En esta lógica, como indica Spiller 
la regulación no sólo perseguiría aspectos relacionados con criterios de 
tarifación y de defensa de competencia (tal como lo sugiere la teoría neo-
clásica), sino también aquellos vinculados a la cobertura (universalización 
y tarifas accesibles); la defensa de los derechos de los usuarios; la susten-
tabilidad de los servicios a mediano y largo plazo; así como la innovación 
tecnológica. De esta forma, en la búsqueda de una supuesta neutralidad, la 
regulación pública no debería limitarse a reducir el riesgo regulatorio y a 
brindar certidumbre a los inversores, sino que debería involucrarse en la 
delimitación de las condiciones de prestación de los servicios en vista de 
alcanzar los objetivos mencionados.

En síntesis, se puede afirmar que ante la ausencia de una legislación 
que reglamente el carácter de la participación de las organizaciones de 
consumidores en los entes reguladores (tal como lo prescribe la Constitu-
ción de Argentina pero con escasa aplicación), se ha dado una limitada 
intervención de estas organizaciones en los organismos de contralor a ni-
vel nacional y su tibio protagonismo se ha manifestado por dos vías: la 
participación en comisiones asesoras consultivas en algunos entes regula-
dores y la emisión de opiniones consultivas sobre temas específicos sin 
carácter vinculante.
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Resumen

El objetivo de este texto es contribuir al debate sobre los factores que pro-
mueven o impiden que las redes de política pública, como constructos de 
acción colectiva en procesos de gobernanza, actúen como mecanismo 
promotor de una mejor acción conjunta. A la luz de la literatura en torno 
al tema, el presente trabajo sugiere que el desempeño de múltiples actores 
en torno a asuntos de interés colectivo se encuentra influido por las carac-
terísticas que conforman su interacción. Con información empírica, y un 
análisis cualitativo y cuantitativo de redes sociales, se sistematiza la orga-
nización operativa de una política pública federal de turismo en el nivel 
local y se confirma que la estructura de la red influye en el desarrollo de 
bienes públicos, resultando relevante la cualidad del poder estructural 
para explicar dicha incidencia.

Presentación 

En el contexto de los movimientos de democratización en diferentes países 
durante las últimas dos décadas, la investigación sobre el desempeño gu-
bernamental anuncia que tiende a ser más efectiva en la medida en que 
articula y fortalece su relación con los ciudadanos y el sector privado, 
tanto si es lucrativo como si no. Así, los gobiernos en diferentes latitudes 
y niveles han propuesto e instrumentado acciones para articularse y forta-
lecer su relación con los ciudadanos y actores privados, muestra de ello 
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son las múltiples experiencias que se insertan en lo que se conoce como 
gobernanza y que adquieren relevancia teórico-conceptual a través de las 
redes de política pública. 

El objetivo es analizar una red de política pública como un tipo de es-
tructura de gobernanza a efecto de responder a la pregunta de si ¿existe 
alguna relación entre las redes de política pública y el desempeño guber-
namental?, y ¿cuáles factores promueven o impiden que las redes actúen 
como mecanismo promotor de una mejor acción conjunta en un contexto 
de redes de política pública? A la luz de la literatura en torno al tema, el 
presente trabajo sugiere como hipótesis de investigación que el desempeño 
de múltiples actores (entre ellos el gobierno) en torno a asuntos de interés 
colectivo, se encuentra influido —entre otros factores— por las caracterís-
ticas que conforman la red de política pública. Es decir, la efectividad y 
eficiencia (i.e. el desempeño) de la acción pública o política pública depende 
de ciertas cualidades estructurales de la red, entre ellas, la heterogeneidad, 
la centralidad, la densidad y el poder estructural.

La relevancia de estudios como el presente radica en incentivar la es-
pecificidad en el análisis de las características de las redes de política pú-
blica, de tal manera que se incremente el conocimiento sobre los factores 
que permiten que las redes de política pública puedan tener un desempeño 
positivo. Estudios como el presente cobran relevancia en el marco del nue-
vo paradigma de la gobernanza y su importancia en el contexto local.

En el presente texto se considera un estudio de caso en el ámbito local 
en México. Se trata de un instrumento de política pública cuyo diseño exi-
ge la intervención de actores público-sociales y actores privados locales. El 
instrumento es el Programa Pueblos Mágicos1 cuyo objetivo es incentivar 
el turismo y el espacio local en Valle de Bravo, Estado de México. 

El caso se construye a partir de la sistematización de información rela-
tiva a la organización operativa del Programa, cuya teoría de cambio implí-
cita presume que la participación de la sociedad y sectores locales propi-

1El Programa Pueblos Mágicos, como un instrumento de política pública del gobierno 
federal, otorga asistencia técnica, recursos económicos y materiales a los municipios con 
vocación turística que además tengan un patrimonio histórico y ambiental que los haga espe-
ciales. Una de las características más interesantes del programa es que condiciona la acepta-
ción de los municipios al involucramiento directo de la sociedad local (ya sean organizaciones 
o ciudadanos a título personal) en la planeación, monitoreo y evaluación del programa a nivel 
local.

Administracion Publica.indd   40 13/05/17   11:11 p.m.



Redes, poder y gobernanza • 41

ciará sustentabilidad y estabilidad al programa, y de sus resultados. De 
este modo, con la evidencia recabada, observamos y analizamos una red 
de política pública que vincula a múltiples actores con sus recursos y ca-
pacidades a efecto de preservar y cuidar la imagen urbana y patrimonio 
histórico-arquitectónico.  

Este artículo se constituye por cinco secciones. En la primera se intro-
duce de manera general el concepto de gobernanza y su vinculación con 
la noción de redes de política pública, además se exponen estudios que 
hacen referencia a este tema y se delinean las características de dichas 
redes, estableciendo asimismo su relación con el desempeño. La segunda 
sección describe el método de análisis seleccionado a partir del desarrollo 
teórico y metodológico de lo que hoy se conoce como Análisis de Redes 
Sociales (ars).

En la siguiente sección, se describe el caso, el Programa Pueblos Mági-
cos (ppm) en el pueblo de Valle de Bravo (vdb), para lo cual en primera 
instancia se hace una exposición breve del espacio en sus aspectos socio-
demográficos y económicos. Posteriormente, utilizamos formalmente el 
ars para establecer si efectivamente los recursos que se intercambian y las 
relaciones que se sostienen se asemejan a una red de política pública.

En la cuarta sección, se describen las características de la red y su 
relación con el desempeño de las acciones emprendidas, para lo cual se 
utiliza además del ars, un análisis estadístico multivariado. La quinta sec-
ción concluye con la discusión sobre los resultados de este trabajo y líneas 
de investigaciones futuras.

Gobernanza y asuntos públicos

Redes de política pública

En la literatura asociada al estudio de los asuntos públicos de las últimas 
dos décadas, es comúnmente aceptado que las relaciones entre el Estado, 
sociedad y mercado han cambiado, alterando el circuito de relaciones entre 
privados, sociedad y gobierno, implicando una nueva forma de gobierno 
más interactiva identificada como gobernanza (Rhodes, 2000). Primordial-
mente, la idea de gobernanza ha cobrado fuerza por cuanto refleja que los 
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gobiernos han incorporado actores no tradicionales en la atención y trata-
miento de los asuntos públicos, en el sentido de que el poder gubernamen-
tal en ciertos sectores de política ha perdido su habitual preponderancia y 
porque opera en unión con poderes privados y sociales, que acreditan 
capacidad de autogobierno y solución de problemáticas colectivas. 

Se ha utilizado la categoría de red de política pública para denotar las es-
tructuras de los procesos de gobernanza (Cariman, 2010). A través de las 
redes de política pública, se asume que la acción de gobierno se actualiza, 
propiciando y conduciendo la cooperación de múltiples actores (guberna-
mentales, público-sociales y privados) en la atención y tratamiento de 
asuntos y problemáticas colectivas. 

En definitiva, se supone que la autoridad pública no puede hacerlo todo 
por sí misma, que la sociedad recurre a múltiples formas para tratar sus 
problemas (entre las cuales la gubernamental representa sólo una de esas 
posibilidades) y que las agencias gubernamentales ya no controlan todos 
los recursos (tanto materiales como simbólicos) esencialmente críticos, lo 
cual las obliga a coordinarse con otros actores no gubernamentales. 

En México, es el espacio municipal en donde las redes de política pú-
blica han adquirido relevancia significativa y un interés peculiar por cuanto 
ha sido la dimensión ad hoc para que se generen o intenten interacciones 
colaborativas entre gobierno, ciudadanía, sociedad y sector privado. Al 
respecto, hay casos (v.g. Luna y Velasco, 2009; Nigenda y González, 2009; 
Porras, 2007) que muestran que estas dimensiones locales han sido el terre-
no idóneo para la emergencia de programas y acciones públicas que fungen 
como espacios para que los ciudadanos y sus organizaciones hagan oír sus 
intereses y participen de forma más activa en las políticas que directamente 
les afectan. 

De manera particular, lo local se ha configurado como la dimensión 
apropiada para que se susciten procesos de interacción horizontales entre 
ámbitos de gobierno y verticales entre gobierno, actores privados y públi-
co-sociales, a modo de desarrollar acciones públicas. 

Las redes de política pública reflejan estos procesos contemporáneos. 
Y a pesar de que su conceptualización ha traído consigo una variedad no-
minalista, es posible identificar las siguientes características que se en-
cuentran en los diferentes conceptos: a) presencia de múltiples actores 
interdependientes; b) estructuras interactivas y configuradas por vínculos 
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—relativamente estables— entre estos actores dado el intercambio de re-
cursos y acuerdo de intereses; c) y el gobierno como un actor más en el 
proceso de decisión y ejecución de decisiones públicas al tener que acce-
der a recursos de actores por fuera de su control político.

La incidencia de las redes de política pública  
en el desempeño de múltiples actores

Crozier y Friedberg (1980) reconocen que si muchos procesos cooperati-
vos resultan contraproducentes a los objetivos de quienes los emprenden 
no se debe exclusivamente a las propiedades de los problemas, caracterís-
ticas de los individuos ni a sus estrategias no-cooperativas sino que tam-
bién tienen que ver las propiedades de la estructuración del campo de ac-
ción o de los constructos de acción colectiva, mediante los cuales se trata 
de lograr la cooperación. 

Lo anterior exige formas de pensar a la red de política pública que ha-
gan posible evaluar su capacidad de propiciar que actores cooperen o no. 
Así es como diversos estudios han mostrado el potencial del análisis de 
redes sociales (Sandström y Rova, 2010; Scholz, Berardo y Kile, 2010; Luna 
y Velasco, 2009; Sandström y Carlsson, 2008), resaltando la dimensión 
estructural, para el estudio de las redes de políticas públicas en el sentido 
de que hay propiedades estructurales que importan a la hora de entender 
si los actores cooperan y los resultados de ello o el desempeño que logran.

Antecedentes del estudio empírico: recursos, propiedades  
de la Red de Política Pública y evaluación de su desempeño

Este trabajo tiene cinco antecedentes claros. Tres de orden teórico-argu-
mentativo (Carlsson, 2000; Jones, Hesterly y Borgatti, 1997; Crozier y 
Friedberg, 1980) y dos investigaciones de corte empírico (Scholz, Berardo 
y Kile, 2010; Sandström y Carlsson, 2008).

De partida, Crozier y Friedberg (1980) son un referente obligado para 
el estudio de las redes sociales. Gran parte del trabajo teórico-conceptual 
en torno al tema habría de impulsarse a partir de los aportes seminales de 
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estos dos autores, al reconocer explícitamente la estructuración humana 
que se instituye en todo proceso de acción colectiva entre actores relativa-
mente autónomos por cuanto portan recursos, capacidades particulares e 
intereses, siendo el ejercicio del poder el mecanismo de estabilización de 
su comportamiento al integrarse a tal estructura o constructo. 

De las aportaciones de los autores citados y para el objetivo de este 
trabajo importa dar cuenta de la relevancia que adquieren los recursos, al 
facultar las posibilidades de acción de los actores y por cuanto no todos los 
poseen o portan, eso implicando asimetrías entre quienes integran la red.

Por su parte Jones, Hesterly y Borgatti (1997) matizan a las redes de 
política pública como expresiones de acción colectiva con ciertas ventajas 
respecto a las estructuras jerárquicas estatales y soluciones provenientes 
del mercado, por cuanto se caracterizan por su flexibilidad, adaptabilidad 
y organización relativamente formal y heterárquica. 

En tanto Scholz, Berardo y Kile (2010) y Sandström y Carlsson (2008) 
representan trabajos que estudian empíricamente a las redes de política 
pública reconociéndolas como estructuras con capacidad de generar coo-
peración entre actores autónomos. Estas últimas contribuciones, sin duda 
son un faro en cuanto a la agenda de investigación que delinean sus con-
clusiones y que, ancladas en este trabajo, implican tomar como punto de 
partida las propiedades estructurales que dichas contribuciones reconocen 
son relevantes para estudiar empíricamente a las redes de política pública.

El intercambio de recursos como precondición  
de las redes de política pública

Para el estudio empírico de las redes de política pública importa reconocer 
de partida que hay un mínimo de vínculos o relaciones entre una serie de acto-
res en torno a un asunto de orden colectivo o público, y el contenido de dichos 
vínculos o relaciones que interesa registrar es que haya intercambio de re-
cursos entre ellos. Al respecto, Klijn (1997) habla de la dependencia de recur-
sos como una precondición de las redes de política pública.

Los recursos pueden estar presentes en el ambiente de la red por dis-
posición oficial como los recursos financieros o legales que muchas de las 
veces provee el gobierno, o bien los recursos únicamente pueden ser dis-
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puestos por actores no gubernamentales como la legitimidad. Se propone 
entender como recursos a los insumos que son relevantes en sí mismos 
para el funcionamiento de la red en torno a algún asunto público y porque 
permite a los actores vincularse y la consecución de sus objetivos. Así, con-
siderando Edwards y McCarthy (2004), los recursos pueden ser de índole:

•	 Políticos: Legitimidad en función de que se juzguen convenientes los 
objetivos, decisiones y actividades de la red. Aquí, incorporamos las 
aportaciones de Berardo (2009).

•	 Humanos: Trabajo voluntario, apoyo técnico, conocimiento especializado 
y liderazgo.

•	 Organizacionales: Membresía (sentimiento de pertenencia a la red), acceso 
a redes, conocimiento y capacidades sobre manejo organizacional, reclu-
tamiento de integrantes y asistencia en requerimientos administrativos.

•	 Materiales: Recursos materiales, espacios de reuniones y equipos ne-
cesarios para las funciones adjetivas de la red.

•	 Culturales: Comprensión de los problemas y asuntos ante los cuales se 
actúa, acceso al conjunto de valores y percepciones de los actores.

•	 Financieros: Recursos monetarios que hacen que los proyectos sean 
viables en su diseño e implementación. 

•	 Legales: Reglas organizativas generales como reglamentos y estructura 
organizativa, reglamentos de operación de programas y aplicación de 
fondos. Este aspecto lo complementamos con Bressers y O’Toole 
(1998).

Adicionalmente, si bien todo recurso relativamente (sea en el corto, 
mediano y largo plazo) tiende a ser escaso, hay recursos que son críticos 
en la medida en que son imprescindibles para que los actores desarrollen 
su misión y visión. Según Berardo (2009) los recursos críticos tienen una 
importancia primordial para el desarrollo de la acción colectiva que vincu-
la a los actores. De ahí que los recursos que portan y aportan éstos en el 
ambiente de la red de política, no son igual de pertinentes ni tienen el mis-
mo peso, lo cual genera desigualdades y asimetrías, i.e. que unos actores 
dependan más que otros y por consecuencia que influyan menos en el 
proceso de priorización de decisiones. Conjunto de aspectos que pueden 
ser perceptibles en el entramado estructural de la red de política pública.
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La red de política pública a partir  
de sus propiedades estructurales 

Desde el ars, a las redes de política pública se les asume como estructuras 
que atribuyendo funciones, recursos y capacidades, afectan tanto la mane-
ra en que se comportan los grupos como los resultados de las políticas. El 
foco de atención no son los agentes en sí mismos, sino las posiciones que 
ocupan, sus relaciones y conexiones entre ellos.

La perspectiva estructuralista enfatiza las relaciones como un principio 
clave, donde la estructura consiste en las regularidades de los patrones de 
interacción entre entidades concretas que influyen en sus percepciones, 
creencias, decisiones y acciones, por ello “los objetivos centrales del análi-
sis de redes son medir y representar estas relaciones estructurales, y ex-
plicar porqué ocurren y cuáles son sus consecuencias” (Knoke y Yang, 
2008: 4).

El marco explicativo del ars descansa en tres supuestos sobre los pa-
trones de las relaciones y sus efectos: primero, “las relaciones estructura-
les con frecuencia son más determinantes para entender los comporta-
mientos observados que atributos personales como edad, género, valores 
e ideología”; segundo, “las redes sociales afectan las percepciones, creen-
cias y acciones a través de una variedad de mecanismos estructurales que 
son socialmente construidos por relaciones entre entidades”; tercero, “las 
relaciones estructurales son procesos dinámicos. Las redes no son estruc-
turas estáticas, continuamente cambian a través de las interacciones entre 
las personas, grupos u organizaciones que las constituyen” (Knoke y Yang, 
2008: 5-6).

En este tenor, pensamos a las redes de política pública desde una pers-
pectiva estructural y de intercambio de recursos; esto es, las cualidades o 
propiedades estructurales de las redes de política pública son un factor de-
terminante de que se genere una serie de objetivos públicos, que si bien no 
igualmente esperados, sí en cierto modo interdependientes considerando el 
intercambio de recursos entre quienes constituyen una determinada red. 

Al respecto, Scholz, Berardo y Kile (2010); Berardo (2009), Sandström 
y Carlsson (2008), Percival (2009), Sandström (2008), Lewis (2005) y Howlett 
(2002), aplicando la metodología y técnicas del ars, sugieren que ciertos 
aspectos estructurales de la red (propiedades que adquiere la interacción 
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e intercambio entre actores gubernamentales, privados y público-sociales) 
son decisivos para su desempeño al tratar conjuntamente asuntos públi-
cos, distinguiéndose a la Densidad, Centralidad y Heterogeneidad como 
propiedades estructurales básicas de una red de política pública. 

Paralelamente a esas propiedades, el presente trabajo propone incor-
porar al análisis el Poder estructural (Crozier y Friedberg, 1980) como una 
propiedad estructural; primeramente, porque en toda red social, como lo 
son las de política pública es inexcusable que no se susciten relaciones de 
poder; segundo, ese aspecto se constató mediante entrevistas con actores 
clave, ahí se observó que se generaron asimetrías entre los participantes y 
distintas capacidades de influencia en los eventos críticos del Programa 
Pueblos Mágicos, lo cual tuvo mucho que ver con el tipo de recursos que 
ellos aportaban; tercero, ese tipo de asimetrías y capacidad de influencia 
revelan que el Poder estructural es en esencia una propiedad relacional y de 
intercambio de recursos, lo cual podría incidir en el Desempeño de una red.

Cabe acotar que desde el ars, el Poder estructural se relaciona al índice 
de Poder de Bonacich (Hanneman y Riddle, 2001). Dicho índice evalúa el 
nivel de dependencia entre los actores integrantes de una red en cuestión, 
en el sentido de que el poder de un actor está en función de su cantidad de 
conexiones y de cuántas conexiones tienen los actores próximos a él. En 
la medida en que sean menos, más es el poder del actor, por cuanto los 
menos conectados dependerán de éste. 

Así las cosas, las propiedades estructurales de la red de política pública 
quedan descritas como se muestra a continuación:

•	 Densidad: Indica como se inserta un determinado actor en el conjunto 
de relaciones de la red. Se sugiere que entre más relaciones establezca 
un actor con los otros integrantes, mayor propensión a que se integre, 
aporte sus recursos, colabore y participe en las actividades de la red.

•	 Centralidad: Es la propiedad de un actor para llegar a un determinado 
número de actores mediante relaciones directas o indirectas. Se supone 
que el nivel de centralidad del actor determina su capacidad de contro-
lar el flujo de recursos y su posición jerárquica en la estructura.

•	 Heterogeneidad: Describe la diversidad de los actores a partir de sus 
relaciones al exterior de la red en cuestión. Cuando el actor reporta 
múltiples vínculos externos a la red en cuestión, se considera que por 

Administracion Publica.indd   47 13/05/17   11:11 p.m.



48 • Cristo Avimael Vázquez Ceballos, Gabriela Pérez Yarahuán

igual maneja no únicamente gran cantidad de recursos sino también 
una variedad de ellos.

•	 Poder estructural: Señala la asimetría entre los participantes en la red en 
relación a sus recursos e intercambio. Entre más dependa un actor 
respecto a otros con menos nivel de dependencia, menor capacidad de 
influencia éste en los eventos críticos de la red.

Cabe acotar que más adelante se utilizarán los indicadores globales de 
Densidad y Centralización2 a fin de describir el entramado de la red como 
un todo. 

El desempeño de la red de política pública

Una manera de analizar la importancia que adquieren las redes de política 
pública partiendo de sus propiedades estructurales, es problematizar acer-
ca de su desempeño. Así es que teniendo en cuenta las características es-
tructurales de una red de política pública, más que partir de un reconoci-
miento de los objetivos o metas diseñados a priori o tomar como estándar 
la suma de los intereses logrados de cada uno de los participantes, el cri-
terio de desempeño pretende denotar la capacidad de la red en propiciar 
que los participantes formulen entre ellos intereses comunes a modo de que 
actúen cooperativamente o conjuntamente en torno a ciertos objetivos. 

Al respecto, se ha avanzado en los trabajos de Honeycutt (2009) y 
Sandström y Carlsson (2008). En ellos, se sugiere que el desempeño se 
puede concretizar a partir de la efectividad y eficiencia. En esos términos:

•	 Efectividad: Aproxima al nivel de concreción de las decisiones que los 
integrantes de la estructura han tomado. Supone los resultados que 
genera la red.

2La centralización es una propiedad de la red en su conjunto, mientras que la centralidad 
se refiere a los actores en lo individual. De tal forma, cuando el nivel de observación de la red 
es general a modo de saber si existe algún actor central o en posición de supremacía, se 
utiliza el indicador de centralización. En cambio, cuando se trata de particularizar acerca de 
qué tan central es cada nodo integrante de la red se recurre al indicador de centralidad.
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•	 Eficiencia: Refiere a la capacidad de consenso respecto a qué hacer y 
como hacerlo. Sugiere la conveniencia de la implementación de una 
serie de acciones respecto a otras.

Estante metodológico 

El ars como un enfoque metodológico para medir y mapear relaciones 
considera como fundamentales tres conceptos, mismos que nos han ayu-
dado a construir la unidad de análisis de este trabajo. Ellos son la red (es-
tructura) que se conforma por los nodos (conjunto de actores) que estable-
cen relaciones (vínculos) entre ellos (Knoke y Yang, 2008). 

Asímismo, dicha metodología ha avanzado en técnicas de recopilación 
de información que ofrecen datos reticulares o relacionales de modo cua-
litativo y cuantitativo. Principalmente, los datos cuantitativos se pueden 
agregar en bases de datos a efecto de generar una serie de indicadores 
reticulares a nivel de la red como a nivel de cada uno de los nodos; de la 
misma manera, dichos datos facilitan graficar la red en términos de  
sociogramas. 

A razón de lo anterior, la unidad de análisis es la red de política pública 
(la estructura), siendo sus componentes básicos los participantes que en 
ella se integran (los nodos), y que adquieren una serie de cualidades reticu-
lares en un contexto de intercambio y dependencia de recursos (relaciones). 

La muestra es controlada y se definió identificando a ocho actores clave. 
Usando la técnica de generador de nombres (Knoke y Yang, 2008), con 
esos ocho informantes, iniciamos el procedimiento de muestra de bola de 
nieve, de tal forma que esos informantes iniciales nos condujeron a otros 
actores, terminando el proceso de muestreo hasta que los nombres que 
mencionaba un actor en particular eran redundantes. En total se identifi-
caron a 40 informantes, de los cuales obtuvimos acceso a un 85 por ciento 
de la población. 

Cabe agregar que la elección de las observaciones o de la muestra, ha 
sido en función de las propiedades estructurales (Densidad, Centralidad, 
Poder estructural y Heterogenidad, tratadas como variables independientes) 
que el actor adquiere al integrarse a la operación del ppm en Valle de Bravo 
en virtud de permitir la máxima variabilidad de las apreciaciones respecto 
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a la Efectividad y Eficiencia (variables dependientes). Ello como una estrate-
gia para no elegir la muestra ad hoc a la hipótesis a evaluar (véase Cortés, 
2008a y 2008b); además, la integración de la muestra —al realizarse por el 
procedimiento de bola de nieve— ha estado en función de los propios ac-
tores participantes. En ese sentido, el criterio para radiar a los nodos par-
ticipantes en el Programa Pueblos Mágicos en Valle de Bravo, fue que el 
actor identificara (sugiriendo) a otros nodos con los cuales convergió o ha 
convergido en torno a las actividades del Programa en el periodo de 2004 
a 2011, a fin de que refleje sus patrones de relación a largo plazo. 

A modo de reconocer los recursos presentes en el ambiente de la red 
de política pública y distinguir cuáles de ellos se consideraban como críti-
cos o escasos, a los encuestados se les solicitó que indicaran tres recursos 
importantes para el desarrollo del Programa Pueblos Mágicos y luego de 
esos tres que ponderaran el crítico o más importante. 

Para obtener datos referentes a la Densidad, Centralidad y Poder estructu-
ral de los participantes en la red, se requirieron datos reticulares o relacio-
nales que reconocieran el intercambio de recursos, con ese fin se les pidió 
a los encuestados que indicaran a los actores con los cuales se relacionaron 
en torno a las actividades del Programa y luego ponderaran (en una escala 
de 1 a 5) la asistencia de cada uno ellos en cuanto a los recursos aportados 
para favorecer las decisiones que han priorizado sean objeto del Programa. 

Con la información de esta pregunta se construyó una matriz 
(actor*actor) que resume los vínculos ponderados que cada uno de ellos 
(nodos) dirigen hacia sus pares (alters). Aquí, importando las relaciones 
dirigidas en el sentido de que la relación que dice tener A con B no implica 
que B reporte la misma relación con A, y aunque existiendo no necesaria-
mente en la misma intensidad. 

Para medir el nivel de Heterogeneidad solicitamos al encuestado que 
indicara sus distintas afiliaciones o asociaciones en las cuales participaba, 
ya fuesen formales o no. Así es que el número de vínculos externos a la 
red de política pública del participante podrían ir de 0 hasta k vínculos. 

Una vez tenida la información agregada, se procedió a generar infor-
mación empírica de las propiedades estructurales de los actores partici-
pantes en el ppm en vdb, a través de los indicadores mostrados a continua-
ción. En este paso nos auxiliamos del programa ucinet (Borgatti, Everett y 
Freeman, 2002):
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•	 Densidad: La densidad de cada nodo respecto a la densidad global (nú-
mero de relaciones existentes entre las posibles). Dado que importan 
únicamente la presencia o ausencia de relaciones, para su cálculo se 
consideran relaciones dirigidas no ponderadas.

•	 Centralidad: Suma de vínculos directos (tanto de entrada como de sali-
da) de un nodo entre la puntuación más alta. Se calcula con datos diri-
gidos ponderados.

•	 Heterogeneidad: Número de relaciones que cada nodo reporta tener al 
exterior de la red en cuestión. Se calcula con datos dirigidos ponderados.

•	 Poder estructural: Índice de poder de Bonacich es una medida de la 
asimetría entre los participantes en la red en relación a sus recursos e 
intercambio. La idea principal es que un participante tiene mayor poder 
estructural cuando aquellos con los que existe una conexión, están a 
su vez relativamente menos conectados. Se calcula con datos dirigidos 
ponderados.

Respecto al Desempeño, aquí utilizamos dos escalas de diferencial se-
mántico. Una primera, a modo de obtener información de la Efectividad, se 
mide la satisfacción del actor participante respecto a las acciones e inver-
siones del Programa Pueblos Mágicos, donde la escala va de 1 a 10 que es 
la mayor apreciación. Una segunda, concerniente a la Eficiencia, obtiene 
información respecto a la conveniencia de las decisiones priorizadas e 
implementadas frente a otras, donde la escala va de 1 a 10 que es la de 
mayor conveniencia. 

Finalmente, teniendo información de cada uno de los nodos, se crea 
una matriz en el programa spss y se genera una variable con los valores de 
la Efectividad y Eficiencia, llamada Desempeño y la cual se toma como de-
pendiente de la Densidad, Centralidad, Heterogeneidad y Poder estructural. 
También se consideran cuatro variables adicionales a modo de controlar 
sus efectos sobre el Desempeño, éstas son: Sexo, A_Estudio (escolaridad), 
Edad y A_PPM (años de participar en el ppm). Una vez agregados los datos 
de las variables en comento, se corre una regresión múltiple por mínimos 
cuadrados ordinarios, procurando cumplir con el mínimo de criterios  
estadísticos. 
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Caso de estudio: Pueblos Mágicos en Valle de Bravo 

Valle de Bravo, espacio y tiempo de la operación  
del Programa Pueblos Mágicos 

Valle de Bravo es una localidad al suroeste del Estado de México. Su lago 
o la presa hidroeléctrica Miguel Alemán construida (entre 1937 y 1947) 
como parte de un ambicioso proceso de industrialización del centro de 
México, ha sido el suceso más importante en la región, no sólo por la trans-
formación notable del territorio; sino porque se convirtió en el motor de 
cambio del pueblo a partir de la segunda mitad del siglo xx. Uno de los 
primeros cambios fue el de una economía agrícola a una basada en la in-
dustria de la construcción, prevaleciendo actualmente las actividades turís-
ticas como pilar que sustenta la vida actual de los vallesanos, de hecho hay 
datos de 2011 que muestran que el sector de servicios turísticos ha apor-
tado alrededor del 82 por ciento al pib municipal; ello fue paralelado a 
modificaciones importantes en el uso del suelo, al incrementarse la vivien-
da para vacacionistas de fin de semana; así como al revalorizarse el espacio 
urbano y muchos monumentos histórico-arquitectónicos del pueblo.

Lo óptimo del espacio vallesano para el turismo ecológico y la práctica 
de deportes al aire libre produjo a su vez flujos migratorios y nuevas diná-
micas poblacionales que cambiaron la demografía del pueblo. Por un lado, 
la floreciente industria turística fue haciendo de vdb, un destino popular de 
fin de semana para la población de altos ingresos del Valle de Toluca y la 
Ciudad de México, quienes han demandado servicios y mano de obra para 
la construcción de viviendas. Esto generó un notable crecimiento poblacio-
nal que no sólo se hizo evidente a través de la exponencial expansión del 
área urbana, sino también en un incremento en la demanda por más servi-
cios públicos. De la misma manera, para satisfacer al turismo, surgieron 
nuevos bienes, actividades y servicios, muchos de los cuales ofrece la so-
ciedad vallesana.

La oportunidad de Pueblos Mágicos y su implementación

Ante las significativas singularidades históricas, expresiones urbanas y 
naturales que han consolidado a Valle de Bravo como destino turístico, más 
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la iniciativa de residentes de fin de semana, ciudadanos, empresarios loca-
les y gobierno municipal, el Programa Pueblos Mágicos implicó una opor-
tunidad de fortalecer y optimizar el aprovechamiento racional de dichas 
singularidades a la par de generar un espacio ideal a las exigencias ciuda-
danas que implican los gobiernos de alternancia.

Así, en el 2004 dichos actores se integraban a fin de instrumentar el ppm 
en torno a dos bienes públicos3 que dan distinción al pueblo: la imagen ur-
bana y el patrimonio histórico-arquitectónico de la ciudad típica de vdb.

Si bien, a ese objetivo el ppm resulta ser un instrumento diseñado por 
el gobierno federal, el modo de operar de Pueblos Mágicos en Valle de Bra-
vo implicó que una multiplicidad de actores (entre ellos el gobierno) con-
juntaran recursos políticos, humanos, organizacionales, culturales, finan-
cieros y legales a fin de iniciar y dinamizar el Programa.

Ante las ventanas de oportunidad que ofrece el ppm para incidir en 
decisiones que les afectan y en las cuales se interesan, comerciantes loca-
les, ciudadanos a título personal, representantes de organizaciones civiles, 
profesionales y académicos deciden participar; por lo cual, el gobierno 
(principalmente las agencias municipales) ha tenido que interactuar con 
actores sociales y privados a modo de presentar y consensuar las decisio-
nes en torno a los proyectos a emprender y cuyo motivo es la preservación 
y cuidado de dos bienes públicos. 

Al mapear los actores que en los hechos han dado dinámica y cuerpo 
al ppm,4 es perceptible la presencia del gobierno (municipal principalmente), 
comerciantes locales, actores públicos-sociales (entre ellos ciudadanos a 
título personal y representantes de organizaciones ciudadanas o civiles) y 
académicos.

3Un bien público es aquel cuyo uso no genera rivalidad ni propicia exclusión y del cual 
derivan problemas concernientes a las acciones para conservarlos o gobernarlos, dado el 
carácter colectivo de las mismas. La imagen urbana y el patrimonio histórico-arquitectónico 
de vdb cumplen con los dos rasgos definidos; además, se han derivado múltiples acciones 
colectivas a fin de mantener y proteger esos bienes tangibles que benefician a los prestadores 
de servicios ligados al turismo, ciudadanos locales y residentes de fin de semana, entre otros. 

4Al respecto, se reconoce que hay una estructura formal de la operación del ppm en el 
pueblo, llamada Valle de Bravo Pueblo Mágico A.C. que se conformó a efectos de cumplir con 
uno de los criterios de incorporación al Programa, no obstante lo que interesa estudiar en lo 
presente, es la estructura que en los hechos ha dado cuerpo y dinámica al Programa en vdb, 
eso no necesariamente coincide con la estructura formalizada.
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El análisis de los actores muestra el peso que han adquirido los actores 
público-sociales respecto a participantes provenientes del sector académico, 
privado e incluso respecto al propio gobierno. En consecuencia, contrario 
a las acciones de política pública programadas e implementadas al unísono 
con el mandato del gobierno, el ppm no únicamente ha implicado que en él 
intervengan una mayor cantidad de actores sino que entre ellos sean di-
versos, lo cual hace pensar que por igual implica una mayor cantidad y 
diversidad de recursos que han hecho posible que entre éstos haya rela-
ciones e intercambios de recursos a modo de dar forma y dinamismo a 
Pueblos Mágicos en vdb.

Qué recursos críticos se aportaban 

Quienes han tomado parte en las actividades y proyectos del ppm en vdb 
distinguen haberse vinculado con actores público-sociales, gubernamenta-
les, privados-lucrativos (comerciantes locales primordialmente) y académi-
cos; en términos de intercambiar recursos a fin de favorecer la conserva-
ción, y en su caso rescate de dos bienes públicos de valor para el pueblo, 
que tomarían forma administrativa y operativa a través de una serie de 
proyectos que de 2004 a 2010 se enfocaron a mejorar la imagen urbana del 
primer cuadro de la ciudad típica de Valle de Bravo, así como rescatar una 
serie de monumentos arquitectónicos, históricos y naturales. 

Los actores que han tomado parte en las actividades y proyectos del 
ppm identifican que si bien todo recurso resulta importante, hay unos que 
son críticos. De tal forma, el 50 por ciento de los actores aprecian a los 
recursos políticos como los críticos y solamente entre 20 y 17 por ciento 
piensa a los recursos financieros y culturales en esos mismos términos, 
respectivamente. En tanto que los recursos humanos un 6.7 por ciento los 
consideran como críticos y los organizacionales un 3.3 por ciento. 

De ello, hay que denotar que el gobierno no controla totalmente los 
recursos políticos y culturales, y para lo cual ha tenido que depender de 
otros actores no gubernamentales. De hecho, estudios anteriores, entre 
ellos el de Berardo (2009), han señalado la importancia de los recursos polí-
ticos para que múltiples actores colaboren en torno a empresas colectivas.
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Estructura subyacente del Programa Pueblos Mágicos en Valle de Bravo 

Al radiar los vínculos entre los participantes a través de un sociograma, se 
puede observar (véase sociograma 1) que hay una multiplicidad de víncu-
los entre actores público-sociales, actores privados, gubernamentales y 
académicos. Pero como es visible, no todos los integrantes de la red pre-
sentan la misma cantidad de vínculos (sea porque son referidos o bien 
porque ellos refieren a algún otro integrante como fuente de recursos) ni 
con la misma intensidad. El nivel de interconexión entre los participantes 
o la densidad global5 indica que únicamente se establecieron el 63 por 
ciento de las relaciones posibles.6 En términos de redes sociales y consi-
derando la multiplicidad y diversidad de los actores participantes, se trata 
de una estructura con niveles aceptables de conexión entre sus integran-
tes, distinguiéndose que hay unos más interconectados (nodos más grandes) 
que otros, siendo estos principalmente actores públicos-sociales, actores 
privados y medianamente gubernamentales (véase sociograma 1). 

También, es perceptible (véase sociograma 1) que no todos los vínculos 
que dirige un participante hacia otro tienen la misma importancia. De hecho, 
cada uno de ellos pondera de modo distinto sus vínculos con un tercero 
(entre más acentuada la línea, mayor ponderación) según la importancia de 
los recursos que aportaran a las actividades del ppm; así es como los vínculos 
más intensos son los que se han suscitado entre actores público-sociales, 
actores privados, y en menor medida entre éstos con el gobierno. Con dicha 
información, se puede establecer que en el entramado estructural del Pro-
grama Pueblos Mágicos en Valle de Bravo no todos los actores se integran 
de la misma forma ni se vinculan de manera homogénea.

A partir de graficar los vínculos de intercambio de recursos que los 
actores público-sociales, gubernamentales y privados (comerciantes y 
prestadores de servicios locales) establecieron a fin de favorecer una serie 
de actividades en torno a los bienes públicos, el sociograma 1 es sugeren-
te de la estructura que se desarrolló como consecuencia de las actividades 
del ppm desde la propia perspectiva de los actores.  

5Para calcular la densidad global ucinet automáticamente dicotomiza los datos ponde-
rados de tal manera que la presencia de una relación entre A, B se valora como 1 y su ausen-
cia como 0, lo mismo sucede cuando se obtiene la densidad de cada nodo.

6El cálculo total de relaciones posibles se hace multiplicando el número total de integran-
tes (nodos) de una red determinada por el número total de integrantes menos uno.
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De este modo, la evidencia muestra que en las actividades del ppm en 
vdb, el gobierno (principalmente el municipal) si bien ocupa una posición 
privilegiada, no necesariamente es la central, al haber otros actores con 
recursos necesarios para la operación del Programa y que se manejan de 
forma autónoma respecto al control político de la autoridad gubernamental. 

En esos términos, se habría de generar una estructura que refleja la 
asimetría entre actores más que vínculos horizontales entre ellos, dado 
que no todos controlan o poseen los mismos recursos ni todos los recur-
sos resultan pertinentes para las actividades del Programa. Por cuanto se 
ha visto, hay recursos que resultan críticos como los recursos políticos y 
culturales ante otros como pueden ser los financieros.

A diferencia de una estructura horizontal, donde todos los actores in-
tegrantes tienen el mismo peso al haber un índice de centralización de 0 
por ciento; o de una estructura estrella, en la cual uno de ellos ocupa una 
posición en extremo central o de dominio, esto implicando un índice de 
centralización del 100 por ciento; la dinámica y lógica propia que adquiriría 
la acción organizada del ppm en vdb ha constituido una estructura en la cual 
hay más de un actor central, mismos que se ubican en el centro del socio-
grama (véase sociograma 1),7 habiendo en contraparte una serie de actores 
aislados, localizados a la periferia de la estructura, esto implicando un ín-
dice de centralización del 46 por ciento. 

La lectura del sociograma 1 sugiere: i) que hay más de un actor con 
capacidad de controlar o dominar los intercambios de recursos en la red; 
ii) no todos los nodos tienen el mismo rango o importancia por los recursos 
que aportan (lo contrario sería una estructura horizontal); y iii) de las co-
nexiones existentes, más de la mitad conectan directamente a los actores 
participantes entre sí y sin algún intermediario.

Con estas características, es posible ahondar más sobre la estructura 
a través de la cual se han realizado las actividades del ppm, y que de entra-
da podemos asumir que no es del todo vertical ni horizontal, sino más bien 
se trata de una estructura multicéntrica, lo cual denota cierta madurez y 
consolidación de la estructura o del conjunto de relaciones en función del 
intercambio de recursos que la conforman.

7La ubicación de los actores en el sociograma la hace automáticamente Netdraw (progra-
ma incluido en ucinet), según el rol que juegue cada actor en la estructura, ello en función 
de intercambio de recursos.

Administracion Publica.indd   56 13/05/17   11:11 p.m.



Redes, poder y gobernanza • 57

Sociograma 1 
Estructura del Programa Pueblos Mágicos en Valle de Bravo,  

vínculos ponderados8

Índice de centralización: 46% Actor público-social      	 Actor gubernamental

Académicos	 Actor privado

Fuente: Elaboración propia con datos reticulares recabados en cuestionarios. Se utiliza el 
programa Netdraw, incluido en ucinet.

Valle de Bravo Pueblo Mágico ¿una red de política pública?

En suma, en la implementación del Programa en el pueblo de Valle de Bravo, 
se identifica que: i) hay múltiples actores actuando en el marco de Pueblos 
Mágicos, entre ellos el gobierno. Por igual, ii) se han propiciado vínculos de 
interdependencia de recursos entre múltiples actores a modo de generar 
procesos que favorezcan dos bienes públicos. iii) Hay una estructura mul-
ticéntrica, no necesariamente formalizada que en los hechos da cuerpo y 
dinamismo al programa. También, iv) importa notar que el gobierno (en sus 
agencias) no necesariamente es el ente hegemónico o con mayor dominio, 
al haber dos actores público-sociales con ese estatus.

8En función del intercambio de recursos y relaciones asimétricas ponderadas.
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Con lo desarrollado hasta el momento hay evidencia empírica que 
muestra la forma en que se resuelven y estructuran las interacciones cons-
titutivas de los procesos de gobernanza, y que mucho se asemejan a es-
tructuras multicéntricas con patrones más o menos estables de relaciones 
sociales entre actores interdependientes, que toman forma alrededor de 
los problemas y programas públicos, identificadas como redes de política 
pública, en este caso la Red Valle de Bravo Pueblo Mágico (rvdbpm). 

Incidencia de una Red en el Desempeño de Múltiples Actores

Asumiendo que la operación del Programa Pueblos Mágicos en Valle de 
Bravo ha implicado la estructuración de una red de política pública, el paso 
siguiente es evaluar la incidencia percibida de la red en su Desempeño res-
pecto a cuidar y preservar dos bienes públicos. 

Para ello, y en razón de la hipótesis de trabajo, se considera la variable 
Desempeño como dependiente de las cualidades estructurales de los acto-
res participantes en la red, cualidades como la Heterogeneidad, Centralidad, 
Densidad y Poder estructural, además de otro conjunto de variables adicio-
nales como controles. En esos términos, la relación entre dichas variables 
fue modelada como una relación lineal, i.e., Desempeño: f (Heterogeneidadi, 
Centralidadi, Densidadi, Poderi).

Descripción de las variables 

Los estadísticos descriptivos ofrecen una fotografía general del comporta-
miento de las variables y que en mucho se relacionan con los detalles ex-
puestos en apartados anteriores (véase tabla 1). En esos términos, la varia-
ble Desempeño tiene un promedio de 4.16, denotando que la red ha tenido 
un desempeño medianamente aceptable en los términos de la Efectividad y 
Eficiencia atrás sugeridos, en tanto que la variación respecto a su media es 
alta al desviarse 2.72 unidades. 
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Tabla 1
Estadísticos descriptivos

       Variable Mínimo Máximo Media Desv. Típ.

Desempeño       1 9 4.16 2.724

Heterogeneidad       0 10 2.73 3.140

Centralidad .084 1.0 .38968 .231897

Densidad .003 .045 .02192 .011624

Poder estructural .176 2.082 .88573 .472163

A_Estudio       9 22 15.80 2.858

Edad     29 62 47.70 8.860

A_PPM       1 7 3.57 1.977

Sexo       0 1

Número de observaciones= 30
Fuente: Elaboración propia.

Concerniente a las variables independientes, que dan cuenta de la es-
tructura de la red de política pública, se observa que la Heterogeneidad 
tiende a ser baja, es decir, los actores participantes en promedio dicen te-
ner 2.71 vínculos con otras organizaciones o entidades no participantes en 
la Red Valle de Bravo Pueblo Mágico, existiendo quienes indican no tener 
ningún vínculo hasta quienes dijeron tener 10 vínculos. 

Respecto a la Densidad y Centralidad, los estadísticos indican que en 
promedio los participantes tienen niveles aceptables de inserción en el 
conjunto de relaciones de la red y que hay niveles de conexión horizontales 
y verticales, sin primacía de estas últimas, lo cual se relaciona con los ni-
veles de centralización y densidad global reportados anteriormente. Tam-
bién las dispersiones de estas dos variables respecto a sus medias son 
altas (.23 y .011, respectivamente) lo cual da indicios de que se trata de una 
estructura flexible y dinámica, y de que no todos los actores se insertan en 
la red de la misma manera, posiblemente debido a los recursos que apor-
tan y al intercambio de los mismos. 

La lectura de la variable del Poder estructural que va muy de la mano 
con lo descrito, evidencia que todos los actores tienen algún nivel de poder 
estructural. Considerando el promedio (.88) de esta variable, es visible que 
en la red se han suscitado relaciones de interdependencia, pero con ciertas 
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asimetrías, según sugiere la dispersión de los datos (.47) respecto a la me-
dia, i.e. hay actores más poderosos que otros. 

Cuatro variables fueron añadidas. Tres de ellas particularizan atributos 
de los actores participantes, i.e., A_Estudio (escolaridad), Edad y Sexo. En 
términos generales, estas variables hablan del perfil de quienes se involu-
cran en la red, y que por los datos, se trata de actores con 16 años de es-
tudio en promedio y con poca diferencia educativa entre sí, al tener una 
desviación típica baja (2.8). Sus edades, que van de los 29 años hasta los 
62 años, son diversas al mostrar una dispersión alta (8.8) alrededor de la 
media (47.7 años). Respecto al sexo, hay que indicar que ha predominado 
la presencia de los participantes, al representar el 70 por ciento; las parti-
cipantes representado, únicamente, un 30 por ciento.

Adicionalmente, se ha considerado una variable A_PPM (años de parti-
cipar en el ppm) a modo de registrar los años de participación del actor en 
las actividades del Programa. Según muestra la tabla 1, los actores han 
participado en promedio tres años y medio con una dispersión de las ob-
servaciones moderadamente baja, lo cual da cuenta de una red con cierta 
permanencia y estabilidad en el tiempo de los intercambios entre los acto-
res que la conforman. 

Efectos de la estructura de la red en su desempeño 

La tabla 2 muestra la estimación del modelo lineal, que considera el de- 
sempeño de la red como una función de sus características estructurales, 
controlado por características sociodemográficas de los actores que la 
componen. El modelo estimado explica el 25 por ciento de la varianza en 
el desempeño percibido de la red.  

Al particularizar el análisis del comportamiento de cada variable en 
relación al Desempeño, se observa que de todos los coeficientes de las va-
riables independientes que afectan a la dependiente, únicamente la variable 
Poder estructural resulta significativa dentro de los umbrales tradicionales.
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Tabla 2 
Efectos de la red sobre el desempeño

Modelo

Coeficientes

Sig.                 B            Error Típ.

Heterogeneidad .096 .154 .539

Centralidad -1.697 8.052 .835

Densidad -181.863 141.56 .213

Poder Estructural 4.671 1.669 .011

A_Estudio .166 .162 .317

Edad .060 .069 .393

A_PPM -.087 .292 .770

Sexo 1.720 1.164 .154

R2 corregida .245

F 2.17 .73

N 30

Fuente: Elaboración propia.

Si bien las variables Heterogeneidad, Centralidad y Densidad no resultan 
significativas dentro de los parámetros tradicionalmente aceptados9 por la 
teoría que conduce este trabajo y el diseño de investigación aquí llevado, 
la interpretación de sus coeficientes no debe subestimarse, por cuanto son 
indicativos de cómo podría comportarse una red de política pública en re-
lación a su desempeño, además de que su lectura e interpretación es com-
plementaria a los resultados de otros trabajos que se han ocupado de 
problemáticas similares (Scholz, Berardo y Kile, 2010; Sandström y Carls-
son, 2008; Provan y Milward, 1995). 

En esta tesitura, la beta de la variable Heterogeneidad sugiere que una 
red de política pública propicia desempeño deseable cuando existen nive-
les mínimos de diversidad entre sus integrantes (Sandström y Carlsson, 
2008). Esto se traduce en disposición de recursos, tanto en términos cuan-
titativos o de abundancia, como cualitativamente en relación con la varie-
dad de ellos, como políticos, culturales y financieros. 

9p<.1, p<.05 y p<.01.
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En torno a la Centralidad hay que notar que condiciona de manera in-
versa al desempeño de la red de política pública. En este tenor, el coeficien-
te sugiere que si bien es natural que la red tenga actores centrales y se 
generen jerarquías —aspectos cruciales para coordinar e integrar a los 
actores (Provan y Milward, 1995)—, juega un rol crítico que los actores 
centrales no monopolicen las conexiones entre los demás integrantes, 
pues ello disminuye las conexiones entre éstos y merma el flujo (horizon-
tal) de recursos entre sí, priorizándose el flujo (vertical) de recursos hacia 
los actores centrales (Scholz, Berardo y Kile, 2010), de ahí la relativa. 

Importancia de la Densidad

Respecto a la beta de la variable Densidad, su lectura sugiere que tan im-
portante es que los actores o nodos sean mínimamente heterogéneos y 
existan niveles de centralidad, como que entre ellos se susciten vínculos 
sin que éstos cierren la red y se propicie redundancia de recursos (redes 
altamente densas) por cuanto generaría estructuras poco flexibles y sensi-
bles a su ambiente, así como concentración de recursos por unos cuantos 
actores, este resultado es compatible con lo que ya ha señalado Provan y 
Milward (1995) al explicar que las altas densidades no son convenientes 
para lograr resultados deseables al trabajar en redes.

La imagen que ofrece la lectura de los coeficientes no significativos 
cobra pertinencia por cuanto, si consideramos el hecho de que las redes 
son heterogéneas por naturaleza, al no existir dos integrantes con idénti-
cos vínculos externos a la red en cuestión (McEvily y Zaheer, 1999). Ade-
más, por definición las redes son un producto inicial de la cooperación 
entre una multiplicidad de actores para lo cual resultan ser fundamentales 
niveles mínimos de densidad y centralidad (cfr. Scholz, Berardo y Kile, 
2010; Sandström y Carlsson, 2008).

En el contexto de esta discusión, es de destacar que este trabajo intro-
duce la variable del Poder estructural como un factor determinante del de- 
sempeño de una red de política pública, lo cual es una dimensión que otros 
estudios no habían explorado. Por ello, muy probablemente los resultados 
de la regresión sean distintos a los esperados, aunque no inconsistentes 
con la teoría de partida.
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Lo que sugiere la variable Poder estructural, y a juzgar por su signo y 
estadísticos descriptivos (véanse tablas 1 y 2) es que en contextos de inter-
cambio y dependencia de recursos; en la medida en que los actores han 
tenido niveles bajos de dependencia unilateral y mayores posibilidades de 
influencia entre sí a modo de incorporar sus intereses en los eventos cru-
ciales de las actividades de la red. Ellos aprecian que ha habido acuerdos 
y en cierta forma se han logrado resultados aceptables a fin de favorecer la 
preservación y cuidado de la imagen urbana y el patrimonio histórico-ar-
quitectónico, como dos bienes públicos del pueblo de Valle de Bravo.

Muy probablemente, una vez constituida la red de política pública si 
bien resulta importante que mantenga sus cualidades estructurales que le 
han dado cuerpo y le han permitido sus pasos iniciales como la Heteroge-
neidad, Densidad y Centralidad, es el Poder estructural lo que resulta funda-
mental para mantener su dinamismo y temporalidad, y que a la luz de la 
perspectiva teórica aquí esbozada, resulta lógico y consistente ya que se-
gún Crozier y Friedberg (1980) el poder es el mecanismo que permite esta-
bilizar el comportamiento humano por cuanto es la base del conjunto de 
relaciones que conforman a la estructura. 

Respecto a las variables adicionales, es de notar que su nivel de signi-
ficancia se ubica por fuera de los umbrales tradicionales (véase tabla 2). 
Otros estudios no reportan variables adicionales similares, muy probable-
mente porque no tienen efectos o bien porque al interactuar con variables 
cuyos datos son reticulares, la probabilidad de que dichas variables adicio-
nales tengan algún efecto es baja. Aquí conviene rescatar a Knoke y Yang 
(2008) quienes señalan que en la mayoría de las entidades organizadas, los 
comportamientos que en ellas se observan dependen más del conjunto de 
relaciones que en éstas se establecen que de los atributos como la edad, el 
género, valores, ideología, entre otros. 

Conclusiones

Esta colaboración muestra el estudio empírico de una red de política públi-
ca para analizar sus características y los determinantes de su desempeño 
percibido ante los movimientos en diversos países. El modelo jerárquico 
weberiano ha sido remplazado por estructuras más dinámicas y flexibles 

Administracion Publica.indd   63 13/05/17   11:11 p.m.



64 • Cristo Avimael Vázquez Ceballos, Gabriela Pérez Yarahuán

de acción colectiva, por modos más interactivos de gobierno y caracteriza-
dos por su funcionamiento en red, de los cuales todavía conocemos poco 
de sus determinantes y características intrínsecas.    

El caso que se ha mostrado en este texto, nos enseña que este tipo de 
estructuras interactivas potencializa la posibilidad de movilizar recursos 
para atender problemáticas colectivas al incorporarse a actores (y sus re-
cursos) relevantes ubicados por fuera del radio de autoridad del gobierno. 
Y que dichos recursos no se limitan a los financieros, sino que puede haber 
recursos políticos y culturales, entre otros, que resultan ser críticos, mis-
mos que no necesariamente controla el gobierno.

Los resultados también sugieren que la estructura que ha dado cuerpo 
y dinámica al Programa, si bien mucho se alejan de los modelos jerárquicos 
del mercado y estructuras sociales, tampoco implica que se trate de una 
estructura horizontal por cuanto en ella hay intercambio de recursos, lo 
cual implica asimetrías entre quienes participaban en la red. 

Así es como lo que ha interesado no ha sido únicamente confrontar en 
términos empíricos si esas formas expresivas de gobernanza se propician 
o no, sino que el propósito ha ido más allá por cuanto se evalúa si tales 
redes inciden en los resultados de política pública. Así, los resultados del 
análisis de la presente investigación sugieren que la Red Valle de Bravo 
Pueblo Mágico, a través de su estructura, ha influido en la percepción del 
desempeño, en el sentido que se generen consensos mínimos y se mate-
rialicen los objetivos que los participantes han delineado como objeto de 
su acción conjunta. 

A la luz de esos resultados, las redes político públicas se tornan en 
mecanismos con altas probabilidades de potenciar la acción del gobierno 
y para ello, se habrá de tener presente que la dispersión del Poder estruc-
tural es uno de los factores claves para que las redes de política incidan 
positivamente en el desempeño.

Como corolario, hay que reconocer varias particularidades metodoló-
gicas del estudio. Primero, cuando se estudian redes, las observaciones 
tienden a ser pequeñas, además de que intrínsecamente son dependientes 
entre sí. Segundo, por esas razones, muy probablemente, el análisis esta-
dístico castiga los resultados del modelo propuesto; sin embargo, las con-
clusiones son consistentes con los datos cualitativos y guardan lógica con 
los recursos teóricos de partida y estudios empíricos precedentes. Tercero, 
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el estudio ha privilegiado observar a la estructura de la red a partir de las 
cualidades estructurales de los actores, así como se aprecia el desempeño 
desde el plano individual de los participantes en un contexto de intercam-
bio y dependencia de recursos, al respecto se reconoce que ver al entra-
mado estructural de una red de política pública a partir de los nodos impli-
ca que se generen imágenes incompletas, además de que hay formas 
alternativas (al intercambio de recursos) para relacionar a los nodos de la 
red; a pesar de eso, el método seguido ha facilitado complementar infor-
mación cualitativa con cuantitativa ofreciendo una imagen integral de la 
Red Valle de Bravo Pueblo Mágico y la apreciación de su desempeño en 
función del intercambio de recursos, según los planteamientos iniciales y 
recursos teóricos de partida.

Finalmente, queda pendiente generar datos reticulares más robustos 
que incorporen variables histórico-contextuales al análisis estadístico y 
datos longitudinales a fin de estudiar con mayor profundidad la dinámica 
y flexibilidad de las redes de política pública a efecto de describir los esce-
narios críticos por los cuales transcurre toda estructura organizativa e 
identificar las cualidades estructurales que se gestan. 
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Resumen

El nuevo orden financiero internacional del siglo xxi no sólo está caracte-
rizado por crisis recurrentes, enormes desequilibrios fiscales y financieros 
sino también está asociado con disminuciones en las tasas de crecimiento 
y la inversión a lo largo y ancho del mundo. Para colmo de males, el sector 
público ha mantenido los objetivos de política económica en términos de 
estabilidad financiera y monetaria antes que de empleo y crecimiento.

Con la presencia de la gran recesión, la crisis financiera se convirtió en 
muchos países, particularmente europeos, en una crisis fiscal. Posterior-
mente, los déficit fiscales y la deuda pública aumentaron en gran medida 
por los estímulos fiscales y por la socialización de las pérdidas privadas 
mediante los rescates. Los salvatajes y los estímulos evitaron, hasta ahora, 
otra gran depresión, pero la acumulación de deuda —como lo evidencia 
ampliamente Grecia— constituye un gravísimo problema.

Bajo este contexto, el análisis pretende responder la cuestión ¿Es posi-
ble, en un mundo en crisis y de apabullante liberalización financiera mun-
dial, administrar las volátiles finanzas mundiales? Para ello en el primer 
apartado se realiza una identificación de las principales modificaciones que 
se han exhibido en el escenario de las finanzas mundiales generadas por 
la hipertrofia del patrón de acumulación, la financiación y el sistema globa-
lizador. En la segunda sección, se analizan las respuestas que los grupos 
de poder, particularmente el G20, han propuesto para administrar la mo-
vediza arena de las finanzas globales. Y en el epígrafe se exponen las con-
clusiones que la investigación vertió. 

Administrando las finanzas mundiales
René Arenas Rosales
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Introducción

La característica principal de las finanzas mundiales en los últimos 80 años 
es que han transitado grosso modo, por dos grandes etapas que correspon-
den a los dos paradigmas económicos más importantes que han existido a 
lo largo de casi todo el siglo xx y los primeros tres lustros del siglo xxi. La 
primera fase, que recorre de mediados de los años treinta hasta finales de 
la década de los setenta del siglo pasado, corresponde a la ideología key-
nesiana donde las finanzas mundiales están predominadas por una fuerte 
intervención del estado en la economía por un estado anticíclico (donde el 
presupuesto adquiere permanencia), por una creciente participación de 
empresas del Estado en prácticamente todas las áreas del sector público, 
por una política fiscal que era relevante con respecto a la política moneta-
ria, por una economía que producía fundamentalmente hacia el mercado 
interno y por un proceso de control de la inflación. 

La participación del Estado en la economía a partir de la Gran Depre-
sión y la Segunda Guerra Mundial fue un hecho irreversible para quedar 
plasmado como ente necesario en la vida económica de las naciones. La 
participación estatal fue ampliamente aceptada en los mismos desarrollos 
teóricos. Por tanto, los ámbitos de ingreso y gasto público se dan a partir 
de la Gran Depresión y se ejerce el gasto público como instrumento anti-
cíclico. Es más, la Gran Depresión obliga a suplantar las ideas liberales del 
presupuesto equilibrado en las finanzas públicas y se crea el concepto de 
déficit fiscal para combatir las crisis en las economías. El instrumento par-
ticular es el gasto público. De esta forma, el presupuesto público se con-
vierte en algo mucho más complejo y amplio. Finalmente, se da el naci-
miento de formas de planear y racionalizar el presupuesto público. 

Bajo este contexto, las políticas de Estado (infraestructura, electrifica-
ción, industrialización, políticas de desarrollo social, pagos de intereses por 
la deuda externa, etcétera) superaban casi siempre los recursos guberna-
mentales y eran insuficientes para cubrir todas las necesidades, de tal 
forma que regularmente se recurría a fuertes déficit fiscales.

El segundo periodo, que marcha de principios de la década de los 
ochenta del siglo xx y llega hasta nuestros días, está impregnado por el 
paradigma monetarista. El propósito central de esta corriente es la resolu-
ción de la inflación como cáncer económico de finales del siglo xx y la 
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construcción de un modelo que permita el restablecimiento del crecimien-
to económico en el mundo y sepulte, de una vez y para siempre, la intro-
misión absurda del Estado que es identificado como el culpable del caos 
social. 

El monetarismo no desarrolla un cuerpo teórico alternativo al keyne-
sianismo que explique el funcionamiento del sistema económico, más bien 
retoma y adapta ciertos conceptos de la teoría pre-keynesiana, como la 
afirmación de que la oferta de trabajo está en función del salario real. Asi-
mismo, están presentes cuestiones como el precepto de que la oferta mo-
netaria es independiente de la demanda, la posibilidad de ciertos ajustes 
automáticos de la economía ante la presencia de perturbaciones y la utili-
zación de la política monetaria en sustitución de la política fiscal a la cual 
se le asigna un papel pasivo en la dinámica económica. 

Estas ideas monetaristas son apropiadas por la ideología neoliberal la 
cual sataniza categóricamente toda intromisión del Estado en asuntos eco-
nómicos y, consecuentemente, toda intervención gubernamental en las fi-
nanzas mundiales. Así, se instaura la dictadura del mercado como mejor 
forma para asignar los recursos económicos y como guía suprema en el 
funcionamiento del sistema económico mundial. Lógicamente, el mantra 
neoliberal fomenta: 1) la apertura de los mercados financieros internacio-
nales (mercado cambiario, swaps, opciones, aseguradoras, etcétera; 2) la 
realización de acuerdos comerciales1 (más de 550 acuerdos regionales en 
el mundo están registrados en la Organización Mundial del Comercio  
—omc— sobresaliendo el tlcan, la ume, la Cuenca del Pacífico y más re-
cientemente el ttp y el tisa); 3) la liberalización de las transacciones ban-
carias (privatización de bancos nacionales alrededor del mundo y la aper-
tura del mercado bancario entre estados del mismo país); 4) la negociación 
de nuevas formas de contratación laboral (las políticas de outsourcing y de 
precarización del mercado laboral acompañados de toda la reforma laboral 
en contra de la clase trabajadora) y, en general, 5) la privatización de todas 
las empresas estatales y la financiarización como principal tendencia mun-
dial. Por tanto, el Estado no sólo se retira de las actividades económicas, 
sino que se encarga de preparar todas las condiciones económicas para el 

1Estay Reyno, J. (2015). La situación actual de las negociaciones comerciales multilaterales. 
Ponencia presentada en Seminario de la Red de Estudios de la Economía Mundial (redem). 
Puebla, México.
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gran capital nacional y la gran empresa transnacional. Finalmente, en esta 
época de liberalización, las finanzas mundiales deben de sujetarse a las 
nuevas condiciones de inestabilidad, crisis recurrentes, rescates banca-
rios, sobre endeudamiento y enormes déficit fiscales que viven las nacio-
nes ricas y pobres. 

Bajo este argumento y en medio de la mayor vorágine económica y fi-
nanciera que vive el mundo desde hace ya más de ocho años, se inscriben 
las siguientes reflexiones acerca de la viabilidad de poder administrar el 
complicado y volátil mundo de las finanzas internacionales. Las finanzas 
mundiales se transformaron radicalmente en los pasados 35 años convir-
tiéndose en un material altamente etéreo, capaz de explotar y destrozar 
todo lo que se atraviesa en su camino. Se transformaron las finanzas inter-
nacionales debido a las políticas de liberalización y desregulación financie-
ras, procesos que a su vez generaron una excesiva expansión crediticia 
que impulsó el crecimiento de los mercados de valores y la participación 
de nuevos actores financieros. 

Sin embargo, no hay que perder de vista que el proceso de globaliza-
ción financiera fue impulsado por una fuerte presencia del Estado, aun a 
pesar del abandono y desprestigio de las políticas keynesianas. Es decir, el 
levantamiento de los controles sobre los flujos financieros transnacionales, la 
privatización masiva de activos públicos y la desregulación en otras esferas 
se realizó mediante la acción estatal. Por tanto, la tendencia a la desregula-
ción financiera mundial, forjada e impulsada por la acción estatal, permite 
explicar la integración, la globalización e influencia de los mercados bursá-
tiles; consiente el proceso de titulación y de diversificación de los instru-
mentos financieros mundiales (futuros, opciones, swaps) y sobre todo, rede-
fine el nuevo sistema monetario internacional.

Cambios en las finanzas mundiales

Los principales hechos que transformaron diametralmente las finanzas 
globales fueron, en los inicios de los setenta, el rompimiento del sistema 
de tasas de cambio fijas por tipos de cambio flexibles, la remoción absolu-
ta de los controles de capital y, lo más importante, las continuas innovacio-
nes tecnológicas y financieras que se viven. Esta nueva situación integró 
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más la economía mundial y el sistema financiero se tornó más global. Dicho 
en palabras de Manchón (1998), la globalización financiera como parte de 
la globalización económica, se manifiesta en un cambio en las finanzas 
consistente en una expansión del crédito (especialmente bajo formas para-
bancarias), expansión que profundizó la vinculación directa de los merca-
dos financieros internacionales y facilitó la transición en curso.

Hoy en día, es un hecho que los acontecimientos financieros y mone-
tarios de una nación industrializada o en desarrollo incidan de inmediato 
en las demás. Al mismo tiempo, es importante señalar que aumentó con-
siderablemente el volumen —como lo muestra en la tabla 1— y la volatili-
dad de los mercados financieros mundiales. Por tanto, una característica 
del sistema financiero actual es su cambio vertiginoso en cuanto a su ta-
maño, complejidad, rapidez y movilidad de los mercados de capital inter-
nacional. La fuerza dominante, que explica estos profundos cambios, es la 
desregulación financiera internacional.

Tabla 1
Flujos netos de capital privado a los mercados emergentes 1984-2002 

(En miles de millones de dólares)

1984-89 1990-96 1997-2000 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Por región

Asia 13 55.9  -11 63.1 91.8 104 -1 -43 -27 -2 16 70

América
 Latina -0.2 45.7   56 47.4 35.7 80.5 68 62 40 39 35 2

África 3.6 4.4   10 10.6 13.8 4.5 17 11 13 9 6 6

Flujo total 15.2 148.1   69 160.5 192.0 216 148 75 81 33 39 86

Por instrumento

Inversión 
 directa 12.9 63.1 148 84.3 96.0 113 139 143 150 144 171 139

Inversión 
 en cartera 4.7 54.1   26 87.8 23.5 78 43 9 23 25 -39 -37

fmi, varios números.
Fuente: Banco de pagos internacionales y perspectivas de la economía mundial. 

No existe opinión única sobre esta tendencia de desregulación finan-
ciera. Las explicaciones cambian de matiz entre los diferentes autores. 
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Para Borrego (1990), la característica central del capitalismo global es el 
esfuerzo concertado para disminuir la rigidez e incrementar la flexibilidad, 
sobresaliendo la eliminación de las restricciones a la libre movilidad del 
capital y maximizando la velocidad de su movimiento. En tanto que Swary 
y Topf (1993), sostienen que la desregulación asumió la forma de una libe-
ralización de las tasas de interés,2 significó la reducción de los requerimientos 
de reservas, la eliminación de las restricciones impuestas a la expansión 
geográfica y redujo la protección contra los competidores extranjeros. En 
fin, para Swary y Topf el proceso de desregulación suministró a los bancos 
la oportunidad de realizar actividades relacionadas con la banca de inver-
sión. Mientras que para Schioppa y Sacommanni (1994), la desregulación 
no es otra cosa más que el proceso de consolidación de las fuerzas del 
mercado y la principal tendencia actual del sistema financiero mundial. 
Para Perrotini (1994), la globalización y la innovación financiera son las dos 
tendencias que registran los mercados financieros a finales del siglo pasado. 
En cambio, para Griffith-Jones (1995), la liberalización es la causante de los 
cambios en la magnitud y estructura de los mercados financieros interna-
cionales. Sin embargo, Correa (1996), sostiene que la desregulación podría 
entenderse como un paulatino alejamiento de las autoridades financieras 
respecto de los intermediarios y su quehacer; es decir, desregular no es 
más que el acto de suavizar las normas y leyes de control dotando de mayor 
libertad a los intermediarios y, finalmente para Manchón (1999), la mundia-
lización financiera es el proceso que modifica los sistemas financieros na-
cionales según tres procesos más o menos simultáneos: La apertura, la 
desregulación y la titularización.

En síntesis, un primer cambio fundamental de las finanzas internacio-
nales en las últimas décadas es la tendencia hacia la liberalización de los 
mercados financieros, la cual comenzó en Estados Unidos y se amplió, más 
y más a los países del mundo. Esto trajo como consecuencia innovaciones 

2Según estos autores, en algunos casos, esta desregulación ha asumido la forma de una 
liberalización de la tasa de interés —incluida la eliminación de las restricciones impuestas 
a la tasa de depósitos—, lo que condujo a la reducción del ingreso de los bancos por concepto 
de intereses (lo que se debió a su vez a la intensificación de la competencia, incluida la com-
petencia de los bancos extranjeros). En otros casos, la desregulación significó la reducción de 
los requerimientos de reservas, la eliminación de las restricciones impuestas a la expansión 
geográfica y a las actividades no bancarias, y redujo la protección contra los competidores 
extranjeros. Swary, Itzak y Topf, Barry (1993). La desregulación financiera global. La banca co-
mercial en la encrucijada, México, Fondo de Cultura Económica, p. 11.
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tecnológicas sin precedentes, las cuales en su momento ayudaron a favo-
recer una liberalización adicional. Estos cambios tecnológicos hicieron 
posible una revolución financiera con implicaciones impresionantes para 
el quehacer económico y financiero mundial.

Así como no existe una sola definición del concepto de desregulación 
financiera, tampoco la desregulación actuó de manera homogénea sobre 
los sistemas financieros nacionales. Por el contrario, se pueden distinguir 
dos grandes fases. La primera, de 1974 a 1982, se caracterizó porque la 
desregulación abrió espacios a la competencia entre intermediarios y per-
mitió un rápido desarrollo de los activos financieros. En este primer periodo, 
la desregulación es fomentada por los cambios exógenos que se presenta-
ron en la economía mundial y en el sistema financiero internacional. Entre 
los cambios externos destacan: 1) el manejo del reciclaje de los petrodóla-
res por los mercados financieros privados después de 1974; 2) el fracaso 
en la nueva creación de los derechos especiales de giro (deg) por el masivo 
crecimiento de la liquidez internacional durante los setenta y 3) la falla por 
acordar una cuenta de sustitución que reemplazará dólares por deg en 
1979.

En la segunda etapa, que va de 1983 a la fecha, la desregulación alcan-
za su pleno desarrollo. Consolida la cobertura contra el riesgo de pérdida 
de valor de los activos financieros y despliega el crecimiento espectacular 
del mercado de derivados (McClintock, 1996). También durante esta época 
la desregulación genera crecientes niveles de especulación en los mercados 
de cambios y de acciones. Al mismo tiempo, a partir de 1987, se observa 
el inicio de la regulación de los sistemas financieros nacionales (Manchón, 
1998). Sintetizando, la desregulación está caracterizada por las siguientes 
tendencias: mercados financieros progresivamente integrados y extensiva-
mente crecientes, titularización del mercado financiero, desregulación del 
mercado de valores y expansión espectacular del mercado de derivados 
(futuros, opciones, swaps).

Por tanto, las modificaciones que se presentan por el fenómeno de la 
desregulación financiera mundial impactan fuertemente en el contexto 
nacional. Fundamentalmente, se propicia la integración de los mercados 
financieros nacionales. Dicho proceso se logra gracias a la revolución en 
telecomunicaciones e informática que a su vez permite derrumbar las limi-
taciones que impedían la competencia entre los mercados (como barreras 
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geográficas y restricciones de divisas y de flujos de capital internacional).   
Así, los mercados financieros nacionales fueron abriéndose e integrándose 
dentro de un mercado global único que funciona las 24 horas del día. Sin 
embargo, el explosivo crecimiento de los flujos financieros internacionales 
no sólo excedió el crecimiento del comercio mundial y de la inversión ex-
tranjera; sino lo más grave, que su abundancia se convirtió en un elemen-
to desestabilizador de la economía mundial (Griffith, 1995).

Con relación a la expansión de los mercados financieros nacionales, 
ésta se refleja en un masivo incremento en el volumen de negocios de to-
dos los mercados de valores y en la explosión del valor de los pagos de 
todos los negocios. En particular, la colocación internacional de títulos  
creció aceleradamente a partir de la década de los noventa.

En cuanto al fenómeno de la titularización, ésta acabó con todos los 
límites anteriormente existentes entre la banca tradicional y las operacio-
nes con títulos. En efecto, el presente sistema echó por tierra la distinción 
tradicional entre bancos y no bancos, así como erosionado la efectividad 
de las funciones de los bancos privados nacionales.

Asimismo, con la internacionalización de los portafolios financieros las 
inversiones en cartera se convirtieron en una fuente primaria de utilidades 
para los grupos de capital internacional. Precisamente, con la titularización, 
los prestamistas y prestatarios encontraron más fácil el trato directo que a 
través de la intervención bancaria. Conjuntamente la titularización fomen-
tó la concentración y estimuló la creación de conglomerados financieros, 
los cuales operan simultáneamente mercados de dinero, bonos y divisas. 
A pesar de todo, la titularización expone a las instituciones financieras a 
riesgos adicionales e incrementa el peligro de inestabilidad del sistema fi-
nanciero mundial.

Por lo que hace a la desregulación del mercado de valores, entendida 
como la eliminación de los obstáculos geográficos y la cancelación de res-
tricciones reguladoras a los mercados de capital; ésta permitió que los 
flujos de fondos del sistema financiero sean cada vez de forma más directa. Es 
decir, sin intermediarios financieros tradicionales como los bancos comer-
ciales, los cuales por razones regulatorias (como las razones de capital 
mínimo y los requerimientos de liquidez), difícilmente pueden competir en 
el financiamiento directo. Esta tendencia generó que las grandes empresas 
sustituyeran los préstamos tradicionales bancarios por la emisión de valores 
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internacionales, tales como, bonos y papel comercial. En breve, la desin-
termediación bancaria y la creciente participación, tanto de bancos como 
de empresas, en los mercados de capital es una tendencia irreversible en 
el actual sistema bancario mundial (Swary, 1993: 150).  Sin  embargo, si 
bien este crecimiento exponencial del mercado de valores permitió oportu-
nidades ilimitadas de arbitraje y especulación, ésto sólo a costa de generar 
inestabilidad creciente en los mercados financieros mundiales.

Finalmente, el crecimiento espectacular del mercado de derivados es 
un hecho indiscutible en esta fase de la desregulación financiera. En efecto, 
el mercado de derivados registró un crecimiento notable desde 1986. Esto 
es, en los 14 años que transcurren entre 1986 y 2000 el valor de los con-
tratos de derivados creció de un nivel casi irrelevante de 2 mil millones de 
dólares a la cifra sorprendente de más de 109 mil millones de dólares 
(véase tabla 2). Del mismo modo, el comercio de instrumentos comerciales 
cambiarios creció cerca de 70 por ciento entre 1992 y 1993 mientras que 
para el bienio de 1998 y 1999 dicho crecimiento disminuyó considerable-
mente a 12 por ciento. Asimismo, todos los derivados crecieron mucho más 
rápido que los otros instrumentos financieros denominados, es decir, mí-
nimos cambios y coberturas. Igualmente cabe destacar el rápido creci-
miento del mercado fuera de la bolsa (mfb), el cual aumenta en tan sólo 
cuatro años (1997-2000) más de 50 mil millones de dólares. Finalmente, 
para 1994, el 51 por ciento del comercio ocurría en la forma de tasa de 
interés y swaps monetarios en el mfb y seis años después ese porcentaje 
aumento a la cifra notable de 87 por ciento.

Es evidente que existen diferencias significativas entre la estructura de 
los mercados para comerciar instrumentos comerciales y para comerciar 
instrumentos derivados en el mfb. Los derivados que se comercian en el 
mercado de instrumentos comerciales son contratos estandarizados, mien-
tras que el comercio de derivados en el mfb son hechos para satisfacer los 
requerimientos específicos de las contrapartes. Asimismo, las relaciones 
en el primer mercado también implican requerimientos marginales y son res-
paldadas por acuerdos de cámara de compensación, mientras que los de-
rivados en el mfb, es decir, los swaps, no lo son. Consecuentemente, los 
swaps en el mfb son ilíquidos en comparación al intercambio comercial de futu-
ros y opciones, los cuales también son sujetos de un mayor crédito de 
riesgo.
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Tabla 2 
Crecimiento del mercado de derivados financieros 1986-2000

(Miles de millones de dólares)

Años 1986 1987 1988 1989 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000

Instrumentos 
 comerciales 
 cambiarios 
 (A) 615 800 1,584 1,764 2,292 3,523 4,641 7,839 8,862 9,185 9,885 12,407 13,934 15,688 14,257

Futuros de 
 la tasa de 
 interés 370 488 1,196 1,201 1,454 2,157 2,902 4,960 5,778 5,863 5,931 7,586 8,031 7,924 7,917

Opciones 
 tasa 
 de interés 144 122 279 386 600 1,073 1,385 2,362 2,624 2,742 3,278 3,639 4,623 3,766 4,734

Futuros 
 monetarios 10 14 12 16 17 18 25 30 40 38 50 42 31 37 74

Opciones
 monetarias 39 59 41 50 56 61 80 81 55 43 47 118 49 22 21

Stock de 
 mercado
 índices 
 futuros 13 17 27 41 70 77 81 119 127 172 199 211 291 340 571

Opciones 
 sobre 
 índices stock 
 de mercado 38 28 43 70 96 137 168 286 238 557 994 808 907 1510 1140

Instrumentos 
 fuera de la 
 bolsa (B) 1,215 1,800 2,450 3,200 3,451 4,449 5,346 8,475 11,303 17,990 24,292 45,115 80,317 88,201 95,199

Tasa de 
 interés 
 de swaps 683 1,010 1,503 2,311 2,312 3,065 3,851 6,177 8,816 1,2811 19,171 22,291 36,262 43,936 48,768

Swaps
 monetarios 183 319 449 577 578 807 860 899 914 1,197 1,560 1,823 2,253 2,444 3,194

A + B Total 1,830 2,600 4,034 4,964 5,743 7,972 9,987 1,6314 20,165 27,175 34,177 57,522 94,251 103,889 109,456

Fuente: Banco de Pagos Internacionales. Varios números.

Pese a esta expansión considerable el mercado de derivados no conso-
lidó un sistema financiero más estable, por el contrario el alto riesgo que 
implica la comercialización de estos productos hace más frágil y proclive a 
una crisis, también de carácter espectacular al sistema monetario global. 
Es decir, la entrada de capital externo en sumas considerables por la  
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comercialización de, por ejemplo, acciones en los mercados domésticos 
puede desencadenar burbujas especulativas en el mercado de capitales, así 
como la reevaluación de la moneda. La consecuente baja de los precios en 
el mercado de valores puede, asimismo, provocar grandes salidas de capi-
tal, depreciación cambiaria y peor aún, inestabilidad monetaria general.

En  suma, una consecuencia directa del gran desarrollo tecnológico de  
los últimos decenios fue la revolución financiera. Ésta propició, el segundo 
cambio fundamental del sistema monetario y las finanzas mundiales: la 
internacionalización de los mercados financieros. No sólo los movimientos 
de capital tomaron proporciones sin precedente, sino también implicaron 
que los regímenes de tasas de cambio fijas fueran crecientemente insoste-
nibles. Como resultado, los países ahora enfrentan la opción de aceptar un 
grado mayor de flexibilidad de la tasa de cambio o moverse hacia un régi-
men monetario más estrecho, por ejemplo, una unión monetaria. 

En fin, desde inicios de los setenta los mercados financieros domésti-
cos tendieron a ser desprotegidos y liberalizados de la competencia exter-
na por la remoción de restricciones cambiarias y de capital, provocando un 
efecto desestabilizador permanente sobre toda la estructura de las finanzas 
globales. Efectivamente, el sector privado financiero ya no es más domina-
do por la actividad bancaria nacional tradicional ni está sujeta a controles 
gubernamentales. Actualmente, los mercados de seguros son muy am-
plios, representan una fuente financiera importante para los mercados 
domésticos y las transacciones con no residentes tienen un alto impacto 
dentro del mercado nacional. Sin embargo, esta revolución en las finanzas 
mundiales fomentó, por un lado, actividades de carácter especulativo, y por 
otro, una economía creciente globalizada pero financieramente frágil, deses-
tabilizadora y proclive a crisis recurrentes. Pero lo más grave es que la 
desregulación financiera mundial, con todas sus ventajas pero también con 
todos sus riegos, no fue acompañada de un desarrollo paralelo de los or-
ganismos financieros internacionales que permitan la estabilidad del sistema, 
las finanzas mundiales y controlen la tendencia de choques financieros 
mundiales. Desregulación espectacular en las finanzas mundiales e incer-
tidumbre financiera internacional son las dos caras de una misma divisa.
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Administrando las finanzas mundiales

Al inicio de la Gran Recesión el gran temor era que se desarticulasen las 
finanzas mundiales y el sistema económico global. Para detener la heca-
tombe se realizaron en primer lugar, las dos reformas financieras estadou-
nidenses de los presidentes George W. Bush en 2008 y posteriormente en 
julio de 2010 la reforma financiera del presidente Barack Obama. Sin em-
bargo, como describiremos, los dos esfuerzos reformistas fueron insufi-
cientes e incompletos ante la gran ola de pánicos y crashes financieros  
internacionales.

Las reformas financieras estadounidenses de 2008 y 2010

Con la primera reforma financiera al sistema estadounidense, propuesta 
por el expresidente George W. Bush, la comunidad política (el exsecretario 
del Tesoro, Henry Paulson y el expresidente de la Reserva Federal, Ben 
Bernanke) (The Economist, 2008), como académica (Cassidy, 2008) creyó 
que los problemas no sólo se detendrían sino además se resolverían de 
fondo. 

No hubo nada más equivocado, la enmienda fue incapaz de detener la 
hecatombe bursátil, la contracción del crédito y la quiebra de las más im-
portantes hipotecarias estadounidenses que se presentaron en septiembre 
de 2008 en Wall Street. En efecto, los problemas continuaron a tal nivel que 
las dos grandes hipotecarias del país, Fannie Mae y Freddie Mac, que po-
seían o aseguraban la mitad de las hipotecas norteamericanas, tuvieron 
que ser rescatadas el 7 de septiembre de 2008. Para ese momento, el go-
bierno del expresidente Bush se comprometió a inyectar hasta un máximo 
de 200 mil millones de dólares en nuevo capital y líneas de crédito para 
evitar la quiebra de las dos firmas. Pero la alarma financiera nuevamente 
se encendió, días más tarde, cuando la aseguradora más grande del país y 
del mundo la American International Group (aig) se hizo añicos (Morgenson, 
2008).  

Ante la emergencia del país, el expresidente Bush nuevamente emitió, 
a finales de septiembre de 2008, un plan de rescate financiero por 700 mil 
millones de dólares. Sin embargo, como demostraron los hechos, la inicia-
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tiva de rescate financiero no detuvo la caída de las principales bolsas bur-
sátiles en el mundo. Tampoco pudo contener la reestructuración financiera 
mundial y las ganancias del gran capital financiero transnacional, entién-
dase Citigroup y JP Morgan Chase.  

Por tanto, la combinación del estallido de la burbuja inmobiliaria, la 
crisis crediticia y la recesión económica siguió causando estragos y reaco-
modos en los centros financieros globales. Al mismo tiempo, la catástrofe 
en las finanzas estadounidenses se consideró, hasta ese momento, como 
el mayor desafío de todos los tiempos. Incluso, para algunos analistas  
como superior al vivido en la Gran Depresión de 1929-1933. 

Parecía que la era del bandidaje financiero había concluido. Después 
de tres dolorosos años de pánico —donde hubo de todo: bancarrotas ma-
sivas, rescates de locura, fusiones de megabancos, investigaciones por 
créditos ilícitos— fueron restringidas por una orgía legislativa que cabildeó 
negociaciones por más de 700 mil millones de dólares ante el Congreso 
norteamericano. 

En medio de esta situación y al lado de los constantes debates teóricos 
acerca de los orígenes de la crisis financiera, el presidente Barak Obama 
concordaba en que el sistema tenía que ser rescatado, reparado y apunta-
lado para que nunca más volviera a ocurrir una situación de pánico como 
la que se vivió. En efecto, después de meses de tortuosas negociaciones, 
por fin, la reforma financiera es firmada por el presidente Obama en julio 
de 20103 (Rolling Stone, 2010; Harvard Business Review, 2010). 

Miles de páginas comprenden la Ley Dodd-Frank para la reforma de 
Wall Street y de protección al consumidor (The Economist, 2010). La legisla-
ción comprende 389 reglas para bancos, compañías de tarjetas de crédito 
y otras instituciones financieras. 

3El nombre completo de la reforma financiera estadounidense es: The Wall Street Reform 
and Consumer Protection Act. La propuesta fue realizada por Chris Dodd (jefe de la Comisión 
de Bancos del Senado) y Barney Frank (presidente de la Comisión de Servicios Financieros de 
la Cámara de Representantes y congresista por Massachusetts) en un documento de 2,319 
páginas. El texto fue acordado por ambos partidos estadounidenses el día 25 de junio de 2010 
a las 5:39 am. Y se aprobó por la Cámara de Representantes el día 30 de junio con una vota-
ción cerrada de 237 votos a favor y 192 en contra. El jueves 15 de julio el Senado estadouni-
dense ratificó la reforma al sistema financiero, con 60 votos a favor por el Partido Demócrata 
y 39 en contra del Partido Republicano. Con esa votación culminó más de un año de trabajo 
legislativo desde que el presidente estadounidense propuso la reforma en junio de 2009. The 
Economist, julio de 2010.
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Además, la Ley contiene la denominada regla Volcker,4 cuya idea es 
mantener a los bancos comerciales lejos de la tentación de asumir riesgos 
para que se concentren en sus actividades de crédito. Es decir, la regla 
Volcker excluye a los bancos de la especulación en los mercados y de las 
operaciones de inversión en fondos de cobertura y fondos de acciones 
privadas. Con la instauración de la regla Volcker se restaura la división 
legal entre la banca comercial (que asegura el crédito a hogares y empre-
sas) y la banca de inversión (banco emisor y comercio de seguros). 

Volcker siempre ha sido portavoz de la idea de que si una empresa o 
institución quiebra, ésta no debe ser rescatada por el gobierno. Similar-
mente, nunca ha estado de acuerdo con el riesgo moral que asumen las 
empresas por el creciente endeudamiento y al final, cuando la empresa 
está en aprietos, el gobierno termina rescatándola. Entonces, para Volcker 
(2010), la empresa debe de ser liquidada o fusionada, asumir su control, 
para que sus necesidades inmediatas de liquidación puedan ser cubiertas 
con apoyo gubernamental temporal pero no con la expectativa de ser res-
catada. Eso es una forma para tratar de convencer al mercado de que las 
pérdidas no serán socializadas, de que las pérdidas tendrán que ser asu-
midas por los accionistas, por la dirección y por los acreedores. 

Con la reforma Obama se permite que los nuevos poderes guberna-
mentales supervisen y detengan a las empresas peligrosas para la econo-
mía. También se crea una nueva agencia de protección al consumidor, la 
cual regulará los productos financieros, desde las tarjetas de crédito hasta 
los créditos hipotecarios. Por último, incluye medidas para restringir el 
comercio de bienes raíces de los bancos e inversiones en fondos de cober-
tura y acciones privadas.

Las nuevas reglas financieras implementadas por la administración de 
Obama son parte de un cambio global hacia una mayor intromisión guber-
namental en las finanzas norteamericanas. Es decir, a lo largo de los años, 
la estructura estadounidense ha transitado desde periodos de notable libe-
ralización financiera (las décadas de los veinte, setenta, ochenta, noventa) 
hasta periodos de fuerte regulación (las décadas de los treinta, cuarenta, 

4Paul Volcker es actualmente consejero económico del presidente Barack Obama. Durante 
los últimos meses, Volcker fue de facto el árbitro entre varias facciones implicadas en la reforma: 
cabilderos, políticos y los defensores del interés público. Fue expresidente de la Reserva Fe-
deral durante el periodo 1979-1987 y fue sustituido por Alan Greenspan. 
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cincuenta, sesenta y 2010). Observándose que hay la presencia de una 
grave crisis la impulsora de categóricas modificaciones en la legislación 
financiera-bancaria. Pero, sin duda, queda una gran lección que aprender: 
en las finanzas el ambiente desregulatorio siempre ha llevado a peores si-
tuaciones económicas.

Queda claro que con el salvataje del régimen capitalista se premió al 
sistema financiero estadounidense. Mejores bancos para los administrado-
res sin importar el creciente desempleo, ni los problemas de pérdida de 
vivienda. Asimismo, se comprueba el doble papel del estado: un Estado al 
servicio del ajuste y un Estado para el salvataje de empresas.

También hay que admitir que el control sobre la economía estadouni-
dense en la década pasada fue cedida a un pequeño grupo de criminales 
rapaces, quienes al día de hoy están ocupados en una campaña, poco inte-
ligente, sobre la idea de que fueron presa de robo con agravante a escala 
global. No se debe permitir que en este capitalismo mafioso sólo se priva-
ticen las ganancias y se socialicen las pérdidas.

En fin, la reforma financiera propuso exclusivamente mayor transpa-
rencia y menor riesgo sistémico. Es decir, fue una reforma tímida, light que 
no realiza cambios estructurales al sistema financiero; notándose gran 
continuidad entre los planteamientos de Bush y Obama. A tal grado que 
jamás se pensó en tomar medidas draconianas como nacionalizar la banca. 
Más bien las decisiones fueron medidas muy temporales sin un sentido 
profundo. Era simplemente intervenir y separar los bancos comerciales de 
las aseguradoras y de las instituciones parabancarias con el firme propó-
sito de eliminar la Ley Glass-Steagall5 y todas aquellas barreras financieras 
que obstaculizaran el gran negocio bancario. En suma, el estímulo fue 
enorme con resultados mínimos, debido a que los bancos continúan especu-
lando y persiste la presencia de una dictadura de riesgo.

A más de cinco años de haber sido promulgada la reforma financiera 
sólo 40 por ciento de sus propuestas han entrado en vigencia, y ni un solo 
alto ejecutivo bancario a sido llevado ante los tribunales. Eso sí, se han 
pagado miles de millones de dólares en multas, se creó un organismo para 
proteger al consumidor (Consumer Financial Protection Bureau, cfpb) y se 
establecieron requisitos de capitalización más altos para los bancos. Desa-

5Para detener la gran crisis de 1929 se estableció en 1933 el acta Glass-Steagall, la cual 
consignó la separación entre la banca comercial y la banca de inversión.
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fortunadamente muchos de los incentivos negativos que golpearon al sis-
tema estadounidense en 2008 todavía están ahí, por eso me parece que aún 
estamos en una posición muy peligrosa.

El Grupo de los 20 (g20)

Hasta ahora, la administración de la crisis ha quedado en manos del Grupo 
de los 20.6 El g20 es un grupo que existía desde hace 17 años. Se creó a 
raíz de la crisis asiática en 1997-1998, pero en el marco de esta crisis (2008-
2015), empezó a reunirse no sólo a nivel de ministros sino a nivel de pre-
sidentes, desde 2008 se ha estado reuniendo periódicamente. Se reunió 
por primera vez a fines de 2008 (Washington), dos veces en 2009 (Londres 
y Pittsburg), dos veces en el 2010 (Toronto y Seúl), una vez en el 2011 (Pa-
rís), una vez en México (Los Cabos) en 2012, la penúltima reunión tuvo 
lugar en San Petersburgo (Rusia), en septiembre de 2013 y la última reu-
nión se realizó en Brisbania (Australia), en 2014. La reunión del g20 para 
este año se efectuará en Turquía en el mes de noviembre (g20.org).

La cumbre del g20 se ha transformado en un centro de recepción de 
los organismos especializados; en primer lugar, del g20 financiero que es 
encargado de recuperar la información y la colaboración de los organismos 
del fmi, del grupo del Banco Mundial y del Consejo de Estabilidad Finan-
ciera; este último recupera además el trabajo de lo que en el g20 se deno-
mina los cuerpos de definición de estándares que son la Organización In-
ternacional de la Comisión de Valores (originalmente era con participación 
privada, actualmente es intergubernamental), la Asociación Internacional 
de Supervisores de Seguros y el Comité Internacional de Estándares  
Contables.

El Consejo de Estabilidad Financiera recupera los resultados de traba-
jo de estos tres organismos de definición de estándares para el comporta-
miento de las instituciones que operan en el sistema financiero y los eleva 
al g20 que prepara un informe previo a las reuniones de la Cumbre.

6Los integrantes de este grupo son: Alemania, Canadá, Estados Unidos, Francia, Italia, 
Japón, Reino Unido, Rusia, Arabia Saudita, Argentina, Australia, Brasil, China, India, Indone-
sia, México, República de Corea, Sudáfrica, Turquía y la Unión Europea.

Administracion Publica.indd   84 13/05/17   11:11 p.m.



Administrando las finanzas mundiales • 85

A su vez el Banco de Pagos Internacionales (bpi) y el Comité Bancario 
de Basilia elevan la información previa a la reunión del g20 acerca del 
cumplimiento de las tareas que han encargado en las cumbres previas.

Por su parte la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (ocde), a través del foro global y del grupo de acción financiera 
prepara propuestas de modificación en las regulaciones y supervisión del 
sistema financiero, también la ocde eleva sus informes previamente al g20 
y la cumbre para que ahí se resuelva lo que corresponda.

El g20 se ha autoasignado el papel de gestión internacional de la crisis. 
Eso es lo primero que habría que criticar. Efectivamente, en el g20 se en-
cuentra un porcentaje grande de la población mundial, de la producción, 
pero en este momento en el mundo hay algo más de 190 países y por lo 
tanto sí en el g20 se reúnen 19 países más un representante europeo, sig-
nifica que hay 170 países que no tienen ninguna representación en ese 
grupo, que no pueden opinar y ni siquiera decidir. Sin embargo en ese g20 
se están tomando acuerdos que afectan a todos los países y prácticamente se 
están mandatando a las distintas instituciones y organismos internacionales 
como el propio Fondo Monetario Internacional (fmi), Grupo del Banco Mun-
dial (bm) e incluso a la Organización Mundial del Comercio (omc).

En el g20 se empiezan a tomar un conjunto de acuerdos que en opinión de 
ellos son los prioritarios. Temas que tienen que ver con: el capital y la liquidez 
de los bancos, la reforma de las instituciones financieras internacionales,7 el 
mecanismo de quiebras bancarias, los mercados derivados (también cono-
cidos como extra bursátiles), la llamada banca paralela, las jurisdicciones 
no cooperativas (i.e. paraísos fiscales) y el tema de las evaluaciones de 
riesgo (de las instituciones calificadoras de riesgo) que fueron uno de los 
muchos factores que empujaron el estallido de la crisis en el 2008.

Es una lista mucho mayor a la que acabo de mencionar, pero en esa 
enumeración, en primer lugar, hay un balance de que la mayor parte de los 
temas se han atendido de manera insuficiente, y en segundo lugar, hay 
grandes temas que están por completo ausentes.

Sigue sin discutirse el tema de la base monetaria de funcionamiento de 
la economía internacional. Así, a más de siete años del estallido de la crisis 
y a varias décadas que el dólar empezó a funcionar sin respaldo de ningún 

7Que en realidad sólo consiste en modificar parcialmente las cuotas y la estructura de 
gobierno de esas instituciones.
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tipo, desde que se rompieron los acuerdos de Bretton Woods, sigue siendo 
un tema absolutamente ausente de la agenda del g20 la discusión acerca 
de la base monetaria sobre la cual debe descansar el sistema financiero y 
monetario global. 

Hay una ausencia total de cualquier llamado a cuentas sobre el papel 
que han jugado el fmi y el bm en la crisis. A pesar de las múltiples eviden-
cias que ambos organismos tienen sobre la creación de las condiciones (i.e. 
programas de ajuste, el otorgar todas las facilidades posibles al gran capi-
tal) para que la crisis golpeara duramente en muchos países. En fin, a las 
instituciones financieras internacionales sólo se les hacen ajustes absolu-
tamente menores y al fmi se le multiplican los recursos prácticamente por 
cuatro. Se multiplica por tres el volumen de cuotas, se le permitió vender 
oro y en total el fmi maneja poco más de cuatro veces de recursos respec-
to de lo que manejaba antes del estallido de la crisis. Todo eso sin ninguna 
reforma profunda en las bases de funcionamiento del fmi, en los principios 
que han estado presentes en ese funcionamiento, en los criterios de con-
dicionalidad que el fmi sigue imprimiendo a las economías en crisis. Ade-
más, la reforma planteada por el fmi está prácticamente dependiente de las 
decisiones implementadas por el g20. En realidad, el fmi no tiene autoridad 
real para definir objetivos. Es decir, el fmi es exclusivamente el ejecutivo de 
estrategias definidas por el g20. Finalmente, el argumento de fondo es que 
el fmi es corresponsable de la crisis mundial actual y ya no sirve ni siquie-
ra para estabilizar el capitalismo, que la situación amerita una crítica al 
capitalismo y a sus instrumentos, entre ellos el fmi y el resto de los orga-
nismos internacionales.

Finalmente quedan fuera los temas de ampliar los márgenes de ejerci-
cio de política económica. Hay una suerte de centralización de este tipo de 
definiciones de política económica con base en criterios que no han cam-
biado y que son precisamente aquellos criterios que llevaron, desde hace 
ya varias décadas, a los problemas que han empujado a crisis como las que 
estamos viviendo desde hace más de siete años.

Hasta ahora, las reformas implementadas por el g20 no son las más 
atinadas y progresistas. Por el contrario, concordamos con Gambina (2011), 
la única medida concreta que ha salido del g20 es la restauración del fmi, 
que estaba en la lona, triplicó el capital, fortaleció su capacidad de préstamo 
y el fmi es un miembro de la tríada que promueve el ajuste en Europa. El 
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g20 es una operación política porque nunca ha generado un clima de  
democratización. ¡No hay democratización del sistema mundial y mucho 
menos de gestión de la economía mundial! El g20 jamás abandonó el dis-
curso de la liberalización, ni del terrorismo de Estado internacional. Es 
más, la gestión del g20 es un gran operativo ideológico político legitimado, 
todavía más, el g20 se reunió para hacer un salvataje de los bancos y garan-
tizar la continuidad del neoliberalismo. El g20 es un grupo político que se 
reúne para hacer un salvataje del capital financiero, matando de hambre a la 
gente. Entonces, se reúne un grupo de naciones poderosas para desarrollar 
esa política de socorro a los bancos, esas son las medidas de emergencia 
que ha tomado. En definitiva, el g20 ha ido al socorro de los bancos pero 
en el sentido más impúdico de la palabra. En síntesis, hay una institucio-
nalidad neoliberal reaccionaria contra los pueblos. Es decir, todo lo opuesto 
a lo que serían formas institucionales que expresen algún tipo de aspira-
ción popular. Queda también muy claro que “los pobres” no están en la 
agenda de las políticas efectuadas por el g20, por tanto, el discurso del g20 
sobre desempleo y pobreza es pura hipocresía. En fin, como orquestador 
de la crisis el g20 es el ejecutivo mundial sin un proyecto global para el 
mundo subdesarrollado. 

La política de la crisis condujo a respuestas que distan de ser adecua-
das. Se salvó a los bancos pero los problemas subyacentes fermentaron ya 
que tanto en Europa como en Estados Unidos las soluciones fueron deja-
das en manos de los mismos responsables de políticas que causaron los 
problemas. En Europa fue la política no la economía, la que impulsó la 
creación del euro, y fue la política que condujo a una estructura fundamen-
talmente equivocada que brindó amplio espacio para las burbujas pero 
poco margen para ocuparse de las consecuencias.

Resolver el problema de las crisis financieras no es tarea menor. Algu-
nos autores (Garten, 1999: 89) plantean medidas como tasas de cambio 
flotantes, incremento en los recursos del fmi, aumento al nivel de las reservas 
internacionales de los países emergentes, paquetes de rescate del fmi sos-
tenibles y creíbles, asesoría preventiva de los gobiernos antes de recurrir 
al fmi por ayuda en el estallido de la crisis, planeación contingente en la 
arena financiera global, etcétera. 
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¡Basta ya de las mismas medidas draconianas! ¿Qué no existen otras 
alternativas para superar la fragilidad económica y administrar socialmen-
te las finanzas mundiales?  

Una primera medida es que exista una política sostenible de crédito 
internacional a las naciones, por parte de los organismos financieros inter-
nacionales, para detener el estancamiento productivo en que se encuen-
tran. Puesto que seguir aplicando políticas ortodoxas de equilibrio presu-
puestal sólo fomenta una economía de más depresión. Incentivar la 
recuperación de las economías y propiciar un estadío de prosperidad 
económica es lo que mejor le puede pasar al mundo.

Una segunda medida es la quita de interés o la suavización del interés 
que cobra la gran banca transnacional (y los acreedores internacionales) 
sobre las naciones fuertemente endeudadas y, en algunos casos, promueve 
la condonación de la deuda. No se trata, por supuesto, de premiar a los 
deudores irresponsables. Sin embargo, en el proceso de endeudamiento se 
debe de tener muy claro que existe corresponsabilidad entre el deudor y 
el acreedor. También hay que entender que en muchas situaciones son la 
avaricia y la responsabilidad del acreedor las causantes del severo proceso 
de endeudamiento que viven las naciones. Finalmente, es imperativa la 
construcción de una solidaridad internacional con respecto a la deuda so-
berana. No hacerlo será condenar a las naciones endeudadas a años de 
sacrificio y miseria para los pueblos.

Una tercera recomendación es el regreso de un sector financiero que 
tenga la capacidad de promover el desarrollo social (y no solamente el 
crecimiento y la estabilidad económica) y éste puede ser posible con la 
participación decidida de la banca pública. Tenemos que cambiar la estra-
tegia de apoyar a los mercados financieros extranjeros por un proyecto 
financiero que fortalezca el aparato productivo interno de las naciones.

Queda claro que hay que propiciar una generación de reformas finan-
cieras más robustas para el futuro, puesto que si continúa la liberación de 
los flujos de capital, continuarán las crisis financieras. Esto es, el sistema 
financiero internacional no se va a modificar sustancialmente, si se man-
tiene la liberalización en los flujos de capital. Es más, debido a que ellos 
permanecerán y aumentarán sostenidamente por los siguientes lustros, las 
crisis financieras continuarán siendo parte de nuestras vidas. Consecuen-
temente, el reto es prever las crisis y corregirlas antes de que estallen y no 
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sólo tengamos la posibilidad de administrarlas. El nuevo pacto financiero 
mundial debe de ser construido sobre nuevas bases globales que permitan, 
en primer lugar, el control y el raciocinio de los mercados financieros mun-
diales; y en segundo lugar, que solucionen los problemas estructurales del 
sistema monetario y financiero mundial. Si no se realizan estas reformas, 
el sistema no va a modificarse sustancialmente en los próximos años y 
lógicamente nada garantiza que en el futuro las crisis no vuelvan a ocurrir.

Conclusiones

A pesar de las fuertes intervenciones, rescates y salvamentos que han 
realizado los Estados, ellos exclusivamente han regulado, pero nunca eli-
minado, la turbulencia global y el desastre en las finanzas mundiales. Por 
tanto, después de la Gran Recesión se visualiza un periodo, en el mejor de 
los casos, de crecimiento anémico en el mediano plazo y el peor de ellos, 
de una continuidad de la crisis económica global con frágiles finanzas 
mundiales.

Es posible administrar las finanzas mundiales a través de medidas 
como los presupuestos equilibrados, el control estricto de la inflación, la 
contención de la deuda, los programas de corte fondomonetarista como el 
autorizado recientemente por la troika para el ajuste griego, etcétera. Sin 
embargo, la pregunta es: ¿Sirven verdaderamente a las naciones las políti-
cas recomendadas por los organismos internacionales? ¿Alcanzan los ob-
jetivos sociales planteados por los propios países? ¿A costa de qué sacrifi-
cios adicionales se consiguen los logros relativos de las naciones que 
ejercen dichas políticas? Desde nuestra perspectiva no alcanzan dichos 
programas para cumplir con los objetivos sociales planteados por las na-
ciones. Es más, se alejan más de ellos, generando una ira social y una 
profunda desconfianza en la aplicabilidad de dichas reformas. Igualmente, 
los programas se logran a costa de más miseria social, de más esfuerzos de 
las clases trabajadoras, de mayor apertura financiera, comercial y mundial, 
de más enriquecimiento de los conglomerados económicos y financieros. 
Es decir, de más empleo de políticas que perpetúan la quimera neoliberal. 

Son evidentes las consecuencias fatales de la crisis: un grosero aumento 
del desempleo en todo el mundo, una caída notable en la remuneración del 
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trabajo, un aumento en la dependencia de alimentos, un grave deterioro 
ambiental, una mengua en los sistema de salud, una drástica caída en to-
dos los niveles del sistema educativo, una disminución en la capacidad 
productiva de muchas naciones, el alarmante endeudamiento externo de 
las naciones, el sabotaje de muchos sistemas democráticos y el desorden 
en las finanzas mundiales. Pero también es evidente que las políticas insti-
tuidas por las organizaciones internacionales (en obediencia a estrategias 
adoptadas por el proyecto neoliberal y perpetuadas por el g20) son la cau-
sa del empobrecimiento brutal masivo de las mayorías populares y que la 
continuidad de estas políticas no proporcionarán ninguna solución de 
fondo a la crisis general; por el contrario, agravarán su desarrollo y alimen-
tarán una espiral deflacionista.

Hasta ahora la batalla por la economía mundial casi la ha ganado el 
proyecto de naturaleza depredadora, el capitalismo autoritario, salvaje que 
reproduce la miseria de los pueblos y el desgarramiento social. Hasta el 
momento, los marcos institucionales liderados por el g20 y fomentados por 
el fmi y el Grupo del Banco Mundial son los que perduran: primarización, 
extranjerización, neocolonización y marcos institucionales favorables al 
capital en casi todos los países del mundo. A pesar de ello, las luchas de-
mocráticas y libertarias por una mayor soberanía global continuarán dando 
dolores de cabeza a los centros de poder mundial. Por tanto, nuestra tarea 
es ardua y recién comienza. 
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Resumen

La gestión pública en los gobiernos estatales es obsoleta para el siglo xxi. La 
nueva forma de administrar pasa necesariamente por el uso de las tecno-
logías de información y comunicación (tic). Pocas administraciones públi-
cas locales han adoptado las tic en la gestión pública. Nuestro objetivo es 
explorar el uso de las tic en la gestión pública con la pregunta: ¿Cómo se 
han utilizado las tic en la gestión pública estatal? Para responderla hemos 
analizado la gestión pública a partir del cobro de servicios en los portales 
de gobierno electrónico para hacer un estudio comparativo y responder 
nuestra interrogante. 

Aunque se han modernizado muchos de los procesos de gestión pública 
en la década de los ochenta (Campero, 1982; Metcalfe y Richards, 1989), 
producto de los retos económicos de aquellos años, al término de la Guerra 
Fría y la década perdida, no fue sino hasta los años noventa cuando el auge 
tecnológico y las tic han comenzado a impactar en la Administración Pública.

Estos nuevos cambios, que se han observado, se desprenden en gran 
medida de las ideas de la nueva gerencia pública, pero también de la falta 
de legitimidad de las nuevas democracias que emergen como producto de 
la era Posguerra Fría (Pereira, 2004). La idea de la nueva gestión pública 
encabeza un debate modernizador de las nuevas políticas que se deben 
implementar en los gobiernos en todos los niveles —federal, estatal y mu-
nicipal— partiendo de la idea de ahorro de costos y el aumento de los be-
neficios utilizando prácticas gerenciales en muchos casos o bien imponien-
do nuevas reglas en otros casos (Barzelay, 2004).

Mejores prácticas de gobierno electrónico en portales estatales
Rodrigo Sandoval Almazán

Tania Magdalena Romero Gutiérrez
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Este conjunto de pensamientos y nuevas ideas permite que la planea-
ción y desarrollo de políticas públicas pueda establecer nuevas prácticas 
acordes a las necesidades actuales y genere nuevos esquemas de colabo-
ración con otras ciencias (Moreno, 2009). Es en este momento donde 
emerge nuevamente la alianza entre la tecnología y el gobierno con más 
auge. La idea del gobierno electrónico como catalizador del cambio en la 
gestión pública permite suponer un momento diferente al adoptar nuevas 
prácticas y procedimientos usando las tic imperantes para modernizar 
procedimientos o establecer nuevos mecanismos de colaboración y coope-
ración con los ciudadanos (Ramírez-Alujas, 2012).

Esto se observa con claridad para el caso de México, donde la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), presenta un 
informe donde se diagnóstica la gestión pública mexicana y propone me-
canismos para hacerla más efectiva y dinámica (ocde, 2012). Algo similar 
se realiza en Colombia donde se han impulsado estos mismos avances 
(Ramírez, 2013).

Bajo estas consideraciones la gestión pública en México enfrenta gran-
des desafíos. Con el creciente uso de las tic por parte de los ciudadanos 
para comunicarse, comprar y exigir información gubernamental (Newsom 
y Dickey, 2013), y las nuevas necesidades de información, como el gobier-
no abierto (Sandoval, 2013), esto hace necesario pensar en cómo se están 
adaptando las finanzas públicas a estos nuevos retos.

El objetivo de este ensayo es explorar cómo se están utilizando las 
nuevas tic en los procesos de gestión de finanzas públicas, particularmente, 
en el caso de cobro de impuestos pero también hacia los servicios  
públicos. 

Planteamiento del problema

Los gobiernos locales han utilizado las tic en diversos campos: la comuni-
cación con los ciudadanos (Soon et al., 2012); la interacción que permiten 
las herramientas web 2.0 (Sandoval et al., 2011), así como la organización 
de su información que se presenta en los llamados portales de gobierno 
(Luna-Reyes et al., 2015). Sin embargo, poco se ha investigado sobre el uso 
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de la tecnología en las finanzas estatales. La segunda sección de este en-
sayo recoge un conjunto de estudios y elementos sobre este tema.

Para efectos de este trabajo, entendemos el gobierno digital como la 
selección, desarrollo, implementación y uso de tecnologías de información 
y comunicación en el gobierno para proveer servicios públicos, mejorar la 
efectividad administrativa y promover valores y mecanismos democráti-
cos, así como el rediseño y desarrollo de marcos legales y reglamentarios 
que faciliten ajustes organizacionales para el desarrollo de iniciativas orien-
tadas a mejorar el uso de la información, así como el desarrollo de la so-
ciedad de la información y el conocimiento (Gil-García y Luna-Reyes, 2008).

En este sentido, el gobierno electrónico se puede ver como un marco 
integral de acciones que permiten mejorar el desempeño administrativo 
pero también impulsar valores y mecanismos que fomenten el intercambio 
de información y el desarrollo de una sociedad del conocimiento. Algunas 
clasificaciones que se han hecho sobre el uso de Internet como una herra-
mienta que facilita y mejora las funciones gubernamentales en su relación 
con los ciudadanos (g2c-Government to Citizen), las empresas (g2b-Govern-
ment to Business) u otros gobiernos (g2g-Government to Government). 

Siguiendo este concepto, se busca aclarar que el gobierno digital es un 
marco más general donde se encuentran presentes varias ideas —ciudada-
nos, gobierno, negocios— una de estas ideas es precisamente la adminis-
tración electrónica. Attour-Oueslati et al. (2007), ha recolectado evidencia 
sobre este tema en el gobierno local francés. Sin embargo, específicamente, 
la administración se refiere a los procesos de gestión pública al utilizar 
tecnología: se transforma en administración electrónica o gestión en línea 
(Gil-García y Luna-Reyes, 2008). La e-administración se hace cargo de las 
tecnologías de información y los procesos administrativos que transforman 
las organizaciones gubernamentales internamente para poder ofrecer ser-
vicios integrales, además de ser más eficientes y eficaces (Rust y Kannan, 
2003; Wimmer, 2002).

En suma, los portales web que promueven las transacciones en línea 
ayudan a los ciudadanos a pagar facturas, reservar entradas, pagar im-
puestos, renovar visas u obtener una licencia. Una interacción de dos vías 
entre los usuarios y los departamentos gubernamentales específicos se 
establece para completar la transacción electrónicamente (Irani et al., 
2006). Esta forma de operación es fundamental, con alto nivel de seguridad, 
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tiene que ser el procedimiento completo del pago hasta la recepción del com-
probante, es valorada por los ciudadanos como parte de la e-administración. 

Estos conceptos nos ayudan a diferenciar la administración electrónica 
del gobierno electrónico y considerar a la primera como un subgrupo de la 
segunda idea que es más general. El objetivo de este ensayo es profundizar 
más en la administración electrónica, en particular en el área de impuestos 
y servicios, considerando que es parte de un estudio más amplio y general 
que puede ser el gobierno electrónico. Es importante esta aclaración con-
ceptual porque nuestro campo de estudio es el ámbito de las finanzas pú-
blicas locales que se inserta dentro del marco de la administración electró-
nica. La pregunta central que orienta este estudio: ¿Cómo utilizan los 
gobiernos estatales mexicanos la tecnología para el cobro de impuestos o 
servicios? Otras interrogantes relacionadas son: ¿Cuáles serían las mejo-
res prácticas que se han implementado? ¿Qué elementos teórico-prácticos 
se pueden extraer de analizar el uso de las tecnologías en las finanzas 
públicas estatales?

Para dar respuesta a estos elementos hemos dividido este ensayo en 
cinco grandes secciones incluyendo esta introducción. La segunda es un 
marco teórico conceptual que agrupa, además, los escasos estudios empí-
ricos que se han hecho sobre el tema. La tercera sección describe la meto-
dología de análisis que se siguió para evaluar los 32 portales de gobierno 
estatal y las variables que se identificaron. La cuarta describe los hallazgos, 
mejores prácticas y aprendizajes. Mientras que la quinta y última sección 
presenta recomendaciones y estudios futuros sobre el tema. Se trata de 
una investigación exploratoria y descriptiva que busca elucidar esta rela-
ción entre las finanzas locales y las nuevas tic. 

Marco teórico

Los estudios en gobiernos locales pueden dividirse en dos grandes clasifi-
caciones: una que corresponde a los servicios en línea, y otra a su relación 
con el gobierno electrónico. En cuanto a la primera clasificación, uno de 
los primeros estudios sobre la incorporación de tecnología en el gobierno 
es el de Grandinetti (2003), que analiza el impacto de la tecnología en el 
estado de Rosario, Argentina, encontrando que esta incorporación genera 
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modelos contrapuestos que impulsan estilos de gestión pública divergen-
tes a los tradicionales. Posteriormente, Fisher y Shackleton (2004), evalua-
ron el impacto de los servicios públicos en línea en Australia encontrando 
un progreso incipiente en este uso de tecnología.

Fue hasta Carter y Belanger (2005), quienes argumentan cómo el go-
bierno debe entender los factores que influyen en la aceptación de ésta por 
parte de los ciudadanos. Ellos encontraron que variables como la facilidad 
de uso, la compatibilidad tecnológica y la confianza son factores importan-
tes que predicen la aceptación de los servicios gubernamentales en línea. 
Arendsen (2008), se pregunta: ¿Qué factores son los que influyen la adop-
ción de servicios gubernamentales de alto impacto? Y propone un modelo 
de investigación para estudiar este fenómeno. En el año 2010 se genera un 
auge por este tipo de estudios, al grado que Arduini y Zanfei (2011), hacen 
un meta-análisis de más de 751 artículos sobre servicios electrónicos en-
contrando agrupaciones por países y regiones, así como muchos temas 
que son poco estudiados o inexplorados.

Siguiendo esta misma clasificación, algunos académicos se especiali-
zan en ciertas áreas de los servicios en línea. Por ejemplo, Pieterson (2010)
analiza por qué los ciudadanos utilizan estos canales alternos para usar los 
servicios y propone que acciones debe implementar el gobierno para 
atraerlos. Arduini (2010), analiza 1,176 municipios en Italia para identificar 
factores asociados con los servicios electrónicos: encontrando que los 
grandes municipios son lo que tienen la infraestructura para desarrollar 
este tipo de servicios electrónicos. En cambio, Olavarría (2010), a partir de 
la pregunta: ¿Qué hace un servicio para ser efectivo? Orienta su investiga-
ción y descubre que las variables para garantizar la efectividad son: visión, 
liderazgo, orientación del usuario, uso intenso de tic y gestión estratégica. 
Finalmente, Bhattacharya et al. (2012), proponen una escala para medir la 
calidad de los portales web donde se presentan los servicios públicos. Ellos 
encuentran siete constructos como relevantes para ser considerados por 
los sitios web como: transacciones transparentes, adecuaciones técnicas, 
usabilidad, información completa, privacidad de los datos, seguridad, utili-
dad de la información y una visión ciudadano-céntrica del modelo. 

Esto nos lleva a una nueva dirección: los servicios orientados a los 
ciudadanos o llamados ciudadano-céntricos. Ahmad (2012), hace una en-
cuesta de 392 sujetos para medir este servicio en el gobierno de Bahrain, 
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contando que los ciudadanos se involucran en los servicios influenciados 
por el grado de satisfacción de ellos. Lo cual se completa con el estudio de 
Amor (2013), quien propone un marco basado en tres componentes: el 
ciudadano, los sistemas de recomendación y las redes sociales. Al-Hujran 
y su equipo (2013), investigaron la adopción de los servicios en línea en 
Jordania, a través de una encuesta a 356 ciudadanos con el modelo tam, 
encontrando que las variables más importantes a considerar son: utilidad, 
facilidad de uso, satisfacción. Finalmente, Kamel (2014) después de entre-
vistar a 356 acerca de los departamentos de cobro de impuesto a las ventas 
y el departamento de licencias, encuentra que la confianza en Internet, el 
diseño del sitio, las creencias religiosas, las habilidades para manejar In-
ternet y la difusión boca a boca son los elementos clave que deben consi-
derarse para impulsar los servicios en línea del gobierno.

En cuanto la segunda clasificación, la que está relacionada con el go-
bierno electrónico y el uso de la tecnología en gobiernos locales, se puede 
encontrar algunos estudios antecedentes. Archer (2005), propone un mo-
delo para implementar el e-gobierno en la provincia de Ontario, Canadá. 
Viborg et al. (2008), proponiendo un modelo costo-beneficio de servicios del 
gobierno para medir ahorros de tiempo y de eficiencia. Más adelante, la 
investigación comienza a enfocarse en medir los resultados de dichos mo-
delos, por ejemplo, Zheng (2013), encontró que las presiones normativas 
—legales— y coercitivas o informales afectan el compromiso de los altos 
mandos sobre el financiamiento de tic y la decisión de recursos humanos 
en estos proyectos. Agosta (2015), estudia los beneficios y el impacto del 
gobierno electrónico en Nigeria a partir de la evaluación de 10 ministerios 
y 100 empleados entrevistados; encontrando que el ancho de banda, la 
penetración de Internet y la infraestructura obsoleta son barreras de entra-
da de la tecnología en el gobierno. Finalmente, Al Busaidy y Weerakkody 
(2015), analizaron el punto de vista de los empleados públicos en los pro-
cesos de gobierno electrónico encontrando que al mejorar la accesibilidad, 
disponibilidad y eficiencia de los servicios llevarían a aumentar los niveles 
de confianza de los ciudadanos en la implementación del e-gobierno en 
Oman. 

En el caso de América Latina la investigación en materia de tecnología 
incorporada a los gobiernos estatales está emergiendo en la medida que se 
observan más resultados y necesidades en este campo. Domínguez (2003), 
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comienza a analizar la relación tecnología-gestión ya que observa que no 
existe la integración entre investigaciones sobre el tema. Peña et al. (2008), 
concluye que las tic serán aprovechadas en mecanismos de participación 
ciudadana en la medida que se involucren más y sean actores sociales 
aplicando estrategias y lineamientos. En Venezuela la incorporación de 
tecnología en los municipios es analizada por Belloso y Perozo Bracho 
(2009), quienes argumentan que si bien el manejo de la tecnología es im-
portante, también lo es la preocupación por formar funcionarios públicos 
capacitados con ella. Ramírez et al. (2010), concluye que el gobierno elec-
trónico es el camino idóneo para maximizar la relación gobernante-gober-
nado sólo si se cuenta con formación infotecnológica adecuada. 

Algunos investigadores latinoamericanos se han especializado en ciertas 
áreas donde impacta más la tecnología que los servicios públicos (Torres 
et al., 2010; Estrada, 2011). O el cobro de impuestos y su administración a 
través de las tesorerías locales; Agirre et al. (2006), hace un estudio del uso 
de las tic en la tesorería estatal a partir de su comparación con la adminis-
tración privada, propone un modelo en las funciones del tesorero con 
tecnología. 

En México comienza a estudiarse el impacto de la tecnología a partir 
de la innovación (Aguilar et al., 2006) y con algunos esfuerzos aislados en 
Nuevo León (Martínez, 2009) y Oaxaca (Chávez-Ángeles y Sánchez-Medina, 
2013). Es hasta el estudio de Criado y Gil García (2013), cuando se reúne 
un conjunto de ideas futuras, carencias y limitaciones de la investigación 
en gobierno digital en la región latinoamericana, que estos autores propo-
nen cinco grandes tendencias del gobierno electrónico en América Latina: 
las agendas nacionales de gobierno; los portales web; las estrategias de 
interoperabilidad; las redes sociales y el gobierno abierto. 

Esta investigación se enfoca en la segunda de estas tendencias: el aná-
lisis de las mejores prácticas de los portales web en los gobiernos locales 
mexicanos para identificar cuáles son las mejores prácticas de cobro de 
impuestos y de servicios a partir de un modelo teórico; el resumen de esta 
revisión de literatura se encuentra en la tabla 1. 
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Tabla 1
Resumen de revisión de literatura

Temática Autores

Servicios electrónicos
 o en línea

Grandinetti (2003); Fisher y Shackleton (2004); Carter y  
Belanger (2005); Arendsen (2008); Arduini y Zanfei (2011);
Pieterson (2010); Arduini (2010); Bhattacharya et al. (2012)

Servicios orientados 
 a los ciudadanos o 
 ciudadano-céntricos

Ahmad (2012); Amor (2013); Al-Hujran et al. (2013); 
Kamel (2014)

Gobierno electrónico 
 y tecnología en 
 gobiernos locales

Archer (2005); Viborg et al. (2008); Zheng (2013); 
Agosta (2015); Al Busaidy y Weerakkody (2015)

Gestión tecnológica Domínguez (2003); Peña et al. (2008);
Belloso y Perozo Bracho (2009); Ramírez et al. (2010)

Tecnología en 
 servicios y tesorerías
 locales 

Torres et al. (2010); Estrada (2011); Aguirre et al. (2006)

Innovación Aguilar et al. (2006); Martínez (2009); Chávez-Ángeles y Sán-
chez-Medina (2013); Criado y Gil García (2013)

Metodología

Realizar investigación sobre portales de gobierno local es un claro ejemplo 
de investigación en Internet. Los procesos de investigación en esta área 
son diferentes a los de las ciencias exactas porque el objeto de estudio no 
es físico y cambia constantemente, por lo que nuestros resultados pueden 
variar con el tiempo (Estalella y Ardevol, 2011). No obstante, nuevas técni-
cas y métodos se han desarrollado para lograr una mayor precisión y vali-
dez en la investigación científica en línea. 

Dado que se trata de un análisis exploratorio no se tienen variables 
identificadas, el primer reto es identificar variables o parámetros de análi-
sis para una siguiente etapa con un análisis a profundidad de cada caso. 
Para esta investigación se desarrolló una metodología de recolección de 
datos en Internet a través de tres etapas:

Etapa 1. Selección y validación de los sitios web estatales. Identificación 
de dirección electrónica url y visita previa. En la tabla 2.
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Etapa 2. Visita exploratoria de 30 minutos por portal estatal para iden-
tificar variables, casos de estudio y/o componentes de uso de tecnología en 
las finanzas estatales. 

Etapa 3. Aplicación del modelo de análisis.

Tabla 2 
url de los estados seleccionados para el estudio

       Estado                   url

Aguascalientes www.aguascalientes.gob.mx

Baja California www.bajacalifornia.gob.mx

Baja California Sur www.bcs.gob.mx

Campeche www.campeche.gob.mx

Chiapas www.chiapas.gob.mx

Chihuahua www.chihuahua.gob.mx

Coahuila www.coahuila.gob.mx

Colima www.colima-estado.gob.mx

Distrito Federal www.df.gob.mx

Durango www.durango.gob.mx

Estado de México www.edomexico.gob.mx

Guanajuato www.guanajuato.gob.mx

Guerrero www.guerrero.gob.mx

Hidalgo www.hidalgo.gob.mx

Jalisco www.jalisco.gob.mx

Michoacán www.michoacan.gob.mx

Morelos www.morelos.gob.mx

Nayarit www.nayarit.gob.mx

Nuevo León www.nl.gob.mx

Oaxaca www.oaxaca.gob.mx

Puebla www.puebla.gob.mx

Querétaro www.queretaro.gob.mx

Quintana Roo www.quintanaroo.gob.mx

San Luis Potosí www.sanluispotosi.gob.mx

Sinaloa www.sinaloa.gob.mx

Sonora www.sonora.gob.mx
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       Estado                   url

Tabasco www.tabasco.gob.mx

Tamaulipas www.tamaulipas.gob.mx

Tlaxcala www.tlaxcala.gob.mx

Veracruz www.veracruz.gob.mx

Yucatán www.yucatan.gob.mx

Zacatecas www.zacatecas.gob.mx

Resultados

Descripción general

Los resultados de la investigación se encuentran divididos en dos grandes 
apartados. El primero de ellos explica los hallazgos generales de las enti-
dades analizadas a partir de sus portales de gobierno, en especial las sec-
ciones que realizan transacciones, por ejemplo: cobro de impuestos, trámi-
tes en línea, etcétera. El segundo apartado describe los hallazgos obtenidos 
con el modelo de análisis.

Hallazgos generales

Con el análisis de 31 sitios web que contenían los portales de transacciones 
(el estado de Sonora no presentó un portal al momento del estudio), se 
encontraron 23 servicios en línea que se describen a continuación y se pre-
sentan en la tabla 3: el número de entidades donde se encontraron, seguido 
de una descripción general del contenido de cada uno de los servicios  
referidos. 

Tabla 2 (Continuación)
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Tabla 3 
Servicios electrónicos encontrados en portales de gobierno estatal 2015

Impuesto o servicio Núm. de edos. que lo presentan

Servicio vehicular 16
Tenencia 14
Sobre nómina 12
Hospedaje 10
Registro civil 9
curp 8
Licencia 7
Impuesto estatal, federal y municipal 6
Servicio de agua 6
Repecos e intermedios hasta 2013 5
isr 5
Pago de contribuciones 5
Refrendo 4
ieps 4
Predial 4
Declaraciones 4
Impuestos 4
Diversión y espectáculos públicos 3
Régimen de incorporación fiscal 3
Catastro 3
Régimen de pequeños contribuyentes 3
Facturación electrónica 3
Constancia de antecedentes no penales 3

•	 Servicio vehicular se refiere a los trámites como el cambio de propietario, 
placas (para casos especiales o público en general) alta o baja de vehículos 
(nuevo o usado) en el estado, así como adeudos vehiculares.

•	 Tenencia se refiere a la posibilidad de hacer el pago correspondiente de 
ser el caso o el pago de refrendo de placas; para lo cual en todos los 
casos en línea es necesario proporcionar las placas para que se genere 
el importe.

•	 Sobre nómina. Impuesto para las personas físicas o morales en su ca-
rácter de patrones realicen pagos por remuneración a sus trabajado-
res, donde es necesario proporcionar información como el rfc del ne-
gocio para poder hacer el pago.
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•	 Hospedaje se refiere a la posibilidad de pagar el impuesto por presta-
ción de servicio de hotel, motel, albergue, posada, campamento y otros 
servicios de esta naturaleza dentro del territorio estatal.

•	 Registro civil se refiere al pago y servicios de algunos trámites que se 
relacionan con la consejería jurídica y servicios legales, en algunos 
estados está habilitado el servicio de actas de nacimiento, actas de de-
función y certificado de antecedentes no penales.

•	 curp se refiere al vínculo con el sitio de la Secretaría de Gobernación 
para hacer este trámite de carácter federal y obtener el documento de 
identidad.

•	 Licencia de conducir se refiere a la documentación requerida para poder 
conducir algún medio de transporte (auto particular, chofer), en el por-
tal electrónico se encuentran el procedimiento, la documentación, así 
como las dependencias donde se puede acudir para la emisión física.

•	 Impuesto estatal, federal y municipal. Son los vínculos a los impuestos 
no sólo estatales, sino también municipales como el servicio de agua, 
predial, catastro; así como servicios federales, principalmente, son 
enlaces a las páginas que permiten conocer y en algunos estados rea-
lizar el trámite completo en línea.

•	 Repecos e intermedios. Impuesto sobre la renta del régimen de peque-
ños contribuyentes (Repecos), en algunos se menciona también el ré-
gimen de incorporación, donde se engloban a ambos. En este caso se 
solicita información personal para el desarrollo del trámite.

•	 isr. Impuesto directo a las ganancias obtenidas (ingresos), que se rela-
ciona con las deducciones fiscales. En algunos de los casos se requiere 
información personal como el rfc para poder emitir el importe, mien-
tras que otros expresan el procedimiento, así como la descripción del 
mismo.

•	 ieps. Impuesto especial sobre producción y servicios, principalmente, 
en productos misceláneos. Se menciona quiénes sí y quiénes no deben 
cumplir con este impuesto, en algunos portales se requiere informa-
ción para poder determinar el monto y si debe cumplir con el pago.

•	 Declaraciones se refiere al vínculo para hacer pagos ante la Secretaría 
de Hacienda, donde por medio de éstas los contribuyentes cumplen en 
tiempo y forma con el reporte de los pago de sus impuestos estatales 
o federales.
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•	 Diversión y espectáculos públicos. Pago por la percepción de ingresos 
derivados de la comercialización de actos, diversiones o espectáculos 
públicos ya sea de forma permanente o temporal.

•	 Régimen de incorporación fiscal se relaciona con la eliminación de los 
regímenes de pequeños contribuyentes e intermedios, creándose un 
nuevo régimen denominado: “De incorporación fiscal”, para conocer el 
importe, así como el procedimiento a seguir se deben proporcionar 
datos personales.

•	 Facturación electrónica es el comprobante electrónico, principalmente 
de las contribuciones que se hacen en el portal de gobierno. En la ma-
yoría de los casos es necesario crear una cuenta personal de acceso, 
donde no sólo respalda datos personales, sino también comprobantes 
que se emiten.

La tabla 4 presenta el número de servicios que tiene cada uno de los 
portales estatales, donde se puede observar que los estados con mayor 
número de transacciones en línea son Colima, Aguascalientes y Nuevo 
León con mayor número de servicios. En cambio, los estados de Quintana 
Roo, Sonora y Tlaxcala no presentaron ninguno de estos servicios electró-
nicos. En el caso de Sonora, la página tiene problemas en general, mientras 
que en el caso de Quintana Roo y Tlaxcala, los servicios no se presentan 
directamente para acceder a ellos en la página hogar o mediante alguna 
link, sino que para acceder a ellos es necesario seleccionar o proporcionar 
información de la dependencia que otorga los servicios.

Tabla 4 
Hallazgos de servicios electrónicos en las entidades de México en 2015

Estado
Total de impuestos 

y servicios Estado
Total de impuestos 

y servicios

Colima 13 Campeche 5

Aguascalientes 12 Puebla 5

Nuevo León 12 Tabasco 5

Chihuahua 11 Hidalgo 4

Estado de México 10 Jalisco 4

Baja California 9 Tamaulipas 4
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Estado
Total de impuestos 

y servicios Estado
Total de impuestos 

y servicios

Distrito Federal 9 Chiapas 3

Guerrero 7 Oaxaca 3

Michoacán 7 Zacatecas 3

Nayarit 7 Durango 2

Veracruz 7 Morelos 2

Coahuila 6 Querétaro 2

Guanajuato 6 San Luis Potosí 2

Sinaloa 6 Quintana Roo 0

Yucatán 6 Sonora 0

Baja California Sur 5 Tlaxcala 0

Mientras que en el caso de Campeche y San Luis Potosí se presentan 
los servicios que proporciona el gobierno estatal pero no cuentan con la 
función en línea, es decir, sólo se presenta el listado general de servicios 
donde se incluye la dependencia a la que se debe acudir, los datos de loca-
lización de la misma y alguna información básica sobre el servicio en 
cuestión. En el caso de los estados que presentan el servicio en línea, tie-
nen algunas características particulares como lo son: requerir información 
personal para algún trámite, así como para la consulta de pagos destacan-
do la seguridad en cuanto a información que tienen los ciudadanos con la 
incorporación de las tic en cuestión de servicios en línea.

Mejores prácticas

De los 32 portales electrónicos que se visitaron se pueden observar algu-
nos estados que no se quedan solamente con un servicio cotidiano en línea 
o ventanilla, sino que incorporan algunas alternativas innovadoras o nove-
dosas para el cobro de servicios y/o impuestos, entre los estados que se 
destacan se pueden observar en la tabla 5: 

Tabla 4 (Continuación)

Administracion Publica.indd   106 13/05/17   11:11 p.m.



Mejores prácticas de gobierno electrónico en portales estatales • 107

Tabla 5 
Hallazgos de mejores prácticas en las entidades de México en 2015

Estado Mejor práctica

Nayarit Presenta la posibilidad de realizar transferencias interbancarias.

Coahuila

Pago de servicios se puede realizar en línea con tarjeta (crédito o débito) o 
impresa en sucursal comercial y bancaria, asimismo se permite dar segui-
miento al proceso de pago. 
El portal proporciona ayuda por medio de videos donde ejemplifican el 
procedimiento del trámite en línea. 

Puebla
Cuenta con una aplicación “Puebla móvil”.
Las contribuciones se pueden realizar por medio de tarjeta de crédito, con 
cargo a cuenta de cheques y pago en ventanilla bancaria con referencia.

Hidalgo

En pago de servicios como tenencia, se puede realizar por transferencia 
bancaria, tarjeta de crédito a mensualidades, documento referido (impre-
sión de referencia y pago en banco). 
Vía celular (mensaje de texto al 9-88-88 con “HIDALGO, número de placas 
y 5 últimos dígitos de la serie del vehículo”, recibirá importe y referencia 
para pago).
Los trámites se realizan con información personal. 

Jalisco Servicio de envío de información por sms, que se acompaña de la elección 
del banco en el que se desea realizar el pago.

Estas mejores prácticas destacan por el hecho de no presentarse en 
todos los portales, tales como la incorporación de nuevos medios de pago 
(transferencias interbancarias), uso de los mensajes de texto (sms); se pue-
de conocer información, así como obtener los datos para realizar contribu-
ciones sin acceder a Internet o acudir a la dependencia correspondiente 
usando dispositivos móviles. Los estados de Hidalgo y Jalisco son los es-
tados que proponen el uso del gobierno móvil como una alternativa de 
procedimiento u organización de pagos, lo que contribuye a que la consul-
ta y pago de servicios se realice de forma más eficaz para los ciudadanos, 
lo que deriva en el buen funcionamiento de las finanzas públicas estatales.

Otra de las mejores prácticas la tiene el estado de Nayarit, donde la 
ciudadanía no sólo tiene la posibilidad de acudir a la ventanilla en tesorería 
o al banco que marcan en recibos de pago, sino que cuenta con la posibi-
lidad de acudir a su propio banco y realizar un trámite interbancario en 
varios servicios; lo que destaca como una mejor atención a las demandas 
de la ciudadanía con respecto a su seguridad de finanzas, así como la sim-
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plificación de costes no sólo monetarios, sino también de tiempo y trámites 
en distintas dependencias. Aunque muchas entidades tienen la alternativa 
de que sus ciudadanos realicen pagos en ventanillas o a través de sus tar-
jetas bancarias después de imprimir su recibo del impuesto o derecho. El 
caso de Nayarit permite la transferencia bancaria directa sin necesidad de 
acudir físicamente al banco.  

El estado de Puebla al considerar estas nuevas tendencias de las apli-
caciones en teléfonos móviles propone “Puebla móvil” que permite realizar 
pagos no sólo con cargo a tarjetas, sino también proporciona la referencia 
que permite el pago en ventanilla. Esta mejor práctica destaca por el hecho 
de tener elementos de usabilidad, portabilidad y estar centrado en el ciu-
dadano además de garantizar las medidas de seguridad mínimas indispen-
sables para hacer las transacciones utilizando la herramienta en los teléfo-
nos inteligentes.

Por su parte, es Coahuila quien no sólo se preocupa por permitir un 
pago con cargo a tarjeta, así como en ventanillas de bancos o comercios, 
sino que busca que los ciudadanos sientan más confianza en el buen pro-
cedimiento de su trámite y pago, lo cual hace desde el inicio del trámite a 
través de videos cortos donde se muestran los pasos a seguir en la página, 
ya sea con cargo a tarjeta de crédito o débito. Incluso en un video distinto 
se muestran los pasos para el pago en ventanilla y permite realizar un se-
guimiento del proceso de pago que se está realizando.

Los estados que presentan mejores prácticas también son los que tie-
nen un mayor número de servicios electrónicos de acuerdo con nuestra 
investigación; estas entidades concentran en un rango de 53 por ciento de 
los servicios como el caso de Nayarit, mientras que en el rango menor se 
encuentra el caso de Jalisco con 30 por ciento de los servicios que de for-
ma general se encuentran en los portales de gobierno. Estas mejores prác-
ticas pueden ser replicadas por otras entidades e incluso a nivel nacional, 
esta idea de compartir conocimientos e información entre los estados debe 
ser una prioridad para impulsar el uso de las tic y aprovechar la experien-
cia en la implementación de servicios en línea que tengan otras entidades. 
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Conclusiones

La gestión pública en los gobiernos estatales es obsoleta para el siglo xxi.  
Este capítulo así lo ha demostrado. Con el análisis de los portales de cobro 
de servicios de los 32 portales estatales podemos concluir que los gobier-
nos estatales no utilizan la tecnología para centrar sus servicios en los 
ciudadanos, solamente para establecer un cobro de impuestos.

Una segunda conclusión es que los servicios para pago en línea aún 
son escasos. Esta investigación logró identificar solamente 23 servicios 
que se agrupan fundamentalmente en el cobro de impuestos vehiculares, 
turísticos y de algunas licencias; aún falta mucho por expandir en esta 
área. Asimismo, se puede observar que de los 31 portales estatales, sólo 
tres de ellos no presentan servicio en línea, lo que subraya la labor de los 
gobiernos estatales en cuanto al pago de servicios.

La tercera conclusión es que las cinco mejores prácticas identificadas 
en los portales de transacciones de los estados corresponden a los estados 
de Puebla, Nayarit, Jalisco, Hidalgo y Coahuila; por tanto existe una disper-
sión geográfica de la innovación y prácticamente cualquier entidad —gran-
de o pequeña— puede realizar esfuerzos para mejorar sus procesos de 
transacción.

Esta investigación intenta llenar el espacio que existe sobre estudios 
empíricos que presenten evidencia clara sobre como se están utilizando las 
tic en los gobiernos locales, en particular en el proceso de transacciones 
o cobro de impuestos. Sin duda, tiene la limitación de ser un estudio explo-
ratorio y descriptivo pero esperamos que sea utilidad para impulsar nue-
vas investigaciones en el área, en temas que quedan pendientes tales como 
profundizar en las cinco mejores prácticas identificadas y determinar los 
cambios organizacionales que se han tenido que realizar para llevarse a 
cabo; profundizar en los 23 servicios en línea identificados para determinar 
por qué algunos estados los tienen y otros no, cuáles han sido más desarro-
llados y qué tecnologías utilizan. Así como establecer una serie de reco-
mendaciones prácticas a los estados para impulsar el uso de tic en sus 
procesos de transacciones, permitiendo así una mayor transparencia y 
rendición de cuentas. 

Finalmente, estas cinco mejores prácticas que se identificaron apoyan 
la idea central del gobierno abierto, ya que contribuyen indirectamente a la 
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construcción de un gobierno abierto impulsando participación, colabora-
ción y co-producción de los ciudadanos en los servicios públicos guberna-
mentales. 

En suma, la nueva forma de administrar en el gobierno pasa necesa-
riamente por el uso de las tic, esperamos que esto se haga realidad muy 
pronto en México en beneficio de los contribuyentes. 
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Resumen

El propósito de este ensayo es la reflexión a partir de una aproximación al 
marco teórico de la Teoría de la justicia de John Rawls. La función de la 
justicia administrativa mexicana, en su ideal como fuente generadora de 
confianza, apego e identidad de los ciudadanos por el respeto y cumpli-
miento a la ley administrativa, se aplica de manera justa a las exigencias de 
los gobernados. Contexto que encuentra sustento en la reciente creación a 
nivel nacional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

El trabajo se estructura en tres apartados, primero aborda el tema de 
la justicia, posteriormente la teoría de la justicia rawlsiana y, tercero, la 
justicia administrativa en el ámbito de la Administración Pública mexicana.

La justicia en la Administración Pública

La referencia de la Administración Pública conduce a la reflexión que se 
hace sobre la actuación del Estado, a partir de la concepción que se tiene 
como un conjunto de instituciones integrado por un cúmulo de valores, los 
que mediante el poder que les ha conferido la ciudadanía de forma demo-
crática, deben dar cabal cumplimiento a la normativa jurídica, cumpliendo 
con la función de otorgar deberes y derechos a los gobernados.

El Estado como la organización social, económica y política con sobera-
nía nacional  y con la tutela del monopolio legítimo de la violencia física como 
medio de dominación, tiene la facultad de regular la vida de un territorio 
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determinado, en donde el tema del acceso a la justicia se percibe desde di-
versos enfoques que van del jurídico, económico, político y  administrativo.

La modernidad de la vida en sociedad se rige por la influencia de las 
tendencias globalizadas económicas y políticas que permean los intereses 
de los individuos, lo que provoca que busquen el reconocimiento y respe-
to de una distribución equitativa de lo justo en su vida diaria. El reconoci-
miento social de un gobierno justo que atienda a los intereses de los go-
bernados, produce en ocasiones situaciones de desconcierto por acciones 
injustas, que en el devenir social se producen constantemente, lo que de-
riva en una pugna general sobre todo de los estratos sociales más vulne-
rables, quienes reclaman acciones justas en su beneficio por parte de la 
administración que los gobierna. No es un hecho aislado que la descon-
fianza en los ciudadanos se genere por algunas actuaciones inequitativas, 
desleales y opacas del gobierno en la Administración Pública. Por lo que el 
tema de la justicia se torna conveniente para su estudio en cualquier rea-
lidad y sociedad. Bien lo menciona Bauman (2007), en su obra Tiempos lí-
quidos, que si se presenta la ausencia de la justicia, ésta obstruirá el cami-
no hacia la paz, situación que es deseable evitar en cualquier momento y 
circunstancia en la vida social. 

Ahora bien, el marco teórico, objeto de estudio de este ensayo, versa 
sobre la Teoría de la justicia del filósofo político John Rawls, que pese a ser 
un referente de los años setenta, sigue siendo un modelo de estudio vigen-
te en sociedades modernas que buscan la legitimidad del beneficio social 
y la distribución equitativa de los derechos y obligaciones de sus ciudada-
nos libres e iguales en un marco de acción de derechos humanos innega-
bles y asequibles a todos. Hecho que no escapa al contexto mexicano, 
donde el esfuerzo social de los ciudadanos por el reconocimiento y respe-
to de tales garantías es la lucha inquebrantable de ésta como de cualquier 
otra sociedad. 

No es un hecho aislado que de acuerdo a la evaluación del World Jus-
tice Project: Rule Of Law 2015, México a nivel global se situó en el lugar 79 
de 102 con un puntaje de 0.47 (el máximo es 1). A nivel regional se posi-
cionó en el lugar 14 de 19. Donde fundamentalmente se evaluaron indica-
dores sobre las percepciones ciudadanas sobre temas como derechos 
fundamentales, orden y seguridad, regulaciones gubernamentales, justicia 
civil y justicia criminal. México se ubicó por debajo de países como China, 
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República Dominicana, Ucrania, Moldava, Líbano, Belice, Vietnam, Perú, 
Colombia, India, El Salvador, Panamá, Jamaica y Marruecos, entre otros.1 

Este estudio evidenció notoriamente que la variación de índices sobre 
la justicia o igualdad dentro de la Administración Pública en una nación, 
dependerá del grado de confianza, apego y aceptación que posea la ciuda-
danía sobre su gobierno, por ello es apremiante que la acción gubernamen-
tal aventaje su labor social más allá del discurso político, y se apegue a la 
atención de las necesidades de la colectividad. 

En este sentido, el presente trabajo considera a la Teoría de la justicia 
de Rawls como sustento de la función que tiene la justicia administrativa 
como fuente generadora de confianza en la aplicación de la ley por parte 
de las instituciones de la Administración Pública. Condición respaldada por 
la reforma constitucional de mayo de 2015 que creó el Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, con el objeto de dirimir las controversias que se 
susciten entre la Administración Pública Federal y los particulares, así como 
la institución de Tribunales de Justicia Administrativa en las entidades fe-
derativas, con el objeto de dirimir las controversias entre la Administración 
Pública local y municipal y los particulares. 

Visión general de justicia

Justicia se puede concebir como un término moral y político que reclama 
una importancia universal, ocupando un lugar central en las teorías socia-
les y políticas, pues para muchos teóricos se encuentra en el centro de la 
estructura de la vida pública. Esta relevancia universal genera una diversi-
dad de análisis, ya que la justicia puede crear consensos o disensos acerca 
de qué significa nombrar a un hecho, acción o situación como justa o  
injusta.

La justicia es una preocupación constante y permanente de la condi-
ción humana, donde el concepto es visto como un valor en ocasiones difí-
cil de conseguir pero que al ser un producto del hombre, éste debe luchar 
por su procuración, siendo inherente a su dignidad y no debiendo renun-
ciar a él (Otero, 2001).

1World Justice Project: Rule of Law Index (2015), en <http://worldjusticeproject.org/rule-of-
law-index> (Último acceso: 14 de julio de 2015).
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Existe una amplia variedad de ideas que se asocian a la noción de jus-
ticia, así como el enfoque complejo con el que son percibidas, por lo que 
hace que estas diferencias valorativas sean plausibles para definir a la 
justicia. Concurre por un lado, una perspectiva que considera a la justicia 
como virtud negativa, ya que tiene que ver en gran medida con la forma en 
que las personas no deberían tratarse las unas a las otras. Existe también 
el razonamiento de quienes tienen la creencia de que la justicia es normal-
mente el lenguaje de la reclamación y la venganza. Otros juicios valorativos 
sobre la justicia la relacionan como un ingrediente del lenguaje de legitimi-
dad de un Estado para la justificación de su derecho a gobernar, mientras 
que la protección de injusticias por parte de los gobiernos es una justifica-
ción para la desobediencia civil. De igual forma se emplea el término justicia 
para expresar ideales perfeccionistas sobre las mejores formas de relacio-
nes humanas en las más deseables de las sociedades.

La idea de injusticia está relacionada con reacciones de decepción 
frente a expectativas insatisfechas. De tal manera que la justicia puede te-
ner implicaciones conservadoras en relación a que intenta mantener el 
statu quo de la sociedad en contra de instrucciones destructivas y turbu-
lentas. Por tanto, la justicia requiere mantenerse dentro de las reglas fijadas 
por las relaciones sociales establecidas, tratando a las personas conforme 
a las expectativas que han sido legitimadas por las costumbres, las conven-
ciones y las leyes (Campbell, 2002).

Enfoques más positivos apuestan por una visión en la que consideran 
a la justicia como una virtud entre otras, una virtud que podría tener que 
ceder el paso a lo que son los valores importantes y apremiantes, tales 
como la libertad o la lealtad, especialmente fuera de las esferas del derecho 
y la política, es decir con un sentido más moral.

Todo análisis de la justicia a partir de diversas ideologías o teorías, 
debe dar cuenta de la inmensa variedad y complejidad de su significado, 
aplicaciones y conexiones ideológicas que pretende mostrar una unidad de 
acuerdo a sus diferentes manifestaciones desde la perspectiva en que se 
analice. 

Como lo señala Sen (2010), la justicia no puede ser indiferente a las 
vidas que las personas pueden realmente experimentar, la importancia de 
sus existencias, expectativas y realizaciones humanas. Por lo que dicho 
concepto no consiste tan sólo en tratar de conseguir o soñar una sociedad 
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o esquemas sociales perfectamente justos, sino también en evitar la injus-
ticia manifiesta.

Se puede concluir que este término engloba de manera subjetiva los 
intereses e ideales del individuo que conforman una sociedad, los cuales 
la perciben como la igualdad en tanto cuestión individual o colectiva, la cual 
puede ligarse al derecho o a la vida política, a mantener el statu quo de los 
Estados que permitan una relación coercitiva e impositiva de reglas acep-
tadas legítimamente por el ciudadano. 

Reflexiones sobre la justicia

La complejidad que abarca el sentido que puede tener la justicia para el ser 
humano es proporcional a la misma subjetividad con que cada individuo 
forja su propia concepción de lo que es bueno o malo, de lo que es justo o 
injusto, de lo que es igual o desigual.

En este ensayo, no se pretende llegar a una unificación de terminología 
o contraponer corrientes de pensamiento, ni mucho menos confrontar 
teorías jurídicas o políticas que diluciden sobre el tema de la justicia. El 
objetivo primordial es hacer una breve representación de la significación 
de la justicia desde la visión de Rawls. 

Como se ha venido estipulando, la similitud de principios de la justicia 
con la libertad, la moral y la virtud, se basará en el desarrollo de las reflexio-
nes propias de cada individuo, quien de acuerdo a su naturaleza y las re-
laciones dentro de su entorno social, marcará su vida con el deseo de ac-
tuar subjetivamente conforme a sus principios razonables, con el objetivo 
de lograr lo que consideren ecuánime, sensato y equitativo, es decir lograr 
un ideal para alcanzar que se adecue a un ordenamiento normativo. 

El concepto de justicia es dinámico no cerrado, debido a que se en-
cuentra en constante movimiento. Puesto que su noción se hace día a día 
con el devenir histórico y social, integrado por los cambios en los gustos, 
las costumbres y modos de la sociedad, pero sobre todo con el surgimien-
to y reclamo de las necesidades que van ligadas a los cambios que sufren 
los gobernados inmersos en una existencia permeada por una economía y 
vínculos políticos, sociales y culturales globales tendientes al invariable 
cambio mundial.
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La motivación de comportarse de una manera justa, yendo más allá de 
una idea del deber ser, es el deseo de actuar del hombre en concordancia 
con principios que razonablemente no podrían ser rechazados por quienes 
buscaran un acuerdo con otros bajo condiciones libres de ventajas y des-
ventajas, negociadoras moralmente irrelevantes (Barry, 1989).

La justicia en el siglo xx

Desde la perspectiva crítica de la filosofía política de la Teoría de la justicia 
de Rawls, que se expone como el contramodelo del marco teórico del utili-
tarismo dominante en el mundo de habla inglesa, la función que tiene es 
proporcionar un fundamento de defensa para los derechos inviolables de 
cada persona.

Las actividades de la vida política en su lucha contra el capitalismo 
muestran un argumento nutrido del reclamo social ante el poder que re-
presenta el dinero, donde los funcionarios públicos serán tiranos porque 
su poder esta balanceado por el dinero y por la influencia que detentan. Es 
imperiosa la necesidad de establecer una sociedad igualitaria que requiera 
de la afirmación de los individuos para que aprendan a vivir con autonomía 
en la distribución de bienes, y que reconozcan que los resultados diferen-
tes harán justa a una sociedad. Es decir, crear la conciencia social en las 
mentes individuales sobre los significados sociales que pueden constituir 
una vida en común, tarea que lucubran los filósofos quienes escriben mo-
tivados por un respeto de los entendimientos o ideas que comparten con 
sus conciudadanos, cuyo fin último es perseguir la justicia y el fortaleci-
miento del bien común (Walzer, 1993).

En este sentido, la filosofía política, enfocada a la presencia del derecho 
racional, manifiesta un sentido de neutralidad hacia una justicia política, 
donde las leyes y las instituciones del Estado se someten a una crítica de 
carácter moral con un sentido filosófico, juzgando el alcance y los límites 
de la legitimidad del derecho y del propio Estado dentro de la búsqueda de 
lo justo (Höffe, 2003).
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 La justicia moral 

Infaliblemente el tema de la justicia remite al pensamiento antiguo de Pla-
tón y Aristóteles. República es el primer escrito que hace de la justicia un 
tema. Aristóteles en su obra Ética Nicomaquea V, parte de la concepción 
platónica para dar a la justicia un sentido político que servirá de base para 
la ciencia y la práctica del derecho. En los dos pensadores antiguos la jus-
ticia abarca un ámbito moral y de derecho donde es un areté, capacidad o 
excelencia, una virtud y su lugar está en el alma o en la ciudad concebida 
como su análogo (Poratti, 2000).

La justicia es el ideal de actuar bien y la praxis del justo compartir, 
como resultado filosófico y utópico de una concepción que se tiene del 
poder, la cual permite la distribución de los beneficios en una igualdad de 
condiciones sociales y políticas para los ciudadanos. La justicia se consi-
dera como una norma universal que prescribe el valor de la igualdad, 
asociado a un hecho político del cual obtiene su legitimidad que pese a que 
se considera como una norma o concepto, acto o procedimiento cuenta 
como un valor ético, moral, político y económico. Esta justicia siempre es 
necesaria para garantizar la igualdad y equidad de los derechos humanos 
de todos (Díaz y Márquez, 2010).

La justicia por tanto se encuentra relacionada con la igualdad y la armonía. 
Como señala Sandel (2000), se cede al equilibrio entre estas posturas lo que 
enfocan al individuo y sus relaciones entre sus pares. Existen las circuns-
tancias de la justicia que serán las condiciones que involucran la virtud de 
la justicia, es decir son las circunstancias que prevalecen en las sociedades 
humanas y que tornan posible y necesaria la cooperación social atendiendo 
a su costumbre y moral.

La Teoría de la justicia de John Rawls

En 1970 Rawls retomó en su obra la teoría del contrato social; desarrolló 
ideas clave de filósofos como Thomas Hobbes, John Locke y Jean-Jacques 
Rousseau, presentando el pensamiento del acuerdo entre ciudadanos li-
bres e iguales, sobre los términos en los que se desplegará la dinámica de 
sus relaciones sociales o políticas. 
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La teoría del contrato social propone un estado de naturaleza previo en 
donde las personas no tienen derechos ni obligaciones políticas, ya que 
llegan a un acuerdo sobre las bases para establecer un sistema social y/o 
político en el que se les reconozcan derechos y obligaciones. Este vínculo 
es usado tanto para explicar la obligación general de los ciudadanos de la 
obediencia a la ley, como para proporcionar el contenido determinado de 
derechos y obligaciones que relacionan a los miembros de una sociedad. 
El contrato sirve entonces para establecer las bases de la obligación social, 
política y jurídica, así como para justificar un conjunto particular de nor-
mas positivas sociales y económicas.

Para Rawls el mencionar el término contractualismo, significa que se 
habla de un contrato hipotético, es decir un acuerdo que se firmaría bajo 
ciertas condiciones ideales en donde se respeta la condición del individuo 
como un ser libre e igual. 

El intuicionismo y el utilitarismo,  
referentes de la Teoría de la justicia

La Teoría de la justicia surge como una alternativa propositiva frente a las 
doctrinas que dominaban la tradición filosófica del siglo xx, el intuicionis-
mo y el utilitarismo. El primero se caracterizó por afirmar la existencia de 
una pluralidad de principios de justicia capaces de entrar en conflictos 
unos con otros por lo que no se cuenta con un método idóneo para deter-
minar qué principio elegir de entre la variedad existente de opciones, por 
lo que la única elección que se tiene ante la multiplicidad de opciones es la 
que se hace de acuerdo a las intuiciones del individuo, hasta que se deter-
mine cuál es el principio que resulta más adecuado. Por otro lado, el utili-
tarismo se definió como la postura que considera a un acto correcto cuan-
do este maximiza la felicidad general, por tanto este razonamiento se 
percibe más interesante que el intuicionismo pues cuenta con un método 
apto para ordenar diferentes alternativas para la elección de la mejor op-
ción, la cual contribuye al bienestar general (Gargarella, 1999).

El utilitarismo es aquel que ve a la sociedad como un cuerpo en donde 
es posible sacrificar unas partes en virtud de las demás, por lo que tal 
operación puede tener una connotación ilegítima dado que no distingue la 
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independencia e individualidad entre las personas, lo cual puede llevar a la 
violación de algún derecho en nombre del bienestar general. Por lo tanto, 
es posible esperar que surjan situaciones en las cuales los derechos fun-
damentales de una minoría resulten conculcados en nombre de un interés 
colectivo, ya que éstos sacrificarán la satisfacción de ciertas ventajas en 
aras de un bien mayoritario (Rawls, 2002).

Es así que surge la contrarrespuesta a las ideologías intuicionista y 
utilitarista que presentó Rawls sobre el contractualismo, considerando que 
el análisis del valor de la autonomía de la persona ocupa un rol importante 
dentro del estudio de la filosofía y la política liberal, lo cual permite el estu-
dio de la justicia como el objeto primario de la estructura básica de la  
sociedad.

Aspectos distintivos de la Teoría de la justicia 

Los principios defendidos por John Rawls (1986-2002), son criterios de 
justicia que se aplican a la estructura básica de la sociedad; es decir, a la 
forma en que las instituciones sociales más importantes distribuyen los 
derechos y deberes fundamentales, los que determinan la división de las 
ventajas comunes que son resultado de una cooperación social.

Los elementos que resultan del contrato que presenta Rawls se aplican 
en sociedades que están bien ordenadas, donde impera la justicia. Una 
sociedad que se encuentra bien ordenada es aquella que orienta sus accio-
nes a promover el bienestar general, donde priman las situaciones justas, 
ya que no existen circunstancias de extrema escasez ni una abundancia de 
bienes pues las personas son más o menos iguales entre sí, en cuanto a 
sus capacidades físicas y mentales.

En cuanto a la elección de los principios de justicia que se desarrollan 
dentro de una sociedad bien organizada existen condiciones procedimen-
tales imparciales que conducen a lo que denomina el autor como un siste-
ma de justicia como equidad, en el cual se considera que los principios de 
justicia son imparciales si resultan de una elección realizada por personas 
libres, racionales y autointeresadas que se encuentran en una posición de 
igualdad.
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Desde una perspectiva de la filosofía moral se arguye la noción de la 
justicia como equidad, es decir la virtud de las instituciones sociales enten-
dida como una práctica. La actividad de estas instituciones que definen 
restricciones en cuanto a la forma en cómo las prácticas pueden especificar 
posiciones y cargos, asignando con ello poderes y responsabilidades al 
igual que derechos y deberes a los individuos. 

La idea de justicia es la representación de una virtud de las muchas 
con las que cuentan las instituciones sociales, pues éstas pueden ser anti-
cuadas, ineficientes o incluso cualquier cosa sin ser injustas, ya que dentro 
de una sociedad buena pueden existir desigualdades que uno acepta como 
justas. Todo depende de la visión con que se estructuran estos conceptos 
por parte del individuo y el valor significativo que le otorgan, es por eso 
que el sentido usual de la palabra justicia para este autor consiste en la eli-
minación de distinciones arbitrarias y el establecimiento dentro de la es-
tructura social de una práctica que produzca el equilibrio entre pretensiones 
rivales (Rawls, 1986).

El objeto de la Teoría de la justicia 

Cada persona posee una inviolabilidad fundada en la justicia que ni siquie-
ra el bienestar de la sociedad en conjunto puede atropellar, por lo que la 
justicia niega que la pérdida de la libertad para algunos se vuelva justa por 
el hecho de que un mayor bien es compartido por otros. Partiendo de esta 
aproximación el autor establece los principios de una justicia social, los 
cuales proporcionan un modo de asignar derechos y deberes de las insti-
tuciones básicas de la sociedad (entendidas como empresas cooperativas 
en las que se obtienen ventajas comunes derivadas de un conflicto de 
identidad o de interés) que son resultado de la cooperación social.

El objetivo primario que tiene la justicia para Rawls es la estructura 
básica de la sociedad, en la cual se valora la manera en que las grandes 
instituciones sociales (constitución política y las principales disposiciones 
económicas y sociales) distribuyen los derechos y deberes fundamentales, 
así como determinan la forma en que se distribuirán las ventajas de la 
cooperación social.
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Dicha estructura básica de la sociedad es un sistema público de reglas 
que definen un esquema de actividades, que conducen a los hombres a 
actuar conjuntamente con el fin de producir una suma mayor de benefi-
cios, donde al mismo tiempo se le asigna a cada individuo ciertos derechos 
reconocidos, implicando que tales reglas públicas dictarán los derechos de 
hacer del individuo.

Dicha estructura básica de la sociedad se encuentra conformada por 
hombres nacidos en posiciones sociales diferentes con expectativas de 
vida distintas determinadas tanto por el sistema político como por sus cir-
cunstancias económicas y sociales.

La posición original 

La intención que tiene la posición original es establecer un procedimiento 
equitativo donde cualesquiera que sean los procedimientos convenidos, 
sean justos para todos. La posición original se considera como el statu quo 
inicial, apropiado para asegurar que los acuerdos fundamentales alcanza-
dos en éste sean imparciales. 

Este supuesto versa sobre una posición hipotética, los grupos sociales 
son iguales ya que todos tienen los mismos derechos en el procedimiento 
para la elección de principios; en el cual cada uno puede hacer propuestas, 
proponer razones para su aceptación donde el propósito que tienen estas 
condiciones es representar la igualdad entre los individuos en tanto que 
son consideradas como personas morales que tienen una concepción de lo 
que es bueno para ellas, así como de tener la noción de un sentido de  
justicia. 

Es importante destacar el hecho de que al argumentar en favor de la 
posición original como una situación meramente hipotética, es natural el 
cuestionamiento acerca de la aplicabilidad y viabilidad de esta premisa en 
un contexto real. Sin embargo, las condiciones incorporadas en la descrip-
ción de esta posición son aquellas que el individuo acepta, o si no lo hace 
es persuadido a realizarlo mediante la reflexión filosófica (Rawls, 2002).
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El velo de la ignorancia 

Iniciando desde la posición original, las partes involucradas estarán situa-
das bajo un velo de ignorancia, ya que no saben de qué forma las diversas 
alternativas que tienen afectarán sus casos particulares. Los individuos no 
conocen ciertos tipos de hechos determinados, por lo tanto nadie conoce 
su lugar en la sociedad, posición o clase social; desconoce cuál es su suer-
te en la distribución de talentos y capacidades naturales, su inteligencia, 
fuerza, así como no tiene una concepción del bien ni de los detalles de su 
plan racional de vida. Es decir nadie conoce su situación en la sociedad ni 
sus dotes naturales, por lo tanto nadie está en posición de diseñar princi-
pios que le sean ventajosos.

Estas restricciones en la posición original le dan ventaja al individuo 
para el diseño de una teoría de la justicia, ya que el velo de la ignorancia 
hace posible la elección unánime de una determinada concepción de lo 
justo, puesto que estos límites al conocimiento representan una ventaja 
para el momento de las negociaciones en la posición inicial hipotética, 
donde se elegirán los beneficios equitativos para todos.

Por lo tanto, la ventaja que muestra este velo de ignorancia es un su-
puesto hipotético en que las partes, cuando carecen de información en 
relación a sus fines particulares tendrán el conocimiento suficiente para la 
jerarquización de las alternativas que exhiben la protección de sus liberta-
des, amplían sus oportunidades y aumentan los medios para la promoción 
de sus objetivos.

Los dos principios de la Teoría de la justicia

Estos principios se aplican a la estructura básica de la sociedad, donde ri-
gen la asignación de derechos y deberes, regulando la distribución de las 
ventajas económicas y sociales. Estableciendo que: 1) cada persona debe 
tener un derecho igual al esquema más extenso de libertades básicas que 
deberá ser compatible con un esquema semejante de libertades para los 
demás; 2) las desigualdades sociales y económicas habrán de ser confor-
madas de modo tal que se espere sean razonablemente ventajosas para 
todos.
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El principio que habla de las libertades básicas, se referirá por ejemplo 
a la libertad política, de expresión y de reunión a la libertad de conciencia 
y de pensamiento, y al derecho de libertad a la propiedad personal, entre 
otros. El segundo principio se refiere a la distribución de la riqueza y del 
ingreso, y a la formación de organizaciones que hagan uso de las diferen-
cias de la autoridad, distribuyendo el ingreso y la riqueza de una manera 
razonable y ventajosa para todos los individuos (Rawls, 2002).

Cuadro descriptivo del planteamiento de Rawls

La Teoría de la justicia

Elementos 
 distintivos 
 de la Teoría

Una sociedad 
que se en-
cuentra bien 
ordenada es 
aquella que 
orienta sus 
acciones a 
promover el 
bienestar ge-
neral, cuyo fin 
es la justicia.

La idea de jus-
ticia es la re-
presentación 
de una virtud, 
de las muchas 
con las que 
cuentan las 
instituciones 
sociales.

Se aplican 
criterios de 
justicia a la 
estructura 
básica de la 
sociedad.

Para el autor. “La jus-
ticia como equidad”, 
considera que los 
principios de justicia 
son imparciales si re-
sultan de una elec-
ción realizada por 
personas libres, ra-
cionales y autointere-
sadas y que se en-
cuen t ran  en  una 
posición de igualdad.

El objeto de la
 Teoría

El autor establece los princi-
pios de una justicia social, los 
cuales proporcionan un mo-
do de asignar derechos y de-
beres de las estructuras bási-
cas de la sociedad (entendidas 
como empresas cooperativas, 
en las que se obtienen venta-
jas comunes) resultado de la 
cooperación social.

Dicha estructura básica de la socie-
dad es un sistema público de reglas 
que definen un esquema de activi-
dades que conducen a los hombres 
a actuar conjuntamente con el fin de 
producir una suma mayor de bene-
ficios.

La estructura básica de la sociedad 
se encuentra conformada por hom-
bres nacidos en posiciones sociales 
diferentes, con expectativas de vida 
distintas determinadas tanto por el 
sistema político como por sus cir-
cunstancias económicas y sociales.
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La Teoría de la justicia

La posición 
 original

La posición original se consi-
dera como el statu quo inicial 
apropiado para asegurar que 
los acuerdos fundamentales 
alcanzados en este sean im-
parciales. 

Es natural el cuestionamiento acer-
ca de la aplicabilidad y viabilidad de 
esta premisa en un contexto real, 
sin embargo, las condiciones incor-
poradas en la descripción de esta 
posición son aquellas que el indivi-
duo acepta, o si no lo hace es per-
suadido a realizarlas mediante la 
reflexión filosófica.

Este supuesto versa sobre 
una posición hipotética, don-
de los grupos sociales son 
iguales ya que todos tienen 
los mismos derechos en el 
procedimiento para la elec-
ción de principios.

Este concepto representa la igual-
dad entre los individuos, en tanto 
que son consideradas como perso-
nas morales que tienen una concep-
ción de lo que es bueno para ellas.

El velo de la 
 ignorancia

Iniciando des-
de la posición 
original, las 
partes involu-
cradas esta-
rán situadas 
bajo un velo 
de ignorancia.

Nadie conoce 
su situación 
en la sociedad, 
ni sus dotes 
naturales, por 
lo tanto nadie 
está en posi-
ción de dise-
ñar principios 
que le sean 
ventajosos.

Estas restric-
ciones en la 
posición ori-
ginal le dan 
ventaja al in-
dividuo para 
el diseño de 
una teoría 
de la justicia.

Este aspecto hace po-
sible la elección uná-
nime de una determi-
nada concepción de 
lo justo.

Los dos 
 principios 
 de la Teoría 

Cada persona debe tener un 
derecho igual al esquema 
más extenso de libertades bá-
sicas, que deberá ser compa-
tible con un esquema seme-
jante de libertades para los 
demás.

Las desigualdades sociales y econó-
micas habrán de ser conformadas 
de modo tal que se espere sean razo-
nablemente ventajosas para todos.

La justicia administrativa en México

Intrínsecamente derivada de la concepción de la justicia de Rawls, la es-
tructura básica de la sociedad a través de las instituciones públicas obten-
drá la distribución y los beneficios de las cargas de la vida social.

La institución es entendida como el sistema público de reglas que de-
finen cargos y posiciones con sus derechos y deberes, poderes e inmuni-
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dades; estas reglas especifican acciones permisibles y prohibitivas así como 
sanciones y garantías. La institución existe en cierto tiempo y lugar deter-
minado cuando las acciones especificadas por ella se llevan a cabo confor-
me a un acuerdo público según el cual han de ser cumplidas la serie de 
reglas que definen a la misma. Dicho carácter público de las reglas de la 
institución asegura que quienes participan en ella saben las limitaciones de 
conducta que se esperan de la interacción de unos con otros, así como las 
acciones que son permisibles entre ellos.

Las reglas que son definidas por las instituciones deben ser observa-
das e interpretadas por las autoridades, de esta forma se define una admi-
nistración imparcial y congruente de las leyes e instituciones. 

La Administración Pública como el ejercicio organizado del poder ge-
nera una relación entre el gobernante y el gobernado, donde interactúan con 
apego a un marco jurídico para dar respuesta a los problemas que se van 
generando en la dinámica de la vida social. Debe ser una actividad jurídica 
que esté ceñida al Estado de derecho, en cumplimiento a la legalidad y la 
legitimidad en su actuación, alejándose de la injusticia y arbitrariedad. 

Es por ello que hablar de la Administración Pública desde el gobierno 
implica tener en consideración la salvaguarda de los derechos de los par-
ticulares impulsando normas y organismos que garanticen la seguridad y 
certidumbre de los ciudadanos ante la emisión de los propios actos del 
Estado, quien actuará como el órgano legitimador de la función de la justi-
cia administrativa.

El Estado de derecho

El Estado percibido como una entidad con personalidad jurídica propia 
organiza su gobierno delimitando competencias de acuerdo a la división de 
poderes, lo que conlleva la idea de que un poder vigile o equilibre a otro poder 
mediante un sistema de pesos y contrapesos. Otra concepción que se tiene 
de éste, es como la corporación conformada por una sociedad, dotada de 
un poder de mando originario y asentado en un territorio determinado, 
encargada de obtener sus fines, para lograr la justicia y el bien común en 
la sociedad.
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Este Estado de derecho permite a los titulares de la Administración 
Pública afectar la esfera jurídica de los gobernados con base en la ley y en 
el principio de legalidad que la norma misma le impone, absteniéndose de 
emitir actos ilegales y en el caso de haberlos cometido en contravención a 
la ley, repararlos a satisfacción del gobernado. 

El Estado de derecho actual provoca una mayor intervención del go-
bierno en las actividades administrativas realizadas por la Administración 
Pública, sin embargo, surgen eventualidades cuando a consecuencia de 
dichas actividades se lesionan los intereses de los particulares. Es así que 
tiene vigencia la justicia administrativa en el desarrollo de la sociedad  
(Molina, 2010).

De esta forma se construye el andamiaje de la justicia administrativa 
con las características de aspiraciones de autonomía e independencia como 
elementos fundamentales de un Estado de derecho, mediante un control 
jurisdiccional de la administración que tiene como fin resolver las contro-
versias, quejas o reclamaciones de los gobernados por los actos indebidos 
de la Administración Pública.

Atendiendo al segundo principio que señala Rawls en su Teoría de la 
justicia debe existir una distribución de ventajas por parte de las institucio-
nes cuando las desigualdades sociales y económicas habrán de ser confor-
madas de modo tal que sean razonablemente ventajosas para todos. Es por 
ello que los gobiernos deben establecer mejores instrumentos jurídicos 
para sujetar a la razón y a la ley, a la actividad administrativa, sin dejar de 
lado la tutela de los derechos humanos de los gobernados.

La lucha por la búsqueda de la justicia encuentra sostén en el discurso 
occidental que habla de un Estado de derecho como un cauce de expre-
sión, como un medio alegatorio para la defensa de la materialización de los 
principios constitucionales que requiere una sociedad justa. La ley es la 
concreción material de la justicia, pues si la ley sólo queda en el papel, no 
se aplicaría ni tradujera a realizaciones concretas, pues es mediante un 
orden jurídico que las sociedades conviven, y esto es posible en la medida 
en que las disposiciones de jerarquía, gobierno y Administración Pública 
se transforman en realidades tangibles para el beneficio de la colectividad 
(Molina, 2010).

La justicia como uno de los valores esenciales para los gobernados 
tiene la función primordial de garantizar la existencia de un orden para 
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mantener la paz y la armonía social, por lo que para el logro de dicho ob-
jetivo se requiere actuar dentro del marco legal en el que la actividad de las 
instituciones de la Administración Pública sean capaces de resolver los 
conflictos entre ésta y los ciudadanos de manera imparcial y confiable. 

Génesis de la justicia administrativa

La Administración Pública se especializa cada vez más en su organización, 
estructuración y modernización de sus procesos, creando, suspendiendo, 
fusionando y cambiando en todo momento sus acciones y programas; por 
lo que en este caso la función que tiene el servidor público debe sujetarse 
al orden jurídico y al Estado de derecho. Por tanto la Constitución Federal 
impone a todo servidor público que sus actos deben desarrollarse dentro 
del marco de la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, eficacia y efi-
ciencia; constriñendo que éste no sólo debe cumplir ciertos deberes con-
forme a derecho, sino que también debe tener ciertos valores que le per-
mitan que sea identificado como un ejemplo social. 

Sin embargo, existen ocasiones en que los actos de los servidores pú-
blicos pueden generar o propiciar arbitrariedades contrarias a la ley, por lo 
que la esfera del gobernado se encuentra vulnerada, colocándose en un 
estado de indefensión, es por ello que es importante contar con tribunales 
que impartan la justicia administrativa.

La sujeción de la actuación administrativa a los causes formales de un 
procedimiento responde a la necesidad de la garantía de los derechos de 
los ciudadanos, por ello que la complejidad de las funciones de la adminis-
tración se traduce en la existencia de diversas modalidades de procedi-
miento administrativo adecuadas al fin que se persigue (González, 2001).

En todo Estado de derecho debe existir la jurisdicción contenciosa 
administrativa que tenga como finalidad proteger los derechos de los ciu-
dadanos frente a los actos arbitrarios o ilegales de la Administración Pública, 
en donde se prevé que si la actuación de ésta causa daños a los particulares 
o en su patrimonio sin tener la obligación legal de soportarlo, éstos serán 
indemnizados, instituyéndose la responsabilidad patrimonial del Estado 
(Vázquez, 2010).
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La justicia administrativa es una creación jurídica que surge a finales 
del siglo xvii como resultado de la Revolución francesa para posteriormen-
te definirse como un modelo universal ineludible a lo que hoy se conoce 
como el Estado de derecho (García de Enterria, 2003).

Las bases de la justicia administrativa mexicana

Es importante contextualizar al lector en la existencia de los dos sistemas 
jurídicos contemporáneos. El primero de ellos es el romano-germánico y 
el segundo el anglosajón, derecho común o civil, los cuales son las dos 
grandes corrientes donde actualmente se desenvuelve la mayor parte del 
derecho en el mundo.

La doctrina románica atribuye a los tribunales administrativos que se 
encuentran en el ámbito del Poder Ejecutivo, el conocimiento de las contro-
versias entre la Administración Pública y los gobernados. Mientras que la 
doctrina anglosajona los ubica dentro de los tribunales ordinarios en el 
poder judicial. Ambas doctrinas poseen una fuente en común, la de la in-
terpretación del principio de la división de poderes, siendo un mecanismo 
indispensable para la solución de controversias y control del equilibrio 
dentro del estado (Robles, 2001).

En el Estado mexicano la justicia administrativa nace después de que 
se obtiene la independencia de España. En 1824 se constituye como una 
República democrática al igual que el sistema francés del cual posee cierta 
influencia, la diferencia es que el mexicano adopta el sistema republicano, 
representativo y federal mientras que el francés es un Estado centralista.

El Estado mexicano constituido como una República, evoluciona con 
las Leyes de Reforma creadas por Juárez, en las cuales establece la desa-
mortización de los bienes del clero y su separación con el Estado. Más 
adelante con la promulgación de la Constitución de 1917 surge una filoso-
fía para dejar de ser un Estado policía y convertirse en uno de participación 
social activa, implicando el crecimiento de la administración en virtud de 
que las relaciones entre los gobernados y los gobernantes se multiplican 
en los diferentes ámbitos de gobierno.

Por lo que atendiendo al párrafo anterior acaece la necesidad de esta-
blecer una serie de procesos que permitan la convivencia entre el Estado 
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y los gobernados, es decir procesos por los cuales se permitan asegurar 
dentro de estas relaciones el respeto por los derechos humanos de los 
ciudadanos. Es en las últimas décadas del siglo xx que se gesta un movi-
miento de corte político y económico que trata de modificar la estructura 
del Estado para dejar de ser paternalista, pues esta institución necesita un 
redimensionamiento que acorde a eliminar prácticas centralizadas, se vuelve 
más participativa, en donde algunas funciones que son ejercidas por éste 
puedan pasar a manos de la sociedad y al capital privado todo esto bajo el 
orden de un equilibrio de colaboración (Robles, 2001).

Atendiendo a las aristas anteriores, progresivamente acaeció la refor-
ma constitucional dada en el Artículo 116 fracción IV, hoy V, que estipula 
que los derechos de los ciudadanos deben ser protegidos frente a la Admi-
nistración Pública, en cuanto al reclamo de los gobernados. Ya que la so-
ciedad al transformar sus necesidades en prerrogativas hacia la adminis-
tración, tiene por objeto prestar los servicios públicos a la colectividad y 
atender a dichas peticiones. Al hablar de estas necesidades, entre las que 
destaca la justicia administrativa, el Estado tiene la obligación de dirimir las 
controversias legales de manera eficiente atendiendo a los parámetros de 
los artículos 17 y 116 fracción V de la Constitución Federal, a través de la 
función de los tribunales de justicia administrativa quienes gozan de plena 
autonomía y jurisdicción, quedando fuera del marco de acción del Poder 
Judicial y Legislativo.

De acuerdo a la doctrina románica y a la anglosajona, cada una mane-
ja su postura doctrinal y constitucional sobre la pertenencia de la justicia 
administrativa al Poder Ejecutivo. En cuanto a la románica encuadra a los 
tribunales contenciosos administrativos dentro del marco formal del Poder 
Ejecutivo, pues sostiene que la justicia administrativa impide al Poder Ju-
dicial inferir en los asuntos de la Administración Pública y que no le corres-
ponde el conocimiento de dichas cuestiones. Mientras que la doctrina an-
glosajona atribuye a los tribunales ordinarios del Poder Judicial conocer de 
los actos administrativos del poder público que surgen con motivo de la 
aplicación de la ley, por lo que a la Administración Pública no le correspon-
de juzgar en ningún caso. Sin embargo, las dos corrientes tienen una fuen-
te en común que es la interpretación de la división de poderes, que impri-
men la importancia de aplicar la justicia administrativa al gobernado 
mediante el equilibrio que existe entre los poderes del Estado. 
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La justicia administrativa se adoptó y adaptó al escenario mexicano con 
base al sistema francés, adecuándose al contexto actual del país de acuerdo 
a lo establecido en los artículos 73 fracción XXIX inciso H; 104, fracción I, 
y 116 fracción V de la Constitución Federal.

Creación del Tribunal Federal de Justicia Administrativa

La creación de un esquema de justicia a cargo del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, se instaura como un medio de control legal dotado de plena 
autonomía para dictar sus fallos. La ley establecerá su organización, funciona-
miento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones.

La justicia administrativa tiene sustento legal en el decreto por el que 
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de combate a la 
corrupción. Particularmente en la reforma del Artículo 73 constitucional 
fracción XXIX-H, que se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 27 de 
mayo de 2015 que a la letra señala.2

 
Artículo 73. El Congreso tiene facultad:
I a XXIX-G…

XXIX-H. Para expedir la ley que instituya el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, y que 
establezca su organización, su funcionamiento y los recursos para impug-
nar sus resoluciones.
El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las controversias que se susciten 
entre la Administración Pública federal y los particulares.
Asimismo, será el órgano competente para imponer las sanciones a los 
servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley 
determine como graves y a los particulares que participen en actos vincu-
lados con dichas responsabilidades, así como fincar a los responsables el 
pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los 
daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al patrimo-
nio de los entes públicos federales.

2Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos http://www.diputados.gob.mx/
LeyesBiblio/htm/1.htm (Último acceso: 15 de julio de 2015).
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El Tribunal funcionará en Pleno o en Salas Regionales. La Sala Superior del 
Tribunal se compondrá de dieciséis magistrados y actuará en Pleno o en 
Secciones, de las cuales a una corresponderá la resolución de los procedi-
mientos a que se refiere el párrafo tercero de la presente fracción. Los 
magistrados de la Sala Superior serán designados por el presidente de la 
República y ratificados por el voto de las dos terceras partes de los miem-
bros presentes del Senado de la República o, en sus recesos, por la Comi-
sión Permanente. Durarán en su encargo quince años improrrogables.

En la actualidad, la trascendencia de la actividad jurisdiccional admi-
nistrativa es de vital importancia como la de otras ramas donde se imparte 
justicia, sin embargo, en este rubro se revisan, analizan y resuelven los 
actos del Poder Ejecutivo, de las autoridades municipales y de los organis-
mos descentralizados en contra de los particulares. Lo que significa que 
por una parte existe el poder público con toda la fuerza institucional que se 
deriva de las atribuciones constitucionales que tiene y por otro lado está el 
particular agraviado que no tiene más poder que hacer valer el respeto y 
la salvaguarda de sus derechos fundamentales, reclamados a través del 
Tribunal Contencioso Administrativo. Es en esta etapa donde este órgano 
tiene la facultad de aplicar el derecho y hacer prevalecer el imperio de la 
ley y de la justicia, establece el equilibrio entre las partes y decide sobre a 
quien le asiste la razón conforme al principio de legalidad (Rivera, 2006). 

Con base en el segundo principio de la teoría de Rawls, la distribución 
de las cargas, derechos y el beneficio social, se forjará en favor de los ciu-
dadanos que buscan que prime lo justo, a través de los principios que le 
sean ventajosos a todos. Sin embargo, existen ocasiones en las que los 
gobernados han visto transgredidos sus derechos por actos arbitrarios 
cometidos por las autoridades de la Administración Pública, por lo que se 
pretende generar la confianza que como individuos libres e interesados en 
los asuntos del colectivo social pretenden que las acciones públicas sean 
equitativas, racionales y neutrales en la aplicación de las leyes que rigen al 
estado y a su gobierno. Por ello se da pauta a la creación del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa como órgano autónomo de la Administra-
ción Pública encargado de legitimar el respeto de la distribución de las 
ventajas sociales para los individuos de la cual habla la Teoría de la justicia, 
en este caso vigilará el respeto de las garantías de los ciudadanos, y resol-
verá las controversias que se creen entre la ciudadanía y las autoridades 
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administrativas, evitando en todo momento que resulten perjudicados los 
derechos y los beneficios sociales por los actos arbitrarios e insidiosos que 
cometan los servidores públicos en perjuicio de la sociedad. 

Conclusiones

El discurso reiterado sobre la igualdad de los derechos y la atención a la 
vulnerabilidad de los gobernados ante las arbitrariedades en que incurre 
la Administración Pública mediante su actuar, motiva el desconcierto y 
desconfianza social en la justa y pronta aplicación de la justicia. 

Acorde a la teoría de Rawls, dentro de una sociedad bien organizada, 
con individuos autointeresados y organizados en una cooperación social 
éstos tienen la posibilidad de obtener derechos y ventajas sociales por su 
condición de administrados dentro de un sistema de reglas y valores, los 
cuales previamente han sido aceptados por el libre albedrío. 

Siguiendo la tesitura del pensamiento de Rawls, en las sociedades ac-
tuales que se rigen por sistemas democráticos de gobierno, los ciudadanos 
eligen la forma de administración con la cual van a regir y legitimar su vida 
política y social. A partir de esta idea nace la imperiosa necesidad de una 
justificada dirección del Estado en sus actuaciones, en su rendición de 
cuentas y la transparencia gubernamental con la que se conduzcan hacia 
los gobernados, para fundamentalmente guardar el respeto esencial a los 
derechos humanos universales.

Entorno que no escapa al escenario mexicano, que muestra puntos 
débiles en algunos indicadores revelados por el World Justice Project a tra-
vés de su Open Government Index 2015, que posicionó a México en el lugar 
42 de 102 países que participaron, obteniendo una calificación de .56/100, 
evidenciando que los ciudadanos con respecto a la aprobación de leyes e 
información gubernamental, al derecho a la información y a la participa-
ción ciudadana se encuentran a la mitad de la media, lo que quiere decir 
que en opiniones encontradas, los ciudadanos disienten en que existen 
deficiencias en el gobierno mexicano. En cuanto a los mecanismos de que-
jas sólo el 36 por ciento de los habitantes consideran buenas las medidas 
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con las que la Administración mexicana maneja las inconformidades reci-
bidas en contra de los funcionarios locales.3

El gobierno mexicano cuenta con mecanismos de control y aplicación 
de justicia en las controversias que se suscitan entre los órganos de la 
Administración Pública y los ciudadanos en la transgresión de sus derechos 
por conflicto de actuaciones, por ello, el papel preponderante que expone 
la justicia administrativa es la solución de tales controversias, cuya finalidad 
es el respeto de las garantías de los gobernados, además del apremiante 
requerimiento de generar el respeto, la confianza e inclinación de los gober-
nados por la valía de los principios de la justicia, la equidad, la igualdad y el 
respeto de la ley en las funciones y las instituciones de la administración 
pública.

La falta de credibilidad en las acciones y obras de la Administración 
Pública así como la manera en que aplican y justifican el uso de la ley ge-
nera en el ciudadano desconfianza y falta de certeza en la veracidad y legi-
timidad de sus funciones. Con la instauración de un órgano de control 
dependiente del Poder Ejecutivo, el Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa a través de sus determinaciones buscará resarcir los derechos de 
los ciudadanos quienes, presenten algún conflicto legal con un órgano de la 
Administración Pública ya sea federal o estatal. 

La disposición de la atención a los cambios sociales que apremian a la 
evolución de una sociedad más consciente y afanada por el valor del res-
peto a los derechos de los ciudadanos, legitima, garantiza y acierta la rele-
vancia constitucional de la aprobación a la modificación de la fracción 
XXIX-H del Artículo 73 constitucional, que da pauta a la expedición de leyes 
que instituyan el Tribunal Federal de Justicia Administrativa a nivel federal 
y estatal, dotando a esta figura de plena autonomía para dictar sus fallos, 
estableciendo normas para su organización y funcionamiento, así como los 
procedimientos y los recursos contra sus resoluciones.

La situación del contexto mexicano donde los derechos de los gober-
nados se ven quebrantados por actos administrativos requiere del sentido 
de la justicia administrativa, que como una virtud altiva y diligente de las 
instituciones de la Administración Pública, vigilará las relaciones y el modo 
de actuar de los gobernantes y gobernados en unidad y equidad.

3World Justice Project: Open Government Index (2015) <http://worldjusticeproject.org/
open-government-index> (Último acceso: 28 de julio de 2015).
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Resumen

El tema de la seguridad se ha convertido en las últimas tres décadas en una 
de las principales preocupaciones sociales en México. El incremento en los 
niveles de delincuencia, la percepción de inseguridad y el temor ciudadano 
cuando se combinan con la problemática social que se presenta hoy en día 
en nuestro país genera desconfianza en las instituciones y produce una 
sociedad cada vez más vulnerable.

El problema se vuelve más complejo al observar que el incremento de 
los delitos del fuero federal ha potencializado de manera inquietante los 
delitos del fuero común, generando un efecto de espejo en el cual la delin-
cuencia común se ha vuelto un reflejo cada vez más claro y nítido de la 
delincuencia organizada.

Introducción

Más allá de su impacto en el desarrollo económico, la violencia social y la 
organizada afectan el tejido social. Esta violencia provoca en los ciudada-
nos sentimientos de incertidumbre e inseguridad, quienes ante la sensa-
ción de amenaza buscan protección y seguridad por parte del Estado, pero 
cuando éste se muestra incapaz de solucionar esta problemática, la socie-
dad cuestiona su legitimidad y se pueden presentar acciones que debiliten 
la ya frágil institucionalidad democrática (Nateras, 2014).

La agenda en materia de seguridad pública en México: 
perspectivas a nivel federal, estatal y municipal

Martha Elisa Nateras González
Bernardo Aguilar Rodríguez
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La seguridad es uno de los principales generadores de confianza entre 
la ciudadanía y el gobierno, pues cuando ésta aumenta la credibilidad del 
Estado aumenta y aunque esto no es automático, es posible que estimule la 
participación de la ciudadanía en la vida pública y en la elaboración de polí-
ticas públicas, mejorando las relaciones entre éstos, lo cual impacta de 
manera positiva en el tejido social y en la recuperación de espacios públi-
cos, además de que la participación legitima a las instituciones. De manera 
contraria, cuando la sensación es de inseguridad, la ciudadanía desconfía 
de las autoridades, generándose una actitud de apatía por parte de la so-
ciedad que no está dispuesta a cooperar en la búsqueda de soluciones 
contra la violencia y la delincuencia, impactando en la pérdida de legitimi-
dad de las instituciones.

Como lo demuestran las estadísticas más recientes,1 el clima de violen-
cia que hoy prevalece en nuestro país es el resultado del incremento de la 
delincuencia común y la organizada y no por motivaciones políticas, ni se 
produce en un contexto de guerra como en el caso de otras naciones, lo 
cual es bastante preocupante. En ese sentido, es pertinente indagar algu-
nas de las causas que han ido deteriorando la seguridad en el país, las 
entidades federativas y los municipios, lo cual ha vuelto vulnerable al ciu-
dadano en casi todos los ámbitos de la vida cotidiana, principalmente en 
los entornos más inmediatos a él. A manera de ejemplo y como un referen-
te para futuras investigaciones, el presente capítulo pretende mostrar líneas 
explicativas del fenómeno de inseguridad en México, aterrizando en un caso 
local concreto para apreciar la dinámica que han seguido, por un lado, las 
olas de violencia y falta de seguridad y, por el otro, las respuestas de los 
gobiernos a este problema en sus diferentes campos de responsabilidad.

Para ello, el documento se organiza en tres partes: en la primera pre-
sentamos un bosquejo de la situación prevaleciente a nivel federal y como 

1En obvio de espacio sólo mencionamos como referentes las Encuestas Nacionales de 
Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (envipe) que han sido levantadas por el 
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (inegi) desde el año 2011. Dicho 
ejercicio ahonda en las causas subjetivas del sentimiento de inseguridad que se presenta en 
diferentes puntos del país. Sumado a ellas, el Instituto para la Seguridad y Democracia (insyde) 
también ha realizado seguimientos puntuales de los índices delictivos, contrastando la infor-
mación oficial con reportes de organizaciones de la sociedad civil. Otra fuente de información 
de primera mano la constituyen los reportes del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, que acumula y da cuenta de las tendencias delictivas desagregadas por 
nivel federal, estatal y municipal. 
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se ha articulado la agenda de seguridad en el país. En un segundo momento, 
analizamos el Estado de México —como marco referencial— para indagar 
cómo conceptualiza el problema de inseguridad, distinguiendo semejanzas 
o diferencias con lo generado por el gobierno de la República. Finalmente, 
abordamos al municipio de Toluca como caso de estudio y del cual habre-
mos de decantar algunas conclusiones generales a manera de balance de 
lo hecho en esta materia en los últimos años. 

La agenda de seguridad en México

Abordar la articulación de un concepto polisémico2 como el de seguridad 
(y por oposición el de inseguridad) implica un esfuerzo por delimitar con 
precisión cuáles son las aristas teóricas o empíricas sobre las cuales gira 
el entendimiento del mismo. Para efecto de este trabajo, consideramos 
inicialmente a la inseguridad en el mismo sentido que Allison Rowland 
quien la concibe como “la sensación de relativa vulnerabilidad que enfren-
tan los ciudadanos mientras cumplen con sus actividades cotidianas” 
(2007: 345). Esta noción permite identificar al conjunto de individuos sobre 
los cuales el Estado, en tanto ente político soberano ejerce no sólo posibi-
lidades de control sino también de condiciones en las que el sujeto puede 
reducir los riesgos en el desarrollo de sus interacciones sociales.

 En efecto, una de las principales funciones del Estado es la de preser-
var la seguridad de los miembros de la sociedad y la de sus bienes; por 
tanto, está obligado a generar las condiciones necesarias para que el indi-

2Al respecto, cabe mencionar que es frecuente encontrar en la literatura sobre el tema 
diversas definiciones y dimensiones sobre lo que se entiende por seguridad/inseguridad, 
(tales como seguridad pública, seguridad ciudadana, entre otros) lo que conlleva a mirar el 
fenómeno desde un abanico amplio de caracterizaciones que, dependiendo del enfoque, ofre-
cen alternativas distintas para una acción gubernamental concreta. Por ejemplo, en la última 
década la Organización de las Naciones Unidas ha promovido el término de seguridad huma-
na que subraya “el derecho de las personas a vivir en libertad y con dignidad, libres de po-
breza y la desesperación […] a disponer de iguales oportunidades para disfrutar de todos sus 
derechos y a desarrollar plenamente su potencial humano” (onu, 2005). Esta propuesta am-
plía las obligaciones estatales respecto de la seguridad de los ciudadanos, alejándose por 
completo de aquella que entiende la seguridad como el conjunto de condiciones mínimas 
posibles para prevenir los riesgos a la integridad física y patrimonial del individuo que es, en 
esencia, el concepto que alimenta la discusión de este capítulo. Valga esta aclaración para 
descartar cualquier otro acercamiento al término aquí utilizado.
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viduo pueda estar seguro de que sus libertades y derechos estarán salva-
guardados por la autoridad. Al no contar con garantías de seguridad y 
ante la existencia de un ambiente de inseguridad la sociedad se encuentra 
en situación de vulnerabilidad, surgiendo un escenario de temor y tensión 
que modifica las pautas de comportamiento, provocando un proceso de 
descomposición del tejido social (Nateras, 2014).

Para que el Estado pueda ofrecer seguridad a la ciudadanía debe dise-
ñar estrategias a un nivel macro que impacten en la totalidad del territorio, 
pero sin perder de vista las particularidades locales o regionales. Asimismo, 
debe atender tanto a la delincuencia común como a la delincuencia organi-
zada, ya que de sólo enfocar su atención en una, corre el riesgo de que se 
incremente aquella que descuidó. Por tanto, se requiere de políticas inte-
grales que entiendan el problema en su exacta dimensión. Al respecto, es 
necesario señalar que la agenda de seguridad en nuestro país obedece a la 
dinámica internacional, es decir, las políticas de combate a la violencia y la de-
lincuencia parten de lineamientos establecidos por algunos organismos 
internacionales como la Organización de las Naciones Unidas (onu).

En este sentido, desde 1955 se han celebrado congresos quinquenales 
por parte de la onu encaminados al análisis de las causas del delito, así 
como posibles acciones para su prevención. No obstante, es hasta el Sexto 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento 
del Delincuente, celebrado en Caracas, Venezuela, en 1980, cuando se re-
conoce que la prevención del delito debe basarse en las circunstancias 
sociales, culturales, políticas y económicas de los países (unodc, 2010).

Ya en el Séptimo Congreso, celebrado en Milán, Italia, en 1985, se re-
conoce que el delito es una inquietud a nivel mundial y que estaba obstacu-
lizando el desarrollo político, económico, social y cultural de las personas; 
además de amenazar los derechos humanos, las libertades fundamentales, 
la paz, la estabilidad y la seguridad. En esta reunión se aprobó el Plan de 
Acción Milán,3 en este documento se recomienda a las Naciones Unidas en 
su calidad de foro universal desarrollar acciones conjuntas contra el terro-
rismo, el tráfico de drogas ilícitas y la delincuencia organizada (unodc, 2010).

3El Plan de Acción Milán establece la obligación de los gobiernos a conceder alta prioridad 
a la prevención del delito y la justicia penal mediante, entre otras cosas, el fortalecimiento de 
los mecanismos nacionales de prevención del delito y la asignación de recursos adecuados 
(unodc, 2010).
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En 2005, en el 11º Congreso se aprobó la Declaración de Bangkok, un 
documento político crucial en el que se establecen los fundamentos de la 
coordinación y cooperación internacionales con miras a prevenir y comba-
tir la delincuencia y se distribuyen directrices para fortalecer esa coordina-
ción y cooperación.

En el 12º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Deli-
to y Justicia Penal, que se desarrolló en Salvador de Bahía, Brasil, en 2010, 
el tema fue estrategias amplias ante problemas globales: los sistemas de 
prevención del delito y justicia penal, y su desarrollo en un mundo en evo-
lución. En esta reunión se destacó la necesidad de un enfoque holístico con 
el fin de reforzar la capacidad de los sistemas de justicia penal en la lucha 
contra el delito, y se determinaron los medios para prevenir y controlar las 
nuevas formas de delincuencia en todo el mundo.4

En este tenor y siguiendo los lineamientos internacionales en materia 
de seguridad y prevención del delito, el gobierno mexicano en el año 2009 
promulgó la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública (lgsnsp) 
con la cual se reorientaron las estrategias encaminadas a disminuir la in-
seguridad y las atribuciones conferidas a los diferentes niveles de gobierno,5 
asimismo, en esta Ley se especifica que se entiende por prevención social 
de la violencia y la delincuencia.6 

Atendiendo los criterios de coordinación y cooperación, esta Ley orde-
na que la seguridad pública deberá proveerse de manera concurrente y 

4En el 13º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, 
celebrado en Qatar en abril de 2015, se exploró la mejor manera de integrar la prevención del 
delito y la justicia penal en una agenda más amplia de las Naciones Unidas. El Congreso se 
centró en los vínculos entre la seguridad, la justicia y el Estado de derecho, y en el logro de 
un mundo mejor y más equitativo.

5En comunión con lo que establece el Artículo 21 de la Constitución de los Estados Unidos 
Mexicanos la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública (lgsnsp) en su Artículo 2º 
establece que la seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los esta-
dos y los municipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos de las personas, 
así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos y comprende la prevención especial y 
general de los delitos, la investigación para hacerla efectiva, la sanción de las infracciones adminis-
trativas, así como la  investigación y la persecución de los delitos y la reinserción social del  
individuo.

6La prevención social de la violencia y la delincuencia es definida en Ley General para la 
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia como el conjunto de políticas públicas, 
programas y acciones orientadas a reducir factores de riesgo que favorezcan la generación 
de violencia y delincuencia, así como a combatir las distintas causas y factores que la generan 
(lgpsvd, 2012).
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coordinada por la Federación, las entidades federativas y los municipios. 
En este sentido, el Artículo 20 de este ordeamiento jurídico delega la respon-
sabilidad al Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciuda-
dana de proponer los lineamientos para el diseño de estrategias y mecanismos 
de coordinación entre entidades de la Administración Pública federal, las 
entidades federativas y municipios, organizaciones civiles y ciudadanos 
para la prevención social del delito, en el marco de operación y atribucio-
nes que la ley define para el Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Para fortalecer el Sistema Nacional de Seguridad Pública, el 26 de enero 
de 2011, se publicaron los Lineamientos de la Política de Prevención Social de 
la Violencia, la Delincuencia y la Participación Ciudadana,7 en donde se 
pone énfasis en la prevención social basada en la participación ciudadana, 
partiendo de la idea de que los fenómenos delictivos no son hechos aisla-
dos, sino que se dan en contextos permeados por una problemática social 
y económica específicas.

Pese a lo anterior, los diferentes gobiernos federales han impreso un 
sello característico en la manera de atender el problema de inseguridad, al 
pasar del modelo de seguridad pública con un enfoque policiaco y punitivo 
al de seguridad ciudadana que apuesta más por la intervención del ciuda-
dano en la elaboración de políticas tendentes a garantizar los mínimos de 
seguridad. Sin embargo, como es bien sabido, los resultados de tal estrate-
gia —marcadamente la del gobierno de Felipe Calderón y su lucha contra 
la delincuencia— provocaron un incremento más que la disminución del 
delito, sobre todo de aquellos del fuero común (véase gráfica 1). 

Ante esta panorámica, la actual administración federal pretende dar un 
giro a la política de prevención de la violencia y la delincuencia; empero, 
los cambios no han sido sustanciales pues sólo se hicieron algunas ade-
cuaciones al marco legal e institucional. El primero fue el acuerdo  
12/II-SE/2012 del 10 de enero de 2013, en el que se establece la creación 
de un sistema de coordinación, cooperación y corresponsabilidad entre los 
tres órdenes de gobierno; así como la presentación, en febrero del mismo 
año, de las bases para el Programa Nacional de Prevención Social de la 
Violencia y la Delincuencia (pnpsvd) y la instalación de la Comisión Interse-
cretarial para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia.

7Estos lineamientos establecen como ejes transversales promover la cultura de paz, lega-
lidad, respeto a los derechos humanos, participación ciudadana y una vida libre de violencia.
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Gráfica 1
Incidencia delictiva en el sexenio de Felipe Calderón
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Fuente: Elaboración propia con base en información del secretariado ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública.

El segundo cambio es la creación de el Programa Nacional para la Pre-
vención Social de la Violencia y la Delincuencia en abril de 2014, en el que 
se establece como estrategia principal la prevención social del delito.8 Sus 
principales acciones estratégicas incluyen la recuperación de espacios 
públicos, investigaciones criminológicas, el empoderamiento ciudadano, la 
localización de los factores de riesgo, la reinserción social, la aplicación de 
un sistema de justicia restaurativa, el involucramiento de los jóvenes como 
agentes de cambio y la disminución de las violencias (véase imagen 1).

Como se puede observar, el marco normativo establece las reglas que 
deberán guiar la acción y actuación de los actores involucrados en la pre-
vención del delito, sin soslayar la dimensión institucional y la estructura 
político-administrativa que son fundamentales en el diseño de las políticas 
y estrategias de seguridad, pues son las encargadas de generar las estrate-
gias y diseñar las políticas para desarrollar esta tarea. 

8Las acciones de este programa están orientadas principalmente a las juventudes, muje-
res y grupos en condiciones de vulnerabilidad. Sus objetivos son: generar convivencia, cohe-
sión comunitaria y participación ciudadana; una cultura ciudadana y cultura de la legalidad; 
cultura de paz y urbanismo social. Sus ámbitos de prevención son: familiar, escolar y comu-
nitario. Sus tipos de prevención son: social, comunitaria, situacional, psicosocial y una policía 
orientada a la comunidad.
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Imagen 1
Fundamento jurídico – Institucional del pnpsvd
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Fuente: Taller “Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia”, Secretaría de Gobernación.  
Disponible en: <http://www.paraosc.segob.gob.mx/work/models/PARAOSC/Resource/127/1/ima-
ges/2_%20Antonio%20Del%20Pozo(1).pdf> (Último acceso: 5 de agosto de 2015).

La descripción previa sobre cómo se ha delineado la agenda de segu-
ridad a nivel federal permite un acercamiento a lo que ocurre en las enti-
dades federativas. Como se señaló al inicio de este capítulo, abordaremos 
el caso del Estado de México como uno de los referentes más importantes 
no sólo por su posición política y económica, sino también por las dinámi-
cas demográficas que tienen vinculación con las tasas de incidencia delic-
tiva. Además, dado que el municipio objeto de estudio —Toluca— es capital 
de este estado, resulta atractivo observar un mismo problema desde dos 
dimensiones diferentes lo cual servirá para apuntalar algunas de las re-
flexiones que se verterán al final de este texto.
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La seguridad en el Estado de México: tarea pendiente

Como parte de esta revisión a las estrategias de seguridad implementadas 
en los últimos años, vale la pena acercarse a lo realizado en la entidad 
mexiquense sobre todo porque es un referente indiscutible del gran crisol 
de problemas que enfrenta la población respecto a la inseguridad.9 Por un 
lado, y como se ha visto recientemente, el Estado de México atraviesa por 
una crisis gradual de violencia y falta de seguridad. Los lamentables acon-
tecimientos de Tlatlaya, por ejemplo, marcaron un parteaguas indiscutible 
respecto de la forma en como se vive este fenómeno en la entidad. 

En ese sentido, aunque se trató de un suceso aislado y extraordinario, 
persistieron las mismas respuestas gubernamentales para tratar el conflicto: 
el envío de más elementos policiacos o militares a la zona, algunas acciones 
judiciales en contra de varios de los involucrados y la promesa oficial de 
realizar investigaciones a profundidad. No obstante, pareciera como si la 
solución fuese la misma para todos los problemas. Por ejemplo, para aten-
der los delitos que se estaban presentando con frecuencia en el transporte 
público, la respuesta del gobierno estatal fue el diseño del Plan tres (Trans-
porte Estatal Seguro), el cual consiste en la revisión aleatoria de unidades 
de camiones públicos por parte de miembros de la policía estatal con el fin de 
detectar o inhibir la presencia de delincuentes que asaltan —a veces con 
exceso de violencia— a los usuarios de dichos medios de transporte.10 

La singular política impulsada vehemente por la estructura guberna-
mental no ha sido la respuesta que el ciudadano esperaba; aún más, en 
estricto sentido, se trata de un paliativo que pretende atender de manera 
superficial un problema con profundas raíces estructurales. Un análisis a 
dicha estrategia demuestra que no hubo un diseño atinado o siquiera una 

9Numerosos son los casos de violaciones, ejecuciones, asaltos, entre otros ilícitos, de los 
cuales la prensa local y nacional dan cuenta cotidianamente. Debido a que no es objeto de 
este capítulo ahondar en cada uno de ellos, se deja constancia de la existencia de estos pro-
blemas a manera de contexto general que será aterrizado particularmente en el municipio de 
Toluca. 

10Vale la pena señalar que al momento de elaborar este capítulo no se había publicado en 
los órganos de difusión oficiales el documento que presentaba formalmente el Plan tres. Se 
ubicaron diferentes fuentes en medios de comunicación electrónicos (portales de diarios o 
revistas) aludiendo únicamente a declaraciones hechas por el gobernador Eruviel Ávila Ville-
gas. Esta peculiaridad refuerza la tesis de que se trata de una estrategia que no está susten-
tada como política pública y que, al menos a nivel estatal, se carece de una agenda seria para 
tratar el problema de inseguridad.  
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aproximación a la configuración real de la problemática; en todo caso, des-
de la Comisión Estatal de Seguridad Ciudadana (cesc) se pretendió imple-
mentar un recurso raquítico de prevención sin pleno conocimiento de las 
causas que detonan el alza en la incidencia delictiva bajo esta modalidad.

Los dos casos anteriores dan cuenta de que en el marco funcional 
operativo no ha habido cambios sustanciales dentro de la agenda de segu-
ridad estatal. Si bien se han tratado de buscar nuevos canales para atender 
las problemáticas, difícilmente se puede hablar de modificaciones que de-
muestren una comprensión más holística de la situación como establece la 
onu. Esto pudiera indicar en palabras de Aguilar (2013), que las respuestas 
gubernamentales conducen a la administración de la inseguridad más que al 
combate frontal de la misma. En ese sentido, vale la pena subrayar que la 
administración 2011-2017, en el Plan Estatal de Desarrollo manifestó su 
preocupación por articular estrategias incluyentes que permitieran el de-
sarrollo de nuevas herramientas que tendieran a brindar mayores garan-
tías de seguridad para los ciudadanos;11 sin embargo, a cuatro años de 
haberse iniciado esta gestión parece que no hay progresos que acrediten 
cambios significativos.

Por tanto, es posible afirmar que en esta materia la agenda estatal se 
ha ido construyendo con base en elementos tradicionales de respuesta al 
problema de la inseguridad, lo cual implica poco avance para garantizar 
soluciones de fondo. Ello se agrava cuando a nivel institucional la depen-
dencia responsable de atender este tema no cuenta con la fortaleza sufi-
ciente para realizar sus acciones. Resulta ilustrativo de lo anterior el hecho 
que durante esta administración se haya dado el cambio de denominación, 
atribuciones y funciones a la dependencia de lo que el sexenio anterior se 
conoció como Agencia de Seguridad Estatal (ase) para transformarse en la 
Secretaría de Seguridad Ciudadana (ssc),12 y que apenas tres años después 

11Basta revisar el citado Plan en el apartado “Sociedad protegida” el cual detalla que des-
de la percepción gubernamental, que el problema de inseguridad se debe atacar atendiendo 
a tres ejes: el combate a las causas del delito, la disuasión del mismo y la percepción ciuda-
dana de la mejora de inseguridad y delincuencia. Es sobre estos tres rubros que se intentó 
construir la política de seguridad, aunque a lo largo de los últimos años se ha evidenciado que 
las respuestas han sido, en su mayoría, paliativos de corto plazo que no redundan en una 
sensible mejoría frente a este problema y la estrategia sigue siendo un asunto de policías y 
ladrones. 

12Decreto No. 359 de la H. LVII Legislatura del Estado de México, publicado en el Perió-
dico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México Gaceta del Gobierno el 18 de  
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de ello se diera otro cambio normativo para dar origen a la Comisión Esta-
tal de Seguridad Ciudadana13 (cesc). Al respecto, vale la pena hacer un 
análisis de las implicaciones de estos avatares institucionales. 

En primer lugar, no es ajeno que a la entrada de nuevas administracio-
nes se realicen modificaciones en la estructura de gobierno; en este caso, 
en un tema tan sensible como lo es la seguridad pública, el que se le haya 
otorgado el nivel de Secretaría de Estado a un organismo desconcentrado 
podría haber indicado que se le daba mayor importancia y un amplio mar-
gen de actuación a la nueva dependencia. Este avance se vio opacado en 
el 2014 cuando la ssc volvió a ser un órgano sin patrimonio propio ni au-
tonomía técnica o financiera al quedar supeditada a la Secretaría General 
de Gobierno. Se trata de un asunto de relevancia pues pareciera sugerir 
que la atención del problema de inseguridad es uno de los asuntos que 
debe resolver el responsable de la política interna del Estado de México. 

En ese sentido, los cambios normativos14 tienen un impacto negativo 
en la conducción de las políticas de seguridad pues no hay continuidad en 
la ruta crítica inicialmente diseñada, aunque programática y presupuestal-
mente que las variaciones sean mínimas. Si a ello se suman los constantes 
relevos en la titularidad de la dependencia se podrá constatar la interrupción 
o improvisación en la toma de decisiones, lo que al parecer es el sello distin-
tivo con el que se ha construido la agenda de seguridad en esta entidad.15

En segundo término, las modificaciones hechas sobre la marcha a la 
estrategia de seguridad estatal fueron aparejadas con la entrada en vigor de 

octubre de 2011, con el cual se reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de México, como dependencia auxiliar del 
Poder Ejecutivo del Estado de México.

13Decreto No. 361 de la H. LVIII Legislatura del Estado de México, publicado en el Perió-
dico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México, Gaceta del Gobierno, en fecha 17 
de diciembre de 2014, como órgano desconcentrado de la Secretaría General de Gobierno.

14En el caso del Estado de México, el principal ordenamiento en esta materia lo encon-
tramos en los artículos 86 y 86 bis de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
México, así como en la Ley de Seguridad del Estado de México, que se promulgó el 19 de octubre 
de 2011. En esta normatividad se establece como concepto central la Seguridad Ciudadana y 
coloca como eje de su atención a la persona, asegurando el ejercicio de su ciudadanía, sus 
libertades y derechos fundamentales. 

15Al momento de redactar estas líneas ya se habían presentado cuatro movimientos: la 
salida de Salvador Neme Sastré a la entonces Secretaría de Seguridad Ciudadana en agosto 
de 2013; en su lugar fue nombrada Rocío Alonso Ríos quien renunció en abril de 2014, sien-
do sustituida por Damián Canales Mena dejando el cargo en junio de 2015 y reemplazado por 
Eduardo Valiente Hernández. 
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nuevos métodos para combatir delitos del fuero federal impulsadas desde 
el gobierno de la República,16 con lo cual se puede decir que el curso de las 
políticas locales está marcadamente supeditado a lo que se propone en el 
ámbito nacional, dejando de lado el análisis de los fenómenos delictivos en 
regiones focalizadas del Estado, mismas que no comparten las dinámicas 
de los delitos de alto impacto. 

Finalmente, es de resaltar que los esfuerzos gubernamentales por me-
jorar tanto los índices de seguridad como la percepción de inseguridad han 
dado magros resultados pese a que anualmente hay incrementos conside-
rables en el gasto público destinado a este rubro.17 En efecto, según la 
Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 
2014 (envipe) en el Estado de México hay una tasa de victimización de 47,778 
por cada 100 mil personas, duplicando el promedio nacional de 28,224 casos 
(véase tabla 1), por lo que hace a la tasa de delitos, ésta es de 93,003 even-
tos por cada 100 mil habitantes frente a 41,573 a nivel nacional. Ambos 
indicadores son elevados para una entidad con poco más de 15 millones 
de habitantes (inegi, 2010). 

16Aunque no es objeto de este texto ahondar en las características de la respuesta federal 
al problema de inseguridad, vale la pena subrayar —como se demostró en el apartado ante-
rior— que no existen variaciones significativas entre lo propuesto durante el sexenio de Feli-
pe Calderón Hinojosa y lo impulsado por el presidente Enrique Peña Nieto. Una somera revi-
sión a los Planes Nacionales de Desarrollo respectivos dan cuenta de que la configuración de 
la criminalidad, las víctimas y las causas de la falta de seguridad se siguen circunscribiendo 
a los delitos generados por el crimen organizado, especialmente grupos de narcotraficantes. 
En ese sentido, tanto Calderón como Peña echaron mano de las fuerzas armadas para conte-
ner el fenómeno pero salvo contados golpes quirúrgicos como la detención de algunos líderes, 
los índices delictivos no han disminuido considerablemente. Todo ello ha tenido un impacto 
directo en las acciones que emprenden los gobiernos estatales pues en no pocos casos las 
entidades federativas presentan síntomas graves de presencia de narcotraficantes, por lo que 
suelen sumarse a las iniciativas presidenciales dejando en un segundo plano la atención es-
pecializada de los delitos del fuero común, los cuales tienen que ser resueltos por las policías 
municipales que, en muchos casos, no tienen la capacidad organizacional, funcional y opera-
tiva para hacer frente a la delincuencia. 

17Información oficial publicada en la Gaceta del Gobierno, da cuenta de que para el año 
2011 el presupuesto aprobado para el programa de seguridad pública fue de 4,398’801,077 
pesos; en 2012 ascendió a 5,680’411,443 pesos; para 2013 se destinaron 6,395’383,482 pesos 
y en 2014 se gastaron 8,357’713,740 pesos. Para el actual ejercicio fiscal 2015 se contemplan 
7,861’228,128 pesos. La mayor parte de estos recursos se han canalizado a reforzar el cuerpo 
policiaco (contratación de más elementos, capacitación, adquisición de armas, entre otros), 
tendencia que también se presenta a nivel municipal. 
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Tabla 1
Tasa de víctimas por cada 100 mil habitantes para la población de 18 años y más,  

por entidad federativa, 2012 y 2013

Entidad
Víctimas

2012
Víctimas

2013
Cambio

(  %) Entidad
Víctimas

2012
Víctimas

2013
Cambio

(  %)

NACIONAL 27,337 28,224 3.2

Aguascalientes 27,225 26,784 -1.6 Morelos 29,310 26,146 -10.8

Baja California 36,579 39,507 8.0 Nayarit 19,169 18,535 -3.3

Baja California Sur 27,043 24,746 -8.5 Nuevo León 31,316 26,516 -15.3

Campeche 21,991 23,710 7.8 Oaxaca 14,335 16,291 13.6

Coahuila 19,640 24,040 23.0 Puebla 22,733 23,585 3.7

Colima 24,908 22,059 -11.4 Querétaro 24,002 23,554 -1.9

Chiapas 12,620 16,445 30.3 Quintana Roo 29,703 26,519 -10.7

Chihuahua 32,567 27,344 -16.0 San Luis Potosí 26,810 25,710 -4.1

Distrito Federal 31,675 33,068 4.4 Sinaloa 26,141 23,588 -9.8

Durango 24,232 22,157 -8.5 Sonora 29,131 27,395 -6.0

Guanajuato 28,861 27,293 -5.4 Tabasco 20,837 22,725 9.1

Guerrero 26,789 26,002 -2.9 Tamaulipas 21,407 17,570 -17.9

Hidalgo 19,461 19,890 2.3 Tlaxcala 18,150 21,924 20.8

Jalisco 31,861 33,029 3.7 Veracruz 18,733 20,246 8.1

Estado de México 41,048 47,778 16.4 Yucatán 19,548 18,438 -5.7

Michoacán 20,354 20,002 -1.7 Zacatecas 20,337 20,863 2.6

Fuente: inegi, envipe, 2014.

El mismo instrumento revela que el 73.3 por ciento de población con-
sidera que la entidad es insegura, concordando con el 69.7 por ciento quien 
declara que el principal problema es la falta de seguridad. Si a ello agrega-
mos que las corporaciones policiacas municipales y estatales no cuentan 
con más del 30 por ciento de confianza ciudadana (véase gráfica 2), se 
podría explicar por qué el Estado de México es considerado como uno de 
los focos rojos a atender en toda la República. 
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Gráfica 2
Confianza en las instituciones
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Fuente: Schedler, 2014.

Sin embargo, no sólo los referentes subjetivos personales dan cuenta 
del clima de inseguridad que se vive en la entidad. Las cifras de delitos 
cometidos en los últimos años revelan una tendencia sostenida de los mis-
mos, lo que significa que en los hechos la percepción ciudadana de falta de 
seguridad tiene bases sólidas para sostenerse. Para demostrar lo anterior, 
vale la pena rescatar el índice delictivo de la entidad mismo que se presen-
ta en la gráfica 3.

De la revisión hecha a estos elementos, resulta incuestionable que el 
problema no está siendo comprendido en sus múltiples vertientes por par-
te de las autoridades estatales. Aún más, parece que la estrategia se limita 
a seguir los modelos tradicionales de policías y ladrones en detrimento de 
la búsqueda exhaustiva de soluciones que intenten disminuir realmente 
los índices delictivos. Siendo así, la agenda en materia de seguridad pública 
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no está siendo construida bajo supuestos objetivos que atiendan a las par-
ticularidades del fenómeno que se quiere resolver, dando como resultado 
una política endeble, coyuntural y superficial. Lo anterior conlleva a carac-
terizar esta política como una que, en términos de Roth (2002), adolece de 
claridad para definir el problema y que se articula mientras se va  
implementando.

Gráfica 3
Incidencia delictiva en el Estado de México, 2011-2014
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Fuente: Elaboración propia con base en datos obtenidos de estadísticas del Secretariado Eje-
cutivo Nacional de Seguridad Pública.18 

Estas particularidades adquieren nuevos matices y dimensiones cuan-
do se analizan en el espacio municipal. Si bien se han encontrado rasgos 
similares en cuanto a la focalización de los recursos económicos para la 
atención del problema de inseguridad (esencialmente los relacionados a 
equipamiento y capacitación de la policía), vale la pena un acercamiento 
sobre los modelos de construcción de agenda para indagar si existen pun-
tos de quiebre entre lo hecho a nivel estatal y en lo local. El caso de estudio 
seleccionado es el municipio de Toluca debido a que se trata de la capital 
del Estado de México, sede de los poderes locales y, además, cabecera de la 
quinta zona metropolitana más importante del país. Los resultados de esta 
investigación se muestran en el apartado siguiente. 

18Se recupera información de los delitos de alto impacto, aunque el Secretariado cuenta 
con un desagregado más completo de todos los incidentes reportados. La gráfica refleja el 
número de delitos denunciados ante el Ministerio Público.
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Las políticas de seguridad en Toluca de 2009 a 2015

Con un poco más de 800 mil habitantes (inegi, 2010), el municipio de To-
luca es uno de los más poblados del Estado de México. Su importancia a 
nivel estatal radica en ser la capital de la entidad (con los costos políticos y 
económicos que implica), así como lugar donde se asientan zonas indus-
triales de relevancia nacional, lo que le imprime una dinámica comercial 
relevante. En años recientes, el fenómeno delictivo ha manifestado un 
importante incremento; en efecto, otros estudios (Aguilar, 2013), han de-
mostrado que pese a los esfuerzos oficiales aumentan los robos a casa 
habitación, a transeúntes, a vehículos, las lesiones, entre otros delitos del 
fuero común. 

Si bien, esta tendencia también se registra a nivel estatal y no es exclu-
siva del municipio, resulta apropiado un acercamiento que permita escla-
recer algunas de las razones por las cuales pese a tratarse de un problema 
que tanto en el discurso como en la práctica es atendido por las autorida-
des gubernamentales, persiste como una de las principales preocupacio-
nes sociales. En ese sentido, el presente apartado intenta tal aproximación 
partiendo de una comparación entre las últimas dos administraciones 
municipales19 (2009-2012 y 2012-2015), a efecto de corroborar si hay cam-
bios sustanciales en la manera de entender y configurar la agenda de se-
guridad o si, por el contrario, hay una acentuada continuidad que explique 
por qué no se ha podido revertir el clima de inseguridad en Toluca.

El punto de partida para este análisis es la dimensión institucional. 
Dentro de la Administración Municipal 2009-2012, el Ejecutivo local otorgó 

19Como nota metodológica es pertinente mencionar que se seleccionaron estos dos pe-
riodos de gobierno por las siguientes razones: en primer lugar debido a que una investigación 
previa sobre el tema abordó el trienio encabezado por María Elena Barrera Tapia (pri) dejando 
como línea futura el análisis sobre la posible continuidad en las políticas de seguridad para la 
siguiente administración. En ese sentido, el gobierno de Martha Hilda González Calderón (pri) 
se volvió objeto de estudio pues asumió el poder en medio de una creciente ola de inseguri-
dad, pero también de un diseño aparentemente renovado de la estrategia municipal de segu-
ridad pública. Un segundo motivo de esta elección es la posibilidad de establecer marcos 
comparativos entre propuestas de soluciones a un mismo problema, incluso añadiendo la 
variable de pertenencia partidista y/o experiencia en la Administración Local, pues algunos 
funcionarios en el trienio 2009-2012 volvieron a formar parte de la estructura burocrática en 
2012-2015. Por último, existe información actualizada que permite observar la tendencia de 
los índices delictivos en el municipio durante estos seis años, por lo que hay confiabilidad 
estadística para efectuar el análisis comparado propuesto. 
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atribuciones para atender este problema a la Dirección de Seguridad Públi-
ca y Gobernación20 (dspg), en cambio para el trienio 2012-2015, estas fun-
ciones pasaron a la Dirección de Seguridad Pública y Vial (dspv) adscrita 
nominalmente a la Secretaría del Ayuntamiento.21 Las tareas de ambas 
dependencias consistieron en la planeación, programación y ejecución de 
estrategias de prevención de la delincuencia, atención de llamadas de emer-
gencia, así como efectuar los tradicionales rondines policiacos en colonias 
y espacios públicos. En ese sentido, poco fue lo que se modificó respecto 
de los ámbitos de responsabilidad; quizás el cambio más notorio fue que 
en el gobierno de Martha Hilda González Calderón, se supeditara la dspv 
al área responsable de la política interna municipal.22 

Una arista más de relevancia es la programática-presupuestal. Para el 
primer trienio en estudio, el monto aproximado de los recursos destinados 
a atender el tema de seguridad fue de 68 millones de pesos, que fueron 
distribuidos entre programas de prevención, equipamiento y formación 
policiaca, supervisión de tránsito vehicular, entre otros rubros. En la si-
guiente administración esta cifra osciló alrededor de los 70 millones cuyo 
destino fue similar al de la gestión anterior. Un dato relevante es que du-
rante estos seis años el municipio fue beneficiario del Programa Nacional 
de Prevención del Delito (pronapred) que asignó en promedio 30 millones de 
pesos para atender la problemática de inseguridad; es decir, que casi la 
mitad de los recursos fue de origen federal lo cual implica la sujeción de 
las políticas municipales a lo establecido en las reglas de operación de tal 
programa. 

Lo anterior conlleva una implicación directa para el diseño de las es-
trategias locales pues adolecen de flexibilidad para enmarcar sus acciones 
y, en cambio, quedan definidas por lineamientos generales que difícilmen-
te aterrizan en las verdaderas causas de los problemas de inseguridad. 
Además, el recurso pronapred se enfoca exclusivamente a la atención e 

20Conforme al Bando de Policía y Buen Gobierno 2009.
21Véase el Bando Municipal 2012. No obstante, aunque en ese documento la citada direc-

ción aparece como dependencia municipal, el organigrama correspondiente la ubica dentro 
de la Secretaría del Ayuntamiento, lo cual hace suponer que existía una inconsistencia en 
cuanto al diseño y operatividad.

22No pasa desapercibido el paralelismo y la comparación de esta singularidad respecto 
de lo sucedido a nivel estatal, sin embargo, es preciso mencionar que se trató de un evento 
casual pues no hay elementos para afirmar que la decisión tomada por la alcaldesa tuvo que 
ver con una posible alineación a los diseños institucionales en otro ámbito de gobierno. 
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impulso de políticas de prevención antes que de contención o persecución 
de delitos; esto pudiera explicar en parte por qué pese a contar con más 
presupuesto en el municipio no hay variaciones significativas que demues-
tren una disminución notoria de los índices delictivos.

Mención aparte merece el hecho de que para lograr acceder a ese re-
curso, las administraciones municipales deben presentar un diagnóstico 
en el cual demuestren que requieren del apoyo federal. Este instrumento 
de detección de necesidades varió en los periodos de gobierno analizados 
pero destaca el que se generó en el trienio 2012-2015 porque incluyó las 
llamadas marchas exploratorias que consistieron en recorridos hechos por 
autoridades locales junto con vecinos de zonas consideradas de alta prio-
ridad.23 Esta técnica para recopilar información pareciera ser pertinente 
aunque los resultados demostraron que mientras en el imaginario colecti-
vo los focos de atención para mejorar la sensación de seguridad se centra-
ban en la deficiente infraestructura urbana, el descuido de espacios públi-
cos o la presencia de ambulantaje; para las autoridades locales el tema 
merecía atenderse bajo la lógica del incremento en los rondines policiacos, 
mayor vigilancia en espacios concurridos y mejoras a luminarias, es decir, 
acciones encaminadas más a la percepción de seguridad que a la solución 
del problema. 

Las dos visiones descritas reafirman la hipótesis que se planteó para 
el caso estatal en el sentido de decir que no existe concordancia entre lo 
que define y plantea el gobierno como problema de inseguridad y lo que el 
ciudadano considera como tal. De ahí que en términos de Casar y Maldo-
nado (2010), la agenda para la política de seguridad resulte inacabada, 
desenfocada y sin una caracterización apropiada que indique derroteros 
acertados para plantear el problema. 

Bajo esta perspectiva se entiende la dinámica delictiva en el municipio, 
en la que se observa una tendencia heterogénea de incrementos y dismi-
nución en algunos delitos, con todo y el destino de más recursos del erario 
para tratar de contenerlos. En la gráfica 4 se muestra el desarrollo del fe-
nómeno tomando en cuenta los años de estudio seleccionados:

23En este ejercicio se tomaron en cuenta colonias con alto índice de marginación y/o 
delincuencia. Así fueron seleccionadas El Seminario, San Lorenzo Tepaltitlán, San Sebastián 
y Barrios Tradicionales-Centro Histórico. De acuerdo a las reglas de operación pronapred, 
estas zonas se denominarían polígonos de paz. 
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Gráfica 4
Incidencia delictiva en Toluca, 2011-2014
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Fuente: Elaboración propia con base en datos obtenidos en el Secretariado Ejecutivo Nacional 
de Seguridad Pública.24

Esta información es útil para decantar un análisis breve sobre la rela-
ción entre el diseño de la política de seguridad y los resultados guberna-
mentales en la materia. Por un lado, se aprecia una baja considerable en 
los robos y las lesiones culposas pero aumentan las lesiones dolosas y se 
mantienen los delitos patrimoniales. Al respecto, y cruzando los datos con 
el planteamiento de la política municipal en seguridad, pareciera como si 
los esfuerzos policíacos no fueran suficientes pues aunque hay cierta me-
joría en el índice esto no significa una mejor percepción de seguridad. En 
efecto, una revisión de las envipe 2011, 2012, 2013 y 2014 revela que en el 
municipio al menos el 60 por ciento de los ciudadanos cree que existe un 
alto nivel de inseguridad.

Por otro lado, resulta interesante observar que las lesiones sean los 
delitos con mayor frecuencia, lo que puede hablar de una inestabilidad en 
el tejido social que tiende a favorecer escenarios de violencia entre miem-
bros de la comunidad. Ello implica, entonces, que el gobierno municipal se 
ha alejado de la atención a los microproblemas de inseguridad para atender 
delitos de mayor resonancia social. Las medidas que se han tomado, no se 
ajustan del todo para garantizar que en todos niveles se presenten mejoras 

24No se considera la información de 2015 puesto que está actualizada hasta mayo de 
este año. La gráfica refleja el número de delitos denunciados ante el Ministerio Público.

Administracion Publica.indd   159 13/05/17   11:11 p.m.



160 • Martha Elisa Nateras González, Bernardo Aguilar Rodríguez

sustanciales a la seguridad el individuo, teniendo al municipio en un estado 
donde prevalece la incertidumbre, desconfianza y temor al delito o la  
violencia. 

Con lo señalado, es posible esbozar una serie de conclusiones sobre la 
situación que guarda la seguridad en el municipio de Toluca. Con base en 
la información disponible, la agenda local para combatir la inseguridad no 
ha mostrado cambios radicales; en todo caso, es persistente la lógica de 
atender el fenómeno como un asunto de policías y ladrones. Pese a la in-
corporación de elementos preventivos —enmarcados en el ejercicio de 
recursos federales— no hay una sensible mejoría en la percepción de in-
seguridad, misma que se fundamenta en una tendencia más o menos 
constante en el número de delitos denunciados. Por otro lado, la estructura 
gubernamental que atiende esta función tiene un diseño coercitivo antes 
que disuasivo o persecutorio. En ese tenor, no importa la ubicación en el 
organigrama de la Dirección de Seguridad Pública pues sus objetivos no 
varían lo suficiente como para justificar la existencia de una unidad admi-
nistrativa distinta.

Finalmente, es de destacar que tanto a nivel estatal como municipal, las 
autoridades y el cuerpo policiaco no cuentan con la suficiente confianza 
ciudadana para acreditar que los esfuerzos realizados sean significativos. 
Esta particularidad impide que el diseño de las estrategias para mejorar la 
seguridad incorpore iniciativas ciudadanas, lo cual deja un amplio margen 
de maniobra a los diferentes niveles de gobierno para articular sus accio-
nes alejándose de lo que el fenómeno de la inseguridad presenta en la 
mayoría de las personas.

Conclusiones

Como se puede observar, hoy en día el discurso y los programas están 
intentando cambiar el modelo de seguridad pública por el paradigma de 
seguridad ciudadana que tiene una orientación antropocéntrica, es decir, 
que ubica al individuo en el centro de las  políticas de seguridad y adopta 
una visión transversal de derechos humanos (Álvarez, 2005), por tanto 
involucra activamente a la ciudadanía y la vuelve corresponsable en el di-
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seño, instrumentación y evaluación de la políticas de seguridad orientadas 
a recuperar el espacio público, la confianza ciudadana y la civilidad.

Vale la pena subrayar que al volver a situar el debate sobre lo que el 
Estado debe hacer en materia de seguridad y colocarlo junto a otros actores 
relevantes para caracterizar el problema de inseguridad, se da un paso 
fundamental para una ruptura positiva acerca de las atribuciones y funcio-
nes del gobierno, además de un reconocimiento implícito de la necesidad 
de alianzas estratégicas con la sociedad civil. Se trata pues, de una apuesta 
por la conformación de una agenda democrática para la seguridad de la 
que autores como Dammert (2005), Estrada (2013) y Madera y Negrón 
(2010), establecen como la ruta crítica indispensable para tratar de mejorar 
la calidad de vida de los ciudadanos.

En ese orden de ideas lo que entra en juego es la capacidad guberna-
mental de articular no sólo las demandas tradicionales de seguridad (como 
pueden ser el incremento de la fuerza policiaca o la mejora sustancial en 
la prestación de servicios públicos), sino de incorporar estrategias de pre-
vención social que atiendan dimensiones no exploradas de inseguridad 
(por ejemplo el clima y tensión social, amenazas sociales) con las cuales 
poder ofrecer un cuadro de respuestas más amplio que rebase al recurren-
te modelo de policías y ladrones.

Pese a ser una tendencia global, es posible que los distintos niveles de 
gobierno en México aún no se encuentren en sintonía con dichas prácticas. 
En efecto, tal y como se desarrolló en este capítulo, la centralidad que tomó 
la prevención en la agenda de seguridad se contrapone a la realidad, pues 
ésta parte del reconocimiento del delito como un fenómeno social multifac-
torial pero el abordaje del delito se ha limitado a la intervención policial al 
momento de su comisión. Las estrategias emanan desde los diferentes 
órdenes de gobierno, comprueban que no existe una agenda desarrollada 
con bases cercanas a las causas del problema que pretenden erradicar, 
sino que en el mejor de los casos son ecos de modelos que se delinean to-
mando en cuenta otros criterios como el presupuestal o el administrativo. 

La tensión generada por la falta de resultados visibles acarrea consigo 
un descrédito de las instituciones por parte de la ciudadanía, lo cual mina 
cualquier posibilidad de un acercamiento entre ésta y el gobierno. Este 
distanciamiento aumenta los riesgos, los niveles de inseguridad y por tanto, 
perjudica la calidad de vida de los ciudadanos. Tal como lo expresa Mario 
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Garza (2005), para atender el problema de falta de seguridad es indispen-
sable atender el binomio riesgo-seguridad pues cada elemento contribuye 
recíprocamente a la maduración del otro.

En ese sentido es comprensible por qué las políticas de seguridad  
—reactivas y punitivas— no han tenido resultados favorables, pues cons-
tituyen respuestas simplistas a fenómenos sociales complejos y multicau-
sales. De seguir esta tendencia, ni a nivel federal, estatal o municipal po-
drán mejorar las estadísticas y las percepciones ciudadanas de seguridad. 
Sobre el último nivel vale la pena resaltar que el menos en el caso de estu-
dio —el municipio de Toluca— se observa una marcada continuidad en la 
manera de interpretar y hacer frente a la delincuencia y violencia. 

Sin una distinción clara entre ambas gestiones, tanto María Elena  
Barrera como Martha Hilda González, apostaron al cuerpo policiaco como 
elemento base de disuasión y posible contención del alza en los delitos; sin 
embargo, al dejar de lado o limitar a la ciudadanía en el diseño de la agenda 
en esta materia, atendieron los agravantes coyunturales o circunstanciales 
(denuncias de robos en ciertas zonas, solicitudes de rondines policiacos, 
entre otras) y no las raíces del problema. Desde esta perspectiva, el ejercicio 
analítico que se hizo en la capital del Estado de México evidenció que la 
sujeción de los programas municipales en seguridad y la dependencia 
presupuestal a lo proveniente de la federación, debilita la posibilidad de 
articular una estrategia integral para solventar el problema de inseguridad.

En el mismo tenor, resalta que estadísticamente haya una disminución 
en la comisión de delitos25 pero la sensación de inseguridad se mantiene en 
los niveles promedio durante estos trienios. Tal peculiaridad, que no es 
exclusiva del municipio sino que se extiende al estado y al país, refleja una 
posible discordancia entre lo que el gobierno entiende como problema de 
inseguridad y lo que el ciudadano percibe como elementos que vulneran 
su seguridad. En suma, nos encontramos con una agenda incompleta cuyo 
alcance es de corto plazo, sin diagnósticos claros para contener el fenóme-
no y con resultados nimios en comparación con las necesidades sociales.

Si la articulación de las políticas municipales continúa esta directriz, es 
posible que en años siguientes no se observe una mejora en la atención 

25Aunque vale aclarar que se trata de las denuncias efectivas realizadas ante el Ministerio 
Público, sin contar con la llamada cifra negra en donde se agrupan aquellos delitos de los que 
no es enterada la autoridad correspondiente.
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del problema sino que se repetirán los esquemas de administración del de-
lito lo cual, invariablemente, deja en una delicada posición al ciudadano 
quien resiente en su entorno la incapacidad de las autoridades guberna-
mentales para comprender un fenómeno que, a todas luces, rebasa a las 
actuales administraciones. 
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Resumen 

La reforma constitucional en materia educativa tiene como objetivo central 
el incrementar la calidad en la educación pública obligatoria correspon-
diendo al nivel preescolar, primaria, secundaria y medio superior. Para lo-
grar esto, el gobierno federal instrumentó una serie de políticas públicas 
encaminadas a dar legitimidad a las reformas de los artículos 3o y 73 fun-
damentalmente, que aprobó el Congreso de la Unión y 23 congresos loca-
les en 2013. La reforma educativa se centra en el establecimiento del Servicio 
Profesional de Carrera y en la creación del Instituto Nacional de Evaluación 
Educativa como órgano autónomo. El análisis parte de documentación ofi-
cial y arroja resultados propositivos para mejorar dicha reforma.

Planteamiento del problema

Se planteó al inicio de este sexenio la necesidad de realizar cambios en la 
manera de gobernar a fin de dar respuestas rápidas y oportunas a los di-
ferentes problemas que presenta el país. Es por ello, que el jefe del Ejecu-
tivo federal presentó al Congreso de la Unión una serie de reformas cons-
titucionales con las cuales pretende modernizar y resolver problemas de 
diferente naturaleza, tales como: reforma energética, reforma política, re-
forma educativa, reforma en telecomunicaciones, reforma hacendaria y 
reforma financiera. Esto, sin duda, constituye legitimidad política al presi-
dente de la República. 

Análisis de la política pública en materia educativa  
a la luz de la reforma educativa 2013

Martha Esthela Gómez Collado
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La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en 
su Artículo 3o la obligatoriedad que tiene el Estado de ofrecer educación de 
calidad a todos los mexicanos desde el nivel preescolar, primaria, secunda-
ria y medio superior a través de materiales y métodos educativos, organi-
zación escolar, infraestructura educativa con la finalidad de garantizar el 
mejor aprendizaje y aprovechamiento escolar. Incluyendo características 
de laicidad, democracia, gratuidad, contribución a la mejor convivencia e 
igualdad de derechos, determinación de planes y programas de estudio, así 
como el establecimiento del Servicio Profesional Docente y del Instituto 
Nacional de Evaluación Educativa, ahora en su calidad de órgano autónomo, 
quien evalúa a todos los docentes.

La política educativa es una parte de la política general que realiza el 
estado para dar cumplimiento a ciertos fines y alcanzar metas propuestas. 
En este sentido, podemos considerar a la política educativa como la inter-
vención del Estado en la educación (Reforma Educativa, 2007). El campo de 
acción de la política educativa es muy extenso y complejo porque compren-
de la acción educadora que lleva a cabo el Estado por medio de las institu-
ciones docentes y la acción que realiza para asegurar, orientar o modificar 
la vida cultural de una nación. También podemos conceptualizar a la polí-
tica pública como “el conjunto de preceptos obligatorios por obra de los 
cuales se establece una base jurídica, para llevar a cabo las tareas de la 
educación” (Sánchez, 1998: 26).

En este sentido es necesario fortalecer las políticas educativas que han 
impulsado el desarrollo social, político y económico del país, así como formu-
lar otras que permitan satisfacer la necesidad de una mayor eficacia en las 
actividades al sen. Con la implementación de estas políticas, es imprescin-
dible elevar la calidad educativa para que los estudiantes adquieran cono-
cimientos, asuman actitudes y desarrollen habilidades y destrezas con 
respecto a los fines y principios establecidos en la ley; que su alimentación 
sea sana y nutritiva, y tenga los instrumentos de desarrollo científico y 
tecnológico necesarios para su mejor formación (Pacto por México, 2012).

El inicio de la política educativa en México fue en 1921, se da con José 
Vasconcelos quien era secretario de Educación y tuvo un papel fundamen-
tal promoviendo la educación como único instrumento en el país para el 
desarrollo tanto cultural como democrático. Para 1934 surge la corriente 
llamada educación socialista con la finalidad de tener una sociedad iguali-
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taria. La etapa comprendida entre 1920 y 1940 fue denominada periodo de 
institucionalización caracterizado por la creación de un sistema de educa-
ción básica, centralizada y homogénea. Sus objetivos principales eran 
abatir el analfabetismo llevando las escuelas  a la mayor parte de la pobla-
ción, así como identificar a los diferentes grupos simpatizantes del Estado 
posrevolucionario (Reformas educativas, 2015).

En 1942 es cuando empieza el proyecto de educación rural e indígena 
y egresan los primeros maestros rurales. En 1946 se le imprimió una orien-
tación nacional. De 1959 a 1970, se instrumentó el primer Plan Nacional de 
Educación denominado Plan de Once Años con Adolfo López Mateos quien 
logró un crecimiento sostenido del gasto educativo y la expansión de la 
educación primaria proporcionándoles libros de texto gratuito. Entre los 
años cincuenta y setenta, la política educativa pasó del término crecer al de 
mejoramiento de la calidad. En la década de los sesenta se realiza una re-
forma educativa que se concentra en el Acuerdo de Modernización orien-
tada a elevar la calidad de la educación. 

Se autorizó la Ley Federal de Educación en 1973 que otorgaba a la Fe-
deración la mayor parte de las obligaciones y derechos en materia docente, 
se creó el inea y el conacyt. Desde que Vasconcelos promovió la primera 
reforma constitucional, el centro de actividad en materia educativa era la 
Federación. Asimismo, desde ese momento la Secretaría de Educación 
Pública es la responsable de la educación pública en México, uno de los 
principales antecedentes de las políticas educativas en el país fue la des-
concentración de la propia Secretaría en el año de 1978. 

En la etapa comprendida entre 1941 y 1980 se dio un crecimiento y 
expansión acelerado originado por el incremento en la matrícula del nivel 
básico, así como un sistema diferenciado en el que se diversificó en edu-
cación técnico-agropecuaria, bachilleratos y universidades (Reformas educa-
tivas, 2015). En la Reforma de 1980 se otorga rango constitucional a la au-
tonomía universitaria. De esta manera, la desconcentración fue planteada 
en términos de reorganización en el nivel administrativo como factor de 
desarrollo y equilibrio para la nación. En este sentido, planteaba reducir la 
hegemonía del centralismo en el desarrollo y la operación del sistema edu-
cativo. Con esto se establecieron delegaciones generales estatales que 
tendrían como objetivo operar y coordinar los servicios educativos en las 
regiones estatales. La década de los ochenta marcó un antes y un después 
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en el sistema educativo gracias a la reformas efectuadas en la materia como 
la reestructuración de orden normativo, político, social y educativo, a tra-
vés de las reformas de primera, segunda y tercera generación (Del Castillo, 
2012). Las reformas de primera generación hicieron alusión a la descentra-
lización y al financiamiento de la educación, la segunda generación hablaba 
de la evaluación de la calidad del sistema educativo, mientras que las de 
tercera generación contenían las transformaciones del espacio escolar.

En la década de los ochenta también definida como periodo de estan-
camiento debido a la caída del gasto educativo proporcionó tensiones y 
contradicciones en cuanto a la obsolescencia de ciertas estructuras y a la 
calidad en el servicio de nivel básico tuvo un notable descenso (Reformas 
educativas, 2015).

Entre 1988 y 1994 se reforma el Artículo 3o de la Constitución y se 
instituye la Ley General de Educación. La reforma constitucional de 1992 
determinó una nueva relación entre el Estado y la Iglesia. En el mismo año, 
cuando era secretario de Educación Pública Ernesto Zedillo, se aprueba el 
Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica (anmeb) 
en el cual se manifiesta que se otorgará a la educación la mayor prioridad 
del gasto público. El acuerdo tiene una dimensión política y no de políticas. 
Dicho acuerdo tomaba a las reformas de primera y segunda generación 
vinculando al gobierno federal, a los estados y al Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la Educación (snte). En este acuerdo se enfatiza la impor-
tancia de elevar la calidad en la educación y sus propósitos eran: asignar 
recursos al sector educativo, expandir el gasto público, ampliar la cobertura 
de los servicios educativos, elevar los niveles de calidad de vida de los 
alumnos, brindar mayores oportunidades de acceso a la movilidad social, 
favorecer la promoción económica de los individuos y generar conocimientos 
y capacidades para elevar la productividad.  

Según Ricardo Nieto (2014), se aprobó un sistema de estímulos e in-
centivos económicos hacia el personal docente del snte, así como se refor-
mó a profundidad la currícula del sistema educativo básico, centrándolo en 
contenidos educativos tendientes a formar mejores ciudadanos. Un aspec-
to que cabe señalar en este acuerdo es la ausencia de actores como son los 
alumnos, padres de familia, asociaciones civiles y otros actores interesados 
en la educación.
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En el periodo comprendido de 1992 a la fecha, la política pública edu-
cativa se orientó a distribuir las competencias educativas entre la federa-
ción, los estados y los municipios, descentralizando la educación. El primer 
problema de la descentralización fue la escasez de recursos económicos, 
políticos y jurídicos. Es por ello que no se logró una política pública eficaz. 
En 1993 se establece el derecho de todo individuo a recibir educación y la 
obligación del Estado por impartirla en los niveles preescolar, primaria y 
secundaria; se quita la prohibición de que la Iglesia intervenga en la edu-
cación del nivel básico y normal; se decreta la atribución del Ejecutivo fe-
deral para determinar planes y programas de estudio en los niveles mencio-
nados y se elimina la capacidad del Estado para retirar discrecionalmente 
el reconocimiento de validez oficial a los estudios realizados en escuelas 
particulares (Reformas educativas, 2015).

De 1994 al año 2000, las políticas de su gobierno dieron continuidad al 
anmeb destacando que la educación básica (primaria y secundaria) era de 
nueve años. Se registró un aumento en la cobertura de la educación y en 
la eficiencia terminal. Un aspecto sobresaliente en este periodo fue la re-
forma curricular en primaria propiciando la renovación de libros de texto 
gratuitos mejorando su calidad, así como la publicación de libros en len-
guas indígenas. También el impulso de proyectos innovadores para forta-
lecer las áreas de lectura-escritura, matemáticas, ciencias y gestión escolar. 
En este periodo gubernamental surge el Programa para el Mejoramiento 
del Profesorado (promep) y se incluye la participación de México en evalua-
ciones internacionales como la que aplica cada tres años pisa; en ese mo-
mento se mantuvieron los resultados con carácter de confidenciales.

Para el sexenio 2001-2006, el gobierno federal cambia con Vicente Fox 
del Partido Acción Nacional y se elabora un documento denominado “Bases 
para el programa sectorial de educación 2001-2006” el cual incluye tres 
puntos fundamentales a saber:

1.	Se propone una visión de la situación deseable a largo plazo (2025), así 
como se definen mecanismos de evaluación, seguimiento y rendición 
de cuentas.

2.	Reforma de la gestión del sistema educativo que contiene puntos co-
munes a todos los niveles, tipos y modalidades educativas relativas al 
aspecto estructural.
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3.	Subprogramas sectoriales que contemplan por separado la educación 
básica, media superior, superior y para la vida y el trabajo (Martínez, 
2001).

Este programa implementado en este sexenio trata de guardar un equi-
librio entre continuidad y cambio al reconocer, por un lado, logros de las 
políticas anteriores y, por el otro, la complejidad de realizar cambios drás-
ticos en el sistema educativo.

El Programa Sectorial de Educación 2007-2012 tuvo como objetivo in-
crementar la calidad de la educación, reducir las desigualdades sociales, 
fomentar la competencia y aprovechamiento de las tecnologías, así como 
formar individuos con gran sentido de responsabilidad social y con valores 
(dof, 2015).

El Programa Sectorial de Educación 2013-2018 elaborado en el presen-
te sexenio de filiación priista tiene como objetivo elevar la calidad de la 
educación con equidad de género basado en el Artículo 3o constitucional y 
en la Reforma Educativa que modificó la Ley General de Educación en la 
que se crearon dos leyes generales, una sobre el Servicio Profesional Do-
cente y la otra es la del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educa-
ción como órgano autónomo y en las leyes generales de igualdad entre 
hombres y mujeres, la de acceso de las mujeres a una vida libre de violen-
cia (dof, 2015).

La visión general y diagnóstico del programa se basa en el Artículo 3o 
constitucional en donde se establece que la educación es pública, laica y 
gratuita y con la reforma recientemente aprobada se enfatiza su calidad, 
sin embargo, esto ya se venía manejando desde la década de los ochenta. 
El término de educación de calidad es retomado en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2013-2018, al incluirla como una de sus cinco metas nacionales. 
Además, hace hincapié en que la educación es un derecho humano al que 
todo mexicano debe tener acceso. Se insiste en formar para la ciudadanía 
y la solidaridad. Así como para mejorar la capacidad para trabajar en gru-
pos, resolver problemas, usar con eficacia las tecnologías de la información 
y desarrollar una mejor convivencia y aprendizaje para toda la vida (Refor-
ma Educativa 2013).
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Revisión de la literatura y marco teórico conceptual

Los problemas más apremiantes que presenta la sociedad mexicana son 
diversos, entre los dos más importantes resaltan: la inseguridad pública y 
la baja calidad educativa. La importancia que reviste darle atención priori-
taria a la educación hace que el gobierno federal presente iniciativas en-
viando a la Cámara de Diputados y después a la de Senadores para que tras 
la aprobación de 23 congresos locales se promulgara la reforma constitu-
cional en materia educativa el 26 de febrero de 2013 a los artículos 3o y 73 
constitucionales. Pero lo sustancial aquí no solamente es realizar los cam-
bios legislativos, sino también revisar las políticas públicas y de elaborar el 
rediseño institucional correspondiente porque de lo contrario se quedaría 
en letra muerta y los problemas educativos y la baja calidad que reportan 
las mediciones efectuadas en las pruebas enlace y pisa seguirán con los 
mismos porcentajes promedio, esto es, en indicadores reprobatorios en los ni-
veles de primaria, secundaria y medio superior respectivamente.

Dentro de estas mismas evaluaciones, los docentes y los directores de 
escuela de todos los niveles educativos representan alrededor de 1.7 millo-
nes de trabajadores de la educación, el 70 por ciento presenta deficiencias 
de preparación pedagógica. El 79 por ciento de los docentes de educación 
media básica trabajan en escuelas estatales, el 13 por ciento en escuelas 
particulares y el restante 8 por ciento corresponde a escuelas de sosteni-
miento federal. En este sentido, de manera comparativa podemos decir que 
México es uno de los países de la ocde que tienen mayor proporción de 
alumnos por maestro, un ejemplo de ello lo podemos observar en el nivel 
primaria en Noruega que reporta 10.5 a diferencia de México que es de 28. 
Para el nivel de secundaria, en Portugal reporta 7.9 mientras que en Méxi-
co hay 32.7 (Leyes reglamentarias, 2015).

Sin embargo, el problema educativo en México responde a factores de 
diversa índole y no solamente es atribuido a los maestros, entre ellos son 
las políticas educativas que dieron prioridad a los aspectos cuantitativos y 
no cualitativos en donde se construyeron muchas escuelas y no se dio 
tanta importancia a los aspectos fundamentales en la educación que son 
los objetivos, la pedagogía, el currículo de los docentes, su formación y 
actualización, la psicología del aprendizaje, la investigación educativa y la 
evaluación. En general, actualmente los instrumentos de preparación y 
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actualización docente no han dado buenos resultados como se ha mencio-
nado anteriormente. Además, tampoco existe una política pública respecto 
a la producción de libros y revistas especializadas en materia educativa que 
informen de las últimas novedades científicas y tecnológicas que apoyen la 
labor docente.

Respecto a los libros de texto gratuitos que se entregan al nivel básico 
de educación cada año, éste no debe de ser el único material para la impar-
tición de la docencia, es necesario la adquisición de materiales complemen-
tarios para cada aula a fin de ampliar y profundizar los conocimientos, así 
como apoyarse de las tecnologías de información y comunicación (tic) 
tanto para dar clases como para que los alumnos consulten diferente infor-
mación que sirva de complemento a sus clases. Al respecto, Elise Rockwell 
(cfr. Ramírez, 2013) afirma que “[…] los libros de texto gratuito siguen siendo 
el instrumento fundamental que guía a los maestros hacia una enseñanza 
de igual calidad para todos los alumnos de primaria”. Esto es porque la in-
formación que contienen los libros se distribuye a nivel nacional.

Por otra parte, no hay que olvidar que vivimos en un país que no está 
totalmente desarrollado, es decir, que existen grandes brechas de desigual-
dad en la impartición de los diferentes niveles educativos a nivel nacional; 
que no todas las escuelas se encuentran en zonas urbanas; tampoco cuen-
tan con los diferentes servicios públicos para brindar una educación con 
calidad; que existen dependencias federales que imparten educación mul-
tinivel como es el caso del Consejo Nacional de Fomento Educativo (conafe); 
que existen telesecundarias; que hay organizaciones dedicadas a la educa-
ción especial, a la educación indígena, a la educación de adultos (inea), a 
la educación en escuelas particulares de todos los niveles, entre las más 
representativas y que la reforma educativa tendría que incluir a todas estas 
modalidades educativas para dar verdaderamente una respuesta a la socie-
dad en este tema.

Por otra parte, las autoridades educativas establecen un porcentaje 
máximo de reprobación escolar por cada uno de los niveles de educación 
básica, sin embargo, ésta es una aplicación errónea de políticas que deme-
ritan la calidad del egresado y también perjudican a los estudiantes traba-
jadores que ponen un mayor esfuerzo y que emplean todo lo necesario 
para ser estudiantes de excelencia. Estos resultados los toman como base 
los gestores del presupuesto para asignar mayor o menor recurso finan-
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ciero de acuerdo al número de reprobación que existe en la escuela eva-
luada. Bajo este criterio, se asigna un menor presupuesto a las institucio-
nes que más lo necesitan con la lógica financiera que no corresponde al 
principio de la equidad educativa (Del Castillo, 2013).

Concretamente y derivado de la realización de un diagnóstico entre el 
gobierno mexicano y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (ocde), se elaboraron varias recomendaciones en materia 
educativa entre las que destacan: la implementación de una política públi-
ca en materia de educación que hiciera eficiente el diseño e implementa-
ción de políticas que resalten la importancia de la medición y evaluación 
del desempeño docente; la pertinencia de mejorar el sistema de incentivos 
que hasta ese momento se hacía a través del Programa Nacional de Carre-
ra Magisterial (pncm) y la necesidad de vincular el desempeño escolar con 
la docencia (Del Castillo, 2013).

La propuesta gubernamental hacia elevar la calidad en los estudiantes 
de los diferentes niveles desde preescolar, primaria, secundaria y media 
superior se establece en la reforma educativa que contempla el estableci-
miento del Servicio Profesional Docente (spd), la evaluación al Sistema 
Educativo Nacional (sen) a través del Instituto Nacional para la Evaluación 
de la Educación (inee), el impulso a las escuelas de tiempo completo con 
el especial énfasis en que la alimentación que se ofrezca sea nutritiva y 
para ello contratar a microempresas cercanas al centro escolar. La inten-
ción de ampliar el horario en las escuelas primarias de tiempo completo 
responde fundamentalmente a una necesidad de los padres de familia por 
trabajar y no tener la posibilidad de recoger, atender y darles de comer a 
sus hijos; lo importante sería que la extensión del tiempo fuera para refor-
zar los contenidos académicos y no para incrementarles materias o activi-
dades extraescolares que en lugar de garantizar una educación de calidad 
sean una especie de extensión de las guarderías.

La reforma educativa aprobada en 2013

Esta reforma asegura la obligación que tiene el Estado de brindar educa-
ción de calidad en los niveles preescolar, primaria, secundaria y media 
superior (que a partir de 2012 se volvió de carácter obligatorio); se crea el 
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spd y el inee como órgano constitucional autónomo y como máxima auto-
ridad en materia de evaluación. La reforma constitucional y las leyes se-
cundarias son la base para desarrollar una serie de reformas a la Ley Ge-
neral de Educación, a la lgspd (que sustituye a carrera magisterial) y del 
inee, así como a la Ley de Coordinación Fiscal en materia de financiamien-
to de educación básica.

Anteriormente con la reforma de 1993, en materia de educación quedó 
plenamente establecido el derecho a la educación que tiene todo mexicano. 
Los niveles que impartía obligatoriamente el Estado eran preescolar, pri-
maria y secundaria, además se determinó elevar a rango constitucional los 
planes y programas de estudio de la educación básica y normal. 

Para lograr una reforma educativa integral se requiere, además de las 
reformas antes mencionadas, la elaboración de planes y programas de 
estudio con base en la realidad y las necesidades, métodos y materiales de es-
tudio, infraestructura adecuada, equipamiento escolar para mejorar el de-
sarrollo docente, financiamiento educativo (con la creación del Fondo de 
Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo fone que susti-
tuye al faeb) y la participación de los padres de familia. Para ello se tiene 
que dar continuidad a lo establecido en el pnd, el Programa Sectorial de 
Educación y otros ordenamientos y programas estratégicos establecidos 
por las autoridades educativas (Reforma Educativa 2013). En este sentido, el 
proceso educativo está integrado por docentes, alumnos, padres de familia, 
autoridades, asesores académicos, espacios, estructuras orgánicas, planes 
y programas, métodos pedagógicos, textos, materiales, procesos específi-
cos, financiamiento, directores y supervisores, entre otros (Pacto por México, 
2015).

El contenido de la reforma pretende en el Artículo 3o de la Constitución 
establecer a nivel nacional las bases de creación de un spd que inicie el 
proceso con concursos para el ingreso de los docentes, promoción a car-
gos con funciones de dirección y de supervisión en la educación básica y 
media superior, así como la permanencia en el servicio; ésta es la primera 
ocasión que se incluye este término y es una novedad en la reforma edu-
cativa. El diseño del sistema de reconocimientos para los docentes en 
servicio se establece para efectuar la medición y evaluación de forma equi-
tativa y adecuada, a fin de que los docentes reconocidos sean los que hayan 
mejorado el aprendizaje de los alumnos sustancialmente, otorgándoles 
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incentivos económicos que reflejen su dedicación y aprecio a la actividad 
docente y educativa en general. El funcionamiento del sistema educativo 
tiene que ser evaluado permanentemente por el inee en su carácter de 
organismo público autónomo para que el desempeño y los resultados del 
sistema educativo nacional en la educación preescolar, primaria, secunda-
ria y media superior sea corregido y retroalimentado correctamente. Se 
hace mención también de las escuelas de tiempo completo y de la necesi-
dad de proporcionar alimentos saludables y nutritivos a los estudiantes.

Una demanda social actual es la de propiciar las condiciones y ambien-
tes necesarios para que los estudiantes de todos los niveles educativos 
desarrollen las competencias para la vida y el trabajo. Con la aprobación 
de la reforma educativa, la sociedad espera que los estudiantes tengan un 
mejor aprendizaje, que la permanencia de alumnos sea hasta la culmina-
ción de su escolaridad, que se reduzca la deserción y la reprobación, que 
la formación de valores sea indispensable, que se atienda al alumno de 
manera personalizada, que la organización del espacio escolar sea acorde a 
sus necesidades, que la participación de los padres de familia sea entusiasta, 
comprometida y activa. Uno de los aspectos más importantes de la reforma 
educativa es el que pone a la escuela en el centro del sistema educativo 
(Reforma Educativa 2013).

Dentro de las estrategias para el buen funcionamiento escolar se con-
sideran las siguientes: el cumplimiento del calendario y horarios estableci-
dos; que se disponga de docentes, la totalidad de días del ciclo escolar, 
enfocados a realizar actividades de aprendizaje haciendo que los alumnos 
se involucren en las clases y sean más colaborativos, dar preferencia a la 
práctica de la lectura, la escritura y las matemáticas.

Es por ello que en la reforma educativa se incluyen los términos y cri-
terios conforme a los que se llevan a cabo los concursos de oposición para 
el ingreso al servicio y la introducción de nuevos instrumentos y etapas 
que permitan una valoración completa de los candidatos. Se considera un 
periodo de inducción de dos años en los cuales el profesor reciba el apoyo 
para fortalecer sus capacidades y se contempla el acompañamiento de un 
tutor que sea designado por la autoridad educativa. Entonces, en el ciclo 
escolar 2014-2015 que recientemente concluyó, tuvieron que haber reali-
zado mediante un concurso de oposición todas las plazas de nuevo ingreso 
de la educación básica y media superior (Reforma Educativa 2013).
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Se incluye además en la reforma el Programa de Rehabilitación de Plan-
teles Escolares “Escuelas dignas”; Programa Escuelas de Excelencia para 
Abatir el Rezago Educativo, Programa Escuelas de Tiempo Completo, Pro-
grama de Inclusión y Alfabetización Digital, Programa para la Inclusión y 
la Equidad Educativa (Reforma Educativa 2013).

Métodos de investigación

La investigación es de carácter nacional porque se realizó en México y se 
analizaron los antecedentes de la política pública en materia educativa 
desde 1921 a la fecha, la reforma educativa aprobada en 2013, el Plan Sec-
torial de Educación 2013-2018 para saber las propuestas y cambios que se 
realizarán a partir de su aprobación, así como el Plan Nacional de Desarro-
llo 2013-2018. Los anteriores son documentos oficiales que marcan las 
políticas públicas a seguir instrumentadas por la actual administración. 
Con la finalidad de realizar este análisis se plantearon una serie de interro-
gantes a las cuales se pretende dar respuesta a través del estudio, análisis 
y desarrollo de la investigación documental del presente documento y ellas 
son, a saber:

¿La política pública en materia de educación desarrollada por el gobier-
no federal de la actual administración mexicana dará respuesta a la pobla-
ción para mejorar la calidad educativa? 

¿Es suficiente la aprobación de la Reforma Educativa 2013 para que el 
Sistema Educativo Nacional garantice profesores más preparados y un me-
jor rendimiento escolar de los alumnos del nivel básico y medio superior?

¿Qué elementos harían falta para tener una reforma educativa integral 
en el Sistema Educativo Nacional?

Derivado de estas preguntas, el objetivo es conocer las políticas públi-
cas en materia educativa y de la reforma educativa actual con la finalidad 
de analizar si estas reformas constitucionales darán respuesta a la ciuda-
danía en elevar la calidad educativa en el nivel básico y medio superior. Se 
parte de un supuesto que tendríamos que comprobar y es que a partir de 
la Reforma Educativa 2013, los cambios constitucionales únicamente res-
ponden a criterios laborales y de evaluación al implementar el spd y dar la 
categoría de organismo autónomo al inee.
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La metodología que se plantea responde al método descriptivo que 
Hernández Sampieri (1998: 60) define como “los estudios descriptivos bus-
can especificar las propiedades importantes de personas, grupos, comuni-
dades o cualquier otro fenómeno que sea sometido a análisis” porque este 
tipo de investigaciones busca medir o evaluar diferentes variables o carac-
terísticas y para este análisis es importante resaltar la creación de la lspd 
y el Sistema de Evaluación Docente que realizará el inee. Desde la perspec-
tiva científica, el describir es medir; es por ello que elegimos una serie de 
conceptos a medir y que pueden adquirir diferentes valores. 

Resultados y discusión

Las reformas constitucionales en materia educativa se realizaron básica-
mente en el Artículo 3o constitucional en el cual se deja igual que la educa-
ción que imparta el Estado será laica, democrática y gratuita; también 
permanece la obligatoriedad del Estado de prestar servicios educativos 
correspondientes a los niveles de preescolar, primaria, secundaria y se 
incluye el medio superior. Se hace énfasis en la calidad de la educación y 
en la creación de planes y programas de estudios para los diferentes nive-
les educativos. Además define que el ingreso al servicio profesional docen-
te y la promoción a los diferentes cargos de dirección o supervisión en la 
educación básica se llevarán a cabo a través de concursos de oposición 
para garantizar óptimos conocimientos y capacidades de los profesores. En 
la fracción IX se crea el Sistema Nacional de Evaluación Educativa a cargo 
del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación como organismo 
autónomo, con personalidad jurídica y patrimonios propios cuya organiza-
ción y funcionamiento se establecen en la ley reglamentaria correspon-
diente (Reforma Educativa 2013).

En el Artículo 6o se mantiene la idea de que las donaciones destinadas 
a la educación de cualquier nivel educativo en ningún caso serán contra-
prestaciones del servicio educativo, asímismo hace mención sobre la gratui-
dad de los libros de texto. Sin embargo, en la realidad se observa que muchas 
escuelas exigen el pago de cuotas de manera obligatoria para que sus hijos 
continúen sus estudios.
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Respecto a la Ley General del Servicio Profesional Docente

La creación de esta ley es muy importante porque brinda seguridad y cer-
teza al docente desde el ingreso al sistema hasta su separación ya sea por 
jubilación o retiro. Lo sustancial y novedoso es la permanencia en el Siste-
ma Educativo Nacional que antes no se tenía contemplado. Se contaba con 
el Programa Nacional de Carrera Magisterial pero ahora el spd incluye la 
permanencia como factor motivante en el ejercicio docente.

La ley consta de cinco títulos y 83 artículos. Por su naturaleza se podría 
afirmar que es más una reforma laboral que una de carácter educativo, sin 
embargo, en ella no se eliminan las prestaciones ni derechos laborales de 
los trabajadores del ámbito educativo tales como: aguinaldo, prima vaca-
cional, días económicos, permisos, etcétera (Reforma Educativa 2013).

En el Artículo 1o se señala que es observancia general excepto el conafe 
y el inea en virtud de que uno es un organismo que se dedica a brindar 
educación en comunidades rurales, marginadas y de difícil acceso en todo 
el país; mientras que el otro se avoca a la educación y alfabetización de 
adultos y no cuentan con el sistema de profesores normalistas para desem-
peñar sus funciones. Este artículo se aplica a los docentes que realicen 
funciones de dirección y supervisión en la Federación, los estados, el Dis-
trito Federal y municipios, así como a los asesores técnico pedagógico en 
la educación básica y media superior. Todos los trabajadores que no se 
encuentren en estos casos y sean administrativos, manuales o de cualquier 
otro tipo no existe ningún tipo de señalamiento en la ley. Cabe resaltar que 
su objetivo son los trabajadores con funciones eminentemente docentes y 
a los puestos de confianza que eran asignados por escalafón sindical. En 
los artículos del 8o al 11 pertenecientes al capítulo ii, se establecen las con-
diciones relativas a las facultades y obligaciones del inee, a las autoridades 
educativas, organismos descentralizados y a la propia sep (Reforma Educa-
tiva 2013).

Análisis general y alcances jurídico-laborales

En el Título segundo se establecen las reglas del Servicio Profesional de 
Docente, mientras que en el capítulo I en sus artículos 12 y 13 se establecen  
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los propósitos del servicio para mejorar la calidad educativa, la práctica 
profesional (por medio de las evaluaciones en las escuelas), reconocer la 
labor docente, desarrollar las fortalezas del personal, garantizar la forma-
ción, capacitar y actualizar al docente, así como desarrollar un programa 
de estímulos e incentivos que favorezca el mejor desempeño del servicio. 
Es importante señalar en esta parte que se elimina la participación de los 
sindicatos (Reforma Educativa 2013). La implementación del spd se efectúa 
para conocer los méritos de los profesores y que puedan acceder a una 
plaza con base en su esfuerzo y desempeño; para que profesores, directores 
y supervisores tengan certidumbre, estabilidad y condiciones equitativas 
en su promoción laboral. La lspd contempla reglas claras y transparentes 
sobre la operación del sistema.

En el Artículo 14 se contempla lo relativo a los perfiles, parámetros e 
indicadores de la práctica docente. De los artículos 15 al 20 en el capítulo II 
se establece la mejora en la práctica docente mediante la evaluación interna 
como actividad permanente bajo la conducción del director. De las artículos 
21 al 25 del capítulo III, son referentes al ingreso al servicio, que se realiza 
por medio de un concurso de oposición, preferentemente anual, de carácter 
público y a través de convocatorias públicas en las que se establecerán los 
perfiles y requisitos de participación. Esta disposición elimina la facultad 
sindical de otorgar plazas y con esto muchas situaciones de vicios y corrup-
ción al respecto. Al dejar al margen al Sindicato Nacional de Trabajadores 
de la Educación se le quita todo el poder que tenía para otorgar plazas a 
docentes de manera discrecional siendo un beneficio a corto, mediano y 
largo plazo en la educación.

Mientras que el Artículo 24 señala que podrá participar cualquier per-
sona que cumpla con el perfil en materia educativa y los requisitos estable-
cidos en la convocatoria. Esto básicamente es para los normalistas (Refor-
ma Educativa 2013).

El Artículo 26 establece que la promoción de los cargos de dirección o 
supervisión se realizará por concurso de oposición a través de una convo-
catoria pública, eliminando también la participación del sindicato en estas 
promociones. Nuevamente se elimina la asignación de estas plazas que el 
snte otorgaba discrecionalmente. Como antecedente a este paso recorde-
mos la detención de la lideresa del sindicato: Elba Esther Gordillo, que 
representó en su momento la oportunidad de aprobar la reforma educativa 
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sin que hubiera mayores obstáculos porque ella amenazó con efectuar 
movilizaciones masivas en todo el territorio nacional si se aprobaba la re-
forma constitucional. Para el Artículo 27 una vez obtenido el nombramien-
to por dos años ininterrumpidos, si el director cumple con las exigencias 
señaladas se le otorga nombramiento definitivo, en caso contrario, se re-
gresa a su función docente, en el caso del nivel básico y para el medio 
superior; el Artículo 28 contempla el nombramiento de director por tiempo 
fijo (cuatro años con prórroga igual), regresando a sus labores docentes al 
término del periodo. Para el caso de las supervisiones en el nivel básico, la 
plaza es con nombramiento definitivo y para la media superior, el nombra-
miento es por tiempo fijo. En el Artículo 31 se contempla para el caso de 
vacantes en la dirección o supervisión, realizarlo únicamente por el resto 
del ciclo escolar. 

De los artículos 34 al 40 correspondientes al capítulo V se consideran 
los incentivos para el personal docente siendo éstos temporales o perma-
nentes, siendo de carácter voluntario e individual, no precisan en la ley la 
manera de fijar los niveles ni en que consistirán los incentivos. En el capí-
tulo VI, de los artículos del 41 al 44 habla sobre las promociones en el 
servicio, señalando las características y especificaciones para cada nivel, 
así como la asignación de horas adicionales. De los artículos 45 al 51 seña-
lan los reconocimientos en el servicio para el personal docente, directivo y 
de supervisión que destaque en su desempeño fijando las bases generales 
(Reforma Educativa 2013).

En el capítulo VIII se señala la permanencia en el servicio donde se 
establece como condición de continuar en su puesto de docente, director 
o supervisor el sujetarse y acreditar, evaluaciones al menos cada cuatro 
años. Esto representa un gran acierto para mantener actualizados a los 
directivos y supervisores de zona escolar. El Artículo 53 establece que 
cuando el resultado de la evaluación sea insuficiente, el trabajador se in-
corpore a un programa de regularización que incluya tutorías y se deter-
minará por la autoridad educativa u opd, donde el trabajador tendrá una 
segunda oportunidad de evaluación durante el primer año de su evalua-
ción antes de iniciar el ciclo escolar. De obtener nuevamente el resultado 
insuficiente, en los mismos términos podrá solicitar una tercera y si resul-
ta insuficiente se dará por terminado los efectos de su nombramiento. 
Este capítulo es el que ha provocado muchas inconformidades entre los 
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docentes y entre los líderes de la Coordinadora Nacional de Trabajadores 
de la Educación específicamente en Oaxaca. Sin embargo, estoy a favor de 
esta reforma por sus implicaciones a futuro.

En los artículos 55 al 58 se consideran solamente las condiciones y 
características que se deberán establecer en la sep, el inee, las autoridades 
locales y los opd. El inee como órgano autónomo, dictaminador y ciudadano 
requiere evaluar de manera imparcial e integral para analizar objetivamente 
su desempeño y resultados. 

El Artículo 80 señala que contra las resoluciones administrativas que 
se emitan en términos de la lgspd, podrán interponer el recurso de revisión 
y de procedimiento y sus alcances están definidos en los artículos 81 y 82. 
Dichos recursos podrán interponerse en Tribunal de lo Contencioso Admi-
nistrativo o en el Tribunal Laboral competente. Aquí se encuentra clara-
mente estipulado el procedimiento para revisar su caso al momento de 
manifestar inconformidad con el resultado de su evaluación.

Es importante resaltar que en el transitorio octavo el personal docente, 
directivo o de supervisión que cuente con nombramiento definitivo y en la 
tercera evaluación sea insuficiente, no será cesado pero será re-adscrito a 
otra área dentro del servicio o se le ofrecerá incorporarse a los programas 
de retiro voluntario que se autoricen. En caso de negación será separado de 
su cargo. Este artículo transitorio debería quedar muy claro a todos los 
participantes para evitar estar en contra de la reforma educativa o que se 
nieguen los docentes a ser evaluados periódicamente. Los beneficios obte-
nidos en la carrera magisterial no podrán ser afectados en el tránsito al 
programa de promoción que se establezca (Reforma Educativa 2013). Esta 
es una garantía de que no se afectarán los intereses de los docentes parti-
cipantes que participaron en el Programa Nacional de Carrera Magisterial.

Análisis a las reformas a la Ley General de Educación

En las reformas aprobadas en septiembre de 2013 a la Ley General de 
Educación, se establece en el Artículo 2o el derecho que toda persona tiene 
de recibir educación de calidad, así como el acceso a ella con sentido de 
responsabilidad social involucrando a los tres actores del proceso educativo: 
alumnos, profesores y padres de familia. En el Artículo 3o resalta la pres-
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tación de los servicios educativos de calidad para que sean brindados con 
el objeto de lograr el máximo aprendizaje con los estudiantes en los dife-
rentes niveles educativos a saber: preescolar, primaria, secundaria y media 
superior que con esta reforma este último nivel educativo se presenta como 
obligatorio para toda la población (dof).

Por su parte, el Artículo 6o establece la gratuidad de la educación que 
imparta el estado, designando a las autoridades educativas que correspon-
dan; la regulación, el destino, la aplicación, la transparencia y la vigilancia 
de las donaciones o cuotas voluntarias que realicen a su centro educativo. 
Añadiendo que no se podrá condicionar la inscripción, el acceso, la aplica-
ción de evaluaciones o exámenes de ningún alumno a cambio de algún tipo 
de pago; que como se había comentado anteriormente, algunas escuelas 
exigen el pago de cuotas de manera obligatoria y no voluntaria como lo 
establece la ley.

El Artículo 8o contempla que la orientación de la educación se susten-
tará en el progreso científico, en abatir la ignorancia, las servidumbres, los 
fanatismos, prejuicios, discriminación y violencia en contra de mujeres y 
niños basándose en la implementación de políticas públicas orientadas a la 
transversalidad de criterios en los tres ámbitos de gobierno resaltando la cali-
dad en función de la congruencia entre objetivos, resultados y procedi-
mientos del proceso educativo de acuerdo a criterios de eficiencia, eficacia 
y equidad (dof).

En el inciso III del Artículo 10 sobresale el spd, mientras que el Artículo 
11 inciso V se habla del organismo constitucional autónomo denominado 
inee. El Artículo 12 inciso I señala la necesidad de actualizar y formular los 
planes y programas de estudios de las normales a fin de dotar a los docen-
tes de los conocimientos necesarios para poder ser evaluados por el inee 
e incorporarse al Servicio Profesional Docente, en el inciso V Bis se con-
templa emitir lineamientos de operación para la gestión escolar que consi-
dere mejorar la infraestructura, comprar materiales educativos y resolver 
problemas de gestión básicos. En cuanto al Artículo 15 se establece que 
para el ingreso, promoción, reconocimiento y permanencia del personal 
docente que desempeñe actividades de dirección o supervisión se tendrán 
que basar en la Ley General del Servicio Profesional Docente. En los artícu-
los 16, 20 y 21 quedan establecidas las acciones relativas a la aplicación de 
la Ley gspd. En el Artículo 21 adiciona lo relativo a las instituciones educa-
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tivas particulares, incorporando los mismos lineamientos y evaluaciones al 
personal docente. En el Artículo 24 Bis se establecen los lineamientos por 
los cuales los centros educativos deben regularse bajo el expendio y distri-
bución de alimentos nutrimentales que determine la Secretaría de Salud (dof).

El Artículo 25 adiciona el que el proyecto de presupuesto sea aprobado 
por la Cámara de Diputados y las legislaturas locales con la finalidad de 
fortalecer la autonomía de la gestión escolar. Esto se considera también en 
el Artículo 28 Bis. La autonomía de la gestión de las escuelas es para ga-
rantizar que la educación pública sea gratuita y facilitar los recursos públi-
cos de manera eficiente. Además se propone que las escuelas de tiempo 
completo cumplan hasta 800 horas académicas, en donde se proporcione 
a los alumnos alimentación saludable a través de la contratación de mi-
croempresas que se encuentren en las respectivas localidades. También 
considero importante que se realicen evaluaciones periódicas al funciona-
miento de las escuelas de tiempo completo para saber si están cumpliendo 
con el objetivo para el cual fueron creadas y si existen desviaciones o 
anomalías en el cumplimento de su objetivo, entonces, reorientar acciones 
que favorezcan la continuidad de este tipo de escuelas. 

Respecto al Artículo 29, se enumeran claramente los lineamientos a la 
Ley del inee. Una característica importante de señalar es que las evaluacio-
nes son sistemáticas y permanentes y que las autoridades correspondien-
tes, según el nivel educativo al que pertenezcan, tomarán las medidas 
procedentes, esto no queda tan claro y es poco específico. El Artículo 33 
agrega lo relativo al apoyo a estudiantes que abandonen sus estudios en 
cualquier nivel educativo, el fortalecimiento de la educación especial, ini-
cial, personas con discapacidad y a distancia, y ampliar la cobertura de los 
servicios educativos. La reforma de este artículo también incluye el esta-
blecimiento de escuelas de tiempo completo con jornadas entre seis y ocho 
horas e impulsar el suministro de alimentos nutritivos. Se incluye en el 
Artículo 44 la organización de servicios educativos para adultos en cual-
quiera de sus niveles (dof).

En el transitorio noveno se contempla garantizar la calidad de la edu-
cación obligatoria basadas en el spd y las autoridades educativas federales 
y estatales tendrán que adecuar sus normatividades de carácter laboral y 
administrativo con la finalidad de dejar sin efectos a lo que se oponga o 
limite el cumplimiento de dicha obligación. En el decimosegundo se esta-
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blece también que para garantizar la calidad de la educación, las autorida-
des educativas revisarán el modelo educativo en su conjunto, los planes y 
programas, los materiales y métodos educativos. Sin embargo, se queda de 
manera enunciativa la revisión del modelo educativo, así como los conte-
nidos de los planes y programas de estudio de cada uno de los niveles 
educativos que es una tarea sustancial para elevar la calidad de educación.

Conclusiones

Las políticas públicas en materia educativa en nuestro país han respondido 
generalmente a la visión y manera de gobernar de los presidentes en turno. 
Se han realizado esfuerzos por garantizar la calidad en la educación pero 
no han dado los resultados esperados. Se pretende que al aprobar la Refor-
ma Educativa 2013 se cumplan estos objetivos. Sin embargo, al realizar el 
análisis de contenido podemos observar que el enfoque que se le da es 
justamente de carácter laboral para los docentes. Esto no quiere decir que 
sea malo, lo que pasa es que la reforma queda incompleta al establecer 
solamente la Ley del Servicio Profesional Docente y la Ley General de Edu-
cación. Algo sustancial como lo es el contenido y orientación de los planes 
y programas de estudio que den cuenta del perfil de egreso de los estudian-
tes y que sea congruente con la oferta laboral y actual no se refleja en la 
reforma analizada, así como el contexto político, económico, social y cultu-
ral mexicano para realizar estos cambios.

Resalta en la reforma educativa varios aspectos trascendentales, tales 
como: el considerar al nivel medio superior con carácter obligatorio, la 
aplicación de la Ley del Servicio Profesional Docente y la Ley General de 
Educación. Sin embargo, la sociedad y los actores que participan en la 
educación expresan diversas exigencias, inconformidades y propuestas 
que requieren atención a través de la implementación de políticas educativas 
actuales, así como formular las que sean necesarias para lograr una mayor 
eficiencia en las actividades del Sistema Educativo Nacional. Asimismo, es 
poco probable que la ley por sí misma defina la orientación y calidad del 
desempeño docente en las aulas, aunque posiblemente influya en la práctica.

Se ha considerado que la reforma educativa es simple y sencillamente 
una reforma laboral, sin embargo, ésta va más allá al incluir la permanencia 
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en el sistema que no tenía el Programa de Carrera Magisterial. El interés 
por impulsar el Servicio Profesional Docente en la educación y elevarlo a 
rango constitucional presenta diferentes manifestaciones en contra de su 
aplicación y la resistencia a ella es total por parte de los dirigentes y líderes 
de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación en Oaxaca, 
principalmente, también en Chiapas y Guerrero. Esta negativa a ser eva-
luados es porque informaron erróneamente el contenido de la reforma a 
los docentes porque la cnte se había apropiado de plazas y promociones 
que manejaba a discreción, entonces al ver afectados sus intereses se han 
opuesto rotundamente a la aplicación del Servicio Profesional Docente. 

Para lograr resultados exitosos, tendrá que aplicarse paulatinamente la 
reforma educativa para darle vigencia, a fin de evitar que la ley se convier-
ta en letra muerta en este ámbito de las políticas públicas que por cuestio-
nes de intereses de grupos, decisiones discrecionales y clientelares tenían 
cautivo a un gran número de docentes agremiados. Se tendrá que seguir 
muy de cerca en la implementación de esta reforma educativa para apoyar-
la y en la medida de nuestras posibilidades, ver cristalizado el éxito de la 
misma y sus efectos en elevar la calidad en la educación mexicana.

Finalmente, para que tenga verdaderamente éxito la reforma educativa 
debe integrar a todos los actores del proceso educativo, como son los 
maestros, los alumnos, los padres de familia, los directores, supervisores 
y autoridades educativas y que cuenten con planes y programas de estudio 
cuyo contenido esté actualizado, cuidar del perfil de egreso de los estudian-
tes de todos los niveles de educación, además de contar con la infraestruc-
tura necesaria incluyendo la accesibilidad a internet y las diferentes herra-
mientas tecnológicas y básicamente un programa funcional de gestión 
administrativa para que realmente lleguen los recursos presupuestados a 
las escuelas y se le llame Reforma Educativa Integral.
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Resumen

El desplazamiento forzado de personas, considerado como un tipo de mi-
gración, ha cobrado fuerza en el México contemporáneo. La irrupción de 
la violencia relacionada con el crimen organizado y el combate del Estado 
mexicano al narcotráfico han propiciado las condiciones necesarias para la 
multiplicación de este fenómeno. Aunque no con la misma intensidad de 
otras entidades, el Estado de México no es ajeno a esta dinámica poblacio-
nal, especialmente en la región sur sobre la cual damos cuenta en el pre-
sente documento. Nuestro planteamiento central argumenta que el despla-
zamiento interno forzado constituye un nuevo patrón de migración en el 
sur de la entidad, lo que supone nuevos retos para las administraciones 
municipales tanto de municipios expulsores como receptores, lo que hace 
impostergable repensar la gestión local en términos de la necesidad y po-
sibilidad de ampliar sus facultades y capacidades para atender esta  
problemática.

Introducción

Los movimientos migratorios en cualquiera de sus manifestaciones, ya sea 
como migraciones forzadas o voluntarias reflejan las desigualdades y desequi-
librios entre territorios y grupos sociales, ya que la salida se escenifica en 
una serie de problemas vitales y necesidades que de una u otra forma no 
están satisfechas en el lugar de origen (Soledad, 2007). 

Migración forzada: un reto para la gestión local  
y las políticas públicas
Enrique Damián Palma Martínez

Laura Mota Díaz
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En el caso de México, cuyos niveles de desigualdad económica y social 
son muy altos, la migración voluntaria o forzada ha sido recurrente a tal 
grado que se constituye en una estrategia de superación y/o supervivencia 
de numerosas poblaciones para hacer frente a los desequilibrios económicos 
y sociales que se viven en el país. A lo largo de más de un siglo, México se 
ha caracterizado por sus altos índices de emigración, principalmente con 
destino a Estados Unidos, lo que en la mayoría de los casos puede ser 
catalogado como un movimiento de tipo voluntario/laboral originado por 
factores económicos, en otras palabras es lo que refiere al llamado “sueño 
americano”. 

Existe un debate en torno al caso de la migración por motivos labora-
les, con respecto a si ésta puede considerarse o no de tipo voluntario, dado 
que hay circunstancias que obligan a la persona a emigrar en busca de 
ingresos que le permitan satisfacer una serie de necesidades individuales 
y familiares. Pero más allá de esa cuestión, en la actualidad es posible pre-
senciar, cada vez más, la migración forzada, cuya génesis se encuentra en 
los desequilibrios sociales vinculados a una realidad en la que el crimen 
organizado ostenta un amplio poder sobre diversos territorios. 

En este tenor, es posible señalar que las causas del desplazamiento 
interno forzado en México se han ido modificando en las últimas décadas, 
pasando de los conflictos religiosos a la violencia relacionada con el crimen 
organizado y el combate al narcotráfico. Además de que los territorios 
afectados por el problema se han diversificado abarcando actualmente a la 
mayoría de entidades de la República mexicana. 

Por su importancia cuantitativa, dispersión territorial y relevancia eco-
nómica, la mayoría de los estudios en México se han concentrado en las 
migraciones de tipo económico e internacional, consideradas en lo general 
como voluntarias, relegando a un segundo plano la investigación sobre la 
migración forzada interna. Por esa razón, dada la relevancia actual del tema 
pretendemos aportar algunos elementos que contribuyan a la compren-
sión de esta creciente problemática y al mismo tiempo den apertura a otras 
líneas de investigación y/o debates. 

Nuestro planteamiento se centra en dos temas fundamentales: 1) la 
emergencia de un nuevo patrón migratorio en el sur del Estado de México 
(migración forzada interna), y 2) los retos que esta realidad impone a la 
gestión local (municipal) para atender tal problemática tanto en los muni-
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cipios expulsores como en los  receptores, ante la indiferencia de los otros 
órdenes de gobierno (federal y estatal). 

El texto está construido en tres grandes apartados: en primera instan-
cia un marco teórico en el que se exponen las características que atendiendo 
a diversos criterios posee la migración forzada. En un segundo momento, 
reseñamos la evolución que ese fenómeno ha tenido en México, haciendo 
énfasis en la región sur del Estado de México. En un tercer momento nos 
referimos a las condiciones actuales de las administraciones locales en el 
Estado de México en términos de capacidades de gestión, para luego esta-
blecer los retos que le impone el desplazamiento interno forzado y cómo 
pueden afrontar esa situación. 

Características de la migración forzada

El estudio de la movilidad humana ha dado lugar a la elaboración de una 
tipología de las migraciones, atendiendo a distintos factores que la deter-
minan; más allá del tiempo y el espacio como elementos para clasificar a 
la migración en temporal y/o definitiva (tiempo), o interna e internacional 
(espacio) (Sandoval, 1993; Beaujeu-Garnier, 1972; Puyol, 1986; Bustamante, 
1979). Existe otro factor que incide en la categorización de la movilidad 
humana, y es el  que refiere a la motivación para desplazarse. En tal senti-
do existen tres tipos de flujos migratorios:

1. Migraciones voluntarias. Son aquellas que obedecen fundamentalmente 
aspectos individuales, pues mediante la migración se busca satisfacer 
o mejorar intereses particulares, sin que intervengan, cuando menos 
de forma preponderante, presiones externas que obliguen al individuo 
o a un colectivo a emigrar (Elizaga y Mascisco Jr., 1975). 

2. Migraciones forzadas. Son aquellos movimientos en los que una persona 
o un grupo de personas son forzadas a dejar su residencia habitual 
para huir de conflictos armados, situaciones de violencia generalizada 
o violaciones sistemáticas de sus derechos humanos, o para escapar 
de desastres naturales o provocados por el hombre. Se puede argu-
mentar que las causas que generan las migraciones forzadas no per-
miten ningún tipo de decisión planeada, ya que por lo general estos 
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procesos se dan de un momento a otro (Gámez, 2013; Gómez et al., 
2008). 

3. Migración de retorno o repatriación. Es el movimiento que devuelve a un 
migrante a su lugar de origen; este tipo de migración puede ser volun-
tario o forzoso, dependiendo de si es el resultado de la circularidad 
migratoria o de políticas migratorias del lugar donde se encuentre es-
tablecido el inmigrante (Elizaga y Mascisco Jr., 1975). 

Cuando un individuo se ve orillado a tomar decisiones ante la pérdida 
de su empleo o de su poder adquisitivo es muy probable que opte por una 
estrategia de reproducción social, como es la migración laboral (volunta-
ria), siendo por lo general una decisión individual o familiar. Contrario a 
ello, en la migración forzada, el individuo se ve constreñido a partir para 
salvar su vida. A diferencia de lo que sucede en la migración voluntaria, 
cuyo motor es el factor pull o de atracción, en la migración forzada es el 
contexto expulsor el que detona la decisión de migrar (Riaño y Villa, 2009). 

En la conceptualización de la migración forzada incide el factor espacio 
para determinar una subclasificación de este tipo de movilidad. Por una parte 
están aquellos hombres y mujeres que se ven forzados a cruzar una o 
varias fronteras para buscar protección, a consecuencia de un temor fun-
dado de persecución por motivos de raza, religión o nacionalidad, por sus 
opiniones políticas, por su pertenencia a un grupo social, o por huir de las 
guerras y de la violencia en sus comunidades: a ellos se les denomina  
refugiados. 

Por otra parte están aquellas personas que han tenido que huir de su 
lugar de residencia y emigrar dentro del territorio nacional porque su vida 
se encuentra en riesgo como consecuencia de un conflicto armado, situa-
ciones de violencia, violaciones a los derechos humanos, entre otros; a 
este grupo se les denomina desplazados, o comúnmente desplazados in-
ternos forzados1 (Gómez et al., 2008). 

1Desplazado es aquella persona o grupo de personas que huyen de su lugar de residen-
cia habitual con el objetivo de evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de 
violencia generalizada, de violaciones a los derechos humanos o de catástrofes naturales, y 
que permanecen dentro de sus países. En primera instancia, los desplazados se movilizan 
dentro de límites regionales y en especial hacia áreas cercanas a las localidades de su salida 
con la expectativa de retornar, regreso que es difícil porque la situación de conflicto no varía 
sustancialmente en el corto plazo. Por lo tanto, en la mayoría de los casos, el o los desplazados 
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Como se puede observar, entre las categorías de refugiado y desplazado, 
la frontera de los territorios nacionales se constituye en el elemento dife-
renciador a partir del cual se determina el estatus legal del migrante. Por 
una parte, el refugiado es protegido a nivel internacional bajo el mandato 
de la Organización de las Naciones Unidas, en tanto que a nivel nacional, 
el Estado receptor debe brindarle la protección requerida para que se res-
peten sus derechos y no se les retorne a su país de origen. En contraste 
con el desplazado, la Convención de los Refugiados de 1951 y el Protocolo 
de 1967 estipula que la comunidad internacional no es la responsable legal de 
protegerlos. La responsabilidad primaria de su atención recae en los go-
biernos nacionales, quienes deben suministrar la seguridad y el bienestar 
para todos los desplazados ubicados en su territorio, en tal sentido, a nivel 
internacional la obligación se concreta en complementar las acciones de la 
respuesta estatal ante esta situación (Gámez, 2013; Gómez et al., 2008).

El desplazamiento forzado interno en México

Hablar de desplazados en el México contemporáneo conduce necesaria-
mente al estado de Chiapas, ya que dicha entidad ha llamado la atención 
nacional e internacional por el desencadenamiento de sucesos de diversa 
índole, que van desde los fuertes e interminables conflictos religiosos has-
ta las confrontaciones político-militares más recientes. No obstante, tam-
bién se han dado otras situaciones de menor repercusión, como los suce-
sos de carácter religioso entre comunidades huicholas del estado de 
Nayarit, o entre huastecos en el estado de Hidalgo (Martínez, 2005). 

En la última década se han ido sumando nuevos factores que condicio-
nan el desplazamiento interno forzado de personas en México, tal es así 
que en la actualidad esta situación se explica en gran parte como producto 
del terror ocasionado por el crimen organizado y sus conflictos internos; 
de la militarización del combate al narcotráfico; de la criminalización de los 
luchadores sociales y de la creación de grandes proyectos de infraestruc-
tura. Así, el desplazamiento interno forzado se ha transformado en un re-
curso de sobrevivencia de poblaciones civiles frente a regímenes de violencia 

no regresan y tienden a movilizarse de su destino inicial a otras localidades, centros urbanos 
y grandes ciudades (Deng, 1998; Salar y Castro, 2014; Salazar, 2008).  
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interna; a la vez que se ha convertido en una acción y reacción frente a 
situaciones extremas, ante la imposibilidad de que cualquier instancia gu-
bernamental garantice no sólo la seguridad patrimonial, sino incluso la 
vida (Mestries, 2014; Salar y Castro, 2014). 

La ausencia de Estado de derecho y la pérdida de control territorial por 
las instituciones políticas y de orden público ocasionaron la feudalización 
de amplias zonas por parte de grupos de delincuencia organizada y políti-
co-militares que aterrorizan a los habitantes generando flujos de éxodo de 
su población, por lo cual estos desplazados se refugian en otro municipio 
o ciudad de la misma entidad federativa o de otra y en ciertos casos, en 
Estados Unidos (Mestries, 2014). 

El enfrentamiento entre grupos delictivos y la creciente militarización 
de la guerra contra el crimen organizado han orillado a núcleos poblacio-
nales a refugiarse en lugares donde no existen los recursos necesarios 
para llevar adelante una vida normal. 

Ante estas condiciones, el desplazamiento en México se ha convertido 
en una huida, escape o evasión a poderes y fuerzas en disputa; es un últi-
mo recurso de garantía y resistencia que después de decidido se imple-
menta de forma inmediata en el corto o mediano plazo. Se realiza indivi-
dual, familiar, colectiva o masivamente y debe considerarse una estrategia 
forzada de sobrevivencia (Salar y Castro, 2014).

Así que además de los muertos, la lucha contra el narcotráfico en México 
ha causado que miles de personas hayan abandonado sus hogares por 
amenazas a su integridad derivadas del clima de violencia en sus comuni-
dades. Sin embargo, a los ojos del gobierno mexicano los desplazados son 
invisibles, esta ceguera intencional pretende ocultar que está siendo reba-
sado por la violencia.  

Esta política de desconocimiento ha ocasionado que el Estado mexicano 
no tenga un registro exacto de los desplazados en el país pero más grave 
aún, ha impedido que organismos como la Agencia de la Organización de 
las Naciones Unidas para Refugiados (acnur, por sus siglas en inglés) 
pueda tener una estrategia para asistir a la población movilizada. El despla-
zamiento forzado en México, si bien existe no se registra; el rastreo es a 
posteriori y no es sino hasta que las comunidades de destino presentan 
dificultades para asumir el tamaño de estas movilizaciones que alcanzan el 
tinte de problema social (Salar y Castro, 2014).
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Ante esas carencias, diversos organismos y/o autores se han dado a la 
tarea de elaborar datos aproximados que dimensionen el tamaño del pro-
blema. Así Salar y Castro (2014) ponen la cifra en 700 mil desplazados; 
Turati (2011) refiere 230 mil, mientras que el Centro de Monitoreo de Des-
plazados Internos de Estados Unidos señalaba hasta mayo de 2012, la 
existencia de 240 mil personas desplazadas por la violencia. 

En el año 2013, la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh) 
contempló en su agenda nacional la situación de los desplazados en Méxi-
co por violencia del crimen organizado y reconoció a los estados de Chi-
huahua, Tamaulipas, Michoacán, Durango y Sinaloa como los más afecta-
dos (Salar y Castro, 2014).

Benavides y Petargo (2012) señalan que Tamaulipas, Chihuahua, Sina-
loa, Sonora, Durango, Baja California, Nuevo León, Michoacán, Guerrero y 
Veracruz son las principales entidades federativas afectadas por el despla-
zamiento vinculado a la violencia asociada al narcotráfico. 

Mestries (2014), retomando a Zermeño (2011), Turati (2011) y Carrasco 
(2011) elabora un recuento de los estados que perdieron más población 
debido a la violencia en la última década, desagregando además los munici-
pios correspondientes. En el siguiente cuadro enlistamos dicha información.

Tabla 1
Estados con mayor pérdida de población debido a la violencia

Estados Municipios afectados

Chihuahua Nueve municipios afectados entre ellos: Ciudad Juárez, Valle de 
Juárez, Guadalupe, Praxedis Guerrero y Ahumada. 

Michoacán Trece municipios de Tierra Caliente, costa y Sierra Occidental. 

Tamaulipas Doce municipios afectados en la zona fronteriza, el centro y la costa. 
Los más importantes son Ciudad Mier, Camargo y San Fernando. 

Nuevo León Municipios, sobre todo de la zona metropolitana y la región citrícola. 

Sinaloa Siete municipios afectados en la región serrana y el centro. 

Durango En la Sierra Madre Oriental, la región Tepehuana y La Laguna, sien-
do los municipios más afectados San Dimas, Mezquital y Pueblo 
Nuevo. 

Morelos El municipio más afectado ha sido la capital, Cuernavaca. 

San Luis Potosí Las localidades más afectadas han sido Villa de Ramos y Matehuala.  
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Estados Municipios afectados

Zacatecas Algunos pueblos de los Cañones, Jerez, Fresnillo y Sombrerete  
están semi-abandonados debido a la violencia delictiva. 

Guerrero Los municipios de Tierra Caliente, de la Costa y la Sierra se han 
visto afectados por los desplazamientos forzados. 

Veracruz Hay desplazados en el norte del estado, la Costa Centro y la región 
de Córdoba.

Coahuila Los municipios de Allende, Nava, Piedras Negras y Monclova, entre 
otros.

Fuente: Carrasco, 2011; Mestries, 2014; Turati, 2011 y Zermeño, 2011. 

La violencia es el común denominador en los desplazamientos forza-
dos, la cual se extendió a partir de 2006 y ha tenido su punto más álgido 
en 2010; sin embargo, esto no es nuevo pues en el caso de Sinaloa la vio-
lencia del narco y del ejército provocaron desde la década de los ochenta 
la desaparición de pueblos enteros de la sierra; el éxodo se dirigió a ciuda-
des fronterizas como Tijuana. En el caso de estados como Tamaulipas, 
Nuevo León, Coahuila, Chihuahua, Durango, San Luis Potosí y Zacatecas, 
la violencia se ha recrudecido debido a tres factores: 

la guerra encarnizada entre cárteles por el control de plazas y rutas de la 
droga, particularmente entre los Zetas y el Cártel del Golfo; la estrategia de 
los Zetas, de formación militar, de asegurarse no sólo rutas de trasiego y 
plazas de venta, sino el control de territorios donde puedan ejercer otros 
negocios ilegales; y la incapacidad del Estado para controlar esta violencia 
y desarmar las estructuras del crimen organizado (Mestries, 2014: 21).

Como podemos observar, en ninguna de las aproximaciones estadísticas 
presentadas aparece el Estado de México como una de las principales enti-
dades federativas que presentan la problemática aquí referida; sin embargo, de 
manera más reciente el sur de la entidad ha venido experimentando una 
degradación social como resultado de la violencia relacionada con el cri-
men organizado. En nuestro siguiente apartado exponemos algunas de las 
nuevas realidades de dicha zona y cómo han impactado al proceso de  
migración. 

Tabla 1 (Continuación)
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El sur del Estado de México: una nueva realidad migratoria

La migración en las comunidades rurales del Estado de México no es nueva, 
se viene desarrollando desde hace varios años, principalmente en la zona 
sur de la entidad que es la región con mayor tradición migratoria. La inser-
ción amplia del migrante rural mexiquense inició en la Segunda Guerra 
Mundial con la implementación del Programa Bracero,2 aunque existen 
indicios de flujos migratorios a la Unión Americana desde las primeras 
décadas del siglo pasado (Arzate y Vizcarra, 2007; Durand y Massey, 2003).

La conclusión del Programa Bracero en 1964 no significó la culmina-
ción de los flujos migratorios de los municipios del sur de la entidad, sola-
mente representó un cambio en la modalidad de la migración, pues al ya 
no gozar de la seguridad que daba el trabajo protegido por el Programa 
Bracero, se inició la migración indocumentada que se ha venido prolongan-
do hasta la actualidad, siendo el tipo de movimiento poblacional más signi-
ficativo. Cabe destacar que con el proceso de residencias y ciudadanías que 
derivó de la Ley de Control y Reforma de la Migración (irca, por sus siglas 
en inglés) muchos migrantes del sur del estado pudieron legalizar su es-
tancia en Estados Unidos (González, 2002).

Si bien, la irca posibilitó la regularización del estatus migratorio de 
muchos migrantes del sur de la entidad, también supuso restricciones 
para nuevos flujos migratorios; las prohibiciones se fueron incrementando 
a mediados de los noventa con la implementación de la Ley de Reforma de 
la Inmigración Ilegal y de Responsabilidad del Inmigrante (iirira, por sus 
siglas en inglés). A estas reformas legales hay que agregar el profundo 
sentimiento antiinmigrante de los sectores más conservadores de la política 
estadounidense, además de los acontecimientos del 11 de septiembre de 
2001 que criminalizaron la migración indocumentada. Sin embargo, pese a 
este cúmulo de restricciones, la movilidad de personas del sur mexiquense 
hacia Estados Unidos no se detuvo, lo que significa que en su conjunto los 
factores internos de expulsión superaron, y por mucho, a los externos de 
inhibición migratoria.  

2Acuerdo entre los gobiernos de México y Estados Unidos para la contratación de traba-
jadores mexicanos para las labores de la agricultura en los estados del suroeste de la Unión 
Americana. Fue firmado el 4 de agosto de 1942 por los gobiernos de Franklin D. Roosevelt y 
Manuel Ávila Camacho. 
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En resumen, la migración de los mexiquenses del sur del Estado de 
México podría conceptualizarse como una movilidad determinada por fac-
tores como: la tradición migratoria de la región, los escenarios de atrac-
ción-expulsión que han hecho sumamente atractiva la estrategia de emi-
grar, la construcción de redes sociales y la repetición constante del 
fenómeno. Estas condiciones han determinado una migración de tipo labo-
ral, internacional y temporal: aunque con el tiempo, a raíz de las restriccio-
nes para la circularidad migratoria se ha vuelto permanente, y en el límite 
de considerase una migración voluntaria en virtud de las condiciones so-
cioeconómicas de la región.3 

Durante casi un siglo los factores arriba enunciados se reprodujeron 
de manera tal que el fenómeno migratorio en la zona tuvo un comporta-
miento relativamente estable, que permitía puntualizar las causas de expul-
sión-atracción para que el individuo tomara la decisión de emigrar a Esta-
dos Unidos. Sin embargo, en la última década la creciente ola delictiva y la 
denominada guerra contra el narcotráfico, se han convertido en variables 
que influyen en la movilidad poblacional de los habitantes del sur del Es-
tado de México. 

La ubicación geográfica le ha jugado en contra a diversos municipios 
del sur del Estado de México, pues al localizarse en lo que comúnmente se 
denomina el triángulo de la brecha, conocido así por ser la confluencia 
entre los estados de México, Guerrero y Michoacán: ha ocasionado que gru-
pos delictivos como la familia michoacana, los pelones, los Zetas, guerreros 
unidos, los caballeros templarios o el cártel Jalisco nueva generación, se 
disputen la plaza, extendiendo con ello la violencia, extorsiones y secuestros, 

3Para ampliar la información sobre el comportamiento y evolución de la migración mexi-
quense se recomiendan los diversos estudios que se han hecho al respecto. Señalamos dos 
en particular: el primero es “Migración, democracia y desarrollo. La experiencia mexiquense”, en 
el cual se abordan asuntos como los derechos humanos, democracia, prácticas institucionales, 
características socioeconómicas y demográficas de las comunidades migrantes, así como la 
identidad y proceso comunitarios en la migración mexiquense (Baca et al., 2009). 

Por otra parte en “Migración internacional, territorios y sujetos migrantes del Estado de 
México” se aborda la evolución de la migración mexiquense a partir de estudios de caso, 
trabajos de campo, análisis cualitativos y cuantitativos. En el texto se analizan los efectos bi-
direccionales de la migración, recuperando la opinión de los actores de la movilidad, dándole 
relevancia a sus relaciones familiares y comunitarias; además de considerar a actores poco 
abordados en los estudios migratorios mexiquenses como el caso de las mujeres y los mi-
grantes de retorno (Baca y Salas, 2015). 
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entre otros crímenes. En los siguientes mapas se visualiza la región sur de 
la entidad a la cual hacemos referencia. 

Mapa 1 
El sur del Estado de México y su relación con Tierra Caliente

Fuente: Milenio Diario. 

El interés que suscita dicha región, tanto para el narcotráfico como 
para crimen organizado se da por tres condiciones: la primera porque es 
parte de la ruta para el trasiego de enervantes hacia Estados Unidos, debi-
do a la relativa cercanía que tiene con el puerto de Acapulco, lugar de en-
trada de químicos que sirven para la elaboración de drogas sintéticas; la 
segunda, porque sus condiciones orográficas convierten a la región en una 
zona ideal para el establecimiento de los denominados narcolaboratorios 
en donde se producen drogas sintéticas; la tercera, porque constituye la 
puerta de entrada de los grupos delictivos de los vecinos estados de Mi-
choacán y Guerrero al Estado de México. 

En la última década la violencia en la región sur de la entidad se ha 
acentuado, al igual que en el resto del país; lo que está documentado en 
diversos medios, tanto locales como nacionales.4 

4La Jornada (4 de julio de 2012; 2 y 6 de mayo de 2014; 12 de agosto de 2014; 8 de julio 
de 2015); Proceso (8 de marzo de 2011, 27 de marzo de 2011); Milenio Diario (20 de julio de 
2009); El Sol de Toluca (16 de agosto de 2009); sdp noticias (1 de septiembre de 2012); Estado 
Mayor (2 de noviembre de 2012; 5 de agosto de 2013; 29 de abril de 2014).
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Según el Índice de Inseguridad Ciudadana y Violencia, publicado en 
2010 por la Organización México Evalúa, el Estado de México se ubicó en los 
primeros lugares de inseguridad, dado tres factores: una alta victimiza-
ción; una elevada proporción de delitos a mano armada; y una intensa 
percepción ciudadana de inseguridad. Al respecto, las cifras señalaban que 
era la entidad federativa donde más delitos se reportan (uno de cada seis 
delitos en el país se denuncian en el estado); presentaba la segunda preva-
lencia delictiva más alta de México; era la tercera entidad federativa como 
mayor cantidad de homicidios intencionales (es decir, en términos absolu-
tos); presentaba la más alta tasa de delitos a mano armada; y por último, 
en el Estado de México un 59 por ciento de los mayores de 18 años encues-
tados consideraban que su municipio era inseguro. Si bien las cifras no 
están desagregadas por regiones, ni mucho menos por municipios, nos 
permiten observar la relevancia que ha ido adquiriendo el crimen organi-
zado en la entidad.  

En consonancia con lo que hemos señalado, en el artículo “Inseguridad 
y violencia. Narrativas en torno a la violencia y la inseguridad en el Estado 
de México”, se refiere lo siguiente:

En el sur de la entidad (Tejupilco, Luvianos, Temascaltepec, Zumpahuacan, 
Zacualpan) se percibe una entrada completa de grupos del crimen organi-
zado que buscan legitimidad a través de prácticas de implementación de 
justicia contra el agiotista local o con apoyos permanentes a la fiesta tradi-
cional de la región, cooptan a los jóvenes mediante el uso de la coyuntura 
(endeudamiento para ayudar a la madre a salir de una enfermedad, ayudar 
a los hermanos menores a continuar con sus estudios, etcétera). La socie-
dad vive con temor; el miedo se configura como el eje a través del cual se 
organiza la vida, la tendencia dominante se circunscribe a la individuación 
de la estrategia para enfrentar el miedo y los pocos miembros de la socie-
dad que se organizan, lo hacen sin tener la seguridad de que las institucio-
nes del Estado les garanticen su vida y patrimonio (González et al., 2012: 
94-95).

Relacionado con las situaciones referidas, en una entrevista realizada 
el 11 de octubre de 2011 al entonces alcalde de Luvianos, Zeferino Cabre-
ra Mondragón, el funcionario público nos hizo algunas acotaciones sobre 
la problemática de la violencia y su relación con la migración aportando lo 
siguiente:
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[…] por el cierre de fronteras, la falta de empleo allá (Estados Unidos), con 
la crisis allá a raíz de las torres gemelas (ataques terroristas del 11 de sep-
tiembre de 2001 en Nueva York y Washington) la falta de empleo, pues ya 
no es un sueño (el sueño americano) en realidad, ya quien quiere estar allá no 
porque ya no va a estar mejor económicamente, sino porque va a estar más 
seguro allá que aquí, no por lo que sucede en Luvianos, si no por lo que 
sucede en todo el país: los problemas de inseguridad.  

Nuestro entrevistado hacía mucho hincapié en la delincuencia organi-
zada, y refería que además de la emigración a Estados Unidos, la incorpo-
ración al crimen se ha convertido en una opción de vida, ya que “[…] tú 
quieres formar un hogar y no hay con qué, y del otro lado, de la delincuen-
cia te ofrecen 20 mil o 30 mil al mes para que estés oreja con un radio y 
estés informando viendo que es lo que pasa”.

Por último, y no menos importante nos indicaba que el problema de la 
violencia relacionada con la delincuencia organizada se estaba convirtien-
do en factor para salir del municipio, por lo que la emigración representa-
ba una estrategia de supervivencia, lo más relevante de esta declaración es 
que el propio alcalde señalaba que la movilidad no era de tipo internacio-
nal, lo que convertía a los emigrados en desplazados internos forzados.

En resumen, además de trastocar las actividades diarias de los habitan-
tes del sur del Estado de México, la violencia relacionada con el crimen 
organizado está propiciando las condiciones necesarias para que emerja 
un nuevo perfil de migrante en los municipios sureños de la entidad, un 
migrante que lejos de recurrir a los mercados laborales extranjeros para 
mejorar sus condiciones de vida, considera movilizarse para asegurar ya 
no su integridad patrimonial, sino su vida misma. Es decir, más allá del 
migrante laboral-internacional, las condiciones están creando el perfil de 
un desplazado interno forzado. 

Esta situación implicaría una problemática bidireccional: por un lado, 
el asunto de seguridad de los municipios de origen (en este caso específico 
las localidades sureñas del Estado de México), y por el otro lado, los muni-
cipios mexiquenses que se están convirtiendo en receptores de dicha po-
blación, la cual reclamará servicios públicos: empleo, salud, educación, 
entre otras demandas. Planteamos que serán municipios mexiquenses los 
que recibirán a los desplazados, porque como ya señalábamos, éstos en un 
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primer momento se movilizan hacia áreas cercanas a las localidades de 
salida, principalmente centros urbanos y grandes ciudades.  

Ante esta naciente pero creciente problemática, los cuestionamientos 
son: ¿Cuál es la respuesta institucional ante el problema? ¿Cuáles son las 
herramientas normativo-institucionales con las que cuentan los gobiernos 
locales de frente al fenómeno enunciado? ¿Qué tipo de acciones deberían 
emprender las autoridades locales? En nuestro siguiente apartado, inten-
taremos dar algunas respuestas a las interrogantes planteadas. 

La gestión local ante la emergencia de un nuevo  
patrón migratorio en el sur del Estado de México

Los elementos que integran la migración del siglo xxi se han diversificado 
y hecho más complejos, siendo componentes endógenos y exógenos los 
que la conforman para que se amalgame el proceso actual. Es por eso que en-
tender el fenómeno y explicarlo es cada vez más complicado, ya que asume 
facetas provenientes de múltiples orígenes (Monroy y Ojeda, 2009). 

Sin embargo, la acción gubernamental no ha hecho eco de esta nueva 
realidad, por lo que la respuesta institucional se ha circunscrito a progra-
mas que buscan administrar la migración de tipo internacional, con los que 
se pretende minimizar los riesgos y maximizar los beneficios de trasladar-
se a Estados Unidos. Desde hace poco más de 15 años existen programas 
como: Grupos Beta, Programa Paisano, Programa de Repatriación, Vete 
sano, regresa sano y el más publicitado de todos el 3×1 para Migrantes. 

Programáticamente, queda patentado que el gobierno no reconoce el 
desplazamiento interno forzado en nuestro país,5 por lo que no hay accio-
nes direccionadas a confrontar los efectos de esta problemática. 

Más allá de los programas, la acción gubernamental se identifica en la 
construcción de un marco normativo en el que se estipulen los límites del 

5En nuestro caso de estudio existe técnicamente un impedimento para reconocer el des-
plazamiento forzado, pues no se cumple con una característica distintiva que es el conflicto 
generalizado. En efecto, los conflictos militarizados y las acciones de violencia de los poderes 
de facto, ocurren a escala regional y local, no simultáneos, no homogéneos y no por enfren-
tamientos entre las mismas organizaciones. No obstante, el fenómeno incluye diversas situa-
ciones de violación sistemática de los derechos humanos: contra el derecho a la residencia, 
contra la autonomía, violencia sexual, entre otros (Salar y Castro, 2014).  
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quehacer gubernamental en términos de jurisdicción y sobre temáticas en 
particular. Como ya hemos señalado, lo que nos interesa es tener claro el pano-
rama sobre las capacidades institucionales de los gobiernos municipales 
(en específico los del Estado de México) de cara al emergente patrón mi-
gratorio en la entidad. 

Cabe señalar que el municipio mexiquense está regulado por tres or-
denamientos jurídicos: 1) el Artículo 115 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 2) el Título V (de los artículos 112 al 128) de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; y 3) la Ley 
Orgánica Municipal del Estado de México. En estas disposiciones se pun-
tualiza el estatus jurídico, funciones, facultades, atribuciones, conforma-
ción y tipología de los municipios mexiquenses. Salvo por un artículo de la 
Ley Orgánica Municipal del Estado de México, al que nos referiremos más 
adelante, no se estipulan funciones o atribuciones para el municipio en 
materia migratoria.  

Además de la normatividad que regula al municipio, está aquella rela-
cionada con el tema migratorio, siendo ésta la Ley de Migración (publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 25 de mayo de 2011) y el Reglamento de 
la Ley de Migración (publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de sep-
tiembre de 2012, entrando en vigor a partir del 12 de noviembre de 2013). 
En estos dos preceptos no se reconoce el asunto de los desplazados inter-
nos forzados, pues en general se limitan a observar los aspectos básicos 
de la gestión migratoria. 

Prácticamente no se contemplan en la Ley de Migración y su reglamen-
to atribuciones y facultades a las entidades federativas en la gestión migra-
toria; tampoco a los municipios se les considera cuando es en los espacios 
locales donde se reflejan las carencias y necesidades derivadas de los di-
ferentes tipos de migración que se presentan en México.  

Por considerar que la regulación de la migración es una facultad del 
orden federal no existe en el Estado de México una ley que estipule funcio-
nes y atribuciones del municipio en materia migratoria. La referencia más 
importante sobre este punto es el Decreto No. 344 de la LVII Legislatura 
del Estado de México que modifica el Artículo 69 de la Ley Orgánica Muni-
cipal del Estado de México, en este apartado se mencionan las comisiones 
permanentes que auxiliaran para el eficaz desempeño de sus funciones al 
ayuntamiento. 
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La reforma a este artículo implicó la aparición de la Comisión de Apoyo 
y Atención al Migrante (inciso Q del Artículo 69 de la Ley Orgánica Muni-
cipal del Estado de México) como una comisión permanente de los 125 
ayuntamientos mexiquenses. Esta adición se efectuó con el argumento de 
atender más eficientemente la problemática derivada del fenómeno migra-
torio, pues al ser las autoridades municipales el contacto más directo con 
la ciudadanía están en la obligación de realizar esfuerzos a partir del dise-
ño e implementación de programas específicos y acciones encaminadas a 
atender la problemática en la materia por lo que la creación de la comisión 
de apoyo y atención al migrante es un imperativo, principalmente en los 
municipios donde se acentúa la movilidad poblacional internacional. 

Como se puede observar, los municipios mexiquenses están constitui-
dos por definiciones fundamentalmente legales; pese a estar regidos en lo 
general por el Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la realidad de su campo de acción está precedida por múltiples 
formas de resolver los problemas y las necesidades locales. El municipio 
se ha venido transformando en las últimas tres décadas, adoptando nuevos 
roles y responsabilidades; sin embargo, siguen estando presentes factores 
históricos que impiden el logro eficiente de las tareas que afronta la admi-
nistración municipal. Ramos García (2008) identifica seis condiciones rela-
cionadas con este punto: 

1.	La fragilidad del marco normativo, si bien el municipio tiene la facultad 
de organizar y reglamentar su Administración Pública, ésta transcurre 
en un escenario de insuficiencia y obsolescencia de las leyes y regla-
mentos que rigen en los municipios. 

2.	La persistencia de sistemas administrativos obsoletos en muchos de los 
casos altamente improvisados y casi siempre inadecuados para la am-
plia agenda de asuntos municipales; esto genera ineficiencia y derro-
che de los escasos recursos disponibles. La ineficiencia administrativa 
es consecuencia de un deficiente sistema de gestión cuyos enfoques 
han evolucionado bastante en los últimos años pero no han logrado 
integrarse en la mayor parte de los municipios mexicanos a causa de 
una escasa profesionalización del servicio público.

3.	La precariedad de sistemas de gestión de servicios públicos municipales, 
los cuales no están técnicamente actualizados y suficientemente exten-
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didos para atender de forma adecuada —en cobertura y calidad— a la 
totalidad de usuarios.

4.	La falta de profesionalización de los funcionarios municipales, los cuales 
generalmente llegan a la administración municipal sin una experiencia 
o preparación previa, sin los conocimientos técnicos necesarios y sin 
el espíritu y ética de servicio público deseable. 

5.	La ausencia de sistemas de planeación municipal que den una visión de 
mediano y largo plazos al desarrollo local. La visión de corto plazo sin 
evaluar las consecuencias de cada decisión, sin involucrar agentes no 
gubernamentales y sin tener clara una concepción integral de las ac-
ciones, es parte del escenario común de los municipios del país. 

6.	La ausencia de instrumentos de gestión para incorporar una visión integral 
del desarrollo local que permita concebir al municipio como un agente 
promotor del desarrollo y parte de un proyecto regional, con actores 
diversos y recursos a la vez complementarios y en competencia entre 
regiones del país. La visión del municipio como un ente aislado, que 
debe ser autosuficiente y único, ha generado ineficacia en sus políticas 
y debilidad en sus proyectos (Ramos, 2008: 17-19).

Además está el grave problema de la persistencia de una cultura polí-
tica y de gestión que no permite generalizar los cambios al conjunto de la 
administración local, es decir, existe una capacidad limitada para rediseñar 
la gestión local y, particularmente generar procesos eficaces de planeación 
(Ramos, 2008). 

Como se puede observar, las capacidades institucionales otorgadas por 
la ley a los municipios mexiquenses en materia migratoria son práctica-
mente inéditas; aunado al hecho de que las administraciones locales tienen 
un cúmulo de falencias que limitan el actuar de los municipios. Estas con-
diciones vuelven más importante la capacidad de negociación, diálogo y 
gestión de los administradores municipales para afrontar la nueva realidad 
derivada de los diversos tipos de movilidad poblacional. 

El no reconocimiento del problema, las escasas capacidades institucio-
nales y las condiciones actuales de las administraciones municipales en el 
Estado de México, vuelven más complejo el reto para las gestiones locales 
de afrontar las consecuencias inmediatas del desplazamiento interno for-
zado, tanto en los municipios de origen como en los de destino. 
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A pesar de las limitaciones que presentan las administraciones muni-
cipales, consideramos que deben articular políticas públicas6 encamina-
das a atender las consecuencias del desplazamiento forzado de personas. 
Cuatro son las razones para ello: 

a)	Pese a las restricciones legales, existe un amplio consenso (Herrera, 
2004) respecto a que no se requieren atribuciones o facultades de Es-
tado para que los gobiernos municipales se sensibilicen y actúen en 
torno a la problemática derivada de los distintos tipos de migración. No 
obstante, las limitantes en la práctica del federalismo, éste ofrece alter-
nativas de conducción política y administrativa que muchos municipios 
han subutilizado.

b)	La relativa autonomía que el municipio posee en materia de regulación, 
en uso de facultades exclusivas, le ofrece la posibilidad de imaginar 
políticas públicas que eventualmente no requieren de inversiones es-
peciales ni de incrementos al gasto público: pueden ser políticas estric-
tamente basadas en el uso inteligente de la capacidad reglamentaria y 
de gestión que está a su alcance, y que pueden modificar sustancial-
mente la calidad de vida de una comunidad completa (Merino, 2007).

c)	El municipio en México ha sido un elemento primario en la transición 
político-electoral del país, si bien lentamente ha incrementado sus herra-
mientas técnico-administrativas y ha ido avanzando en la atención de 
temas no tradicionales. 

d)	En los últimos años, los gobiernos locales han abandonado su concen-
tración en la producción de bienes y servicios para ampliar su accionar 
a la producción de acción pública, es decir, en la institucionalización de 
redes de acción municipal que afrontan la denominada problemática no 
tradicional. 

6Se entiende por política pública aquella acción de gobierno que es estructurada, estable, 
sistemática en su operación, orientada a la realización de objetivos públicos deseados y que 
se considera idónea para alcanzar los objetivos a los que se aspira, transformando así el re-
sultado deseado en resultado esperado; la política pública es un curso de acción con una 
doble dimensión: política y técnica; con un componente normativo y un componente científi-
co-técnico. En resumen, la política pública es el modo como el gobierno aborda de manera 
permanente el cumplimiento de las funciones públicas o la atención de problemas públicos 
(Aguilar, 2010). 
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Si bien el contexto actual de los espacios locales en México no resulta 
el más óptimo, la naturaleza del municipio le convierte en el espacio social 
e institucional necesario e imprescindible para convertir las grandes metas 
nacionales en iniciativas concretas disponibles en el escenario cotidiano de 
las personas. 

Además, son los municipios los que enfrentan en primera instancia los 
efectos que la migración forzosa deja a su paso; al dejar de ser un proble-
ma coyuntural para convertirse en uno estructural, la violencia asociada al 
crimen organizado y el combate al narcotráfico implica la puesta en marcha 
de una política de seguridad elaborada, consensuada y respaldada por los 
tres órdenes de gobierno, por lo que el municipio juega un papel funda-
mental, pues son los que tienen el pulso de la situación y sus aportaciones 
pueden determinar el éxito o fracaso de una estrategia de seguridad que 
tendría que adaptarse a realidades locales y no a la inversa. 

Por otra parte, los municipios receptores son los que enfrentan en pri-
mera instancia las demandas de los desplazados que se asientan dentro de 
sus confines; las necesidades de los recién llegados pueden ser similares 
a la población nativa (servicios públicos, salud, educación, empleo), sin 
embargo, las condiciones no son las mismas, lo que los convierte en una 
población más vulnerable que requiere una atención diferenciada en tér-
minos de equidad. 

La construcción de políticas públicas, desde lo local, que atiendan los 
efectos derivados de la migración forzada implica que los gobiernos muni-
cipales asuman como responsabilidad propia el bienestar integral de todos 
los habitantes del municipio. Esto conlleva la inclusión de diversos actores 
del espacio local (empresarios, asociaciones, intelectuales, organizaciones 
diversas), además de realizar funciones que por ley no le corresponden 
atender al gobierno local pero que puede o debe atender (Cabrero, 2003). 

La atención a la problemática derivada del patrón migratorio emergen-
te en el sur de la entidad supone que los gobiernos locales amplíen su vi-
sión y espacio de intervención y por lo tanto expandan y profundicen su 
agenda de políticas públicas. Este proceso implicaría que las administracio-
nes municipales se vean obligadas a construir redes de actores en torno a 
la acción pública, a innovar en materia de gestión, a generar consensos y 
a vigorizar el capital social. 
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La política pública de atención a los desplazados tendría que considerar 
cuando menos los siguientes puntos: la protección a los derechos huma-
nos y libertades del derecho internacional; la protección a las poblaciones 
por parte de las autoridades; la asistencia en el proceso del desplazamiento, 
dando prioridad de asistencia a mujeres madres y población dependiente 
de éstas; la protección en escenarios de conflicto armado y violencia ejer-
cida contra la población civil; y la asistencia y garantías en retornos, rea-
sentamientos y/o reintegración. Éstos son aspectos que en su conjunto 
privilegian la prevención, protección y asistencia; y, anticipan procesos de 
justicia, reparación de daños, y restitución de derechos, beneficios y demás 
resarcimientos a daños ocasionados. Estos puntos abren la posibilidad de 
instrumentar normas, acciones y políticas públicas que garanticen la so-
brevivencia, protejan y reparen el daño causado a las poblaciones afecta-
das (Deng, 1998). 

Ante los nuevos retos que implica el emergente patrón migratorio en 
la entidad, el espacio local requiere transitar hacia gobiernos con caracte-
rísticas específicas, así como construir capacidades institucionales mayo-
res y adecuadas para atender con eficacia, eficiencia y efectividad los 
asuntos públicos del entorno inmediato. Confrontar los nuevos contextos 
implica que las gestiones locales entiendan a la acción gubernamental como 
el resultado de un entramado institucional y de un conjunto de actores que 
con diferentes intereses participan en la atención de problemas públicos 
en el marco de una agenda no tradicional de políticas públicas. Si los go-
biernos municipales y su Administración Pública no se adaptan a las nuevas 
circunstancias sociales se verán reducidos a simples figuras expectantes e 
irresolutas en las nuevas problemáticas locales. 

En resumen, las políticas públicas que atiendan las movilizaciones 
forzadas de población, deben partir del reconocimiento del problema, no 
centrarse en la gestión y gobernabilidad migratoria, tienen que extenderse 
al campo de los determinantes e impactos o consecuencias del desplaza-
miento humano con una perspectiva transversal que integre criterios y 
consideraciones migratorias en otras políticas públicas nacionales. Es de-
cir, se requiere alcanzar una conjunción entre políticas específicas para 
atender a los desplazados y políticas diseñadas para toda la población. 
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Conclusiones

Durante el siglo xx, el desplazamiento interno forzado se ha constituido en un 
componente de los procesos migratorios en el mundo. El fenómeno en 
México ha pasado por diversos momentos, hasta hace poco más de una 
década se conceptualizaba como un problema relacionado principalmente 
con los conflictos religiosos y el levantamiento del Ejército Zapatista de 
Liberación Nacional en Chiapas. Actualmente se plantea como un proble-
ma fundamental de las comunidades afectadas por la violencia derivada de 
conflictos armados vinculados al crimen organizado. 

Los desplazamientos forzados trastocan la estructura social de las co-
munidades, de por sí ya afectada por el contexto de violencia. Las pobla-
ciones alteradas en sus dinámicas contemporáneas se desarticulan, ya que 
al romperse el tejido social se trastocan los modos de producción, la orga-
nización política y las prácticas tradicionales que dan sentido cultural a la 
reproducción social. Además en las comunidades receptoras se fraguan 
nuevas relaciones sociales entre los desplazados y los nativos, tienen que 
enfrentar nuevas demandas de una población ya de por sí vulnerable. 

El desplazamiento forzado implica una grave violación a los derechos 
humanos que produce un profundo deterioro de la calidad de vida de los 
desplazados, una de sus mayores pérdidas es la afectación a su condición 
de ciudadanos pues sus derechos cívicos, sociales y políticos se encuen-
tran seriamente mermados (derecho de propiedad, al trabajo formal, salud, 
educación, entre otros), por lo tanto los desplazados internos forzados 
tienen complicaciones para satisfacer sus necesidades básicas. 

De esta manera, los desplazados se constituyen en un colectivo que 
tiene una serie de necesidades sociales a partir del evento violento que los 
desterró y desde el cual se enfrentan a una situación donde es perentorio 
encontrar oportunidades de vida en el espacio al que emigran, ya que no 
existen condiciones para un retorno hacia los lugares de procedencia por 
la permanencia del conflicto y los dispositivos que un día provocaron el 
desplazamiento forzado. Por tanto, el abandono del Estado y sus institucio-
nes expone aún más a colectivos humanos frágiles y vulnerables con ne-
cesidades sociales específicas que requieren acciones intersectoriales para 
transformar la realidad y construir condiciones de vida digna (Gómez et al., 
2008). 
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Como hemos podido constatar, el desplazamiento forzado es ya una 
realidad en México; sin embargo, su visibilidad depende en parte del reco-
nocimiento oficial e institucional y éste no ha llegado. El no reconocimien-
to por parte de las autoridades del desplazamiento forzado, producto de la 
violencia relacionada con el crimen organizado, se hace evidente en las 
inexistentes políticas públicas dirigidas a atender el problema. 

Esta política de la no política se tiene que modificar en el corto y el 
mediano plazo pues se requiere un reconocimiento jurídico del problema 
para poder acceder a apoyos internacionales; además se hace necesaria 
una política pública que proporcione protección y condiciones de asenta-
miento decentes a los desplazados internos forzados y que les permita 
minimizar sus pérdidas en un nuevo centro de población o recuperar sus 
bienes en su lugar de origen.

Afrontar este reto implica la participación de las administraciones loca-
les que como ya hemos señalado enfrentan en primera instancia los efec-
tos del desplazamiento humano, por lo que se hace necesaria una real 
capacidad de gestión que permita atenuar los efectos negativos del despla-
zamiento, en ese tenor, agregamos también que ya es tiempo de que las 
administraciones municipales tengan una reforma profunda para que 
puedan ser capaces de gestionar la nueva y compleja realidad.  

Los municipios mexiquenses involucrados en la problemática (tanto 
los de origen como los de destino), tienen frente a sí el reto y la oportu-
nidad de atender esta reciente problemática, la que podríamos catalogar 
además como una responsabilidad ética. Si bien cuantitativamente el 
desplazamiento en el Estado de México no es tan significativo, sí es un 
tema que debe considerarse en la agenda local de políticas públicas pues 
no es necesario esperar que el problema tenga proporciones similares a 
las de otros estados (Tamaulipas, Chihuahua o Sinaloa). Las administra-
ciones locales están a tiempo de procurar que los efectos negativos no se 
acumulen y se conviertan en el mediano plazo en una problemática sin 
solución.  
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Resumen

Si consideramos que la democracia es un sistema de gobierno basado en 
la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos, contar con una 
ciudadanía que se interese, se informe y participe en éstos es fundamental, 
pero para ello se requiere de incentivos que acerquen a la ciudadanía a la 
participación. Sin la participación de los ciudadanos en la vida política, la de-
mocracia carece de sentido y legitimidad. En este capítulo se analizan algu-
nas figuras de la democracia directa que bien podrían incentivar a los 
ciudadanos a tomar parte de las decisiones gubernamentales. 

Introducción

El concepto de ciudadanía se relaciona fuertemente con la construcción de 
la democracia debido a que se basa en el supuesto de una igualdad básica 
entre los ciudadanos.1 Por tanto, el desarrollo y consolidación de la demo-

1Históricamente, la ciudadanía se formó por la necesidad de establecer una igualdad 
formal ante la dificultad de los derechos diferenciados de la sociedad pre-moderna, por tanto, 
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La democracia no sólo está en peligro cuando hay 
un déficit de consenso sobre sus instituciones y 

de adhesión a los valores que representa, sino también 
cuando su dinámica agnóstica se ve obstaculizada por un 

consenso aparentemente sin resquicio, que muy fácilmente 
puede transformarse en su contrario. A menudo, cuando 
el espacio público democrático se debilita, se ve cómo se 

multiplican los enfrentamientos en términos de identidades 
esencialistas o de valores morales no negociables.  

Mouffe (1999: 17-18)
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cracia en las sociedades contemporáneas se sustenta en buena medida en 
el comportamiento de la ciudadanía. Por ello existe una constante preocu-
pación por pensar a la teoría de la ciudadanía como fundamento de la de-
mocracia. Sin embargo, para algunas voces las democracias actuales no 
son capaces de satisfacer las demandas y necesidades de una sociedad 
cada vez más compleja, pues los canales convencionales de participación 
muestran sus limitaciones a la hora de transmitir las demandas e intereses 
de los diferentes grupos sociales. Estas cuestiones son las que están en la 
base de la preocupación extendida por lo que se ha dado en llamar la cali-
dad de la vida democrática.

Si se considera a la democracia más que un sistema de gobierno basa-
do en la participación de los ciudadanos en los asuntos de interés colectivo, 
sino también como un ethos2 y una forma de convivencia que se expresa 
en las prácticas individuales y colectivas que las personas despliegan en la 
vida pública y privada, la ciudadanía tendría que ser un tema fundamental 
en el debate contemporáneo sobre la democratización de las sociedades. 
Puesto que la condición de ciudadanía conlleva intrínsecamente dos ele-
mentos: la autonomía y la dependencia, en virtud de que el ciudadano no 
es un ente aislado, sino parte de la comunidad política.

A partir de estos planteamientos, el objetivo de este capítulo es reflexio-
nar en torno a los instrumentos de democracia directa tratando de respon-
der a la siguiente pregunta: ¿Hasta qué punto los mecanismos de demo-
cracia directa constituyen un camino alternativo para que los ciudadanos 
puedan influir en los asuntos públicos más allá de su contribución a la  
legitimidad de los Estados?

Democracia y ciudadanía

La democracia es hoy, en sentido amplio, el nombre de una civilización, de una 
forma de gobierno, e inclusive el modo de vida de una nación. Pese a todas 
las críticas y argumento que se han formulado en contra de la democracia 
y a los múltiples errores y fallas que pueda tener dicho sistema, ésta sigue 

con la Modernidad se homogeneizó a los individuos y se instituyó una igualdad a partir de la 
razón, borrando las diferencias y se construyó un imaginario colectivo basado en valores  
cívicos (Nateras, 2012).

2Se entiende al ethos como una actitud interior, una forma de ser y como base de la praxis.
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siendo la forma de gobierno que mayor aceptación y legitimidad tiene por 
parte de los ciudadanos y que más países practican en todo el mundo. In-
cluso aquellos gobiernos de corte autoritario, apelan de forma continua al 
carácter democrático que poseen, aunque no suceda en la realidad.  

Una de las razones por las cuales la democracia es aceptada, casi por 
todo el mundo, es porque ésta es una forma de gobierno que tiene como 
uno de sus pilares el hecho de que todos los ciudadanos puedan formar 
parte en la toma de decisiones. De hecho, la raíz griega del término Demo-
cracia (demos, pueblo y kratos, poder), indica que tanto la soberanía como 
el poder de tomar las decisiones fundamentales de un Estado deben residir 
en el conjunto de ciudadanos que conforman dicho Estado, es decir: el 
pueblo.3 Sin embargo, hoy en día tratar de aplicar este ideal griego a los 
modelos contemporáneos resulta poco menos que imposible, en especial 
cuando tanto sociedades, como gobiernos y contextos son completamente 
diferentes a los de la época helénica. En realidad en la antigua Grecia la 
democracia era practicada por unos cuantos, los que tenían el estatus de 
ciudadano eran los únicos que podían participar en los asuntos públicos.4

Por lo que hace a su estudio, un tema que se ha analizado desde la 
antigüedad y hasta nuestras épocas contemporáneas, desde Aristóteles, 
hasta Sartori, concibiendo y conceptualizando cada uno de ellos a la misma 
de acuerdo al contexto y época en que vivieron.

Fue así que la democracia ha tenido una larga historia y evolución en 
la propia ciencia política, la cual se ha dado a la tarea de analizar los múl-
tiples tipos y clasificaciones que se han hecho de la misma. Destacan por 
su importancia tres categorías de democracia que han sido puestas en 
práctica durante muchos años por distintas culturas alrededor del mundo 
y en distintas etapas de la historia. 

La primera de ellas es la denominada democracia de los antiguos o 
directa, la cual, en términos generales era un modelo en el cual absoluta-

3Cabe destacar que la democracia tampoco es pura y simplemente el gobierno de la 
mayoría. A decir verdad, el gobierno de mayoría es sólo una fórmula abreviada del gobierno 
de la mayoría limitada que respeta los derechos de la minoría.

4En la Grecia antigua, la participación estaba reservada sólo para los que eran reconoci-
dos como ciudadanos. Por tanto, no pertenecen a la polis quienes no pueden participar en la 
vida política, como los esclavos, los extranjeros, jornaleros y mujeres; viven en la polis y se 
les concede la residencia porque son necesarios para desarrollar ciertas funciones, como la 
producción, la defensa y la reproducción; pero ninguno de ellos era necesario para la organi-
zación de la vida política.
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mente todos los considerados como ciudadanos participaban de forma 
activa en la toma de decisiones de la polis, en los asuntos públicos. Este 
tipo de democracia encontrará su máximo auge durante la época de la 
Grecia antigua. 

En un segundo momento surgiría la democracia de los modernos o 
representativa, en donde la figura de la representación será el principal 
cimiento sobre el cual se sostenga la misma, puesto que ahora, a través de 
esta figura jurídica-política, los ciudadanos depositarán su confianza en 
unos cuantos representantes del propio pueblo para que éstos sean los 
encargados de ocuparse de los asuntos del gobierno, siendo los parlamen-
tos y el voto el órgano e instrumento por excelencia, respectivamente, de 
este tipo de democracia. 

Como se puede ver, el concepto moderno de ciudadano fue precedido 
del antiguo surgido con la democracia ateniense. Como práctica de la política 
en el orden tradicional no obedecía a derechos individuales, sino al propó-
sito de lograr el equilibrio político en una comunidad de cuerpos sociales 
desiguales, normalizada en la relación soberano-súbdito. Este naciente 
orden de lo político, marca la diferencia entre vecino y ciudadano (Vázquez, 
2005). Porque como expone Guerra (2002) la idea del ciudadano moderno 
no es la del vecino sino del individuo en un Estado de derecho, que da 
forma y sostiene el régimen representativo, puesto que toda autoridad y 
toda ley tienen su origen en la colectividad y a ésta le corresponde confor-
mar el cuerpo político de la soberanía. 

Finalmente, aparece la democracia liberal representativa la cual, ade-
más de contar con los rasgos característicos del segundo modelo democrá-
tico, añade otras características que la complementan y le otorgan el rango 
de liberal, como son la extensión del sufragio universal, la incursión del 
Estado de derecho, el respeto a los derechos humanos y en la mayoría de 
las ocasiones un modelo de economía abierta aunado a un nuevo modelo 
social y cultural, acompañado del respeto ya no sólo de las decisiones de 
la mayoría, sino también respetando y tomando en consideración la voz y 
opinión de las minorías.

Los regímenes democráticos en la actualidad son aquellos en los que 
el pueblo es el destinatario de los actos de gobierno, el beneficiario de los 
mismos pero simultáneamente es el protagonista, el actor de su propia 
forma de organización social.
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Pese a todo este andar en el marco histórico de la democracia, actual-
mente ésta ha quedado estancada en la parte procedimental —voto— en 
donde aparentemente el ciudadano sólo puede ser partícipe de los asuntos 
públicos y gubernamentales cada vez que se presentan periodos electora-
les para nombrar representantes populares. Esto es una falacia, ya que una 
verdadera democracia, es decir, una democracia sustantiva que vaya más 
allá de la electoral o mínimo tendría que ser mucho más que un simple 
procedimiento electoral. De hecho, la denominada democracia sustantiva 
es un régimen gubernamental que no sólo muestra preocupación por el 
aspecto político-electoral, sino que también reconoce y asume la importan-
cia de atender otros aspectos y problemas de índole económica, social y 
cultural que afectan directamente a la sociedad, teniendo por objetivo sub-
sanar dichos problemas y lograr el máximo bienestar entre todos los  
ciudadanos. 

Es por ello, que el discurso democrático en su afán por extender la 
democracia a diversos ámbitos de la vida social ha encontrado en la idea 
de ciudadanía una de las nociones centrales de toda su argumentación. De 
hecho, en 2004 el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(pnud) en su informe sobre la democracia en América Latina, retoma por 
primera vez a la ciudadanía como soporte del deber político y del orden 
social. En este informe, el pnud destaca como atributos de la democracia 
los siguientes:

•	 Su carácter expansivo basado en la concepción del ser humano como 
responsable, razonable y autónomo.

•	 La condición legal, estatus que reconoce al individuo como portador de 
derechos.

•	 El sentido social o intersubjetivo que resulta de la pertenencia.
•	 El carácter igualitario sustentado en el reconocimiento universal de los 

derechos y deberes de los miembros de una sociedad democrática.
•	 La inclusividad ligada a la pertenencia de los individuos a los Estados 

nacionales.
•	 El carácter dinámico, contingente y abierto como producto de luchas 

históricas (Fleury, 2005).
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En las últimas décadas, el debate respecto a lo que la democracia de-
bería de implicar: si ser simple y sencillamente un mecanismo procedi-
mental de elección de nuestros representantes populares (mínima), o bien, 
fungir como un régimen que se preocupe no sólo por los aspectos político-
electorales del sistema, sino también por problemas más profundos y 
complejos que afectan a las sociedades contemporáneas como lo son las 
variables económicas, culturales y sociales —salud, educación, seguridad, 
entre otras— se ha extendido.  

Por ejemplo, respecto a la democracia mínima o procedimental Norber-
to Bobbio asume que ésta no es más que un conjunto de reglas procesales 
para la toma de decisiones colectivas en el que está prevista y propiciada 
la más amplia participación posible de los interesados. Un conjunto de 
reglas (primarias o fundamentales) que establecen quién está autorizado 
para tomar las decisiones colectivas y bajo que procedimientos, recordan-
do siempre que en la democracia la regla fundamental es la regla de la 
mayoría (Bobbio, 2008: 24-25).

Como se puede apreciar en la definición de Bobbio, éste considera a la 
democracia mínima como el proceso por el cual la mayoría de los ciudada-
nos se encargan de elegir a las personas que tomarán en su representación 
un determinado número de decisiones que beneficiará a dicha colectividad. 
Es importante señalar como es que esta democracia mínima depende com-
pletamente para su existencia de la figura de la representación política y 
del sufragio universal: la designación de los gobernantes a través de elec-
ciones libres, y la colaboración y el equilibrio en el funcionamiento de los 
poderes políticos. 

Por otra parte, y como en otros textos más, lo señala el propio Bobbio 
y Giovani Sartori, la democracia (procedimental o mínima) de lo único que 
se encargará es de formular y establecer con precisión y claridad las reglas 
electorales para elegir a los representantes, y no de solucionar los proble-
mas sociales, económicos o culturales que tenga un país; justamente esta 
es una de las mayores críticas de los opositores a los regímenes democrá-
ticos: que éstos no han sido lo suficientemente eficaces para paliar todo 
este tipo de problemáticas sociales, económicas y culturales, cuando en 
realidad, y si se consideran los objetivos de la democracia, ésta no tendría 
por qué resolver los mismos, pues como señalan algunos autores:
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Esta forma de gobierno no ofrece soluciones automáticas ni prefabricadas 
a los grandes problemas y conflictos del país; es simple y llanamente, el 
mejor método para acercarse a ellos, para evaluarlos, discutirlos abierta-
mente e incluir visiones e intereses en las soluciones (Hemond y Recondo, 
2002: 26-27).

La propia adjetivación de la democracia sólo ha provocado que este 
régimen haya caído en constantes descalificativos y se muestre ante la 
sociedad como un sistema fallido.

En contraste a la democracia mínima o procedimental, Roberth Dahl 
incorpora y establece otro tipo de requisitos y características necesarias 
para poder catalogar la existencia de un régimen democrático de corte libe-
ral, estableciendo para ello dos dimensiones: la ciudadanía extendida (par-
ticipación), y el derecho y capacidad de oponerse al gobierno (oposición).

A partir de ello enumera las siguientes condiciones mínimas para cual-
quier régimen que se jacte de ser democrático: 1) funcionarios electos;  
2) elecciones libres e imparciales; 3) sufragio inclusivo; 4) derecho a ocupar 
cargos públicos; 5) libertad de expresión; 6) variedad de fuentes de infor-
mación, y 7) autonomía asociativa. La democracia ya no resulta entonces 
mínima pues este listado caracteriza derechos, instituciones y procesos 
efectivos y no meramente nominales (Dahl, 1999).

Como se puede apreciar en la definición y contextualización que hace 
Dahl de los regímenes democráticos (aspirando a que éstos se consagren 
en poliarquías) se comienzan a incorporar un mayor número de elementos 
y variables que la político-electoral para que se configure una verdadera 
democracia en el amplio sentido del término. Los países nórdicos son un 
buen ejemplo de qué es a lo que aspiran este tipo de democracias: regíme-
nes en donde existan altos índices en los aspectos educativo, económico, 
seguridad, salubridad, cultural, social, entre otros. En términos muy gene-
rales, es eso a lo que aspira la democracia sustantiva, incrementar los ni-
veles de bienestar de la ciudadanía.

Es por ello, que en la actualidad se aspira a poseer una democracia li-
beral representativa de calidad, entendida como aquel régimen donde no 
solamente se celebran elecciones competitivas, con regularidad y bajo 
ciertas condiciones de libertad y justicia, sino también donde se garantiza 
un Estado democrático de derecho, se ejercen libertades políticas y civiles, 
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existen mecanismos institucionales para la rendición de cuentas y se dis-
frutan del pleno goce de los derechos humanos.

Por supuesto, la democracia no es algo terminado o definitivo, ni es una 
panacea —y mucho menos se limita a los procesos electorales— la demo-
cracia se construye diariamente e incluye una diversidad de elementos.

Como se había mencionado en líneas anteriores, entre las mayores 
virtudes con que cuenta la democracia actual como régimen de gobierno 
está el hecho de que esta forma de gobierno es la que mayor voz y partici-
pación otorga —en teoría— a los ciudadanos para que de esta forma éstos 
puedan involucrarse activamente en la problemática político-social. Si un 
gobierno no puede ser influido en sus decisiones por sus ciudadanos, éste 
no puede calificarse como democrático.

En la actualidad, los regímenes democráticos son todos aquellos que 
se caracterizan por la participación activa de la mayoría del pueblo en la 
organización y ejercicio del poder público, así como en la toma de las deci-
siones fundamentales de un Estado. 

La participación como presupuesto básico de la democracia ha dado 
paso al surgimiento de un discurso que reclama una ciudadanía que más 
que portadora de derechos y obligaciones los convierta en práctica, lo que 
daría paso a una ciudadanización,5 involucrando a los individuos en la 
vida de la comunidad, encaminándolos a tener mayor presencia e interven-
ción en los asuntos que les afectan directamente (Nateras, 2012a). 

Por tanto, en el siguiente apartado abordaremos el tema de la participa-
ción ciudadana como uno de los elementos sine qua non de los regímenes 
democráticos contemporáneos.

5La ciudadanización tiene que ver con la disposición de los ciudadanos a organizarse con 
otras personas y participar en la vida pública; está relacionada fuertemente con el concepto 
de ciudadanía activa. Si bien, este concepto está asociado a la participación en organizaciones 
políticas, no siempre el sistema político es el referente principal. De hecho, la llamada ciuda-
danía activa se vincula menos con la política institucional que con las organizaciones sociales, 
pues está más orientada a  fortalecer el vínculo social en aras de una mejor calidad de la vida 
social. En este sentido, se trata de una ciudadanización de la política, es decir, de la recupe-
ración de la política como una actividad propia de los ciudadanos. En donde la construcción 
de espacios ciudadanos de decisión alternativos y autónomos frente al Estado y de contrapo-
deres al mismo es fundamental.
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La participación ciudadana:  
elemento fundamental de la democracia

Uno de los elementos fundamentales que requiere la democracia para po-
der surtir efecto de forma adecuada en la realidad —y lograr pasar de la 
teoría a la praxis— es la participación ciudadana. Es un hecho que los 
ciudadanos reclaman una participación más constante y activa para la toma 
de decisiones y soluciones en los problemas y asuntos tanto gubernamen-
tales como públicos.

Una de las prioridades que se tiene en los actuales gobiernos del mun-
do es que los niveles de participación ciudadana se vean incrementados de 
forma constante. Los modelos autoritarios y unilaterales implementados 
por los gobiernos nacionales para la solución de los asuntos públicos y la 
problemática social han quedado ya desfasados; lo que ahora se requiere 
y exige desde la ciudadanía es una completa colaboración y participación 
de los mismos. La consigna es que el voto ya no sea el único modelo de 
participación efectiva, sino que también surjan nuevas esferas y mecanis-
mos que hagan posible que la ciudadanía sea tomada en cuenta y que in-
fluya realmente en las decisiones gubernamentales, convirtiendo las políti-
cas gubernamentales en verdaderas políticas públicas.6 

En este sentido, como respuesta a los grandes desafíos que enfrentan 
las democracias —consolidadas o en proceso de consolidación— ha surgi-
do un discurso que considera como tarea prioritaria la promoción de la 
ciudadanía activa,7 debido, por un lado, a la necesidad de complementar 
el discurso de los derechos con el de las y obligaciones, particularmente la 
participación cívica en la vida de la comunidad; y por otro lado, el de una 
mayor presencia e intervención de los ciudadanos en asuntos que los afec-
tan directamente.

6Además de ello, el propio proceso de participación de los ciudadanos en los asuntos 
públicos, dotará inevitablemente de mayores índices de legitimidad a las acciones emprendi-
das, lo cual favorecerá la estabilidad y confianza de los propios gobiernos.

7La ciudadanía activa, marca el acento en la responsabilidad personal y la participación, 
así como en la de procurar el bienestar de la comunidad. Tratando de desarrollar una defini-
ción aproximada de ciudadanía activa, sin perder de vista las fuertes discusiones en torno a 
ésta, se puede decir que la ciudadanía activa hace alusión a la pertenencia legal a una comu-
nidad política, económica o geográfica, cuya finalidad es la correspondencia en derechos y 
deberes entre individuo y comunidad. 
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Antes de continuar, resulta importante señalar que la participación 
ciudadana que existe en un país (los modelos de la misma, sus índices, y 
la forma en cómo se materializa) se encuentra sumamente permeada e 
influenciada por el tipo de ciudadanía y cultura política que una determina-
da comunidad pueda tener.8 De hecho, la participación ciudadana no es 
más que un reflejo muy cercano de cómo es la ciudadanía y el tipo de 
cultura política que existe en una sociedad. 

La cultura política es el resultado de las reelaboraciones individuales, 
a partir de la experiencia y el razonamiento, esto no implica que el individuo 
no reciba influencias del sistema. No obstante, la relación entre el individuo y 
el sistema político es compleja pues ésta comprende, por un lado, de la 
conformación de la cultura individual que se construye a partir de la socia-
lización primaria y la socialización secundaria o resocialización y por otro 
lado, con base en la experiencia, producto de la participación o del compor-
tamiento (Nateras, 2012a).

Jacqueline Peschard (1994) establece que en toda sociedad existe una 
cultura política de tipo nacional, producto del desarrollo histórico, en la que 
están ancladas las instituciones políticas y esta cultura se transmite de 
generación en generación, a través de procesos de socialización. Relata que 
la cultura política como noción es bastante antigua, pero como concepto 
fue definido por la ciencia política norteamericana a mediados de 1950.9 
Es un concepto que nace ligado al tema de la modernización,10 es decir, en 
la transición de una sociedad tradicional a una moderna que requiere del 
consenso de la sociedad pero sobre valores y normas que respalde a sus 
instituciones políticas y que legitime sus procesos. Por tanto, el concepto y 

8Para Almond y Verba (2007) en la conformación de la cultura política intervienen actitu-
des políticas y no políticas (económicas, éticas, religiosas y sociales), pues en las elecciones 
y preferencias de los individuos intervienen las costumbres, tradiciones y la cultura, pero 
también el sistema político. Para otros autores (Durand Ponte, 2004) la cultura política del 
individuo es resultado de un proceso personal y complejo, y no está determinada por el sis-
tema político, sino por el lugar que ocupa en otras culturas sociales o de otro tipo como las 
tradiciones, ritos o el arte, que definen sus comportamientos, valores y actitudes. 

9Con el concepto de cultura política se quiere llenar el vacío entre la interpretación psi-
cológica del comportamiento individual y la interpretación macrosociológica de la comunidad 
política, relacionando el comportamiento del individuo con el funcionamiento de las institu-
ciones políticas (Peschard, 1994).

10Según Peschard (1994) las teorías de la modernización son las que más interés tienen 
en definir el fenómeno de la cultura política y son las que mejor explican porqué y cómo se 
acuñó dicho concepto.
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el enfoque sobre la cultura política nacen vinculados a una valoración po-
sitiva de la democracia liberal. De acuerdo con lo anterior, un sistema de-
mocrático estable se sustenta en una cultura política democrática que legi-
time el modelo de democracia de los países avanzados.

Regresando con el tema de la participación, de acuerdo con Andrew 
Selee y Leticia Santín la participación es: 

Aquella actividad a través de la cual el ciudadano busca influir sobre sus 
representantes entre los tiempos electorales y la forma de hacerlos respon-
sables sobre sus acciones (Selee y Santín, 2006: 16).

Con lo anterior, se asume que la participación involucra iniciativas or-
ganizadas por grupos de personas reconocidos como miembros de una 
comunidad que se integran de forma individual o colectiva para exigir su 
derecho a ser parte de una deliberación razonable para inmiscuirse dentro 
de los asuntos públicos. Se ubica a la participación como aquellas acciones 
o actos que permiten a los ciudadanos emitir una expresión en contra o a 
favor de algún acto gubernamental, con el fin de pretender influir en la 
toma de decisiones.

La participación es clave en el entramado democrático por distintos fac-
tores: su dimensión política, legal y administrativa, esto la erige como uno 
de los principales elementos que otorgan legitimidad a las decisiones guber-
namentales, así como la instauración de verdaderas políticas públicas. 

La participación ciudadana se asume entonces como la condición ele-
mental que da fuerza y sentido al desarrollo, la integración, coordinación y 
acción de las políticas públicas que vayan a implementar las autoridades 
de gobierno y los representantes populares, tanto en la dimensión admi-
nistrativa como en el campo de la legislación.

Hoy en día, la participación tiene un doble objetivo: incorporar las de-
mandas de la población al quehacer gubernamental y asegurar que éste 
sea vigilado tanto por las propias instituciones que tienen dicha encomienda, 
como por las diferentes agencias de la sociedad civil. Al completarse el 
círculo de la participación de los ciudadanos —elección de representantes 
y control sobre su desempeño—, se estrecha la comunicación entre la so-
ciedad y el poder.

Con todo lo anterior, hoy son pocos los que se oponen a la edificación 
de instituciones que fomenten la participación de los ciudadanos como 
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procesos regulares y permanentes, pues existe un consenso generalizado 
acerca de las ventajas que dicha intervención tiene para la gobernabilidad 
democrática. Sin embargo, ese gran acuerdo sobre las bondades de la par-
ticipación de los ciudadanos no implica que inmediatamente existan las 
condiciones y voluntad política para convertirla en una verdadera práctica 
social. Además, las prácticas democráticas no se imponen por decreto, sino 
porque tienen que irse asentando y arraigando dentro de la cultura política 
de los ciudadanos, gobernados y gobernantes para que finalmente lleguen 
a formar parte del panorama cotidiano del quehacer político (Selee, 2006).

La participación (social, comunitaria, política, ciudadana, etcétera) se 
ha convertido en uno de los principales componentes de los Estados y 
sistemas políticos de corte democrático sin el cual no se podría entender a 
los mismos. Lo anterior se debe a que, precisamente, la participación —en 
cualquiera de sus vertientes— funge como el medio a través del cual los 
ciudadanos pueden hacer oír su voz y dar a conocer a los gobernantes las 
principales demandas y problemáticas que se albergan en el seno de una 
determinada comunidad, municipio, estado o el mismo país.  

Infortunadamente, en México y en gran parte de Latinoamérica, la par-
ticipación ciudadana y la forma que los ciudadanos tienen de influir en las 
acciones del gobierno sigue remitiéndose al modelo electoral: el voto. Tanto 
las autoridades gubernamentales como los ciudadanos consideran que 
ésta es la única forma real y legítima para influir en la toma de decisiones 
de los asuntos públicos, quedando relegados o en un segundo plano otras 
formas de participación que son sumamente valiosas.

Sin embargo, no debemos olvidar que al final del día la participación no 
es un fin en sí misma, sino un medio o instrumento que permite el acerca-
miento más eficaz y legítimo a las metas que un sistema de gobierno de-
mocrático se propone.

Lograr cimentar una cultura participativa e instrumentos que se deri-
ven de la misma, no implica eliminar o erradicar a la democracia represen-
tativa que actualmente impera (esto resulta imposible, debido a la comple-
jidad de los Estados y las sociedades en particular); el gran aporte de la 
participación es la promoción de mejores y más eficaces canales de comu-
nicación entre representantes y ciudadanos para acceder a estadios supe-
riores de la democracia como lo es el deliberativo.
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Pero, ¿cuándo y por qué se debe promover la participación de los ciu-
dadanos? Las respuestas no son sencillas, la más inmediata y ética es: 
porque los individuos tienen derecho a ser parte de los asuntos de la co-
munidad en la que viven, trabajan y se desenvuelven. La respuesta más 
práctica es: Porque la participación de los ciudadanos hace un mejor go-
bierno —por ejemplo— más transparente, coherente y responsable, más 
efectivo y más eficiente.

Actualmente, el voto y la participación electoral ya no son suficientes, 
puesto que ahora, la faceta del proceso de democratización se caracteriza 
por perseguir formas de participación de los ciudadanos que no se limiten 
a la esfera electoral, sino que fomenten el involucramiento de la población 
en los asuntos de la vida pública que son del interés para la colectividad. 
Se trata de un momento de reforzamiento del significado de la ciudadanía, 
entendida no sólo como integrante de la comunidad política, sino como 
sujeto activo de los procesos de toma de decisiones con proyección social.

Participar de forma activa implica que los ciudadanos cuenten con to-
das las facilidades —políticas, económicas y sociales— para integrarse y 
ser integrados realmente en el proceso de toma de decisiones sobre los 
asuntos que les afectan directamente, adquiriendo un rol principal en la 
agenda gubernamental y quitando el monopolio de ésta a los gobiernos. 

Otra de las ventajas de la participación activa es el logro de un mayor 
consenso y legitimidad en las decisiones tomadas por las esferas guberna-
mentales, ya que cuentan con el aval de la ciudadanía.

Sin embargo, en la actualidad en el contexto nacional y latinoamericano 
existen diversos factores han hecho que el ciudadano contemporáneo no cuente 
con los suficientes incentivos que le hagan participar, factores que van 
desde la situación socioeconómica, hasta la desconfianza en las instituciones 
y en los representantes populares, así como un desinterés por formar parte 
de dichos procesos de participación del ciudadano.

La inclusión de la participación en los debates sobre democracia ha 
respondido, en buena medida, a la creciente desafección por la democracia 
representativa, al desarrollo de visiones más amplias de la inclusión de los 
ciudadanos en la esfera pública como las denominadas democracias deli-
berativas/participativas, y la proliferación de nuevas redes participativas, 
sobre todo en los niveles locales, buscando nuevas formas de proximidad 
de integración social (Hevia, 2011).
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Frente a este escenario surge en el marco institucional-legal una alter-
nativa para que los ciudadanos puedan participar de forma activa en los 
asuntos públicos, exijan a sus autoridades y representantes resultados 
sobre su labor y gestión al frente de sus puestos (rendición de cuentas), 
que además se puedan legitimar. Esta alternativa son los instrumentos de 
democracia directa. 

Los instrumentos de la democracia directa  
como los nuevos canales de la participación ciudadana

Ante el panorama previamente relatado, pareciera ser que la democracia 
representativa y sus instituciones se encuentran inmersas en una grave 
crisis de legitimidad, eficacia y confianza desde la visión de la ciudadanía. 
Son muchos los indicadores que muestran cómo es que dicha crisis cada 
día se ha ido recrudeciendo más y más, lo que ha llevado al desencanto del 
ciudadano por la política, el gobierno, sus autoridades, y por supuesto, por 
la propia democracia como forma de gobierno y de vida.

Durante estas dos primeras décadas del siglo xxi, hemos sido testigos 
de que la crisis de credibilidad y confianza en los sistemas democráticos 
modernos se refleja en los bajos niveles de participación por parte de los 
ciudadanos con cada convocatoria a las urnas. Esto ha puesto de manifies-
to la necesidad de buscar nuevos canales y mecanismos más directos para 
que la ciudadanía pueda expresar sus intereses en torno a los asuntos de 
trascendencia política y que incidan sustancialmente en la calidad de las 
decisiones públicas y colectivas.

Los canales convencionales de participación —como el voto, las mar-
chas, las manifestaciones o los mítines políticos— muestran importantes li-
mitaciones para procesar las demandas e intereses de los diferentes grupos 
sociales, provocando preocupación por la calidad de la vida democrática. 

Frente a esta problemática, y el interés de algunos sectores por participar 
y verse involucrados en la toma de decisiones en los asuntos públicos, surge 
como un mecanismo complementario a la tradicional democracia repre-
sentativa la que muchos teóricos han denominado como democracia directa 
o semidirecta con distintos instrumentos (la mayoría de ellos de corte elec-
toral) que proporcionan al ciudadano un verdadero contrapeso frente a las 

Administracion Publica.indd   230 13/05/17   11:11 p.m.



La democracia como régimen de gobierno • 231

decisiones arbitrarias y monopólicas, que en muchas ocasiones son toma-
das en los distintos recintos legislativos y gubernamentales, sin tener en 
consideración sólo el interés ciudadano y atendiendo únicamente a intereses 
meramente particulares (económicos y políticos, principalmente).

Es un hecho que los gobiernos democráticos hoy más que nunca ne-
cesitan de la legitimidad ciudadana que logre aprobar su actuar y desem-
peño ante la sociedad, por lo cual éstos se ven en la obligación de dejar de ser 
aquellas instancias de antaño en donde todas y cada una de sus decisiones 
tenían un criterio inductivo que sólo iba de arriba hacia abajo y de manera 
pasiva, convirtiéndose ahora en entes que permitan y doten de determina-
dos elementos sustantivos de empoderamiento y capacidades a los propios 
ciudadanos (desde abajo) y que sean acatadas e instrumentadas por las 
autoridades y representantes. Para ello, resulta fundamental que se logre 
un fortalecimiento de los componentes participativo y cooperativo, pues es 
la única forma en la que una verdadera democracia (y más la directa) pue-
de alcanzar sus objetivos.

Así, la democracia directa y sobre todo sus instrumentos —la mayoría 
de corte electoral—, se muestran como un camino alternativo a través del 
cual el ciudadano puede impactar e influir en los asuntos que conciernen 
a toda la esfera pública.

Una definición de la democracia directa indica que es uno de los me-
canismos consultivos (y vinculatorios en su caso) de gobierno que permite 
a los ciudadanos expresar de manera clara e informada, sus preferencias 
en torno a los asuntos que regulan su vida cotidiana. 

Dicha manifestación se concreta mediante la convocatoria a votaciones, en 
donde por medio del sufragio libre e individual se pueden ratificar o anular 
acciones legislativas definidas desde los congresos o parlamentos, así como 
decisiones propuestas por la instancia de Poder Ejecutivo en cualesquiera 
de sus niveles de integración territorial (Alarcón, 2010: 3-4).

Daniel Zovatto considera a las instituciones de democracia directa  
como…

Las diversas formas de participación política que se realizan a través del 
ejercicio del voto directo y universal. Su objetivo principal es involucrar al 
conjunto de la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones sobre cues-
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tiones públicas (actos o normas), y no el de elegir a los miembros de los 
poderes Legislativo o Ejecutivo (Zovatto, 2007: 74).

Podemos considerar a la democracia directa como un proceso o forma 
de participación completa y eminentemente directa, sin intermediarios, en 
donde los ciudadanos son quienes se encargan de tomar las decisiones y 
acciones que beneficien a la colectividad, no habiendo ningún tipo de inter-
mediario durante todo el proceso.

La finalidad de este tipo de democracia es hacer que los ciudadanos 
participen colectiva y directamente en el procedimiento de toma de decisio-
nes, más que para elegir a sus representantes para tomar sus propias  
decisiones.

Pese a lo que muchos críticos objetan, la democracia semidirecta no 
tendría que estar opuesta a la llamada democracia representativa tradicio-
nal, al contrario, sabemos que en el mundo actual y con el desarrollo de 
las sociedades y Estados que se tienen, sería imposible tratar de vivir en 
un estado de democracia eterna, en donde todas las decisiones fueran 
sujetas al escrutinio y consideración del pueblo; sin embargo, considera-
mos que es prudente el uso de la misma para determinadas situaciones en 
determinados momentos y contextos específicos, en donde el aval, la deci-
sión y legitimidad de la ciudadanía resultan más que necesarias.   

La realidad es que las sociedades masificadas exigen una mayor parti-
cipación de los ciudadanos en los asuntos públicos, no solamente para la 
legitimación de las decisiones públicas, sino también para lograr un mejor 
control y funcionamiento de los órganos de gobierno. Para logar este obje-
tivo, se tendría que contar con los medios jurídicos tendientes a realizar 
acciones, a configurar el aspecto democrático de un gobierno, integrándo-
se en procedimientos de democracia directa o semidirecta según su forma 
de ejercicio, haciendo posible, en cierto grado y hasta cierto punto, la inter-
vención más o menos directa de los ciudadanos en la toma de decisiones 
públicas y dotando de legitimidad a la propia acción gubernamental.

Así, serían los mecanismos de democracia directa, como instituciones 
políticas, los que se encarguen de crear incentivos específicos para los 
actores políticos, que formen identidades, establezcan el contexto en el que 
se desarrolla la formulación de políticas y ayuden a la construcción de re-
gímenes democráticos (Mainwaring, 1993). En tiempos como los actuales, 
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en que los parlamentos y los partidos gozan de una confianza muy baja 
ante la opinión pública, los mecanismos de participación ciudadana son 
vistos por ciertos sectores como una opción válida para mejorar la repre-
sentación, incrementar la participación y mantener la estabilidad de los 
sistemas políticos.

Sin embargo, y pese a todas las facilidades que nos presenta el siglo 
xxi en este rubro, las figuras más clásicas de la democracia directa como 
lo son el referéndum, el plebiscito, la iniciativa popular y la revocación del 
mandato son instrumentos cuya práctica y acción se mantienen todavía 
como mecanismos poco aprovechados por la ciudadanía en el contexto 
latinoamericano, pero sobre todo a la luz de la experiencia mexicana.

La democracia directa es una de las múltiples vertientes de la demo-
cracia que enfatiza la necesidad de que estos regímenes contemporáneos, 
liberales y representativos vean ampliados los canales de participación 
política, y que la misma no siga reduciéndose únicamente al voto.

Bajo este esquema de democracia directa, los instrumentos de partici-
pación que podría utilizar el ciudadano para formar parte activa de diversas 
toma de decisiones fundamentales serían el plebiscito, el referéndum, la 
iniciativa popular, y la revocación de mandato. Todos estos instrumentos 
requieren del voto para poder ser materializados, no obstante, el ciudadano 
mexicano sigue considerando a la opción electoral como la mejor forma de 
influir en sus representantes, así como de ser la más válida y legítima. 
Este tipo de mecanismos podrían asegurar el reconocimiento de la partici-
pación ciudadana en el apoyo o reproche de las autoridades estatales así 
como en su acción. 

Conclusiones

Hoy en día, la construcción de la ciudadanía tendría que ir a la par de la 
construcción de la democracia, aun cuando la valorización de la ciudadanía 
como fundamento de la democracia sea reciente en la discusión politológica. 
En muchas sociedades modernas se asume la democracia como la forma 
política aceptada, reconocida y legitimada. Sin embargo, hay evidencias de 
que ésta no es parte de la manera de ser y de vivir de las personas, ello 
hace necesario que se realicen esfuerzos para que las personas vinculen a 
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la democracia a su vida cotidiana. Son muchos los ciudadanos que siendo 
parte de sociedades llamadas democráticas, en sus prácticas niegan este 
principio y se resisten a reconocer los derechos de otros ciudadanos, pues-
to que sus acciones los llevan a negar a los que piensan y actúan de ma-
nera diferente.

Un factor importante para impulsar o desalentar la participación es la 
confianza en las instituciones. Los gobiernos de los Estados contemporá-
neos tienen importantes restricciones estructurales o sistémicas respecto 
al rol de los ciudadanos, a pesar de que parezcan de manera interna lo 
suficientemente democráticos. Esto se debe en gran medida a que las ins-
tituciones de un gobierno representativo son diseñadas para garantizar 
que la función de los ciudadanos se ciña estrictamente al gobierno del 
Estado al que pertenecen. La democracia, según esta visión, asegura cierto 
grado de legitimidad para las actividades prácticas del Estado y sus institu-
ciones, y es la forma más efectiva de asegurar que la población apoye las 
reformas políticas y económicas que sus gobiernos requieren implementar.

Hoy en día, los políticos y los partidos cada vez se desligan más de sus 
electorados y toman acuerdos tipo cartel entre todos los partidos, sofocan-
do la participación y representación democrática.

Esto trastoca de manera fundamental el mismo sentido de la ciudada-
nía, pero también el de la democracia. El desinterés político es un fenóme-
no que provoca malestar e insatisfacción en la vida política de cualquier 
democracia. Esta molestia tiene que ver principalmente por la desconfian-
za hacia el sistema y sus instituciones, que terminan por generar de mane-
ra inercial una forma de ciudadanía apática. Esta apatía no tiene que ver 
necesariamente con el conformismo, sino con la indiferencia ante la repre-
sentación negativa de lo político que termina  por menguar la identificación 
del ciudadano con el sistema democrático. El problema no termina a nivel 
personal, el principal problema es que esta desconfianza se extiende hacia 
los otros y ha terminado por institucionalizarse, lo que repercute directa-
mente en la participación y la deslegitimación de la política.

Si rescatamos la idea de que en la conformación de la cultura política 
intervienen las evaluaciones e informaciones que tienen los individuos y 
que esto puede alentar o inhibir el interés y la participación política, la ac-
tuación de los profesionales de la política se convierte en un elemento 
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central. No sólo en la determinación del comportamiento político, sino 
también como factor fundamental en la calidad de la democracia.

Sin embargo, la democracia tampoco tiene gran credibilidad a pesar del 
gran despliegue discursivo en torno a la democracia como ideal, como 
institución o como forma de gobierno.

Pese a todas las bondades que ofertan estos instrumentos de democra-
cia directa, la falta de información y práctica adecuada de los mismos hace 
que dichas figuras estén rodeadas por una atmósfera de descrédito. El 
problema es lograr que los mecanismos de democracia directa que ya 
existen se logren materializar en la realidad —pues tanto el referéndum, 
como plebiscito, la iniciativa ciudadana y la revocación de mandato se en-
cuentran ya en las diferentes legislaciones locales—; lograr buscar la ade-
cuada reglamentación de los mismos y que los procedimientos y requisitos 
no sean tan complicados, en aras de poder cristalizar dichos instrumentos 
de participación.

Para que realmente los mecanismos de la democracia directa puedan 
marcar una diferencia en el país, se necesita en un primer momento, pro-
mover su instrumentación, otorgar mayor difusión a los mismos desde las 
esferas gubernamentales y lograr que éstos sean publicitados en aras de 
que la población los conozca en su totalidad; otro elemento que puede 
coadyuvar a que funcionen estos mecanismos es que las instituciones 
gubernamentales recobren la confianza y credibilidad que durante mucho 
tiempo no han tenido y precisamente, una forma en la cual pueden hacer-
lo es a través de su implementación, siempre y cuando los resultados que 
arrojen éstos sean transparentes y gocen de credibilidad suficiente por 
parte de la ciudadanía, ya que de lo contrario se tornarían en meros instru-
mentos de legitimación de intereses particulares (representantes popula-
res y partidos políticos) y costos de corrupción que tanto daño han hecho 
a la nación.
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Resumen

En México como en muchos otros países latinoamericanos, la radiodifu-
sión no lucrativa está en franca desventaja frente a los medios comerciales. 
Además, es una percepción casi generalizada en la opinión pública que las 
acciones gubernamentales no han equilibrado esas desigualdades; antes 
bien, sólo han favorecido los intereses de las emisoras comerciales.

El presente capítulo aborda la importancia de la radiodifusión en el 
plano social y en el entorno de los nuevos espacios públicos, evidenciando 
que el Estado mexicano debe proteger y vigilar esta actividad, mediante la 
democratización de los medios y la instrumentación de políticas públicas 
idóneas para tales fines.

Problemática actual de la radiodifusión en México

Los medios de radiodifusión desempeñan un papel fundamental en la 
construcción de los procesos democráticos por su altísimo nivel de penetra-
ción social y por la influencia que ejercen en diversos ámbitos de la vida 
en colectividad. 

Sin embargo, en la mayoría de los casos estas características no han 
sido aprovechadas para alcanzar el bienestar común, por el contrario, han sido 
utilizadas para mantener y conservar un modelo que favorece a la emiso-
ras comerciales, cuyos fuertes vínculos con el poder político generan una 
relación simbiótica que les permite conservar su estatus privilegiado a 

La democratización de los medios de radiodifusión en México, 
una cuestión necesaria y urgente en la agenda política

Luz de Azucena Rueda de León Contreras
Laura Mota Díaz
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cambio de influir en beneficio de los intereses gubernamentales a través 
de la instrumentación de las políticas de comunicación. 

Este modelo comunicativo ha generado una compleja relación entre el 
poder político y los medios de comunicación radiodifundida, evidenciando 
la preeminencia de los intereses empresariales que inciden en las determi-
naciones gubernamentales o se valen de éstas para fortalecer su indiscuti-
ble poder fáctico.

A pesar de esta circunstancia, actualmente en el mundo nuevas formas 
de radiodifusión atienden las necesidades comunicativas de ciertos grupos 
sociales, cuya ideología discrepa de la línea programática convencional de 
la radiodifusión comercial, en respuesta a realidades sociales y políticas 
concretas. La radiodifusión no es sólo comercial y las emisoras alternativas 
se han venido posicionando gracias a su labor fundamental, pese a las difi-
cultades de índole legal, económica, social e, incluso, política que enfrentan.

En México la radiodifusión se considera un servicio público de interés 
general que permite el ejercicio del derecho de información, de expresión 
y de recepción de contenidos.1 En la práctica, las formas que ha asumido 
la radiodifusión mexicana se distinguen en cuatro categorías: a) estaciones 
comerciales; b) medios públicos; c) radios comunitarias, y d) radios indíge-
nas, cuyo reconocimiento legal fue apenas plasmado en la reforma consti-
tucional y legal de 2014-2015, que abrogó la obsoleta legislación vigente 
desde 1960. Pero la protección y vigilancia estatal hacia la radiodifusión no 
se satisface con un marco normativo innovador, sino que precisa de políti-
cas públicas que la fortalezcan, mediante el fomento a la pluralidad ideoló-
gica, política y social.

Sin embargo, el interés general ha sido el gran ausente en las políticas 
de comunicación en México, pues los cambios en la legislación y las accio-
nes gubernamentales sólo han favorecido la concentración, la privatización 
y la desregulación de las industrias mediáticas, concibiendo a la radiodifu-
sión como un negocio más y obviando su naturaleza de industria cultural 
con su doble dimensión: económica y cultural/sociopolítica. Por ello, aun-
que la tendencia mundial es la desregulación de los mercados, la creciente 
concentración justifica que el Estado garantice diversidad mediática y  

1Artículo 222 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (2014), Diario 
Oficial de la Federación.
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reconozca que las industrias culturales permiten construir sentidos e iden-
tidades para quienes las consumen (Huerta, 2004).

Este capítulo analiza la trascendencia de la radiodifusión en el plano 
social y en el entorno de los nuevos espacios públicos, mostrando que el 
Estado mexicano tiene la obligación de proteger y vigilar esta actividad 
mediante la democratización de los medios y la instrumentación de las 
políticas públicas idóneas. 

Para ello, nuestra colaboración se basa en la metodología cualitativa a 
través de los enfoques teóricos de la Economía Política de la Comunicación 
(epc) y del Análisis Crítico del Discurso (acd). A través del enfoque de la 
epc se analiza el modelo mexicano de radiodifusión a partir de su natura-
leza de industria cultural, determinando el impacto de las dinámicas eco-
nómicas sobre las expresiones culturales. Por su parte, el acd permite 
evidenciar la relación entre lenguaje y poder, y su importancia en el esta-
blecimiento y reproducción de esquemas de dominación social, favorables 
sólo a ciertos grupos privilegiados.

Estado democrático, políticas públicas y radiodifusión

El Estado democrático moderno debe operar a partir de consensos entre 
los distintos actores sociales, políticos y económicos con reglas claras e 
instituciones confiables y eficaces. Ciertamente, se requieren instrumentos 
adecuados de gestión pública pero lo fundamental son los acuerdos necesa-
rios para adoptar las políticas públicas idóneas (Zurbriggen, 2009: 33-34).

Las políticas públicas son fundamentales para construir nuevos espa-
cios deliberativos que permiten concretar acciones públicas; la organización 
política a través de los poderes constituidos ha dejado de ser el único es-
pacio público de discusión y análisis de los problemas sociales (León, 
2004: 210-211).

La civilidad de una sociedad democrática radica en su capacidad de 
debatir y colocar al individuo y el bienestar social como ejes torales me-
diante políticas públicas que transformen los disensos propios de la vida 
en colectividad.
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Los medios de radiodifusión en la concepción  
democrática de los espacios públicos

Todo Estado auténticamente democrático, donde la pluralidad ideológica 
sea un valor de enriquecimiento social, debe garantizar la satisfacción de 
las necesidades comunicativas. Los medios de radiodifusión son canales 
fundamentales y por su importancia, hoy se les reconoce el carácter cons-
titucional de servicio público. 

Los medios de radiodifusión posibilitan la interpretación de conflictos 
o procesos políticos. La presión que ejercen sobre los poderes estatales y 
los actores sociales y políticos relevantes inciden abiertamente en la formu-
lación de la agenda, en el proceso denominado agenda setting (construcción 
de la agenda), a través del cual los líderes de opinión fijan posiciones que 
el auditorio adopta como valores. Por ello, se posicionan como auténticos 
actores políticos que buscan captar adeptos y corrientes de opinión favo-
rables a sus propios intereses (Gutiérrez, 2005: 125-126).

La doctrina democrática de la cultura implica la interacción de los ciu-
dadanos en un entorno social de pluralidad de ideas e intereses, emplean-
do nuevas esferas públicas; es ahí donde los medios de comunicación se 
constituyen en espacios idóneos, pues son una parte fundamental de la 
esfera pública contemporánea.

Lo público ya no es sólo lo gubernamental, en tanto supone la multipli-
cidad de relaciones dentro de un marco de pluralidad y complejidad, que 
es mayor mientras más moderna y diferenciada sea la sociedad. Esta rede-
finición implica que: 

el disenso, entendido como riqueza inherente a la diversidad de la plurali-
dad, lejos de inhibirse o anularse es susceptible de transformarse en con-
senso, a través de la deliberación vía las políticas públicas, tanto en su di-
mensión política, como en su dimensión administrativa (León, 2004: 
210-211).

La amplitud de información que se difunde en los medios de radiodi-
fusión —con los matices propios que cada uno le imprima— permite afir-
mar que:
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Por la radio se han expresado también las ideas sobre la ciudadanía, se han 
reivindicado derechos frente a la Administración Pública, se han explicado 
y reforzado obligaciones ciudadanas como el voto, por ejemplo. La radio 
atomiza, pero también ofrece conocimiento útil; descontextualiza, pero 
ofrece también elementos de juicio; desinforma, pero también ofrece pau-
tas de comportamiento; hace que la gente viva en un mundo ficticio, pero 
también aterriza a esa misma gente y le ayuda a moverse en un mundo y 
en un país cada vez más complejo, ofreciéndole “claves de lectura” (Lalinde, 
1998: 165).

Estas consideraciones (igualmente aplicables a los medios televisivos) 
evidencian que la configuración de identidades políticas entre los miem-
bros de cierta comunidad nacional constituye una nueva forma de acceso 
a lo público, en la que los medios son agentes fundamentales que acercan a 
los ciudadanos a la actividad política, pues “las esferas públicas mediáticas 
constituyen espacios privilegiados para estudiar como las reivindicaciones 
de diferentes grupos y sus pugnas por el poder adquieren visibilidad y se 
legitiman como conflicto” (Winocur, 2002: 200).

Los medios de radiodifusión permiten a sus audiencias acceder a la 
realidad política, construir valores, realidades y discursos que pueden le-
gitimar o deslegitimar a determinados actores. En este proceso, los medios 
sustituyen formas tradicionales de interacción política en espacios físicos para 
transitar a un modelo donde los espacios públicos son los propios medios 
(Pareja, 2010: 140-145).

El espacio mediático es un ámbito social de relaciones donde ocurren 
fenómenos de comunicación pública. La mediación comunicativa permite 
“la efectiva participación de los intereses sociales en la racionalización del 
poder y en la armonización de la vida social” (Gurza, 1998: 90).

De modo que, hoy más que nunca, la línea divisoria entre lo público y 
lo privado se ha vuelto más tenue, ya que las cuestiones públicas se confi-
guran también a partir de una extensa red de relaciones horizontales en el 
conglomerado social, permitiendo la formación de identidades colectivas. 
“Lo público en sí es virtualizado como un espacio mediático, mantenido 
como fuerza de cohesión social gracias a la ubicuidad de los medios en una 
sociedad de masas” (Gurza, 1998: 103).
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La idea de la ubicuidad en los medios (adaptada de la teoría de la alte-
ridad de Jürgen Habermas2) plantea que la noción de lo público, obliga a 
considerar la existencia del otro generalizado: los otros, es decir, la idea de 
alteridad o la legítima existencia de la otredad. En las modernas sociedades 
es cada vez más reducida la participación de los individuos en un ámbito 
estrictamente individual, sustituyéndose por una participación del indivi-
duo en actos respecto de los que pierden identidad para integrarse a un 
cuerpo colectivo (Gurza, 1998: 76).

Aunque la voluntad del individuo no es ajena a los efectos producidos 
por ese otro cuerpo (al cual pertenece), éste ya no puede ser reconocido en 
su carácter individual sino como una masa preformada. El mundo moder-
no se caracteriza por una esfera pública resultado de un proceso de apro-
piación y control social, y cuando lo público se representa como “un campo 
de encuentro, articulador y generador de interacciones con ‘el otro’, con 
los otros, da lugar a que se le vincule de inmediato con los fenómenos 
comunicativos” (Gurza, 1998: 78).

La pluralización de espacios permite a la sociedad civil ser un sujeto 
autónomo, sin recurrir a otros criterios de universalización social, tales 
como la ley o el Estado; la autonomía que adquiere en el proceso de crea-
ción de nuevos espacios públicos, permite afirmar que ésta3 es suficiente 
para:

producir lo público (las esferas públicas), en donde el poder centralizado o 
los mecanismos institucionalizados para la producción de lo público pue-

2En su teoría de la alteridad, Jürgen Habermas plantea que la inclusión de los otros nos 
determina públicamente y nos refuerza privadamente. Considera que la justicia es una virtud 
diferente de las demás y sólo el equilibrio entre el respeto, entre lo público y lo privado gene-
ra sociedades más justas, y afirma que la democracia descansa en la voluntad de los indivi-
duos expresada en espacios públicos siempre abiertos al mundo de lo privado y lo público 
que se complementan. Habermas es el principal teórico de la construcción de una esfera 
pública a través de la comunicación, producto de la participación de la sociedad en los asun-
tos públicos; en este sentido, señala que la esfera pública es el espacio referido a la vida social 
en el que los ciudadanos socializan información e intercambian puntos de vista sobre asuntos 
de interés común, como elemento esencial para formar la opinión pública. Este espacio per-
mite construir la unidad social a partir de la participación colectiva (León, 2004: 95-96, 128).

3La sociedad civil se configura como el grupo de individuos organizados con intereses 
comunes que encaminan sus acciones a la consecución de objetivos de carácter público. Sus 
características comunes se relacionan directamente con la calidad democrática de cada Estado, 
es decir, con la apertura permitida para su participación.
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den no jugar ningún papel más allá de su presencia como referentes socia-
les y políticos (Gurza, 1998: 82).

La radio y la televisión crean comunidades imaginarias en el auditorio 
e impactan en la construcción de la opinión pública, convirtiéndose en 
instrumentos capaces de sentar las bases ideológicas de los sistemas so-
ciales y políticos. Su influencia y nivel de penetración en las audiencias 
permite crear y reforzar valores y creencias sociales promoviendo aspira-
ciones, patrones de conducta y modos de vida que son congruentes con la 
preservación del orden social (Alva, 1991: 10).

El género informativo (en sus vertientes de noticiarios y programas de 
opinión) es idóneo para generar una participación más activa del ciudada-
no en las actividades políticas, pues muchos de estos programas cambian 
la forma de hacer y entender la política. Los medios se han consolidado 
como espacios privilegiados para la presentación de las más variadas pro-
puestas y demandas sociales, incidiendo en las decisiones gubernamenta-
les y modificando la forma de realizar el debate político que en las demo-
cracias modernas se realiza a través de los medios (Romero, 2005: 219).

La nueva relación entre actores políticos, actores sociales y público en 
general es fundamental en la definición de la ciudadanía. Los medios de 
comunicación favorecen su consolidación y se vuelven nuevos espacios 
públicos estructurados a manera de puentes para conectar al individuo con 
las decisiones de los órganos de autoridad, proveyéndolo de información 
para interpretar el mundo de lo político. 

La influencia social de los medios les permite imponer su propia visión 
de la realidad política, mediatizando la política en diversos sentidos: por la 
centralidad que los medios adquieren en las prácticas políticas, por su in-
fluencia en los procesos electorales pero también por la construcción de 
nuevas formas democráticas tendientes al diálogo y la pluralidad (Lalinde, 
1998: 161). Los medios de radiodifusión son mediadores fundamentales de 
las actividades políticas dentro de las modernas sociedades democráticas, 
donde el principio tradicional de la representación institucional y política-
mente establecida, ahora se comparte con la idea de la representatividad 
ejercida en los propios medios. 

Administracion Publica.indd   245 13/05/17   11:11 p.m.



246 • Luz de Azucena Rueda de León Contreras, Laura Mota Díaz

Consciente de este proceso, la sociedad demanda nuevos productos y 
contenidos, para consolidar la moderna noción de cultura política4 que se 
desenvuelve, en gran medida, a partir de la enorme influencia que los me-
dios de comunicación ejercen sobre las audiencias en un entorno de ras-
gos y relaciones novedosas.

Cotidianamente se establecen relaciones entre las audiencias y los es-
pacios de cultura política construidos como resultado de la actividad me-
diática, consolidando espacios privilegiados de análisis del comportamiento 
sociopolítico, inherentes a la cultura moderna. Por ello, hoy se habla de 
mediatización del espacio público para aludir a esta particular relación 
entre el poder público y los ciudadanos.

La preservación de una esfera pública donde los ciudadanos libremen-
te accedan a la información y participen en la vida pública, justifica la exis-
tencia de medios alejados de intereses mercantiles y presiones guberna-
mentales que respondan al auténtico propósito de prestar un servicio 
público.

El predominio de los medios comerciales:  
una realidad que demerita la democratización mediática

Los medios de radiodifusión son espacios de expresión y ejercicio ciuda-
dano; su influencia en las audiencias obliga a replantear su relación con 
éstas al tiempo que la sociedad demanda ofertas programáticas de calidad. 

Entre los medios —que requieren del público para justificar su existen-
cia— y el auditorio —que requiere de los medios para hacer públicas sus 
demandas sociales— se genera una relación simbiótica donde:

el verdadero reto es aprender a servirse de ellos para poder incidir en la defi-
nición de los tiempos, formas y contenidos de las prioridades de la agenda 
mediática y los canales de participación (Winocur, 2002: 202).

4“Conjunto de signos y símbolos que afecta las estructuras de poder; una combinación 
de actuar y pensar los sucesos políticos a partir de una interiorización y socialización en un 
proceso compartido y dialéctico dentro de una lógica cultural a partir de un intercambio y 
transmisión generacional de signos y símbolos comunes en un contexto determinado” (Pareja, 
2010: 138).
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Los medios adquieren una responsabilidad fundamental, correlativa al 
derecho a la información “inherente a toda persona, reconociéndolo como 
un derecho al igual que el derecho a la vida, a la libertad de transitar o el 
derecho a la honra” (Romero, 2005: 227).

La información es un tema de pertenencia universal, por lo que la ac-
tuación mediática debe apoyarse en criterios éticos que garanticen la pro-
fesionalización del comunicador y de los operadores de la información, 
divulgando adecuadamente las acciones políticas y el espectro de discusión 
sobre éstas. Sin embargo, cuando la información se maneja irresponsable-
mente (por parcialidad, distorsión o manipulación), la influencia mediática 
en la cultura política y la opinión pública se torna negativa propiciando que 
los ciudadanos se alejen de las actividades políticas. Por ello, Dave Atkinson 
(1998) ha señalado que:

Es, pues, un hecho que la tv puede tener importancia respecto de la esfe-
ra pública, pero ésa es una función que depende en gran medida de la 
forma en que esté organizada […] si está subordinada a intereses econó-
micos privados o a los intereses políticos de las autoridades, no puede 
servir correctamente a los intereses públicos ni cumplir su función poten-
cial que es, precisamente, la de proporcionar a los ciudadanos la esfera 
pública (Atkinson, 1998: 41).

La importancia del contenido e intención política de los mensajes me-
diáticos es fundamental, puesto que de éstos depende la construcción y 
consolidación de la cultura democrática. Pero la simple difusión de infor-
mación mediática no basta para determinar su carácter fundamentalmente 
público, pues se requiere incidir en tres órdenes de la vida social: el orden 
del estado, el de las demandas sociales y el de las libertades públicas (Gurza, 
1998: 94).

Debido a su impacto en la interacción de las fuerzas políticas formales 
e informales dentro de las estructuras de poder, los medios de radiodifu-
sión han incrementado su expansión a partir de dos elementos centrales: 
su carácter mercantil y su adaptación a las necesidades del contexto socio-
político. En el caso mexicano, la radiodifusión comercial por virtud de esta 
influencia “se constituye, en suma, como un cotidiano, eficaz y permanen-
te aparato de apoyo a la ideología del sistema, y contribuye a la coloniza-
ción ideológica y al deterioro de la conciencia nacional” (Alva, 1991: 20).
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Tal circunstancia es consecuencia de un modelo en el que no todos los 
medios de radiodifusión tienen las mismas condiciones de acceso al otro, 
es decir, a los otros que siempre están presentes dentro de la vida en so-
ciedad, por tratarse de una posibilidad que no se encuentra democrática-
mente distribuida (Gurza, 1998: 104).

El surgimiento de este modelo se remonta a los primeros años de la 
década de los cincuenta del siglo pasado, cuando el expresidente Miguel 
Alemán Valdés —investigando sobre los sistemas de radiodifusión existen-
tes en el mundo— decidió favorecer el uso comercial de las frecuencias, 
más que consolidar un servicio público a semejanza del modelo británico, 
emblemático desde aquel entonces.

Fue así como en 1950 se inauguró el Canal 4, primer canal comercial 
de televisión en México y América Latina operado por la familia O’Farrill. 
Luego en 1951, la familia Azcárraga instaló el Canal 2; en ese mismo año 
se puso en operación el Canal 5, gracias a la asociación comercial entre el 
ingeniero González Camarena y la familia Azcárraga. La posterior fusión 
mercantil de estas emisoras dio lugar al nacimiento de la empresa denomi-
nada Telesistema Mexicano (antecedente de la actual Televisa).

Esa década se caracterizó por una mínima participación del Estado 
mexicano en las actividades de la industria de la radiodifusión. Durante la 
década siguiente operó un cierto cambio en la orientación de las acciones 
gubernamentales, por ello:

Los años setenta constituyen, al mismo tiempo, un periodo caracterizado 
por la incorporación que el Estado hace de los medios electrónicos al ejer-
cicio del poder político para su legitimación social; ya que los actos de 
gobierno no tuvieron como objetivo vincularlos a los proyectos educativos 
o a la política cultural, al encontrarse ésta tan indefinida como la política 
de comunicación. Por ejemplo, durante ese tiempo los medios electrónicos 
fueron regulados a través de la Secretaría de Gobernación y no por Educa-
ción Pública, como ocurre a la fecha, ya que el Consejo Nacional para la 
Cultura y las Artes solamente tiene jurisdicción sobre el Instituto Mexicano 
de Cinematografía, a pesar del intento inicial del propio gobierno para ad-
judicarle los institutos de la Radio y la Televisión (Martínez, 1992: 16).

Este breve recorrido histórico nos permite reflexionar sobre las razo-
nes que han posibilitado la consolidación de los monopolios de radiodifu-
sión en México, porque desde su origen esta actividad se caracterizó por 
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una marcada visión empresarial, demeritando su aspecto cultural. Por ello, 
las autoridades mexicanas han asumido una actitud pasiva e indiferente 
sobre su regulación, permitiendo que sean las leyes del mercado las que 
determinen su funcionamiento.

Los criterios de administración del espectro radioeléctrico en nuestro 
país han generado un escenario de concentración mediática, donde sólo 
unos grupos controlan el mercado de la radiodifusión: las dos principales 
cadenas de televisión nacional (Televisa y Televisión Azteca) cuentan con 
más del 90 por ciento de las concesiones; mientras que las estaciones de 
radio en todo el país son operadas por apenas un poco más de 10 grupos 
empresariales5 (Televisa Radio, Grupo Acir, Grupo Radio Centro, Grupo 
Fórmula, abc Radio, Grupo Imagen, Grupo Radiorama, mvs Radio, Multime-
dios Radio, nrm Comunicaciones, Organización Impulsora de Radio, Radio 
México, Radio Cadena Nacional y Grupo Somer).

Además, los dos principales consorcios televisivos en su conjunto con-
centran, ya sea directa o indirectamente, el 96 por ciento de la audiencia y 
el 99 por ciento de los ingresos por publicidad asociados con la televisión 
abierta comercial.

En este escenario, las formas alternativas de radiodifusión (medios 
comunitarios e indígenas) han sido sistemáticamente obstaculizadas y des-
plazadas por virtud de las acciones gubernamentales tendientes a mantener 
un statu quo en el que los medios comerciales son los únicos beneficiarios.

Modificar esta situación es apremiante, pues sólo así podrá garantizar-
se que los procesos comunicativos impacten a todos los sectores de la 
sociedad y satisfagan sus necesidades específicas, ya que:  

lo fundamental, lo que se sigue poniendo en juego, es el supuesto liberador 
o racionalizador del poder intrínseco a la comunicación: la producción 
socialmente válida de lo comunicable, cuando no se halla concentrada y 
expropiada, permanece como una mediación de la sociedad frente a sí 
misma y frente al poder (Gurza, 1998: 105).

Sólo a partir de una redefinición de los objetivos de servicio público que 
deben perseguir los medios podrán construirse verdaderos espacios de 

5La existencia de estos oligopolios mediáticos no sólo tiene repercusiones económicas, 
sino que fundamentalmente produce afectaciones en el desarrollo de los procesos democrá-
ticos nacionales.
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participación ciudadana, en donde se reivindiquen y reconozcan los dere-
chos y deberes de los individuos frente a los poderes públicos.

Democratización de los medios de radiodifusión:  
una demanda social impostergable

Desde el surgimiento de la radiodifusión en México ha predominado el 
aspecto mercantil en el desarrollo de la actividad. Pero además, la relación 
entre los medios comerciales y el poder político ha generado un modelo 
que busca satisfacer las necesidades gubernamentales (mediante la difu-
sión de una imagen institucional favorable a sus propios intereses), al 
tiempo de “mantener el mando político de las formas democráticas, dejan-
do intactos los privilegios de la élite política y económica dirigente de los 
países, privativa del interés general” (Mussali, 2005: 99).

Los poderes mediáticos se han consolidado como beneficiarios del 
sistema político y partícipes de una relación de ayudas y beneficios mutuos 
con el propio gobierno, en un modelo de comunicación que en el que la 
pluralidad y la multiculturalidad han estado ausentes. La influencia meta-
constitucional de estos poderes fácticos frente a la sociedad y el gobierno 
les ha permitido conservar el statu quo de beneficio a sus propios intereses, 
subordinando a los poderes constitucionales a través de la llamada telecra-
cia (Esteinou, 2014).

Esta oligarquía mediática favorecida por el poder político ha generado 
una cultura ad hoc para una sociedad pasiva que se encuentra cautiva de 
los contenidos comerciales de la radiodifusión.

Pero un marco de pluralidad y democracia mediáticas exige la existen-
cia de formas de radiodifusión distintas a la comercial, cuya finalidad es el 
cumplimiento de una función social y, más aún, la prestación de un servicio 
público.

La tendencia actual sobre el diseño de políticas que permitan mejorar 
las condiciones de los Estados latinoamericanos considera atender no sólo 
a las condiciones del mercado —que, de suyo repercuten en la pobreza y 
la desigualdad— sino también, de modo primordial a la dimensión política 
como obstáculo para el desarrollo generalizado de políticas públicas  
eficientes.
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De este modo, se deben analizar las condiciones políticas y sociales del 
desarrollo económico, buscando favorecer la incidencia de “actores sociales 
y dirigencias políticas que den forma a la organización del aparato estatal 
para lograr políticas públicas de derechos ciudadanos y no políticas públi-
cas de privilegios relativos” (Zurbriggen, 2009: 17-18). Por ello, se afirma 
que los gobiernos contemporáneos ya no tienen el monopolio exclusivo 
sobre la acción pública y que el marco fundamental que legitima dicha 
acción es el paradigma de los derechos humanos (Roth, 2010: 22).

Este planteamiento es fundamental, pues los medios de radiodifusión 
alternativos deben constituirse como auténticos espacios públicos de dis-
cusión y acción política, social, educativa y cultural, consideración que se 
refuerza por el hecho de que el ejercicio de la acción pública, hoy día se en-
cuentra legitimado por virtud del marco rector de reconocimiento de los 
derechos humanos —fin último del Estado democrático contemporáneo—, 
dentro de los que destacan la libertad de expresión y el derecho a la infor-
mación, prerrogativas cuyo ejercicio cobra plena efectividad y vigencia a 
través del uso de los medios.

Al respecto, Ana María Lalinde (1998: 159-162) realiza un interesante 
ejercicio a partir del cual trata de relacionar dos aspectos que, a primera 
vista, pudieran parecer irreconciliables: por un lado, la actividad que desarro-
llan las estaciones de radio comerciales de naturaleza informativa y, por el 
otro, la noción de formación ciudadana, imaginando un escenario hipotético 
en el que las emisoras de esta índole contribuyeran efectivamente a la 
construcción de una sociedad democrática ideal, en la que todos los medios 
de radiodifusión cumplieran cabalmente su función social y fungieran como 
verdaderos intermediarios entre los poderes públicos y los individuos en 
sociedad.

En este entorno ideal, la autora reconoce que los medios de comunica-
ción son instrumentos fundamentales que permiten interactuar en dos 
espacios cuya distinción parece desvanecerse cada vez más: por un lado, 
el espacio de los individuos en su cotidianeidad y, por otro, el espacio po-
lítico y económico de la vida nacional y añade que la distancia entre las 
instituciones políticas y el conglomerado social convierte a estos medios 
en herramientas que permiten el establecimiento de vínculos culturales 
que resultan comunes a la mayor parte de la población y contrarrestan el 
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aislamiento de ciertas poblaciones en situación de marginación (Lalinde, 
1998: 166).

Dejando de lado este escenario ideal, la realidad muestra que los me-
dios comerciales de radiodifusión, salvo escasas excepciones, incumplen 
en absoluto con una función social, circunscribiendo sus objetivos a la 
mera especulación mercantil y posicionándose en un entorno en el que los 
medios alternativos se encuentran en total desventaja. Entonces, ambas 
formas de radiodifusión (comercial y no comercial) se encuentran inmer-
sas en un constante proceso de enfrentamientos y desacuerdos, pues 
mientras los operadores de medios comerciales luchan por conservar sus 
privilegios y eliminar cualquier posibilidad de competencia, los titulares de 
emisoras alternativas se esfuerzan por lograr condiciones que les permitan 
asegurar su permanencia y consolidación.

Ciertamente, el disenso es natural en el contexto de la pluralidad de-
mocrática y los espacios públicos institucionalizados fijan los límites de 
este disenso a través de las políticas públicas en su sentido de racionalidad 
procedimental e instrumental (León, 2004: 132); en materia de radiodifu-
sión el disenso o desacuerdo entre los distintos actores sociales y políticos 
involucrados es el presupuesto indispensable del que debieran surgir po-
líticas públicas sustentadas en la pluralidad ideológica. Sin embargo, como 
Wayne Parsons sostiene:

el verdadero poder en el proceso de las políticas públicas es el poder de no 
tomar decisiones, es decir, la capacidad de determinado grupo de evitar 
que las ideas, las preocupaciones, los intereses y los problemas de otro 
grupo lleguen a la agenda […] es necesario ir mucho más allá de lo que se 
ve en la superficie de las relaciones de poder para profundizar en la mane-
ra en que las fuerzas inadvertidas empíricas o conductualmente delinean 
los valores y las creencias de las personas (Parsons, 2007: 118).

En el tema que nos ocupa, el poder fáctico de los operadores comer-
ciales de radiodifusión determina el quehacer gubernamental, postergando 
o haciendo nugatorio el derecho de los radiodifusores alternativos de con-
tar con un marco de gestión gubernamental que efectivamente se encami-
ne a satisfacer la pluralidad mediática.

La injerencia de los medios comerciales es indiscutible en el desarrollo 
de la actividad política, a la que se ha llegado a considerar como un mero 
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entretenimiento orquestado y dirigido por los medios de comunicación a 
través de los cuales los grupos de interés o poderes fácticos (lobbies) influyen 
en los ciudadanos, a los que convierten en simples espectadores alejándo-
los de la deliberación argumentada y del debate político (Roth, 2010: 52-53).

En este contexto es necesario arribar al análisis deliberativo de las 
políticas públicas favoreciendo la participación de la sociedad como alter-
nativa a la ya muy desgastada y desprestigiada democracia representativa:

Para ello, es preciso promover la experimentación de modelos institucio-
nales de democracia participativa y deliberativa, de democracia directa en 
donde las instituciones públicas y el “Estado”, asumirían más bien un rol 
de proveedor de medios y recursos, y de organizador de una deliberación 
en condiciones de igualdad entre las partes involucradas en la formación 
de las políticas, y no de un actor político que busca imponer un punto de 
vista (Roth, 2010: 54-55).

La construcción de espacios de deliberación y participación de todos 
los sectores de la población en la satisfacción de sus muy particulares de-
mandas sociales cobra particular relevancia si estos espacios son —preci-
samente— los propios medios de comunicación que, como el autor afirma, 
se han convertido en medios de manipulación de la ciudadanía.

Los investigadores que se han ocupado del tema de los medios de comu-
nicación (Alva, 1991; Lalinde, 1998; Winocur, 2002; Fernández, 1982; García, 
1999 y García y Piedras, 2006) coinciden en la importancia fundamental 
que éstos tienen dentro de las sociedades democráticas, reconociendo la 
situación desventajosa que enfrentan las formas alternativas de comunica-
ción radiodifundida frente al empoderamiento de los grandes operadores 
de medios comerciales, los cuales se han convertido en actores políticos 
extrainstitucionales, capaces de moldear la opinión pública e influir, incluso, 
en el propio diseño de ciertas políticas públicas. En este sentido se afirma 
que:

Las políticas públicas entendidas desde una perspectiva instrumental se 
orientan a comprender y operacionalizar el complejo proceso de toma de 
decisiones, entender la maquinaria integrada por los actores gubernamen-
tales, los actores políticos y las diversas sociedades de públicos, los actores 
extrainstitucionales representados por los medios y la opinión pública in-
teractúan con el objetivo de moldear y producir acciones públicas vincula-
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torias en la siempre presente necesidad de materializar el bien común 
(León y Gutiérrez, 2004: 330).

Por tanto, se requiere transitar hacia nuevas formas y políticas de  
democracia comunicativa. Particularmente en el caso latinoamericano, 
muchos estudiosos han abordado esta necesidad social, entre ellos López 
de la Roche (1998), quien destaca la urgencia de analizar los procesos ciu-
dadanos de participación de la sociedad civil, tanto por lo que se refiere a 
la formulación de demandas concretas, como por lo que hace a la consoli-
dación de nuevas formas y escenarios de democracia comunicativa. Al 
respecto, comenta que:

Con independencia de la valiosa labor deconstructiva llevada a cabo por 
los estudios culturales, se requiere hoy día desarrollar una capacidad de 
diseño de políticas culturales y comunicativas democráticas que permitan 
a los diferentes grupos sociales interesados incidir en la orientación del 
desarrollo económico, político, social y cultural (López, 1998: 150).

Los medios alternativos de radiodifusión son espacios privilegiados 
para que los grupos sociales y la población en general intervengan —en un 
ejercicio verdaderamente democrático— para externar posicionamientos, 
puntos de vista e ideas de índole diversa, con miras a la construcción de 
acuerdos que favorezcan el interés común en los ámbitos social, cultural, 
político y económico. Para estos fines, es necesario el desarrollo e instru-
mentación de políticas públicas ad hoc con la naturaleza de las emisoras de 
contenido social, cultural y educativo.

Para Diego Portales (1989), la viabilidad sociopolítica de un nuevo mo-
delo de comunicación alternativa en Latinoamérica hace necesario el cum-
plimiento de una serie de condiciones previas: en primer lugar, debe supe-
rarse toda forma de Estado autoritario y atender la emergencia que reclaman 
los procesos democratizadores; el tema de las comunicaciones debe ser 
incluido en los programas de las fuerzas democratizadoras y finalmente, 
debe gestarse una nueva idea en torno a la necesidad de contar con formas de 
comunicación alternativa en la sociedad.

La democratización de las comunicaciones es, entonces, el concepto 
central a considerar y en este sentido, democratizar significa que los medios 
de comunicación deben estar al alcance de todos y no sólo de unos cuantos 
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cuyo poder económico los coloque en esa posición privilegiada. Democra-
tizar también significa que la sociedad participe organizadamente en la 
operación de los medios y que éstos se pongan al servicio del desarrollo 
de la convivencia social (Portales, 1989: 99). En caso contrario:

Excluir a las comunicaciones de las áreas que requieren políticas públicas 
democráticas sería repetir los mismos errores del pasado que tanto han 
costado en términos de alienación y subdesarrollo cultural y conciencia 
pasiva, atomizada y utilitarista, favorable a la emergencia de procesos au-
toritarios en América Latina (Portales, 1989: 100).

En el entorno actual, se le atribuye a la información una naturaleza 
eminentemente pública, de modo tal que debe encontrarse al alcance de 
toda la población en condiciones de objetividad e imparcialidad. La activi-
dad estatal debe abonar en el cumplimiento de esta finalidad, pues:

la información de interés público se desacraliza, los intercambios comuni-
cativos se distinguen de las interacciones cotidianas y toda la estructura 
comunicativa se transforma progresivamente en un aparato más para la 
administración del Estado (Yánez, 2007: 22).

El desafío consiste en encontrar los mecanismos para definir la manera 
de establecer regulaciones en beneficio del interés público, encontrando el 
camino para lograr los consensos previos a la definición de políticas públicas 
de comunicación en las que se consideren, desde luego, los cambios y 
adecuaciones necesarias para transitar hacia los procesos de nuevas tec-
nologías para la radiodifusión pero sin que estos modernos procesos tecno-
lógicos constituyan un obstáculo para el fortalecimiento de la pluralidad 
mediática, en el entendido de que:

El pluralismo en los medios, así como la imparcialidad de la información 
transmitida, la protección de los grupos sociales vulnerables, o la promo-
ción y defensa de la herencia cultural son ejes por magnificar en la actuación 
pública de los medios masivos y deben conquistarse, ya en el formato 
analógico, ya en su espejo digital. La nueva tecnología no rebasa las rela-
ciones sociales, y el impulso a los medios públicos dependerá de la corre-
lación de fuerzas, de la exigencia que realicen los grupos mayoritarios 
para lograr una política pública que los promueva y consolide (Quibrera, 
2010: 229).
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En México recientemente (2014-2015) se aprobó una reforma constitu-
cional y legal anunciada como precursora de nuevas políticas públicas 
tendientes al reconocimiento pleno de los medios alternativos de radiodi-
fusión. En efecto, la reforma es novedosa por cuanto incluye expresamen-
te la mención de los medios comunitarios e indígenas (formas primordiales 
de radiodifusión alternativa); sin embargo, el andamiaje normativo en su 
conjunto es absolutamente insuficiente para conformar un entorno de au-
téntica pluralidad mediática, pues carece de previsiones tendientes a favo-
recer la actividad de estos medios y reconocer su situación desventajosa. 
De hecho, sólo reproduce el modelo anterior (en el que los medios comer-
ciales gozan de un estatus privilegiado) haciéndolo parecer innovador e 
incluyente.

Además, la simple modificación de la normatividad carece de eficacia 
social si no se encuentra acompañada de una serie de acciones de política 
pública que aseguren la prestación del servicio público que la radiodifusión 
implica, pues si bien es cierto que debe promoverse el desarrollo del mer-
cado de bienes y servicios de la información, mucho más importante resul-
ta “garantizar el acceso público y abierto a los servicios y sistemas de tele-
comunicaciones y a los contenidos audiovisuales e informativos en general” 
(Quibrera, 2010: 228).

Una adecuada política pública en este tema debe entenderse en tres 
niveles bien diferenciados (Quibrera, 2010: 228-229):

a)	Como oferta programática de géneros diversos (información, educa-
ción, entretenimiento, etcétera);

b)	como la posibilidad de que accedan a los medios de comunicación to-
das las voces posibles, enriqueciendo sus contenidos y fuentes, y

c)	como la distribución de contenidos de programación que respondan a los 
intereses de todos los sectores de la población, considerando fundamen-
talmente todas las manifestaciones de la diversidad cultural. 

La diversidad de perspectivas y opiniones (racionalidades distintas en 
cada ser humano) es el presupuesto obligado de la política porque:

el mundo sólo surge cuando hay diversas perspectivas […] La política, en 
sentido estricto, no tiene tanto que ver con los hombres como con el mundo 
que surge entre ellos […] cuantos más pueblos haya en el mundo, vincu-
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lados entre ellos […] más mundo se formará entre ellos y más rico será el 
mundo. Cuantos más puntos de vista, haya en un pueblo […] más impor-
tante y abierta será la nación (Arendt, 2008: 203).

En esta tesitura es apremiante que las autoridades gubernamentales, a 
través de la instrumentación de políticas públicas, favorezcan la consolida-
ción de los medios alternativos de radiodifusión —en tanto espacios públicos 
cuyos fines se alejan de la mera especulación mercantil— con la finalidad 
de dar cabida a la gama más diversa puntos de vista, a partir de los cuales 
deben surgir los consensos característicos de una pluralidad democrática.

Conclusiones

Los procesos en torno a los asuntos de los medios de radiodifusión, su 
mirada en busca de la democratización y la defensa de la información pú-
blica hacen parte de los repertorios sociales y las demandas que nacen al 
interior de las sociedades democráticas en estas épocas, frente a las nece-
sidades del ejercicio de la libre expresión y de la información crítica y 
congruente con las realidades que se viven en cada espacio territorial.

Empero, las formas con las que la radiodifusión se ha puesto en prác-
tica en México responden a la lógica de un sistema mundo-capitalista, 
donde las políticas, las organizaciones y las instituciones asumen que dichos 
medios son producto del mercado y por tanto, juegan un rol importante 
para el consumo de la ciudadanía; se genera así todo un régimen inequita-
tivo, violento y coercitivo. Frente a eso, se ha ido configurando un pensa-
miento crítico en torno a los medios de radiodifusión, que apuesta a menos 
espacios comerciales y más espacios formativos de comunicación radiodi-
fundida. En este sentido:

Los actores sociales implicados en el discurso no usan exclusivamente sus 
experiencias y estrategias individuales; se apoyan fundamentalmente en 
marcos colectivos de percepción a los que llamamos representaciones 
sociales. Estas percepciones socialmente compartidas constituyen el víncu-
lo entre el sistema social y el sistema cognitivo individual (Meyer, 2003: 44).
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El fenómeno global de la radiodifusión ha develado una serie de carac-
terísticas, entre ellas: 

a)	La fuerte necesidad de ser un dispositivo que se articule con las diná-
micas de un sistema neoliberal para el caso mexicano.

b)	La fuente de ganancia que implica en un mundo globalizado, y
c)	Su condición de fetiche y a la vez un dispositivo que controla, limita y 

sesga las libertades civiles.

Por ello, la conformación del modelo mexicano de radiodifusión se ha 
inclinado por favorecer la operación de emisoras que incluyan amplios 
mensajes comerciales, debido a la estrecha relación entre los gobiernos y 
los medios masivos; siendo así que sectores empresariales, grupos econó-
micos y corporaciones transnacionales se inclinan por hacer de la radiodi-
fusión otra forma de enriquecimiento (legal) que involucra amplios secto-
res de la sociedad civil, generando al interior del gobierno formas de 
ejercer el poder a través de las políticas públicas de comunicación.

De este modo, se establece una compleja relación entre gobierno, par-
tidos políticos, ciudadanía y medios comerciales debido a la influencia que 
estos últimos ejercen en los escenarios de interés público y en la confor-
mación del imaginario social, donde la exclusión hacia las poblaciones más 
necesitadas (los pobres), que se proyecta en los programas radiodifundi-
dos, muestra la fuerte racionalidad que ejercen los intereses empresariales 
y sobre todo, las finalidades que se persiguen en los marcos normativos 
frente a la resistencia de la sociedad civil en ciertos casos por la defensa y 
la autonomía del espectro de radiodifusión.

En estas circunstancias se puede afirmar que no existen auténticas 
políticas públicas en materia de radiodifusión para los medios alternativos en 
México, entendiendo que la política es el arte de la negociación con miras 
a lograr los acuerdos necesarios para consolidar estrategias de desarrollo 
y bien común, y no sólo de beneficio para ciertos actores políticos, sociales 
o económicos.

Las políticas gubernamentales de radiodifusión en México responden 
a los intereses del sistema, mostrando así consensos, disensos, propuestas 
y acciones violentas en torno a las dinámicas que ejerce este sector para 
los intereses del mercado; igualmente, los análisis frente a este tema expo-
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nen que la balanza entre gobierno y sociedad —con respecto a los medios 
y la acción del gobierno— toman mayor fuerza en el establecimiento del 
poder político de la ciudadanía mexicana.

Parte de la alternativa recae en el reconocimiento de la pluralidad y la 
diversidad de intereses que caracterizan a los Estados democráticos; ello 
supone la necesaria intervención de las autoridades gubernamentales en 
la búsqueda de los acuerdos que hagan posible superar los disensos natu-
rales con miras a satisfacer las pretensiones o, por lo menos, atenuar las 
desigualdades de todos los actores sociales, políticos y económicos involu-
crados en un proceso de deliberación incluyente, cuyo fin sea la obtención 
del bienestar social en la medida en que las necesidades de la colectividad 
se encuentren adecuadamente cubiertas. 

Una fuerte tendencia emanada de los sectores alternativos y de las 
comunidades originarias busca crear espacios para la democratización de 
los medios, así como luchar contra la censura y la manipulación fetichista 
y utilitarista de dichos medios, evidenciando que la regulación normativa 
de esta actividad se ha convertido en un instrumento del gobierno para 
mantener el modelo monopólico de las comunicaciones y sentar su pode-
río en la esfera institucional.

El panorama descrito refleja que las políticas de comunicación han sido 
parte sustancial del modelo neoliberal del gobierno, donde los medios al-
ternativos son una piedra en el zapato para la radiodifusión comercial y los 
sectores burgueses de la comunidad mexicana. En este contexto es nece-
sario diseñar las políticas, espacios y propuestas que se enfoquen en con-
travía de las lógicas del mercado contemporáneo y las actividades guber-
namentales en las políticas para la radiodifusión.

La fuerte presencia neoliberal ha hecho que los campos de la comuni-
cación, la política y la cultura tomen otro sentido: ahora se conciben como 
mercancías. En este sentido, las grandes falencias del neoliberalismo al-
canzan todas las dimensiones, en particular, los medios de comunicación, 
el espectro radioeléctrico, la soberanía audiovisual, etcétera. 

El caso latinoamericano —y el mexicano, desde luego— presenta un 
diagnóstico vinculado a diferentes sectores sociales involucrados en la 
comunicación, la organización social, los medios y fines culturales, las 
políticas públicas sobre el tema pero en especial la distribución, comercia-
lización y difusión comunicativa en espacios urbanos y rurales. Frente a 
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este panorama que emerge en medio de coyunturas políticas, económicas, 
sociales de la región aparecen otras posibilidades como son los medios 
alternativos en sus distintas vertientes (comunitarios e indígenas).

Sobre estas experiencias nacen prácticas culturales populares que ex-
presan diferentes repertorios, formas de resistencia y alternativas políticas, 
que pretenden la democratización de los medios, los derechos de las au-
diencias, la diversidad programática y la crítica de la información suminis-
trada, mostrando nuevas formas de concebir los medios de comunicación, 
como instrumentos para el fomento de la cultura crítica del propio conglo-
merado social y propositiva en la resolución de sus problemáticas.

En esta búsqueda de otras alternativas comunicacionales, sumada a los 
procesos de acercamiento de las herramientas audiovisuales, el sentido re-
flexivo sobre lo participativo, colaborativo y las nuevas plataformas de difu-
sión de los contenidos de comunicación ha ido gestando nuevos retos para 
abordar las demandas antes silenciadas o distorsionadas de los pueblos.
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“Participación ciudadana y gobernanza regulatoria en los servicios de agua 
potable y saneamiento: Argentina, Colombia y México”, de María Soledad 
Gaytán Olmedo nos lleva a un trabajo de suma importancia con uno de los 
recursos del planeta que ha venido a llamar la atención entre naciones y 
pueblos, como lo es la prestación del servicio de agua potable y su sanea-
miento. El tema es complejo como lo considera la autora cuando analiza 
un estudio comparativo entre países de Argentina, Colombia y México. En 
cuanto a las acciones reguladoras y servicios privatizados en la prestación 
del servicio de agua a los diferentes usuarios, y que en muchas de las oca-
siones van en detrimento de éstos, reflejándose en aumentos a las tarifas, 
la ampliación de prórrogas a las concesiones o la condonación de multas 
devengadas a favor de los usuarios.

De ahí que la ausencia de una legislación que reglamente el carácter 
de la participación de las organizaciones de consumidores en los entes ha 
provocado una limitada intervención de estas organizaciones en los orga-
nismos de contralor a nivel nacional y su débil protagonismo se ha expre-
sado en dos sentidos: el primero, con la participación en comisiones ase-
soras consultivas en algunos entes reguladores y la segunda, en la emisión 
de opiniones consultivas sobre temas específicos sin carácter vinculante.

El trabajo “Redes, poder y gobernanza. Características y desempeño de las 
redes de política pública en el contexto local a partir de la experiencia del 
Programa Pueblos Mágicos en Valle de Bravo”, de Cristo Avimael Vázquez 
Ceballos y de Gabriela Pérez Yarahuán nos lleva a reflexionar sobre la im-
portancia del estudio de una red de política pública para analizar sus ca-
racterísticas y los determinantes de su desempeño percibido. Bajo este 
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contexto es oportuno señalar que el modelo jerárquico weberiano ha sido 
sustituido por estructuras más dinámicas y flexibles de acción colectiva, 
por formas más interactivas de gobierno y caracterizadas por su funciona-
miento en red, de las cuales todavía conocemos poco de sus determinantes 
y características intrínsecas. 

De ahí que el caso que les ocupa en este texto, enseña que este tipo de 
estructuras interactivas potencializa la posibilidad de movilizar recursos 
para atender problemáticas colectivas al incorporarse a actores (y sus re-
cursos) relevantes ubicados por fuera del radio de autoridad del gobierno, 
y que dichos recursos no se limitan a los financieros, sino que puede haber 
recursos políticos y culturales, entre otros, que resultan ser críticos, mis-
mos que no necesariamente controla el gobierno.

El estudio del caso, como lo es la Red Valle de Bravo Pueblo Mágico a 
través de su estructura ha influido en la percepción del desempeño en el 
sentido que se producen consensos mínimos y se cristalicen los objetivos 
que los participantes han delineado como objeto de su acción conjunta. 

De ahí que, como indican los autores las redes de política pública se 
tornan en mecanismos con altas probabilidades de potenciar la acción del 
gobierno y para ello, se habrá de tener presente que la dispersión del poder 
estructural es uno de los factores claves para que las redes de política in-
cidan positivamente en el desempeño.

El texto de René Arenas Rosales “Administrando las finanzas mundia-
les” nos conduce a revisar el contexto financiero de los países del orbe, en 
el que con las dificultades que trajo consigo la Gran Recesión y las crisis 
en las finanzas de los estados es posible administrar éstas a través de es-
trategias como nos sugiere el autor tales como los presupuestos equilibra-
dos, el control estricto de la inflación, la contención de la deuda, los pro-
gramas de corte fondomonetarista como el autorizado recientemente por 
la troika para el ajuste griego, etcétera. Sin embargo, el autor se pregunta 
si ¿Sirven verdaderamente a las naciones las políticas recomendadas por 
los organismos internacionales? ¿Alcanzan los objetivos sociales plantea-
dos por los propios países? ¿A costa de qué sacrificios adicionales se logran 
los relativos logros de las naciones que ejercen dichas políticas? Bajo este 
contexto nos hace reflexionar el autor que no alcanzan dichos programas 
para cumplir con los objetivos sociales planteados por las naciones. De la 
misma manera, los programas se logran a costa de más miseria social, de 
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más esfuerzos de las clases trabajadoras, de más apertura financiera y 
comercial mundial, de más enriquecimiento de los conglomerados econó-
micos y financieros. 

Por lo visto en el panorama de la economía mundial se observa que ha 
ido ganando terreno el proyecto de naturaleza depredadora, el capitalismo 
autoritario y salvaje que reproduce la miseria de los pueblos y el desgarra-
miento social. Actores como el g20, fomentados por el fmi y el Grupo del 
Banco Mundial son los que prevalecen con expresiones diversas como: 
primarización, extranjerización, neocolonización y marcos institucionales 
favorables al capital en casi todos los países del mundo. Por eso, las luchas 
democráticas y libertarias por una mayor soberanía global continuarán 
siendo pieza fundamental ante las acciones de los centros de poder mun-
dial. Como finaliza el autor, la tarea es ardua y recién comienza. 

Rodrigo Sandoval Almazán y Tania Magdalena Romero Gutiérrez en 
“Mejores prácticas de gobierno electrónico en portales estatales” conside-
ran que la gestión pública en los gobiernos estatales no responde a las 
exigencias del presente siglo, en donde al realizar el análisis de los portales 
de cobro de servicios de los 32 portales estatales señalan que los gobiernos 
estatales no utilizan la tecnología para centrar sus servicios en los ciuda-
danos, solamente para establecer un cobro de impuestos. En el mismo 
tenor, los autores consideran que los servicios para pago en línea aún son 
limitados. En su trabajo logran identificar solamente 23 servicios que se 
agrupan fundamentalmente en el cobro de impuestos vehiculares, turísti-
cos y de algunas licencias; lo que hace suponer que falta mucho más por 
ampliarse en esta área. Lo mismo sucede que dentro de los 31 portales 
estatales, únicamente en tres de ellos no presentan servicio en línea lo que 
subraya la labor de los gobiernos estatales en cuanto a pago de servicios.

Este capítulo nos ilustra cómo se están utilizando las tic en los gobier-
nos locales, sobre todo encaminadas al proceso de transacciones o cobro 
de impuestos; nos invitan a la necesidad de profundizar en los 23 servicios 
en línea identificados para determinar porqué algunos estados los tienen y 
otros no, cuáles han sido más desarrollados y que tecnologías utilizan;  así 
como a establecer una serie de recomendaciones prácticas a los estados 
para impulsar el uso de tic en sus procesos de transacciones, permitiendo 
así una mayor transparencia y rendición de cuentas. Para los autores, la  
nueva expresión en la forma de administrar por parte del gobierno pasa 
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necesariamente por el uso de las tic, de ahí la importancia de estudiar el 
tema que nos sugieren en esta ocasión, en donde la apuesta es que tic, 
gobierno y sociedad se haga realidad muy pronto en México en beneficio 
de sus contribuyentes. 

En el capítulo “La filosofía de John Rawls como fundamento de la jus-
ticia administrativa en México”, de Romy Salvador Aquino y Guillermina 
Díaz Pérez resalta la importancia del discurso reiterado sobre la igualdad 
de los derechos y la atención a la vulnerabilidad de los gobernados ante las 
arbitrariedades en que incurre la administración pública en su actuar, lo 
que conlleva al desconcierto y desconfianza social en la justa y pronta 
aplicación de la justicia. 

El Estado junto con la sociedad, sobre todo en aquellas que han ido 
construyendo su base o estructura en los sistemas democráticos moder-
nos, obliga a una imperiosa necesidad de dirección del Estado en sus ac-
tuaciones, en la rendición de cuentas y la transparencia gubernamental 
con la que se conduzcan hacia los gobernados para fundamentalmente 
guardar el respeto esencial a los derechos humanos universales.

Las autoras rescatan algunos indicadores para el caso mexicano, del 
World Justice Project a través de su Open Government Index 2015, que llaman 
la atención cuando nos dicen que los ciudadanos con respecto a la aproba-
ción de leyes e información gubernamental, al derecho a la información y 
a la participación ciudadana se encuentran a la mitad de la media, lo que 
quiere decir que en opiniones encontradas, los ciudadanos disienten en 
que existen deficiencias en el gobierno mexicano. Éste cuenta con meca-
nismos de control y aplicación de justicia en las controversias que se sus-
citan entre los órganos de la Administración Pública y los ciudadanos en la 
transgresión de sus derechos por conflicto de actuaciones, por ello el papel 
preponderante que expone la justicia administrativa es la solución de tales 
controversias, cuya finalidad es el respeto de las garantías de los goberna-
dos, además del apremiante requerimiento de generar el respeto, confian-
za e inclinación de los gobernados por la valía de los principios de la justi-
cia, la equidad, la igualdad y el respeto de la ley en las funciones y las 
instituciones de la administración pública.

Lo anterior nos conduce que ante la falta de credibilidad en las accio-
nes y obras de la Administración Pública así como la manera en que aplican 
y justifican el uso de la ley, genera en el ciudadano desconfianza y falta de 
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certeza en la veracidad y legitimidad de sus funciones. Por lo que la situa-
ción del contexto mexicano en donde los derechos de los gobernados se 
ven quebrantados por actos administrativos. Es urgente requerir más que 
nunca del sentido de la justicia administrativa como una virtud altiva y di-
ligente de las instituciones de la administración pública que vigile las rela-
ciones y el modo de actuar de los gobernantes y gobernados en aras de 
propiciar la unidad y equidad entre ellos.

Martha Elisa Nateras González y Bernardo Aguilar Rodríguez, en el 
trabajo “La agenda en materia de seguridad pública en México: perspecti-
vas a nivel federal, estatal y municipal” abordan un tema por demás rele-
vante y sensible en los tiempos en que vive la sociedad mexicana, como lo 
es el discurso y los programas que intentan cambiar el modelo de seguri-
dad pública por el paradigma de seguridad ciudadana que tiene una orien-
tación antropocéntrica, en la que ubica al individuo en el centro de las 
políticas de seguridad y adopta una visión transversal de los derechos 
humanos, por lo que debe involucrar activamente a la ciudadanía y volver-
la corresponsable en el diseño, instrumentación y evaluación de la políticas 
de seguridad orientadas a recuperar el espacio público, la confianza ciuda-
dana y la civilidad.

Es conveniente, nos dicen los autores, que al resituar el debate sobre 
lo que el Estado debe hacer en materia de seguridad y colocarlo junto a 
otros actores relevantes para caracterizar el problema de inseguridad, se 
da un paso fundamental para una ruptura positiva acerca de las atribucio-
nes y funciones del gobierno, además de un reconocimiento implícito de la 
necesidad de alianzas estratégicas con la sociedad civil. Es elegir un nuevo 
camino o reto en la construcción de una agenda democrática en temas de 
seguridad que conlleve a un nuevo escenario necesario e indispensable 
para tratar de mejorar la calidad de vida de los ciudadanos.

La tensión generada por la falta de resultados visibles acarrea consigo 
un descrédito de las instituciones por parte de la ciudadanía, lo cual mina 
cualquier posibilidad de un acercamiento entre ésta y el gobierno. Este 
distanciamiento aumenta los riesgos, los niveles de inseguridad y, por tanto, 
perjudica la calidad de vida de los ciudadanos. De, ahí que es comprensible 
por qué las políticas de seguridad —reactivas y punitivas— no han tenido 
resultados favorables, pues constituyen respuestas simplistas a fenóme-
nos sociales complejos y multicausales. De continuar esta situación, nos 
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advierten los autores, ni el ámbito federal, estatal o municipal podrán me-
jorar las estadísticas ni las percepciones ciudadanas de seguridad. Resaltan 
para este caso la situación en el municipio de Toluca en el que se observa 
una marcada continuidad en la manera de interpretar y hacer frente a la 
delincuencia y violencia. 

En las dos últimas administraciones locales en el municipio de Toluca, 
los autores ilustran que las expresidentas María Elena Barrera como Mar-
tha Hilda González apostaron al cuerpo policiaco como elemento base de 
disuasión y posible contención del alza en los delitos; sin embargo, al dejar 
de lado o limitar a la ciudadanía en el diseño de la agenda en esta materia, 
atendieron los agravantes coyunturales o circunstanciales (denuncias de 
robos en ciertas zonas, solicitudes de rondines policíacos, entre otras) y no 
las raíces del problema. Bajo este contexto, reafirman los autores que el 
ejercicio analítico que se hizo en la capital del Estado de México evidenció 
que la sujeción de los programas municipales en seguridad y la dependen-
cia presupuestal a lo proveniente de la federación, debilita la posibilidad de 
articular una estrategia integral para solventar el problema de inseguridad.

De continuar esta estrategia en materia de seguridad, concluyen los 
autores, es posible que en años siguientes no se observe una mejora en la 
atención del problema sino que se repitan los esquemas de administración 
del delito lo cual, invariablemente, deja en una delicada posición al ciuda-
dano quien resiente en su entorno la incapacidad de las autoridades guber-
namentales para comprender un fenómeno que, a todas luces, rebasa a las 
actuales administraciones. 

Para Martha Esthela Gómez Collado, en el texto “Análisis de la política 
pública en materia educativa a la luz de la reforma educativa 2013” las 
políticas públicas en materia educativa en nuestro país han respondido 
generalmente a la visión y manera de gobernar de las presidentes en turno. 
Se han realizado esfuerzos por garantizar la calidad en la educación pero 
no han dado los resultados esperados. Con la aprobación de la reforma 
educativa en 2013 se espera cumplir estos objetivos. Sin embargo, al reali-
zar el análisis de contenido la autora observa que el enfoque que se le da 
es justamente de carácter laboral para los docentes. En esta reforma edu-
cativa, identifica Gómez Collado varios aspectos trascendentales, tales como: 
El considerar al nivel medio superior con carácter obligatorio y la aplica-
ción de la Ley del Servicio Profesional Docente y la Ley General de Educa-
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ción. Sin embargo, la sociedad y los actores que participan en la educación 
expresan diversas exigencias, inconformidades y propuestas que requieren 
atención a través de la implementación de políticas educativas actuales, así 
como formular las que sean necesarias para lograr una mayor eficiencia 
en las actividades del Sistema Educativo Nacional. Asimismo, es poco pro-
bable que la ley por sí misma defina la orientación y calidad del desempeño 
docente en las aulas, aunque posiblemente influya en la práctica. Si bien es 
cierto, como reconoce la autora en el trabajo, que ha considerado que la 
reforma educativa es simple y sencillamente una reforma laboral, sin em-
bargo, ella misma identifica que ésta va más allá al incluir la permanencia 
en el sistema que no tenía el Programa de Carrera Magisterial. El interés 
por impulsar el Servicio Profesional Docente en la educación y elevarlo a 
rango constitucional presenta diferentes manifestaciones en contra de su 
aplicación y la resistencia a ella es total por parte de los dirigentes y líderes 
de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación en estados 
como Oaxaca, Chiapas y Guerrero, principalmente. 

Para obtener resultados positivos con esta reforma educativa, nos dice 
la autora, es preciso que se aplique paulatinamente para darle vigencia a 
fin de evitar que la ley se convierta en letra muerta en este ámbito de las 
políticas públicas que por cuestiones de intereses de grupos, decisiones 
discrecionales y de clientela tenían cautivo a un gran número de agremia-
dos docentes. Se tendrá que seguir muy de cerca la implementación de 
esta reforma educativa para apoyarla y en la medida de nuestras posibili-
dades ver cristalizado el éxito de la misma y sus efectos en elevar la calidad 
en la educación mexicana.

Un tema que hoy ocupa a los cientistas sociales es el de la migración 
que ocurre en muchos lugares del mundo. Enrique Damián Palma Martí-
nez y Laura Mota Díaz en su capítulo “Migración forzada: un reto para la 
gestión local y las políticas públicas” abordan de manera puntual este pro-
ceso social complejo y que tiene muchas aristas que estudiar. Como ellos 
ilustran en su capítulo, los desplazamientos forzados van más allá de la 
mera estructura social de las comunidades, de por sí ya afectadas por el 
contexto de la violencia. Las poblaciones alteradas en sus dinámicas con-
temporáneas se desarticulan, ya que al romperse el tejido social se trasto-
can los modos de producción, la organización política y las prácticas tradi-
cionales que dan sentido cultural a la reproducción social. Además en las 
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comunidades receptoras se tejen y reproducen nuevas relaciones sociales 
entre los desplazados y los nativos tienen que enfrentar nuevas demandas 
de una población vulnerable y más compleja.  

Es pertinente analizar que el desplazamiento forzado trae consigo una 
violación a los derechos humanos que produce un profundo deterioro de 
la calidad de vida de los desplazados. Una de sus mayores pérdidas es la 
afectación a su condición de ciudadanos, pues sus derechos cívicos, socia-
les y políticos se encuentran afectados, como lo son el de propiedad, a un  
trabajo formal, a la salud y educación, entre otros; por lo que los desplaza-
dos internos forzados presentan complicaciones diversas para satisfacer 
sus necesidades básicas. 

Los autores nos señalan que los desplazados se constituyen en un 
colectivo que tiene una serie de necesidades sociales a partir del evento 
violento que los desterró y desde el cual se enfrentan a una situación don-
de es perentorio encontrar oportunidades de vida en el espacio al que 
emigran, ya que no existen condiciones para un retorno hacia los lugares 
de procedencia por la permanencia del conflicto y los dispositivos que un 
día provocaron el desplazamiento forzado. Es urgente que el Estado asuma 
este reto, lo que implica la participación de las administraciones locales, 
quienes son las primeras en visualizar los efectos del desplazamiento hu-
mano. Lo que hace necesario una real capacidad de gestión que permita ate-
nuar los efectos negativos del desplazamiento, siendo éstas las administracio-
nes municipales, las que tienen que emprender una reforma profunda para 
que puedan ser capaces de gestionar la nueva y compleja realidad social.  

En “La democracia como régimen de gobierno contemporáneo. Re-
flexiones en torno a los instrumentos de la democracia directa” de Martha 
Elisa Nateras González y Oscar Andrés Campuzano Álvarez, la construcción 
de la ciudadanía va de la mano con la construcción de la democracia, aun 
cuando la valorización de la ciudadanía como fundamento de la democra-
cia sea reciente en la discusión politológica. En las sociedades del siglo xxi 
se asume a la democracia como la forma política aceptada, reconocida y legí-
tima, aunque en muchas ocasiones esto no vaya de la mano con la manera de 
ser y de vivir de las personas, por lo que se hace necesario inyectar esfuerzos 
para que las personas vinculen la democracia con su vida cotidiana. 

Los autores coinciden en señalar que la falta o el desánimo para parti-
cipar, por parte de los ciudadanos, se debe a la ausencia de la confianza en 
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las instituciones. En este orden de ideas, los autores consideran que los 
gobiernos de los Estados contemporáneos tienen importantes restriccio-
nes estructurales o sistémicas respecto al rol de los ciudadanos, a pesar de 
que parezcan de manera interna lo suficientemente democráticos. Esto se 
debe en gran medida a que las instituciones de un gobierno representativo 
son diseñadas para garantizar que la función de los ciudadanos se circuns-
criba estrictamente al gobierno del estado al que pertenecen. 

Temas como el desinterés político, la apatía ciudadana, la negativa a 
participar por parte de éstos, son algunas de las reflexiones que nos dejan 
los autores en este capítulo. Al recuperar la idea de que en la conformación 
de la cultura política intervienen las evaluaciones e informaciones que 
tienen los individuos y que esto puede alentar o inhibir el interés y la par-
ticipación política, la actuación de los profesionales de la política se con-
vierte en un elemento central. No sólo en la determinación del comporta-
miento político, sino también como factor fundamental en la calidad de la 
democracia. Aunque por sí sola la democracia no resuelve y no resolverá 
los problemas nodales de toda sociedad, por eso es importante lograr que los 
mecanismos de democracia directa que ya existen se logren materializar 
en la realidad y cuenten con una adecuada reglamentación de los mismos; en 
donde los procedimientos y requisitos no sean complejos o distantes de 
ser aplicables, en aras de poder cristalizar dichos instrumentos de partici-
pación. Se trata de encontrar incentivos para reproducir dicha participa-
ción ciudadana y no su desaliento.

Terminan señalando los autores que para que estos mecanismos de 
democracia directa pueden marcar una diferencia en el país, se necesita 
promover su instrumentación, otorgar mayor difusión a los mismos desde las 
esferas gubernamentales y lograr que éstos sean publicitados en aras de 
que la población los conozca en su totalidad; pero también es conveniente que 
las instituciones gubernamentales recobren la confianza y credibilidad que du-
rante mucho tiempo han perdido, de ahí que sea imperioso un cambio 
sustancial en estas instituciones para dejar de ser meros instrumentos de 
legitimación de intereses particulares, espacios de poder y corrupción que 
han dañado severamente al país.

Finalmente, Luz de Azucena Rueda de León Contreras y Laura Mota 
Díaz en su texto “La democratización de los medios de radiodifusión en 
México, una cuestión necesaria y urgente en la agenda política” nos con-
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ducen a estudiar los procesos en torno a los asuntos de los medios de ra-
diodifusión. Una mirada en la búsqueda de la democratización y la defensa 
de la información pública, temas que son parte de los repertorios sociales 
y las demandas que nacen al interior de las sociedades democráticas en 
esta época de mayores tecnologías en la comunicación, y frente a las nece-
sidades del ejercicio de la libre expresión y de la información crítica y 
congruente con las realidades que se viven en cada espacio territorial.

Las autoras resaltan en este trabajo que la radiodifusión que se ha 
puesto en práctica en México responden a las lógicas de un sistema mun-
do-capitalista, donde las políticas, las organizaciones y las instituciones 
asumen que dichos medios son producto del mercado en donde asumen 
un papel importante para el consumo de la ciudadanía; se produce un ré-
gimen inequitativo, violento y coercitivo. Una arena en la que poco a poco 
se ha ido conformando un pensamiento crítico en torno a los medios de 
radiodifusión que apuesta a menos espacios comerciales y más espacios 
formativos de comunicación radiodifundida. 

De ahí que la conformación del modelo mexicano de radiodifusión se 
ha inclinado por favorecer la operación de emisoras que incluyan amplios 
mensajes comerciales, debido a la estrecha relación entre los gobiernos y los 
medios masivos; siendo así que sectores empresariales, grupos económi-
cos y corporaciones transnacionales se inclinan por hacer de la radiodifu-
sión otra forma de enriquecimiento (legal) que involucra amplios sectores 
de la sociedad civil, generando al interior del gobierno formas de ejercer el 
poder a través de las políticas públicas de comunicación.

El capítulo nos lleva a analizar que no existen todavía políticas públicas 
en materia de radiodifusión para los medios alternativos en México de 
manera clara y precisa, entendiendo que la política es el arte de la negocia-
ción, con miras a lograr los acuerdos necesarios para consolidar estrate-
gias de desarrollo y bien común, y no sólo de beneficio para ciertos actores 
políticos, sociales o económicos, que es lo que ha prevalecido en este es-
pacio de poder, con uno de los grupos de presión de mayor presencia en 
la vida política del país.

El trabajo nos lleva a vislumbrar y determinar que las políticas de co-
municación no son ajenas al modelo neoliberal que el gobierno mexicano 
ha adoptado, donde los medios alternativos son una piedra fundamental 
para la radiodifusión comercial y los sectores burgueses de la comunidad 

Administracion Publica.indd   272 13/05/17   11:11 p.m.



mexicana. De ahí que las autoras consideran que es importante diseñar las 
políticas, espacios y propuestas que se enfoquen en contravía de las lógi-
cas del mercado contemporáneo y las actividades gubernamentales en las 
políticas para la radiodifusión.

Como una alternativa a lo anterior, consideran que es fundamental el 
surgimiento de otras opciones como son los medios alternativos en sus 
distintas vertientes, sean comunitarios o indígenas, los cuales se conciben 
como prácticas culturales populares que expresan diferentes repertorios, 
formas de resistencia y alternativas políticas, que pretenden la democratización 
de los medios, los derechos de las audiencias, la diversidad programática 
y la crítica de la información suministrada, mostrando nuevas formas de 
concebir los medios de comunicación como instrumentos para el fomento 
de la cultura crítica del propio conglomerado social y propositivo en la re-
solución de sus problemáticas.

Es así como concluyen que la búsqueda de otras alternativas comuni-
cacionales, de la mano con los procesos de acercamiento de las herramien-
tas audiovisuales, el sentido reflexivo sobre lo participativo, colaborativo y 
las nuevas plataformas de difusión de los contenidos de comunicación, 
aportarán a los desafíos para abordar las demandas antes estrechas o ma-
nipuladas de los diferentes conglomerados sociales.

De esta manera, la obra que en esta ocasión se presenta es el esfuerzo 
de estudiantes, egresados y profesores que pertenecen a la maestría en 
Administración Pública y Gobierno, posgrado que se encuentra reconocido 
por el Programa Nacional de Posgrados de Calidad de conacyt, y que a 
través de cada uno de estos capítulos que integran el libro ofrecen un es-
pacio para la reflexión, el análisis y las propuestas que desde la óptica de 
los estudios antes mencionados contribuyan a la búsqueda de mejores 
decisiones para la sociedad, en su conjunto, ante la gama de complejidades 
que enfrenta la Administración Pública y Gobierno de nuestro país.

Estamos seguros que vendrán otros ejercicios de publicaciones como 
éste para enriquecer nuestro acervo bibliográfico en los temas que le ata-
ñen a las líneas de investigación de la maestría, siendo en este caso la de 
Administración Pública y la de Políticas Pública y Gobierno.
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